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  Prefacio


  Venezuela atraviesa una coyuntura de mucha gravedad. El conjunto de problemas que sufre el país es abrumador: crisis económica en todos sus aspectos (déficit fiscal, recesión, inflación, escasez de bienes básicos y medicinas); conflictividad política sin visos de acuerdo entre las partes (Gobierno y oposición) para liberar las presiones e implementar las medidas económicas correctivas; criminalidad; pérdida de capital humano por la emigración creciente; aislamiento internacional.


  Ningún país de América Latina necesita tanto diálogo y pensamiento constructivo para enfrentar esos problemas. Más democracia y eficiencia administrativa son los lineamientos fundamentales en la coyuntura. El reto consiste, entonces, en reforzar el Estado de derecho y diseñar e implementar un programa económico viable para iniciar la recuperación económica.


  La Fundación Konrad Adenauer (KAS), con más de 50 años de presencia en Venezuela, ha trabajado con aliados nacionales en una gran variedad de programas académicos con el objetivo explícito de fomentar la democracia y coadyuvar en la formación del recurso humano necesario para el desarrollo político. Trabajamos en el marco de las realidades locales, sin imposiciones culturales o políticas, aunque nos anima la exitosa experiencia alemana de las últimas décadas, durante las cuales el país superó el trauma de la guerra y reconstruyó su economía bajo el signo de la economía social de mercado (ESM). La Fundación, hoy más que nunca, ratifica su compromiso con Venezuela bajo el mayor de los respetos a las realidades locales.


  La situación económica venezolana requiere un cambio profundo. Ni en la simple voluntad política ni en la receta tecnocrática se encuentran las respuestas. En este sentido, la ESM es un marco global de referencias que podría ser útil en la dura coyuntura que atraviesa el país. Parte esta doctrina de la necesidad de contar con mercados libres donde el mecanismo de precios funcione; y, a la vez, con un Estado que regule eficazmente las fallas y los abusos que ciertamente pueden ocurrir en las economías libres. La ESM combina un Estado social que enfrenta la desigualdad de oportunidades y la pobreza, pero al mismo tiempo fomenta y se apoya en la productividad de las empresas e individuos.


  Las distorsiones económicas de la economía venezolana en la actualidad son la consecuencia de un sistema de control de la economía y del manejo inadecuado del ingreso petrolero. Pero más que tratarse de una falla producida por una mala administración, estamos ante la quiebra del modelo de desarrollo. No es solamente que las autoridades cometieron errores al gastar la totalidad del ingreso petrolero del boom 2003-2014 sin ahorrar para los malos tiempos, sino que las instituciones que hoy gobiernan la economía ya no tienen vigencia. Ese es el sentido de las reformas que hoy se necesitan: a las medidas que deben tomarse ante la emergencia, se suman las nuevas instituciones que en lo sucesivo deben regir la economía para evitar las crisis recurrentes y poner al país en el camino del crecimiento sostenido.


  Lo anterior resume los objetivos de este libro. Ante el colapso del modelo rentista petrolero de inspiración socialista, nuevas instituciones deben diseñarse y nuevas políticas públicas deben implementarse. Se trata de una investigación patrocinada por la KAS, en conjunto con el Instituto de Estudios Parlamentarios Fermín Toro (IEPFT) y en la cual participaron distinguidos profesionales de las disciplinas económicas y políticas.


  En los capítulos del libro encontraremos, en primer lugar, una evaluación general del sector que se está estudiando y, en segundo lugar, las recomendaciones del caso. No todas las áreas fueron analizadas. En esta oportunidad se otorgó relevancia a la macroeconomía y a las instituciones (o reglas de juego) que regirían la economía si los actores políticos decidieran hacer los cambios necesarios.


  El libro está organizado de la siguiente manera. En la introducción, José Guerra nos da su visión general de las reformas económicas que son necesarias en la coyuntura. Si partimos del hecho de que estas no se reducen a la simple receta tecnocrática, entonces la política adquiere mucha importancia para cualquier programa exitoso. Por ello el primer capítulo estudia los problemas políticos de la reforma, incluyendo temas como el papel del liderazgo y la secuencia de implementación (Diego Bautista Urbaneja).


  En los dos capítulos siguientes (tercero y cuarto) se describe a fondo la evolución reciente de la economía venezolana y se expone la manera como se fueron formando los desequilibrios que hoy la afectan (Asdrúbal Oliveros, Carlos Miguel Álvarez y Fernando Spiritto). En el quinto capítulo se analiza el impacto de la renta petrolera, y los autores (Luis Oliveros y José Manuel Rodríguez) hacen recomendaciones para una eficiente administración de la misma.


  Los tres capítulos que siguen desarrollan con detalle temas de política económica. La política monetaria, causante en parte de la alta inflación que sufre el país, es estudiada en el capítulo seis por Rafael Ávila. En el capítulo siete, Ronald Balza plantea las medidas que habría que tomar antes de levantar el control de cambio. En el capítulo ocho, las doctoras Sary Levy, Ruth de Krivoy y Tamara Herrera hacen el diagnóstico del sector financiero y recomiendan las reformas necesarias para fomentar la inclusión financiera.


  Dos temas clave para cualquier proceso de reforma económica son desarrollados en los capítulos nueve y diez. Así, Maikel Bello, Pedro Rosas y Francisco Rojas revisan la política social necesaria para compensar los costos que inevitablemente ocasionará cualquier programa de reforma económica. Roberto Casanova, por su parte, destaca la importancia que tiene el respeto a la propiedad para el bienestar social. En el epílogo, Ramón Guillermo Aveledo resume la dimensión de los retos que tenemos por delante.


  En suma, este libro es un aporte de la Fundación Konrad Adenauer y del Instituto de Estudios Parlamentarios Fermín Toro al complejo y duro proceso de recuperación económica de Venezuela. Esperamos que de sus páginas salga información útil que ayude a los decisores públicos a encontrar caminos expeditos para alcanzar crecimiento económico sostenido e igualitario. Partimos de la premisa según la cual la democracia es la condición básica del bienestar material.


  Henning Suhr

  Representante de la Fundación

  Konrad Adenauer en Venezuela


  Prólogo

  Ante el fin del socialismo rentista, una propuesta de reforma económica

  José Guerra


  1. El fracaso del socialismo del siglo XXI


  Venezuela observa los signos claros del agotamiento de un modelo sociopolítico: el socialismo del siglo XXI. Este se fundamentó en la ampliación, hasta el límite de lo admisible, del papel del Estado en la economía como regulador y como empresario; en la destrucción de las capacidades productivas del sector privado y en la aplicación de una política económica basada en un intrincado sistema de controles de precios y de cambio, que generó los marcados desequilibrios macroeconómicos que produjeron un cuadro de potencial hiperinflación y deterioro sostenido del nivel de vida de los venezolanos que hoy se observa. La voracidad del Estado y la expansión de su tamaño causaron la paradoja de que, en la fase de recuperación de los precios petroleros luego de la crisis global de 2008, el déficit fiscal del sector público, en lugar de aliviarse, aumentaba. De esta manera, con cotizaciones del petróleo en la cúspide, promediando 103,4 dólares por barril en 2012, el déficit fiscal alcanzó a 13,0% del PIB, superior a los 2,6% del PIB cuando el petróleo se transó a 64,7 dólares por barril en 2007. Fue justamente en ese año cuando el Gobierno aceleró la marcha en la política de estatizaciones de empresas.


  Junto a la voracidad fiscal, traducida en aumentos de gasto permanentes, el Gobierno arreció en la implementación de un punitivo esquema de controles de precios y de inconvertibilidad de la moneda. Uno de los efectos más visibles del control de precios fue el haber mermado la producción local al destruir la rentabilidad de los sectores productivos y causar, en consecuencia, escasez. Por su parte, el control de cambio, al mantenerse anclada la tasa de cambio nominal oficial en el contexto de una aceleración de la inflación, provocó una sustancial apreciación del tipo de cambio real, situación esta que impactó negativamente el ya reducido sector exportador no petrolero, al tiempo que potenció las importaciones y creó los incentivos para la corrupción y la fuga de capitales.


  En lo relativo a la política petrolera, el Gobierno privilegió la búsqueda de precios elevados, sacrificando los volúmenes de producción. Ello derivó en una declinación acumulada del PIB petrolero de 12,3% entre 1999 y 2015. Acá se utiliza este concepto calculado por el BCV, en virtud de las dificultades de contar con cifras enteramente confiables acerca de la producción de petróleo. La estrategia de expansión de la producción petrolera definida en el Plan Siembra Petrolera de 2005, mediante el cual se intentó elevar la producción de crudo desde 2.700.000 barriles diarios ese año hasta 5.800.000 barriles en 2012, fue un auténtico fracaso, toda vez que al finalizar este último año la producción fue inferior a la de 2005. Formó parte de la política petrolera la sobrediversificación de PDVSA, a la cual le fueron asignados roles más allá de su capacidad gerencial y técnica, lo que terminó provocando un nivel de gasto insostenible, mientras sumió a la empresa en el foso de la corrupción.


  En esa caída de la producción han jugado un papel importante las estatizaciones de empresas privadas que prestaban servicios a PDVSA y el caos originado en la gestión de los proyectos de la Faja del Orinoco cuando se nacionalizaron las empresas operadoras. Es PDVSA una empresa altamente endeudada tanto en términos financieros como con sus proveedores y, al mismo tiempo, enfrenta una cantidad importante de demandas en tribunales internacionales, con lo cual sus pasivos en moneda extranjera con certeza aumentarán.


  Entre 1999 y 2015, Venezuela recibió por concepto de ingreso petrolero la sideral cifra de 866.303 millones de dólares, buena parte de la cual constituyó renta petrolera en el sentido estricto, al tratarse de un recurso que no es fruto del trabajo sino de la discrepancia entre el costo de producción más una ganancia normal y el precio de venta del petróleo. La percepción de ese flujo de moneda extranjera acentuó la naturaleza rentista de la economía venezolana durante el lapso reseñado, al relegarse otras actividades económicas, especialmente aquellas que producen bienes transables. Esa prominente suma de divisas fue la base sobre la cual se apoyó el proyecto del socialismo del siglo XXI y que permitió financiar tanto el consumo privado como la estatización de la economía. Con la caída de los precios petroleros que se evidencia desde mediados de 2014, las falencias del modelo se hicieron notorias cuando se restringió la capacidad de importar y con ello la de suplir con bienes externos la disminución de la producción nacional. Mermada la renta del petróleo, el modelo colapsó y por ello la crisis de Venezuela es la crisis de la renta petrolera.


  El prolongado auge de los precios petroleros fue utilizado para sostener un boom de consumo que se apalancó en la apreciación del tipo de cambio real y en el crédito barato, financiado con impresión de dinero por parte del BCV que, al aplicar una política de tasas de interés sumamente generosa, propició adelantos del gasto ante las expectativas de alzas de precios. Así, entre 1998 y 2015 la tasa de crecimiento interanual del consumo fue 3,7% frente apenas 0,6% del PIB. Tal diferencia entre el consumo y la producción resultó insostenible, como era de esperarse.


  No obstante esa laxitud de la política monetaria, reflejada en tasas de interés significativamente por debajo de la inflación, ello no se tradujo en un aumento de la inversión. Contrariamente, debido a la incertidumbre que la política económica propiciaba y las salidas de capital, entre 2010 y 2015 la tasa de inversión pasó de representar 32,0% del PIB a 22,0% del PIB, en tanto que la caída acumulada de la formación de capital en ese mismo lapso se cifró en 30,0%. Esta declinación de la inversión pesa tanto o más que la baja reciente del precio del petróleo en la explicación del pobre desempeño de la economía venezolana.


  Vista la mayor dimensión del sector público, así como la imposibilidad de financiar con ingresos corrientes el gasto público y de articular el asociado al componente empresarial del Gobierno, amplificado este con la política de nacionalizaciones, estatizaciones y confiscaciones de empresas que comenzó en 2003 y se profundizó a partir de 2007, el déficit fiscal se acentuó y de esta manera creció el monto de la deuda respecto al tamaño de la economía, al pasar este indicador de un modesto 30,0% del PIB en 1998, hasta 67,0% del PIB en 2015, a lo que se añaden vencimientos y pagos por servicios de la deuda externa en 2016 y 2017 que comprometen el financiamiento de las importaciones, debido a la caída de los precios del petróleo y a la falta de acceso al crédito internacional.


  La aplicación, en términos de política económica, de los preceptos del modelo antes enunciados llevó a que la economía se estancara primero y se contrajera después, una vez que no se pudo continuar oxigenando los niveles de consumo mientras que al unísono se conformaba un cuadro de alta inflación debido, principalmente, al financiamiento monetario de los déficits fiscales, tal como relata la experiencia universal. Efectivamente, la persistencia de la impresión de dinero para enjugar el déficit fiscal, aunada a ajustes abruptos de la tasa de cambio oficial en el contexto del control de cambios, propició que la inflación acumulada entre 1999 y 2015 se situara en 10.630,0%, equivalente a una tasa interanual de 31,7%, con el agravante de que, en 2015 y 2016, la variación de precios ha sobrepasado los tres dígitos. Así, mientras que en 2015 la inflación cerró en 160,0%, para 2106 se ha estimado un alza de precios superior al 700,0%.


  Por tanto, los niveles de pobreza, transitoriamente disminuidos por el despliegue del consumo, volvieron a subir a partir de 2014, animados por la caída del ingreso y la aceleración de la inflación, dejando atrás los años en los cuales la pobreza de ingresos ciertamente disminuyó. En las postrimerías de 2016, Venezuela tiene una situación de pobreza más aguda que la que tenía en 1998, no obstante haber disfrutado de un ingreso petrolero sin precedentes.


  La evaluación de la obra del socialismo del siglo XXI estaría incompleta si no se hiciera mención al cuadro de destrucción institucional que ha ocurrido en Venezuela. El Poder Judicial, ente fundamental encargado de asegurar el equilibrio entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo, ha sido transformado en un apéndice del Gobierno para deformar la esencia de la democracia. Ello es especialmente visible en la conformación de la Sala Constitucional, elevada a intérprete último de la Constitución para procurar servir de esta forma a la consolidación de la hegemonía política de un sistema con claros rasgos totalitarios. Ha contemplado atónito el país la aberración de integrantes de esa sala sin la capacitación jurídica para detentar el cargo bajo su responsabilidad, al desdoblarse instantáneamente de activistas y parlamentarios del partido de Gobierno a magistrados del más alto tribunal.


  Esta situación es igualmente manifiesta en el órgano electoral, transformado en una sucursal del partido de Gobierno debido a una composición excesivamente sesgada de ese cuerpo. El ventajismo se hizo parte del sistema electoral conjuntamente con la obstaculización de comicios cuando se anticipa que el voto popular no favorece a los candidatos de ese partido. Igualmente causó estragos el socialismo del siglo XXI en la institucionalidad económica y financiera de la nación. Así como los magistrados se seleccionan sin que cumplan con los requisitos académicos mínimos, los funcionarios a cargo de la gestión de la política económica manifiestan claras falencias y se cuestiona su integridad para dirigir la economía. Del mismo modo, los principales organismos a cargo de los asuntos económicos, como son los casos del BCV y el Ministerio de Finanzas, fueron literalmente demolidos, lo mismo que el INE. Ello ha derivado en la destrucción del sistema estadístico nacional, por cuanto esos entes optaron por dejar de publicar oportunamente las cifras económicas de Venezuela y hundieron al país en el oscurantismo.


  Fracasado en todos los planos el socialismo del siglo XXI, entra el país en una nueva etapa de transición en lo político y lo económico, la cual está sucediendo en un contexto internacional donde pareciera que los elevados precios del petróleo van a ceder ante la realidad de cotizaciones moderadas, en torno a 50 dólares por barril. Ello tiene una importancia vital para Venezuela, adicta a un ingreso petróleo creciente y cuya economía, aun con precios que duplicaron aquella referencia, exhibió un comportamiento macroeconómico mediocre.


  2. El nuevo contexto petrolero


  Son varios los factores que condicionan los cambios en el mercado petrolero global. En primer lugar, la demanda por petróleo extranjero ha venido disminuyendo en Estados Unidos como resultado de los avances en la producción local mediante el método de la fractura hidráulica y el menor consumo, motivado por la mejora en la eficiencia energética, especialmente en el sector automotor. Por su parte, en Europa el consumo de energía fósil se ha reducido como expresión del estancamiento de la actividad económica y las acciones para estimular el ahorro energético.


  En segundo lugar, Arabia Saudita ha afianzado su estrategia de defensa de su cuota de mercado, para lo cual se ha propuesto mantener o aumentar su volumen de producción, afectando así a los productores de altos costos. Adicionalmente, ha privado en la estrategia saudita su conflicto con su rival religioso, Irán, por el dominio del área de influencia en el Medio Oriente. Así, cuando los precios del crudo se mantienen a la baja, las finanzas de la nación persa acusan el desequilibrio y se posponen o detienen muchos planes de expansión interna, así como su influencia regional, justamente el objetivo que persiguen los sauditas, el de detener el avance iraní. Analizados con objetividad los acontecimientos geopolíticos y sus necesidades internas, las autoridades de Arabia Saudita lanzaron el 25 de abril de 2016 el Plan 2030, contentivo de los lineamientos de una nación que se propone mutar hacia una fase postpetrolera. Entre los lineamientos de ese plan destacan la transformación de la compañía estatal de petróleos Aramco en un conglomerado energético e industrial, la disminución de la dependencia del ingreso petrolero, la inversión de 100.000 millones de dólares para apuntalar la economía no petrolera y la venta del 5,0% de la acciones Aramco en el mercado de capitales.


  En tercer lugar, Rusia también optó por seguir su política de maximizar la producción de crudos, no obstante las sanciones de las cuales fue objeto por parte de EE.UU. y la Unión Europea a raíz de la invasión a Crimea y la guerra con Ucrania. Ello propició que sus crudos buscaran mercados en países asiáticos de elevadas tasas de crecimiento. Los rusos siempre fueron los grandes beneficiarios cuando la OPEP acordaba recortes de producción, toda vez que ellos ocupaban el espacio que dejaban abierto quienes disminuían su producción. Una nación como Rusia, con reservas cuantiosas, decidió seguir apuntalando la extracción de petróleo aun al costo de precios más modestos que los observados entre 2010 y 2014.


  Para completar la valoración de los factores que condicionan el comportamiento de la economía mundial, debe destacarse que en el XVII Congreso del Partido Comunista de China se adoptó la política encaminada a «rebalancear» la economía. Esta consiste esencialmente en moderar el crecimiento de la producción ante la insostenibilidad de las tasas de expansión del pasado reciente, en el entorno del 10,0% interanual, y basar el crecimiento más en la demanda interna y menos en las exportaciones, lo que está significando dejar de contar con una moneda débil. De igual forma, el plan económico chino pretende conferirle más importancia al mercado como mecanismo de asignación de los recursos en lugar de al dirigismo estatal y, en general, priorizar las políticas de ofertas y el aumento de la productividad. Todo ello representa una transformación en lo que ha sido el modelo chino de crecimiento.


  Estos elementos han creado una nueva realidad en el mercado global de los hidrocarburos que tiende a deprimir los precios en un horizonte de mediano plazo, no obstante que, en la coyuntura, factores tales como la sobreoferta de productos destilados y los movimientos del tipo de cambio del dólar estadounidense respecto al euro generen oscilaciones puntuales en la valoración del petróleo.


  3. Un nuevo modelo de desarrollo


  Venezuela no enfrenta exclusivamente la urgencia de un cambio de Gobierno sino principalmente de modelo económico y político. Enunciado de forma sintética, el nuevo modelo se ancla en tres pilares. El primero es el de la equidad. El postulado básico es una sociedad de hombres iguales en oportunidades, no solamente frente a la ley. Descartada por utópica la igualdad absoluta, las sociedades más democráticas son aquellas que garantizan que ciudadanos genéticamente desiguales alcancen la igualdad plena de sus derechos, incluidos el de progresar, para así lograr un país donde nadie al nacer esté condenado a ser lo que es, sino lo que su talento, su capacitación y sus habilidades le permitan ser.


  El segundo es el de la libertad, porque en nombre de la igualdad los regímenes comunistas liquidaron la libertad de los hombres, transformándolos en siervos del Estado. Libertad significa respeto a los derechos de propiedad, porque sin esta no hay libertad efectiva, y también implica libre albedrío para emprender, disfrutar del derecho a organizarse políticamente y aspirar a gobernar. La propiedad privada es fundamental tanto para la libertad personal como para la mayor eficiencia de la economía. No habrá libertad donde el Poder Ejecutivo acumule para sí las facultades de los Poderes Legislativo y Judicial, porque el ciudadano será un ser indefenso frente al déspota.


  El tercer pilar es la prevalencia de la ley y la imposición de límites a la arbitrariedad del Poder Ejecutivo. No se trata de sustituir la opresión de una minoría por la de la mayoría, sino de acotar y contrabalancear el poder del Gobierno para que el ciudadano no sea una víctima del Estado. La ley y no la voluntad de un hombre, por muy bien intencionado que este sea, debe ser el referente de la convivencia entre los ciudadanos. Si no media la ley, la sociedad queda en manos de un tirano, quien detenta el Gobierno y además tiene poder para legislar y juzgar.


  El abordaje de los aspectos más concretos de este modelo en lo económico pasa por identificar dos tipos de asuntos; en primer lugar, sus lineamientos estratégicos y en segundo término las tareas urgentes que la coyuntura demanda. Para que Venezuela traspase su actual y precaria etapa de desarrollo hace falta su incorporación a la economía mundial en condiciones distintas a las actuales, donde el país exporta literalmente solo petróleo e importa el resto de los bienes. En el mundo globalizado, la forma más eficiente de crecer es con una economía abierta al comercio mundial, fomentando las exportaciones; más aún para Venezuela, con su limitado mercado interno.


  Hay que tener al mundo como la gran fuente de la demanda para colocar los bienes que Venezuela puede producir eficientemente sobre la base de la amplia dotación de recursos de los cuales dispone. Por tanto, hay que aprovechar la ampliación de mercado que está teniendo lugar con la incorporación de millones de nuevos consumidores en Asia, partes de África y América Latina que, al dejar atrás la pobreza, ven incrementarse su poder de compra. Si a ello se agrega una recuperación económica firme en Estados Unidos y Europa, podría la economía mundial atestiguar un nuevo auge en el mediano plazo que Venezuela está obligada a aprovechar. No puede Venezuela seguir apostando permanentemente a subidas de los precios del petróleo, sino más bien al auge de la economía mundial para insertarse con fuerza en ella con bienes y servicios con mayor valor agregado.


  La incorporación de Venezuela a esas tendencias de la economía mundial puede ocurrir de dos maneras: la primera, para reforzar el actual patrón de proveedor exclusivo de petróleo y como importador de muchos bienes que con facilidad se pueden manufacturar localmente; la segunda, para potenciar las capacidades productivas internas y de esa forma contribuir a que se diversifiquen las exportaciones y también se sustituyan importaciones. Con sustento en la plataforma de recursos energéticos y en las disponibilidades de hierro, aluminio, carbón y otros minerales, puede Venezuela acometer un agresivo proceso de nueva industrialización que agregue valor a los recursos naturales. El futuro de Venezuela, para que el país sea sustentable, está en una nueva relación con la economía mundial de la cual el petróleo es un componente fundamental pero no el único, como ha sido hasta ahora. Ello exige un esfuerzo enorme para aumentar la productividad y que así la integración al expandido mercado global no sea sobre la base de salarios deprimidos. Aunque no es fácil conciliar una economía con vocación en las exportaciones con un flujo de ingresos de origen petrolero, ello es perfectamente factible.


  Venezuela tiene que participar de una manera distinta en la economía global y para hacerlo tiene forzosamente que tornarse más competitiva y diversificada; basar su crecimiento en la productividad, que es el motor que permite sostener el crecimiento más allá de las oscilaciones de la actividad económica de corto plazo. Ello demanda un esfuerzo muy significativo para encauzar los recursos y diseñar planes para promover la innovación técnica, la capacitación laboral. Por todo ello debe instituirse el Consejo Nacional de la Productividad, donde con esfuerzo mancomunado se conjuguen las iniciativas del Gobierno, el sector privado y la academia. Lo primero que habría que hacer es una evaluación descarnada de la situación actual, cuantificar el estado de la producción por trabajador, medir el acervo de capital y su vida útil, estudiar las condiciones de la fuerza laboral y sobre esa base trazar una política para incrementar los niveles de productividad.


  Un buen ejemplo de una economía abierta al mundo que, más allá de su tradición petrolera, ha logrado aumentar su presencia en el comercio mundial es México. La nación azteca en 1985 exportaba 24.363 millones de dólares, de los cuales 17.762 millones los representó el petróleo (73,0%) y el resto, 6601 millones, manufacturas y bienes agrícolas (27,0%). Gracias a una política claramente encaminada a mejorar su inserción en un mundo global, en el contexto del Acuerdo de Libre Comercio de las Américas, en 2015, México exportó 437.039 millones de dólares y, de ese monto, 413.866 millones correspondieron principalmente a manufacturas (94,7%) y 23.173 millones a petróleo (5,3%). Conviene destacar que México fue una economía petrolera y que aun con tal condición logró diversificarse y ampliar su base exportadora gracias a una política económica que posibilitó un manejo activo y armónico de la política cambiaria, comercial e industrial. Ello influyó para que el PIB por habitante de México pasara de 3436 dólares en 1990 a 9178 en 2015, es decir el ingreso por habitante más que se duplicó, lo que significó un aumento interanual de 4,0%.


  Para lograr en Venezuela niveles elevados de productividad y diversificación es perentorio estabilizar la economía y ello está condicionado a la resolución del déficit fiscal y su financiamiento no inflacionario. Esto claramente remite a la dimensión del sector público y su conglomerado de empresas, altamente ineficientes, que insumen recursos del Gobierno central. Buena parte del déficit fiscal en los últimos años se origina en un esquema cambiario francamente absurdo que, al tener un tipo de cambio significativamente sobrevaluado, abre un hueco en la gestión financiera de PDVSA que la ha llevado a recurrir al financiamiento monetario por parte del BCV. Por tanto, resolver el déficit fiscal implica al mismo tiempo resolver el problema cambiario y la perniciosa política de propiciar apreciaciones indeseadas de la moneda.


  Una vez que las cuentas fiscales comiencen a consolidarse y se saneen las finanzas públicas, ello será piedra angular para disminuir las elevadas alzas de precios que actualmente acosan a la economía. Alcanzar una tasa de inflación en la vecindad de la inflación internacional requiere igualmente una activa política monetaria que establezca claramente un objetivo de inflación flexible, para lo cual es condición indispensable un tipo de cambio flotante. Dotado el BCV de un esquema institucional basado en el esquema de metas de inflación y recuperada su autonomía técnica para ejecutar la política monetaria, estarán dadas las condiciones para tener una inflación baja y estable, requisito fundamental para aumentar la productividad y crecer sostenidamente.


  Abierta la economía a los mercados globales, asegurados los derechos de propiedad, alineada la inflación local con la mundial y sin expectativas importantes de depreciación del tipo de cambio, la tasa de interés debería ser la adecuada para propiciar un ciclo de inversiones privadas que revierta la destrucción del acervo de capital y relance la economía más allá de la expansión coyuntural. Conjuntamente con un plan de inversiones públicas en infraestructura, recibirá la economía el doble impacto que la inversión genera. Por un lado, el aumento de la demanda y por el otro el incremento de la productividad.


  No obstante el trazado de los principales lineamientos de lo que debe ser un nuevo modelo económico para Venezuela, en lo inmediato deben encararse urgencias relacionadas con la situación alimentaria, la estabilidad sociopolítica y el financiamiento externo. En primer lugar se trata de comenzar a reconstruir lo destruido, comenzando por el sistema de precios, actualmente inexistente. El atributo esencial de los precios, de transmitir información acerca de la asignación de los recursos, ha sido entrabado por una madeja burocrática donde los precios de ciertos bienes han pasado años sin ningún ajuste, lo que ha llevado a la liquidación de actividades productivas completas, las cuales han desaparecido, creando importantes déficits de oferta. Ese esquema de fijación administrativa de los precios debe ser sustituido de inmediato por condiciones de mercado, donde estos se sometan a la competencia con la debida regulación del Estado para evitar situaciones distorsionantes y posiciones monopólicas u oligopólicas.


  En segundo lugar, es prioritaria la unificación cambiaria con el objeto de eliminar la gigantesca brecha entre los dos tipos de cambio oficiales y el tipo de cambio paralelo, situación esta que influye en la formación de los precios. Ese diferencial cambiario provoca espacios para el arbitraje y estimula la corrupción. Con tres tipos de cambio en los niveles de Bs. 10,0 por dólar, Bs. 650,0 por dólar y Bs. 950,0 por dólar (estimación del tipo de cambio paralelo para agosto de 2016), es literalmente imposible discernir cuánto cuesta un bien en Venezuela y, además, a la primera tasa oficial se hace imposible producir localmente un bien exportable o que compita con las importaciones. La nueva tasa de cambio debe ser relativamente libre, con la mínima intervención del BCV, lo que, por tanto, reflejaría la escasez relativa de divisas.


  En tercer lugar, a muy corto plazo debe iniciarse un programa de refinanciamiento voluntario de la deuda externa, de manera de oxigenar la restricción externa. Ello requiere la definición de un programa económico tanto de largo como de corto plazo, del tenor del esbozado anteriormente, y también darle un tratamiento de Estado al tema de la deuda en moneda extranjera, para lo cual se debe integrar un equipo profesional, preferiblemente bipartidista, para explorar acuerdos con los acreedores. Igualmente, basada en su potencial petrolero, actualmente en serias dificultades debido a la caída de la producción, puede Venezuela acceder a financiamiento de empresas petroleras internacionales en un plan encaminado a incrementar rápidamente la producción de hidrocarburos. Esto puede llevarse a cabo reactivando la producción de crudos ligeros y también la de la Faja del Orinoco, para lo cual es prioritario modificar el régimen cambiario y dejar claramente establecido un nuevo trato con las compañías petroleras.


  En cuarto lugar, debe instrumentarse un plan urgente para mejorar el abastecimiento de alimentos y medicinas. Este contará con el soporte del nuevo sistema de precios libres. Pero ello no es suficiente en virtud de las serias averías y falencias del sector agroalimentario y farmacéutico. Por tanto, debe buscarse la cooperación internacional y realizar importaciones de emergencia para lidiar con las deficiencias alimenticias y de medicamentos, realizadas y distribuidas esencialmente por el sector privado, dejando atrás el virtual monopolio estatal en las compras externas de esos renglones.


  Finalmente, hay que procurar lograr un acuerdo con factores del chavismo democrático para que participen en un nuevo Gobierno. Ello sentaría las bases para conferirle gobernabilidad a un nuevo Gobierno para acometer los cambios que el país requiere. No es esta una tarea fácil pero tampoco imposible. El estado de destrucción en que se encuentra Venezuela así lo demanda.


  4. Reflexión sobre política petrolera


  Clarificado el curso de la política petrolera seguido entre 1999 y 2015 por Chávez y Maduro, toca ahora delinear los elementos esenciales de una estrategia radicalmente diferente, que no vea al petróleo como una maldición que haga renegar de la dotación de un recurso que permitió a Venezuela, entre 1930 y 1976, sostener un aumento del ingreso por habitante en un contexto de baja inflación y superávits externos. Hace más de treinta años se pensó que el petróleo se encaminaba a su declinación como fuente fundamental de la matriz energética; y, aunque ello no ha sucedido, actualmente es cada vez más claro que hay un ahorro considerable en el uso de la energía fósil y que las cuestiones ambientales ganan más espacio por los efectos contaminantes de esas energías. No va a ocurrir algo como el agotamiento total de los yacimientos, sino más bien la pérdida de relevancia económica del petróleo.


  Ello sugiere que Venezuela debe apurar el paso en materia petrolera si no quiere ver sus yacimientos, principalmente de crudos pesados, valiendo menos en un futuro no muy lejano. Debe el país dejar el complejo de ser lo que ha sido y lo que será por otro tiempo: una nación petrolera. Ello, sin embargo, no es obstáculo para que diversifique su economía. El petróleo tiene múltiples facetas. Lo concebimos como un instrumento para apuntalar el crecimiento y el desarrollo de la economía, pero también como una herramienta para lograr cambiar la relación política entre la sociedad y un Estado muy poderoso, justamente porque es el propietario del recurso natural. La tesis que sostenemos aquí consiste en hacer del ciudadano venezolano dueño real del recurso y así modificar el vínculo entre el petróleo y sus verdaderos dueños. El petróleo ha hecho que el Estado todo lo tenga, que en sus manos se decidan las actividades que se pueden hacer y las que no; y, de allí, el paso al despotismo es muy corto cuando un líder hace del Estado su elemento de dominación.


  Por estas razones, cualquier proyecto político que de verdad se plantee un cambio debe mirar primero al petróleo y a la forma de relacionarse con la sociedad. En fin, hay que quitarle poder al petro-Estado para dárselo al ciudadano. Ello pasa por el hecho fundamental de abrir la industria petrolera a los venezolanos de forma tal que, de simples perceptores de subsidios a los combustibles y beneficiarios del estipendio del gasto público, los ciudadanos se empoderen para vigilar, supervisar y decidir sobre la gestión de la industria y la renta que ella genera. Por tanto, aunque PDVSA seguirá siendo una empresa pública, en virtud de la nueva política petrolera, tendrá que competir con diversas empresas privadas, nacionales e internacionales, en diferentes áreas del negocio. La conceptualización de la nueva política petrolera se esboza seguidamente.


  Venezuela tiene una base de recursos petroleros que permite afirmar que sea más probable que el petróleo deje de tener importancia comercial antes de que se agoten comercialmente sus yacimientos. Según cálculos realistas, de acuerdo con un factor de recobro de diez por ciento (10,0%), las reservas probadas se estiman en 180.000 millones de barriles, las segundas en el mundo luego de las de Arabia Saudita. Sin embargo, el coeficiente de extracción de petróleo es significativamente bajo, el menor entre los países de la OPEP, con lo cual ocurre una paradoja: el país con la segunda mayor reserva de petróleo es el que produce proporcionalmente menos. Con la actual tasa de producción, Venezuela cuenta con petróleo para trescientos años. Nadie en su sano juicio puede pensar que el petróleo tendrá en ese tiempo el uso industrial y para el transporte que hoy detenta. Por tanto, una producción de 3.000.000 de barriles diarios no se compadece con el potencial de reservas de Venezuela.


  La referencia de política petrolera que surge de estos datos es que Venezuela debe aumentar su producción de petróleo en el futuro inmediato. El mercado de los Estados Unidos siempre ha concentrado una proporción sustancial de las exportaciones de Venezuela, tanto por una relación histórica como por el pronunciado déficit de hidrocarburos de la nación norteamericana. Sin embargo, la política energética de los Estados Unidos bajo la administración del presidente Barack Obama estuvo encaminada a sustituir buena parte de las importaciones mediante el incentivo tanto a los recursos energéticos de origen fósil como a las energías más limpias. Más recientemente, algunos estados como Dakota del Norte y Texas están presenciando una intensificación de la producción petrolera basada en las lutitas. Todavía más, entre 2010 y 2014, Estados Unidos incorporó más de 450.000 nuevos barriles diarios de petróleo a su nivel de producción. Ello claramente representa un reto muy grande para Venezuela, que obligará a acentuar la política de diversificación de sus mercados.


  Hay dos enfoques en la manera de abordar el aumento de la producción petrolera en Venezuela. El primero es el modelo estatista y el segundo es el modelo participativo. Según el modelo estatista, el cual siguió el Gobierno de Chávez y ahora el de Nicolás Maduro, el Estado debe mantener el monopolio del negocio petrolero en todas sus fases, lo que implica la planificación y ejecución de significativas inversiones por parte de PDVSA, tanto para mantener el nivel de producción como para incrementarlo. Ha sido ese modelo el que ha causado una caída importante en los niveles de producción.


  El modelo participativo, en cambio, implica una transformación fundamental. La nación conserva la propiedad de los yacimientos y PDVSA continúa siendo una empresa totalmente estatal. Sin embargo, el Estado venezolano, de diversas maneras, abriría oportunidades a los inversionistas, nacionales y extranjeros, para que inviertan en uno de los negocios más rentables del mundo: el petróleo. Se asignarían campos mediante diversas asociaciones a potenciales productores y el Estado cobraría la regalía establecida en la ley más los impuestos correspondientes por los beneficios que obtengan los inversionistas. Debe procurarse la progresividad impositiva para que el Estado perciba una mayor porción del aumento de los precios sin que ello desincentive la inversión. Entre ambos, regalía e impuestos, la participación del Estado en los ingresos no debe ser inferior al 70,0%. De esta manera, Venezuela aumentaría su nivel de producción, recibiría cuantiosas inversiones y se ahorraría buena parte de las erogaciones que actualmente realiza PDVSA. Esos recursos ahorrados se destinarían a fortalecer la inversión en infraestructura y el gasto social.


  Entre esos inversionistas debe estimularse especialmente la participación del capital nacional. El petróleo ha sido extraño a los venezolanos desde el punto de vista productivo y financiero. Su vinculación al petróleo ha sido como rentistas, mediante la transferencia del gasto público. Cuando se otorgaron las primeras concesiones petroleras, los beneficiarios nacionales rápidamente las traspasaron a las compañías extranjeras, ávidas de explotar el abundante petróleo venezolano; y hasta la nacionalización del petróleo, en 1976, fue marginal la participación del capital nacional en la actividad del petróleo. De hecho, cuando Carlos Andrés Pérez nacionaliza la industria del petróleo, pasaron a manos del Estado varias empresas pequeñas de capital nacional.


  La creación de la Corporación Venezolana del Petróleo (CVP), en abril de 1960, la concebía como empresa de capital estatal con el objeto de explorar, explotar, refinar y comercializar petróleo. Para estimularla, el Gobierno le asignó por decreto un tercio del mercado interno de los hidrocarburos una vez que estuvo en capacidad de refinar petróleo. Pero no hubo un esfuerzo similar para promover la creación de empresas de capital privado nacional y la política que siguió la administración del presidente Chávez consistió en asociarse en algunas áreas y bajo la modalidad de empresas mixtas, únicamente con el capital internacional, fuera este privado o estatal.


  Las mismas facilidades que el Estado venezolano le ha otorgado al capital foráneo son las que le ha negado al criollo. El modelo participativo plantea, en consecuencia, la incorporación de capitales venezolanos en el negocio petrolero, no como simple prestadores de servicios accesorios, sino también en las áreas donde lo hace el capital internacional e inclusive en otras actividades. Igualmente, promovería la industria petrolera una agresiva política de compras nacionales de bienes y servicios que sustituyan las importaciones. Pero no se trata del capital exclusivamente. El modelo participativo incluye que los venezolanos puedan también colocar sus ahorros en fondos financieros para apalancar el negocio petrolero y obtener dividendos. De esta manera, venezolanos con potencial de ahorro colocarían sus fondos con rendimientos superiores a los que devengan en un mercado financiero reprimido.


  Todas estas formas de participación en el negocio petrolero propiciarían una descentralización del poder, al tiempo que harían de los venezolanos socios del negocio por primera vez en la historia. La vinculación de los venezolanos con el petróleo dejaría de ser como meros tributarios de renta para ser verdaderos afiliados a la industria. Esto se complementaría con un esquema de distribución de la renta petrolera a los venezolanos, donde se contemplen fondos patrimoniales en los que los venezolanos reciban una porción directa de la regalía petrolera en cuentas individuales de las cuales podrían disponer a lo largo del tiempo para usos muy precisos y delimitados, como podrían ser los casos del financiamiento de la salud y la educación.


  Ello reforzaría un esquema de gobernabilidad distinto en la industria petrolera. Ya no podrán los burócratas disponer a su antojo de los recursos que provengan del petróleo para la corrupción y PDVSA dejará de ser, como lo es actualmente, la filial de un partido político. Por estas razones, desde ciertos sectores políticos hay tanta reticencia a que los venezolanos participen activamente en el negocio del petróleo, porque tendrán que rendir cuentas a sus verdaderos propietarios: los venezolanos.


  En este esquema, PDVSA volvería a ser una empresa petrolera y sus funciones sociales serían transferidas gradualmente a los entes competentes en la política social, como corresponde en un país moderno. Así se cortaría parte del peculado relacionado con la compra de alimentos, la construcción de viviendas y demás actividades que de forma cuestionable ahora realiza la empresa petrolera.


  Así concebido, el petróleo sería una palanca para el desarrollo, mediante el despliegue de un conjunto de estímulos a sectores productivos conexos, como son la industria metalmecánica y la petroquímica. La capacidad de encadenar procesos industriales mediante una demanda derivada de una actividad petrolera en expansión generaría los estímulos para que sectores manufactureros deprimidos recobren su vitalidad. Ello es consistente con un programa de compras nacionales por parte de las empresas petroleras existentes y las nuevas que se establecerían. Ello se robustecería con el relanzamiento de la petroquímica y la refinación de petróleo, de modo que el valor agregado por cada barril sea sustancialmente mayor que en el caso de un barril de crudo que se exporte. Se desarrollaría así un tejido industrial con base en ventajas comparativas claramente identificadas.


  Problemas políticos de un programa de reformas económicas

  Diego Bautista Urbaneja


  1. Introducción


  Corresponde examinar en este trabajo los obstáculos y problemas de índole política que posiblemente tendría que enfrentar un programa de reformas económicas adecuado para un país como la Venezuela de hoy. Las causas de esos riesgos se pueden agrupar en dos grandes sectores: las causas, digamos, técnicas y las causas políticas, que tienen por costumbre, por cierto, desarrollar temibles sinergias. Pero por mucho que se entrelacen en la vida real, es posible separarlas analíticamente.


  Esto puede dar lugar a debates complicados. Tomemos por ejemplo el caso de un programa de reformas que pareció tener mucho éxito durante un tiempo y que luego se vino abajo: el del Gobierno de Carlos Saúl Menem, programa que tuvo su eje en la política de conversión asociada al nombre de Domingo Cavallo. Podría argüirse que la causa central del fracaso estuvo en una falla de diseño: la vulnerabilidad de ese tipo de política a shocks externos que afectaran seriamente la disponibilidad de divisas. Sería un fracaso debido originariamente a una falla técnica. Una vez que esta despliega sus efectos, el engarce de estos con factores políticos es cuestión de tiempo. Pero no es ese el tipo de fallas o peligros que nos van a ocupar aquí. Contamos con que los economistas serán capaces de resolver los asuntos técnicos del programa de reformas. Además, asumimos otro supuesto: ese tipo de problemas son comparativamente más fáciles de resolver que los políticos. Hacemos nuestra entonces esta premisa, tomada de Alberto Alesina, quien, para descartar la idea de que una de las causas del fracaso de los programas de reforma sea la falta de preparación de los gobernantes y sus asesores en materias económicas, dice:


  
    «En la mayoría de los casos, los ingredientes cruciales de las reformas son simples. Las verdaderas dificultades son políticas: por ejemplo, cómo distribuir las cargas del ajuste, cómo ejecutar el programa sin crear descontento social, etc. Los problemas políticos son mucho más difíciles que los problemas técnicos de cómo diseñar el programa perfecto desde el punto de vista de la teoría económica. Esto no significa negar que una buena asesoría económica a los dirigentes sea importante; sin embargo, los conflictos y constricciones políticas son con frecuencia mucho más difíciles de superar que las dificultades técnicas (Alesina, 1994: 40).»

  


  Los problemas de economía política que rodean a un programa de reformas económicas se pueden sintetizar en la siguiente forma: ¿qué está dispuesta a aceptar la sociedad de la cual se trate –la venezolana de 2016– en cuanto a reformas económicas se refiere? Lograr que la respuesta sea positiva es lo que da sostenibilidad y credibilidad a los programas. En etapas más ingenuas de la historia de los programas de reformas –digamos, cuando el llamado Consenso de Washington se consideraba irrefutable y milagroso–, se pudo creer que bastaba con la corrección técnica de un programa para solventar cualquier otro problema que pudiera presentarse. Pero esa etapa quedó atrás y nadie cree ya tal cosa. Todo el mundo, incluida esa entidad cuasiteológica que llaman «los mercados» sabe que lo político es decisivo y ahí es donde primero van a leer las perspectivas de éxito de cualquier programa. Y ya que usamos el ejemplo argentino, traigamos a colación unas palabras de Dani Rodrik. Analizaba Rodrik las razones de la pérdida de credibilidad internacional de la política económica argentina, ya para finales de los noventa, y afirmaba en conclusión:


  
    «… lo que selló la suerte de Argentina a los ojos de los mercados financieros no era lo que Cavallo y de la Rúa estaban haciendo, sino lo que el pueblo argentino estaba dispuesto a aceptar. Los inversionistas y los acreedores estaban cada vez más escépticos de que el Congreso, las provincias, y la gente de la calle fuese a aceptar políticas de austeridad ya desacreditadas en los países avanzados. Al final, los mercados tenían razón, Cuando la globalización[1] colide con la política doméstica, el dinero apuesta a la política (Rodrik, 2011: 188).»

  


  Los estudios de economía política que abordan el tema de las reformas económicas con frecuencia se concentran en cuáles son los factores políticos que hacen que esas reformas se aplacen, cuando la racionalidad económica las señala como indudablemente necesarias, cuando se sabe que cuanto más tarde se tomen más costosas y difíciles serán y cuando la teoría económica provee ya los instrumentos para diseñarlas correctamente. Pero en las páginas que siguen nos ocuparemos más bien de los obstáculos que el programa enfrentará, bajo la premisa de que ya se ha puesto en marcha. El tema de la dilación asomará la cabeza con frecuencia, y en todo caso está implícito que el temor a enfrentar obstáculos como los que se señalen podrá actuar en el sentido de la dilación, para no tener que enfrentarlos mientras se pueda. En ese caso, el mensaje de estas líneas se refiere a lo que hay que hacer para desactivar los obstáculos previsibles, de modo que no actúen ni como factores de aplazamiento ni como factores de fracaso.


  El trabajo que sigue se divide en tres secciones. Las dos primeras consisten en un desglose de los principales aspectos que pueden afectar la disposición de la colectividad a asumir un programa de reformas económicas o que pueden llevar a reacciones negativas de sectores con capacidad de echar por tierra el intento. Esto a su vez se aborda en dos secciones. La primera se refiere a los obstáculos que el análisis y la reflexión pueden indicar como previsibles en general. La otra se refiere a los agravantes –o «atenuantes», como también será el caso– que puede presentar la situación venezolana y los elementos de resistencia que esa situación puede añadir a la lista original.


  Una tercera y última sección se dedica a las indicaciones que proponemos para solventar los obstáculos antes analizados[2].


  Un rasgo general que envuelve toda la temática de las reformas económicas es la fragilidad que va a caracterizar a la situación política en la que aquellas se han de llevar a cabo. La enumeración de los obstáculos y problemas que hemos decidido singularizar es expresión concreta de esa fragilidad. Correlativamente, las respuestas a tales problemas, sugeridas en la última parte de este trabajo, pueden ser entonces vistas, además de como soluciones a ellos, como formas de colocar pernos, cuñas que apuntalen el frágil andamio sobre el que se va a cargar el peso de las reformas.


  Esto de la fragilidad no sugiere nada a priori en cuanto a la manera con que debe ser tratada. Eso dependerá en mucho del estilo del liderazgo que de hecho se haga cargo de llevar a cabo las reformas. Sobre ello se hablará abundantemente. Sabemos que nunca se tratará de un problema técnico, sino que siempre estará presente un componente político crucial y, dentro de él, será crucial el papel del liderazgo. Podrá este sacar conclusiones –de la fragilidad y de los otros obstáculos– que conduzcan a la cautela y la prudencia. Otros sacarán conclusiones que vayan en cambio en la dirección de la audacia y el riesgo. Todas esas palabras son elogiosas para el liderazgo al cual sean aplicables. Habrá él de escoger cuáles de ellas preferirá.


  En la historia venezolana hay una sola experiencia en la cual un programa de reformas económicas –que a nuestro juicio amerite ese nombre– hubo de enfrentar obstáculos como los que examinaremos aquí: el programa de ajustes que intentó el segundo Gobierno de Carlos Andrés Pérez. Recurriremos entonces a aspectos de esa experiencia que ilustren de modo pertinente lo que vayamos diciendo en estas líneas.


  2. Los obstáculos generales a un programa de reformas


  1.- Todo programa de reformas económicas apunta a una corrección sistemática de los desperfectos acumulados en la situación que se quiere reformar. De ese punto de partida es posible deducir una ristra de obstáculos que habrán de aparecer. La ciencia política, la teoría económica, la economía política han sido capaces de señalar ciertos obstáculos que todo intento de reforma económica va a enfrentar. También se puede afirmar que la configuración de esos obstáculos variará según sea el contenido de las reformas de las que se trate.


  La enumeración de estos obstáculos no es nunca una sugerencia de resignación, de sumisión a ellos. Es más bien una etapa previa a la formulación de las medidas o los atajos que los dominen o los esquiven. Esta temática es altamente sensible a la realidad concreta en la que la reforma haya de moverse, aunque más no sea por lo corto que en estas cosas resultan ser las llamadas ventanas de oportunidad.


  2.- Como dijimos, todo programa de reformas económicas, visto desde la perspectiva de los obstáculos que ha de enfrentar, puede ser concebido como un conjunto de medidas destinado a eliminar, a corregir las distorsiones existentes en la economía del país. El concepto de distorsión guarda fuerte relación con otro concepto de gran relevancia para el tema de los obstáculos: el concepto de renta; entendido este, por cierto, no en el sentido de la economía clásica de renta de la tierra, sino en el sentido más reciente de tasa de retorno de un factor productivo que está por encima de lo que sería su tasa de retorno «normal», de modo que, detrás de una distorsión, posiblemente se halle una renta y, por lo tanto, un beneficiario de ella. Advirtamos sin embargo que no hay, entre distorsión y renta, una relación necesaria. Pudiera ser el caso de que con las distorsiones perdieran todos. Ya veremos la pertinencia de esta consideración para la Venezuela de 2016.


  Siguiendo la cadena conceptual, tendríamos que un programa de reformas apunta a la eliminación o corrección del sistema de distorsiones y rentas presentes en el momento dado. Aquí se abren varias vías posibles. Se puede querer eliminar unas distorsiones y sus correspondientes rentas, pero no otras. O se las quiere eliminar todas, apuntando a una economía sin distorsiones, en la medida en que ello sea humanamente posible. O se quiere reemplazar un sistema de distorsiones y de rentas por otro considerado preferible.


  Todo programa de reformas ha de haber resuelto esas cuestiones por una razón elemental: los principales obstáculos a todo programa de reformas son los beneficiarios de las rentas que van a ser afectadas por él (como sugerimos, pudiera ser que en la Venezuela de 2016 ya casi no quedaran, pero la afirmación es de todos modos conceptualmente válida).


  No solo es necesario haber respondido a la cuestión de cómo manejar el tema de las rentas y de su eliminación y/o reemplazo. En general, sea cual sea su contenido y su ritmo, cada programa producirá su propia constelación de obstáculos en la forma de beneficiarios actuales de renta que defenderán sus posiciones privilegiadas. Por lo tanto, el diseño del programa tiene que incorporar, para determinar tanto sus contenidos como su ritmo –el famoso dilema ¿shock o gradualismo?–, el criterio de cuáles rivales y obstáculos van a generar unos y otros. La incorporación de ese criterio es parte sustancial del programa de reformas mismo.


  3.- Los obstáculos a las reformas económicas que resultan de la resistencia y saboteo por parte de intereses creados cobrará mayor fuerza según sea su presencia en el entramado institucional del Estado y la sociedad en cuestión. Un adversario de las reformas con una presencia importante en el aparato judicial o legislativo tiene una capacidad de obstrucción mayor que otro que no tuviera esa presencia. Se recuerda muy bien cómo, cuando el programa de reformas del segundo Carlos Andrés, la reticencia del partido ad, de presencia determinante en el Poder Legislativo y que se consideraba negativamente afectado por varios de sus aspectos, fue un obstáculo en el que encalló buena parte de aquel intento.


  4.- Un programa de reformas va a tener un obstáculo particularmente insidioso, porque es interno al sujeto mismo que ha de llevar a cabo las reformas, llámese Estado, Gobierno o Administración. No es producto de la acción deliberada de nadie en especial, de ningún adversario ostensible de las reformas. Hablamos de la inercia, de la rutina. Hablamos de la capacidad administrativa del Estado, donde aquellas se alojan con tanto calor hogareño. Es ese un mundo donde no es raro que pululen enjambres de minidistorsiones y minirrentas, con todas las implicaciones que, según lo antes dicho, ello tiene para el tema de los obstáculos[3].


  Para agravar las cosas, un programa de reformas económicas plantea a ese aparato administrativo un nivel de exigencias superior al requerido para el manejo rutinario de los asuntos. Del mismo modo, mientras más crítica, más necesitada de reformas haya llegado a ser la situación, más negativamente habrá sido afectada, a lo largo de todo ese declive, la capacidad administrativa, haciéndose más acentuada la brecha mientras peor sea la situación a corregir. Esto puede conducir a decisiones ingratas. Una de las razones conocidas que, según uno de los actores de aquello, llevó al segundo Carlos Andrés a decantarse por una estrategia de shock para la ejecución de sus reformas, fue la percepción de que una estrategia gradualista exigía una capacidad administrativa con la que no se creía contar en la Venezuela de 1989.


  5.- Uno de los aspectos de nuestro tema más estudiados por la ciencia política y por la economía política es el del ciclo electoral y sus consecuencias para la política económica. La idea básica es que los Gobiernos adoptan medidas económicas cuyos efectos de corto plazo mejoran sus perspectivas electorales –o no las empeoran, como ocurre con las no decisiones–. Esto aplica tanto más a las reformas económicas, cuyos efectos en la vida de la gente habrán de ser más notorios, como lo son las medidas tomadas para corregir situaciones dramáticamente malas, como es la venezolana actual.


  Ahora bien, el calendario electoral venezolano es uno de los más intensos del mundo y de los que más brindan ocasiones para que los intereses electorales del Gobierno interfieran lo que hubiera sido una política económica más racional. Durante cada período de Gobierno de seis años, en cuatro de ellos hay un evento electoral previsto, probablemente para los meses finales del año. Esa ubicación del proceso electoral de cada año hace, por cierto, que la toma de decisiones de todo ese año se vea electoralmente afectada, pues hay una gran incertidumbre del tiempo que se tomarán los efectos adversos de esas medidas en manifestarse y de cuánto durarán, siempre suponiéndose que vendrán antes que las consecuencias positivas. Así, pues, que cualquier programa de reformas económicas que se quiera emprender ha de contar con que, al final del año, alguna elección habrá cuyos resultados se verán afectados por lo que haya ocurrido en la economía del país. Puede ocurrir que el programa corra con la suerte de «caer» en un año libre de tales contiendas, o que se lo posponga –pero esa, desde luego, no sería aquí la idea– hasta uno de esos años.


  De nuevo, esto no constituye de por sí una receta para la timidez. Eso depende de cómo se conciba la apuesta y de cuánto liderazgo y capital político se disponga para afrontar efectos iniciales adversos de las reformas para sacar provecho de los efectos atribuidos de ellos, para diseñar la secuencia de costos y beneficios de modo que los unos vayan compensando a los otros hasta que las reformas y sus efectos putativos alcancen velocidad de crucero.


  6.- Los programas de reforma económica con frecuencia producen brotes de protesta social. Este es un miembro prominente de la lista de obstáculos. Más aún si se trata de una sociedad que ha desarrollado una alta sensibilidad a la represión de la protesta. Es el caso de Venezuela. Desde el Caracazo y con el desarrollo del tema de los derechos humanos, la represión de la protesta es algo ante lo que es fácil que los Gobiernos retrocedan.


  La mejor manera de evitar la represión es evitar que haya protestas. Eso puede conducir a la parálisis gubernamental. Eso a su vez provoca protestas, por el agravamiento de los problemas sociales, de modo que los Gobiernos se ven atrapados por una tenaza: si reformas, hay protestas; y si no reformas, también. Pero yendo al punto: ello constituye una veta política muy de explotar por una fuerza política que tuviera interés en descarrilar o frenar un programa de reformas económicas.


  Recordemos que los legados del Caracazo van en dos direcciones: una, el rechazo a la idea de la represión de la protesta; la otra, el temor de que ella degenere en caos. Añadamos que forma parte de la interpretación instalada de los eventos de febrero del 89 el que ellos respondieron al programa de ajustes anunciado por el recién instalado presidente Pérez. Es una interpretación muy discutible, pero lo relevante para los diseñadores de un programa de reformas es que el no reeditar una reacción popular de ese tipo será uno de los criterios presentes en la elaboración del programa, tanto más cuanto que estamos implícitamente suponiendo que le correspondería hacerlo a un Gobierno también nuevo. Es importante no dar ocasión a materia tan inflamable, sobre todo si alguien tiene interés político en que se produzca y tiene mecanismos para lograrlo.


  7.- Esto nos lleva a otro tipo de obstáculos, ubicados en el terreno de lo lingüístico y de lo simbólico. A lo largo de las últimas dos décadas, se ha demonizado un conjunto de palabras, conceptos, instancias que no es difícil asociar a la mera idea de reformas económicas. Su simple sonido ya brinda un terreno favorable a quienes quieran jugar con la protesta social disruptiva y aquí contamos con que habrá actores políticos interesados en impedir la puesta en marcha del programa de reformas y mucho más en impedir su éxito. Se trata de un fenómeno frecuente en países requeridos de reformas, pero advirtamos que, en Venezuela, el proceso de descalificación que señalamos ha sido especialmente intenso.


  8.- La experiencia del programa de ajustes del segundo Gobierno de Carlos Andrés Pérez –según una de las interpretaciones posibles de esa experiencia– nos señala la presencia, no ya de un obstáculo del tipo de los que hemos venido examinando, sino de una especie de enemigo interno que puede dar al traste con todo. El liderazgo a cargo del adelanto de las reformas no puede sobreestimar su propio alcance. Es necesario preservar la conexión entre la capacidad de convocatoria y conducción del liderazgo y el ritmo de lo que va ocurriendo y va experimentando la colectividad.


  Como decíamos, uno de los factores que pudo llevar al fracaso de la experiencia mencionada fue la ruptura de esa conexión. ¿Cómo hubiera podido ella evitarse? ¿Cómo puede evitarlo el liderazgo que se haga cargo de lo que habrá que intentar dentro de poco? No hay recetas. Solo cabe señalar el problema, la necesidad y la exigencia que de ello se deriva. En realidad, con esta mención, lo que hemos hecho es singularizar el caso más destacado y peligroso de lo que acabamos de llamar «enemigos internos».


  9.- Podemos, por cierto, colocar aquí otro: la arrogancia. No es raro que un equipo de Gobierno que viene, como el Quijote, a deshacer entuertos, se asuma como poseedor de un saber superior al de sus desacertados predecesores y, por extensión, al de cualquiera que disienta de las relucientes pócimas de los nuevos magos. Esto es muy perverso como obstáculo. Desata, en los sectores no pertenecientes al círculo, animosidades que de otra forma no hubieran quizás surgido y ubica en el campo adversario a quienes tal vez no lo sean, o no tanto. Cierra los oídos a la crítica, al reconocimiento de los errores, a las advertencias de peligros que otros puedan muy justificadamente hacer. La historia de los programas de reformas, y sus cementerios, están llenos de casos en los cuales la arrogancia tecnocrática jugó pésimas pasadas a muy bien intencionados gobernantes.


  3. La situación venezolana


  1.- En las páginas precedentes se abordaron los obstáculos que surgirían frente a cualquier programa de reformas. Nos toca ahora abordar los elementos que añade la específica situación venezolana en la que aquel habría de moverse. Recordemos que estamos dejando de lado su contenido, que suponemos asunto resuelto. A esos efectos nos contentamos con la premisa mínima de que el programa se dirija consistentemente a la corrección de distorsiones acumuladas en la economía. Como ya adelantamos, a la lista de obstáculos catalogados por ciencias como las mencionadas, la realidad histórica añade otras de su propia cosecha, o aporta especificaciones decisivas. Así ocurre con la Venezuela de 2016. Ha llegado el país a una situación tan extrema que las categorías habituales sufren la tensión de ese nivel crítico y aparecen, para bien y para mal, aspectos y factores que el radar teórico normal, ubicado en el nivel de generalidad que le es apropiado, dejaría escapar.


  2.- Un primer rasgo que surge es el de que, a estas alturas de la crisis, serían pocos los perdedores de un programa de reformas. Las distorsiones presentes y acumuladas han ido perdiendo sus correspondientes rentas y beneficiarios. Para que las distorsiones se traduzcan en rentas de alguien en una medida significativa, debe estar vigente un sistema de reglas que haga que el conjunto de distorsiones se traduzca en un flujo de recursos que produzca resultados rentistas para los bolsillos de destinatarios previsibles. Ello, además, ha de abarcar un espectro de beneficiarios lo suficientemente amplio como para que sean de respetar las resistencias que vayan a surgir de cualquier intento de corregir esa situación.


  Ahora bien, creemos que una situación de ese tipo, presente quizás hasta hace poco, está en vías de desaparecer día tras día. Las distorsiones han llegado a ser de tanto peso que el sistema de reglas que organizaba el flujo de rentas correspondientes ha perdido esa capacidad de canalización. En realidad, más que haberla perdido, las reglas mismas se han ido desmoronando. Lo que va quedando son reglas de mafias y roscas, que producen rentas cada vez más concentradas en pocas manos. Las distorsiones pasan de ser situaciones donde muchos pierden, pero donde un «alguien» que constituye un bloque poderoso gana, a ser situaciones de perder-perder donde ya casi nadie gana, y lo hace mafiosa o subterráneamente.


  En tales condiciones se debilitan grandemente los obstáculos que pudieran surgir de los intereses cobijados en la situación que se quiere corregir y que en otras condiciones resultarían de temer. Las resistencias esperables ya no son de sectores enteros del orden económico con gran capacidad de disrupción del funcionamiento social, sino de grupos enquistados en nichos de poder que estarían defendiendo muy estrechos intereses grupales y hasta personales. Si se quiere, se puede postular un continuum entre una situación en la cual las distorsiones y las rentas correspondientes a ellas están estabilizadas, y otro extremo en el cual todo ese tejido ha sido deshecho, el sistema de rentas se ha restringido en su alcance, así como las reglas que las producían y garantizaban su duración. Los obstáculos a un programa de reformas serían de máximo nivel en la primera situación y de mínimo en su extremo opuesto. Si buscamos referencias históricas, podríamos pensar que el primer caso corresponde al apogeo del llamado puntofijismo, y el segundo a la Venezuela de 2016. Por ello en la primera situación no se habló nunca en forma de lo que hoy llamaríamos un programa de reformas económicas, mientras que en la segunda luce tan urgente y, por el lado de las cosas que en este lugar de nuestro escrito estamos abordando, inesperadamente factible.


  Aquí podemos colocar, como pariente del punto que tocamos, otra consecuencia «favorable» de lo intenso del proceso destructivo que ha tenido lugar. Antes dijimos que uno de los obstáculos a los programas de reformas eran las rutinas del aparato administrativo y sus propias «minirrentas». Pues bien, en cierto modo estas rutinas han desaparecido, al calor de la larga caotización que ha experimentado la Administración Pública. Como ya dijimos, esto afecta gravemente la capacidad administrativa del Estado, en los precisos momentos en que más se la necesita. Pero también –vaya esto como débil consuelo– disminuye su capacidad orgánica de resistencia a las reformas.


  3.- El carácter muy avanzado de la situación crítica tiene otra consecuencia favorable a la factibilidad de las reformas: la de que haya un fuerte acuerdo en la dirigencia política en cuanto a la necesidad de un programa y muy posiblemente en cuanto a su orientación general. Tal consenso puede incluso abarcar a sectores provenientes de la situación anterior y sería crucial cultivar esta amplitud. Para que ese potencial acuerdo de mayor alcance cuaje en acuerdos efectivos, posiblemente sea importante un manejo hábil, no doctrinario, no proclive a herir susceptibilidades, de los vocablos y las etiquetas, en especial las que tengan que ver con conceptos demonizados.


  4.- En conexión con esto está otro rasgo de la situación actual y que debe durar por algún tiempo: la simplificación del cuadro de fuerzas políticas. Aunque la oposición venezolana está compuesta por varios partidos, ninguno de ellos hegemónico, a los efectos de nuestro tema hay que considerarlo un solo sector político. Hay que presuponer que tendrá la capacidad de ponerse de acuerdo en torno a un programa común de reformas económicas.


  En democracias con sistemas de representación proporcional y gobernadas por Gobiernos de coalición de varios partidos, los programas de reformas la tienen difícil. Ello debido a que son varios los actores con poder de veto en el seno de la coalición, que con frecuencia coaliga partidos con ideologías diversas y que representan intereses sociales no siempre fáciles de conciliar. Pues bien, esa no parece ser la situación venezolana. No hacen los partidos de oposición punto de honor de las diferencias ideológicas. Tampoco están ellos vinculados de modo ostensible a este o aquel sector social. De modo que esta fuente de obstáculos propia de situaciones políticas de alta fragmentación partidista y parlamentaria no sería válida para la situación venezolana, en la cual podría haber una sólida mayoría legislativa respaldando el programa de reformas. Esto sin tocar todavía el tema del Gobierno de unidad nacional, del que pronto hablaremos.


  Pero la constatación que acabamos de hacer, por si acaso peca de optimista, ha de ser transformada en una exigencia. No puede permitirse, ante una tarea tan delicada como la de adelantar un programa de reformas económicas, la multiplicación de puntos de veto y la fragmentación política que la propicia. La voluntad unitaria que la oposición logró alcanzar en su enfrentamiento a los Gobiernos anteriores tiene que mantenerse de cara a ese desafío que como Gobierno tendría por delante.


  5.- Otra especificidad de nuestra situación es el bajo nivel en que han caído los indicadores sociales y económicos. Esto tiene efectos múltiples en lo que a obstáculos se refiere.


  Por un lado de las cosas –el desfavorable a las reformas– un alto grado de deterioro puede hacer muy lenta la recuperación, tanto por la destrucción de las capacidades productivas y del soporte infraestructural, como por el desmantelamiento de la capacidad gerencial. El efecto político de esto es que pase la ventana de oportunidad y que no haya tiempo de que la recuperación se engarce con las expectativas positivas antes de que estas se cansen. Ello daría lugar, por ejemplo, a una intensificación de la protesta social.


  Otro posible aspecto problemático que se deriva de lo bajo que se ha caído es que las expectativas creadas por un cambio de Gobierno y de rumbo sean de una altura imposible de satisfacer. Esto no es necesariamente así, y sobre todo no necesariamente constituye un escollo insalvable, pero hay que tener conciencia de su presencia.


  En efecto, por el otro lado de las cosas, el favorable, un punto de partida muy bajo permite que modestos efectos positivos, si son rápidos, sean sentidos como mejoras apreciables que prometen otras mayores y más definitivas. Se amplían así la capacidad de espera y los márgenes de maniobra del programa, todo en una espiral positiva y de sentido contrario a la antes contemplada. De la misma forma, el bajo nivel propicia el consenso en cuanto a la urgencia de las reformas y tal onda podría alcanzar al menos el primer nivel, digamos así, de reformas, aquellas de las que, si se toman en la forma adecuada, puede esperarse esa oleada inicial de rápidos efectos positivos de la que acabamos de hablar.


  Así que el bajo nivel alcanzado juega en sentidos opuestos y en ese vaivén y ese espacio ha de moverse la conducción política. Está en manos de su arte lograr que en los hechos tal nivel crítico actúe en el sentido de favorecer las posibilidades de éxito de las reformas necesarias.


  6.- La actual política venezolana agrega, a la lista de obstáculos a las reformas, uno de especial cuidado: la naturaleza de la oposición política que, con toda probabilidad, las va a enfrentar. En otros lugares de este escrito mencionamos algunas posibilidades que podrían asomarse para obtener otro tipo de comportamiento y urgimos a explotarlas al máximo. Pero, hasta nuevo aviso, todo indica que quienes dirigen hoy el oficialismo van a propiciar, explotar, radicalizar, multiplicar cuantas dificultades, protestas, descontentos, decepciones puedan aparecer a raíz de la aplicación de un programa de reformas y que sabemos que pueden ser numerosos. En cualquier otra circunstancia, en cualquier otro país, la oposición a las reformas se traduciría en un comportamiento político normal: crítica pública, manifestaciones, organización de protestas, etc. Pero no es ese el tipo de acciones que puede esperarse de una futura oposición peseuvista. Juzgará esta que tiene un interés vital en llevar al fracaso las reformas y jugará cartas extremas para lograrlo. Hasta poner en peligro, si fuera necesario, el mismo orden democrático. La cultura política presente en los elementos radicales de ese sector puede llevarlos a tácticas muy agresivas y violentas, con amplio potencial de propagación. Fuerzas de choque y grupos militantes que aviven la candela no le faltarán a la dirigencia que opte por recorrer ese sendero.


  Hay un aspecto de este punto que tiene que ver con la presencia institucional de esa oposición, ya abordado en la sección de los obstáculos generales. El TSJ se ha convertido en estos años en un instrumento directo del Poder Ejecutivo. La posición del TSJ ante un nuevo Gobierno, con todo lo que ello implica en cuanto a cambio del clima político y psicológico del país, es una incógnita. Pero si el TSJ persistiera en su fidelidad al actual Gobierno y decidiera hacer su aporte a una oposición obstructiva y explosiva, sería un obstáculo a tomar en cuenta, ya que podría bloquear, declarándolas inconstitucionales o ilegales, leyes y medidas necesarias para la ejecución del programa.


  4. Indicaciones para enfrentar los obstáculos


  1.- Hemos examinado una lista de probables obstáculos políticos al programa de reformas económicas y cómo la situación venezolana agrava o suaviza su importancia, así como añade otros de su propia creación. Ahora corresponde examinar las exigencias que ello plantea a quienes hayan de llevar adelante el programa de reformas que se considere necesario.


  2.- En estos casos se requiere un fuerte ejercicio de liderazgo político; que la dirigencia política a la que corresponda conducir al país esté «casada» con la necesidad de las reformas y con la convicción de que hay que tomar el camino que ellas señalan. Tal cláusula se entiende por sí misma. Sin una mano muy firme en el timón, sin una voz orientadora clara y segura, que mantenga la dirección de la marcha frente a los obstáculos que quisieran frenarla o desviarla, que mantenga abierta la ventana de oportunidad, que alargue los plazos de las expectativas favorables, que aguce la sensibilidad colectiva a los signos de las recuperaciones, por primeros y débiles que ellos sean, el programa de reformas va a carecer de protecciones esenciales. Va a estar a merced de los lobbies reaccionarios, de las posibles protestas sociales aguijoneadas por sectores políticos que no van a faltar, de los tropiezos y las lentitudes surgidas de las inercias hacia abajo, del deterioro gerencial acumulado, de las dificultades de coordinación encerradas en todo programa corrector.


  Si acaso no se llega a contar con un liderazgo personal único que cumpla con los requisitos, esta exigencia pasa a un segundo escalón: el de un acuerdo que produzca entonces un liderazgo colectivo que llene esas tareas. Un acuerdo, por lo pronto, entre las individualidades con mayores aspiraciones y un más alto poder de convocatoria, que habrán así de aplazar la competencia por la primacía personal, al menos en lo necesario para dejar incólume el núcleo acordado de reformas en favor de las cuales todos habrán de remar. Y luego, un acuerdo de las fuerzas políticas, tengan o no dirigentes que participen en la competencia individual por el liderazgo político.


  3.- Un segundo elemento a mencionar es el de una clara definición de la orientación y contenido del programa y de sus componentes. Seguramente en este proceso de definición se harán presentes visiones divergentes, diferentes opiniones en cuanto a aspectos técnicos, distintos intereses sociales en pugna, diversas perspectivas ideológicas. Todo ello debe conciliarse en torno o a través del programa de reformas, en la medida de lo humanamente posible. En eso habrá que ser exigente, en el sentido de que no queden ocultas o sin resolver divergencias que vayan luego a resurgir en posibles momentos críticos en los que puedan hacer mucho daño al avance de las reformas. En este punto, como en otros de esta parte de este escrito, estamos planteando un parámetro a alcanzar.


  4.- Aquí viene el tema de la comunicación con el país. De lo dicho en las páginas precedentes se deriva la importancia de que la colectividad sepa lo que se está haciendo, por dónde se va, hacia dónde, los accidentes ocurridos y los esperables. No se trata exactamente del manido asunto de la información. Va más allá de eso. Entra en la zona de la toma de conciencia, de persuasión de mayor profundidad, lo cual nos remite de nuevo al tema del liderazgo. De modo que en este punto hay que superar una visión «informativista» del problema. Claro que hay que «informar» al país de lo que se está haciendo, de lo que se va logrando y de las dificultades que se van enfrentando. Pero hay que ir más allá, transmitiendo sinceridad, compromiso, pasión por lo que se está emprendiendo, al mismo tiempo que sentido de las limitaciones y de la magnitud de la responsabilidad que se está asumiendo.


  5.- Aparece un tema delicado, el del respaldo internacional del tipo que será necesario obtener. Es este uno de los temas más demonizados por el discurso gubernamental de los últimos años. La experiencia del programa de ajustes del segundo Gobierno de Pérez tiene aquí mucho que decirnos. Los apoyos que se puedan recibir de los organismos multilaterales y de Gobiernos interesados en el fortalecimiento de la democracia venezolana no han de ser asumidos de un modo triunfalista, como una demostración apabullante de que las reformas escogidas son las correctas, lo cual conduzca a que cualquier crítica se descalifique como producto del atraso ideológico, de la ignorancia, de resabios populistas, etcétera. Ya hablamos de eso al hablar de la arrogancia, ese enemigo interno.


  El debate al respecto ha de ser, en lo principal, de venezolanos con venezolanos. Las instancias internacionales, los países amigos son fuente de recursos, de control externo de las metas y las disciplinas, soportes internacionales de la estabilidad interna, testimonios de peso moral, intelectual, técnico. Pero nunca sustitutos de la legitimidad interna del programa.


  Debe privar aquí una actitud que nos libre de la imagen del «buen chico, te estás portando bien», que recibe unas palmaditas de los poderosos del mundo. La idea que se quiere transmitir en estas líneas está clara, esperemos. No nos sería fácil ir más allá en cuanto a precisión.


  Ahora bien, en otro sentido, el tema de la ayuda financiera internacional es técnicamente muy exigente. Dado que es necesario que ese respaldo llegue con la rapidez y oportunidad que la urgencia requiere, la preparación de las demandas de auxilio tiene que hacerse de forma que asegure que no se van a sufrir, a causa de torpezas o de papeleo, dilaciones que, dadas las circunstancias, pueden ser fatales. En todo esto, el tiempo es of the essence. La experiencia Pérez II encierra también en eso unas cuantas lecciones.


  6.- Hay un punto de alta monta que hay que atender: el sector militar. Es compleja la situación de esa corporación en todo esto. Es muy posible que haya sido, como corporación y también en numerosos casos individuales, uno de los principales beneficiarios del sistema de rentas de todo tipo que se instaló en los momentos de ascenso y auge de la etapa que está por quedar atrás. También es muy posible que el sector militar, en lo corporativo y en lo individual, sea de los últimos reductos de lo que va quedando de aquel esquema tan munificente. Podrían estar allí ubicados algunos de los nichos de resistencia, a título de partes interesadas, a un programa de reformas del tipo que venimos suponiendo.


  Por otra parte, a lo largo de años el país ha estado oyendo, de parte de los militares con voz y mando, proclamaciones de lealtad personal y de compromiso ideológico con un proyecto político y con una concepción económica que precisamente son los que tendrían que ser objeto de severas reformas.


  Pero partimos de la base –de otro modo no serían factibles los cambios políticos que supone la adopción de un programa de reformas real– de que la institución militar como un todo ha llegado a admitir la necesidad de que algo hay que hacer con la economía venezolana, so pena de que el país siga descendiendo en todos los índices, entre ellos y como consecuencia, el de su capacidad militar, sea cual sea el sentido que queramos dar a esa expresión. Esta convicción permite pensar que los militares no van a obstaculizar, al primer pretexto que se presente, la realización de las reformas. Esto ha de ser así, pues de otro modo la estabilidad del programa, su continuidad y su credibilidad dependerán de un factor demasiado incierto. Qué significará todo esto en términos del trato a dar al sector militar es algo que en buena parte queda en manos del arte de la política. Siempre fue así. La idea de que, antes de 1998, los militares se sometieron al poder civil en virtud de su juramento de cumplir la Constitución que así lo prescribía es en buena parte una leyenda. Mucho hubo de compromiso, de modus vivendi, de respeto a espacios cuasiexclusivos y/o poderes de veto implícitos en ellos.


  Lo que sí es probable es que sea necesario desarrollar desde lo más temprano posible un mensaje hacia la oficialidad de la FAN, buena parte de la cual ha proclamado por tanto tiempo sus inclinaciones ideológicas y políticas en favor del actual oficialismo. Ese mensaje tendría que tener como objetivo desmontar cuanto se pueda la idea o el prejuicio de que un cambio de Gobierno en el país traería consigo una discriminación –o peor, una persecución– dentro de la FAN por razones ideológicas y políticas.


  7.- Un componente esencial de todo programa de reformas tiene que ser el de atender directamente la situación social. Aquí se reúnen varias cosas. Está la grave situación social que se va a encontrar como resultado del deterioro acumulado. Está lo que pueda venir como efecto social de las reformas mismas, si ese va a ser el caso. Es fama que los programas de reformas acarrean de modo temporal efectos sociales indeseables. Sería fácil, para quien así lo quisiera, atribuir al programa de reformas todas las situaciones sociales negativas, sean o no producto de aquel. Tiene pues que diseñarse una política activa destinada a compensar directamente, y en forma muy visible –en cash, digamos– el costo social que hay que pagar por lo hecho en estos años y el que significará tal vez lo que se tendrá que hacer para levantar cabeza. Como decíamos, es muy posible que los interesados en que todo fracase le quieran cargar todo a la segunda factura, con todas las consecuencias de ello que advertíamos en la primera parte de este trabajo.


  8.- Hay un requerimiento referido al compromiso colectivo. Se trata de un elemento ético. Seguramente el programa de reformas habrá de estar orientado por ideas de libre mercado y de incentivos privados como motor de la actividad económica, con los mecanismos de supervisión y redistribución que sabemos que son necesarios para llevar al máximo el beneficio social del dinamismo de la economía. Pero además de los instrumentos de que dispone el Estado para ejercer esas actividades, pensamos en la necesidad de una conciencia colectiva respecto al deber de meterle el hombro a la realización de unas reformas del grado de exigencia que imaginamos. En las circunstancias venezolanas, en el futuro inmediato, nos cuesta pensar que una vida económica dejada a los impulsos del interés privado, sin un plus solidarístico y patriótico, que vaya más allá del promedio habitual en una situación más «normal», pueda hacer ella sola la tarea.


  Esto tiene mucho que ver con el punto del liderazgo y de la comunicación. Son estos los encargados de transmitir la visión de conjunto que inspira el programa de reformas, el papel de cada sector y de cada actor en su realización, la cuota de responsabilidad, de aportes, de esperas que le corresponde y que se espera de él. Puede pensarse que este es un eslabón débil de la cadena, pero nos tememos que, sin la presencia de algo así, el programa va a carecer del combustible con los octanos que necesita.


  Un punto relacionado con esto tiene que ver con la corrupción. Venimos del hecho de corrupción más grande de nuestra historia. El tema ha sido uno de los más subrayados por los opositores a los Gobiernos del socialismo del siglo XXI y la agudización de la crisis ha elevado mucho la sensibilidad colectiva al respecto. Un programa de reformas que estaría asediado por las acechanzas que hemos referido en estas páginas no podría sumar a ellas la de que viniera rodeado de prácticas corruptas. Algo así desharía el tramado de compromisos colectivos necesarios para sostener el esfuerzo reformista, compromisos montados, entre otras cosas, en la idea de que ese esfuerzo vendrá acompañado de un alto nivel ético. No es cosa de ubicar este punto en la lista de obstáculos, porque un programa de reformas económicas, de suyo, no lleva consigo la nota de prestarse de modo especial a la corrupción. Vaya esto, entonces, como simple advertencia de que, si los opositores al programa pueden añadir a su arsenal la acusación de que está siendo carcomido por la corrupción, el efecto puede ser devastador.


  9.- Ese compromiso ético tiene que tener como malla de sostén un consenso con los sectores sociales, económicos, sindicales, gremiales, académicos, mediáticos, culturales de la colectividad. La construcción de ese consenso tiene que ser objeto de un trabajo político de primera prioridad. Hay que dedicar un esfuerzo tenaz a tejer una red de compromisos que alinee a esos sectores con los lineamientos fundamentales del programa de reformas y que, en la medida necesaria, alinee el programa con las exigencias del consenso. Construirle, pues, al programa su economía política de soporte.


  10.- Hay que tener presente la cultura económica que se ha ido creando en la población general, a lo largo de años de denuestos y simplificaciones en el terreno de las ideas económicas. Lo que hemos llamado «demonización». Los venezolanos, y en especial los sectores populares, llevan lustros oyendo cómo casi cualquier idea que no cayera dentro de los cartabones de la ideología económica oficial ha sido descalificada apelando a todos los prejuicios disponibles. Esto va más allá de las ideas que pudieran ser razonablemente calificadas de neoliberales y se extiende a lo que pudiéramos considerar simple sentido común económico. Ahora bien, las reformas que necesita el país tendrán que apelar en el grueso a cosas como empresa privada, mercado, organismos multilaterales, equilibrios fiscales y monetarios, y un largo etcétera que con frecuencia bordeará los límites de las palabras «prohibidas». Esto habrá de ser manejado teniendo en cuenta los riesgos señalados en la primera parte de este trabajo. Es posible que el fracaso del pomposamente llamado «modelo económico» de los Gobiernos del siglo XXI, orientado en dirección contraria a todos esos parámetros, haya devuelto vigencia y legitimidad a muchas de esas ideas y palabras. La demonización mencionada ha perdido seguramente efectividad y no es cosa de exagerar. Lo que se quiere subrayar es la necesidad de un lenguaje económico que se conecte con la cultura económica vigente –tratando de no encallar en los escollos del tecnocratismo, el triunfalismo lingüístico–, de buscar sencillez, empatía con lo que la gente entiende y aprecia.


  En realidad aquí no hacemos sino señalar el problema y sus términos. De nuevo, seguramente hay varias opciones para afrontarlo. Unas de ellas apuntan hacia la cautela. Pero otra opción es enfrentar el asunto atacando directamente los prejuicios, los chantajes que dan fuerza a los mentados demonios. Ese será, una vez más, cosa del arte político y del estilo de liderazgo que predomine en la conducción política.


  11.- El deterioro de la capacidad administrativa del Estado fue señalado como un serio problema para la ejecución del programa de reformas. Esto plantea el recurrir a instancias ad hoc, fast-track, de alto nivel técnico, dotadas de las facultades necesarias. Si se decide adoptar esta opción, hay que resolver delicados balances entre esa necesidad, la vigencia de la legitimidad democrática de su accionar, la salvaguarda de la integridad institucional del Estado, la posibilidad de ejercer un control democrático sobre tales instancias. Esto debe ser planteado explícitamente a la colectividad como una exigencia de la situación, así como deben serlo todas las medidas adoptadas para preservar el indicado balance.


  12.- Hay una variable que colorea de modo diverso y poderoso lo que se ha tocado en páginas anteriores: la naturaleza del programa de reformas que se vaya a proponer al país. Recordemos que en relación con esto es esencial que exista el acuerdo más sólido posible, dentro de la dirigencia política, dentro de los expertos y entre esos dos grupos y los diferentes grupos dirigentes de los demás sectores del país. Pero más allá de este recordatorio, queremos referirnos al «tono» del programa. Es frecuente que este tipo de propuestas esté asociado con la idea de «apretarse el cinturón». En las condiciones de estrechez a las que ha llegado la sociedad, tal mensaje, tal tonalidad, tal universo de asociaciones lingüísticas y mentales no tiene cabida. Ello abre boquetes por donde pueden colarse varios de los obstáculos previsibles y explotables políticamente por quienes quieran sacar provecho de ello. La sociedad venezolana no está en condiciones de admitir mayores grados de estrechez, así sea temporal, así sea como etapa necesaria de futuros progresos. El planteamiento, sea cual sea el detalle técnico de las reformas, tiene que ser expansivo y aliviador desde el comienzo y hacia allá tiene que ir dirigido el énfasis político y comunicacional. No se puede tratar, a los ojos de la colectividad, de una propuesta restrictiva y defensiva, sino de una propuesta ofertada en términos de ofensiva, liberadora de las estrecheces y de la sensación de fracaso que nos ha abrumado en los tiempos recientes.


  13.- La puesta en marcha de un programa de reformas requiere un cambio de Gobierno. Con el actual es imposible el diseño y el arranque de algo parecido. Factores de todo tipo traban el que ese Gobierno pueda de un modo creíble corregir lo que a lo largo de más de tres lustros han sido sus pilares de actuación. Aquí el factor clave es el de la credibilidad. Aun si como experimento mental supusiéramos que la actual crisis significara una especie de camino de Damasco y produjera una conversión ideológica en los actuales gobernantes, no habría modo de creerlo, ni aquí ni afuera. Por lo tanto, los actores económicos nunca actuarían del modo en que se supone que deberían actuar para que el programa diera sus frutos. Solo un Gobierno muy comprometido con el programa de reformas puede lograr tal reacción positiva, y nunca será posible creer que un Gobierno como el que hemos tenido podrá de un día para otro comprometerse con algo que habría de ser todo lo contrario de su actuación inveterada.


  14.- Estas afirmaciones han de ser complementadas por estas otras, que van en muy diferente dirección: una decisión activa por parte de las fuerzas políticas que constituyen el actual Gobierno, de torpedear el programa de reformas, llevaría a un mayor grado de gravedad de los obstáculos mencionados en este trabajo, así como los niveles de exigencia para el nuevo Gobierno. Por lo tanto, es necesario lograr, en cuanto sea posible, el respaldo de ellos o de parte de ellos al programa, o por lo menos su neutralidad. Ello en aras del logro de una marcha normal y positiva de la economía, como condición indispensable de una dinámica política democrática también normal. Ese es un objetivo de muy difícil cumplimiento, todos cuyos condicionantes están bajo un gran signo de interrogación. Se requiere una disposición al compromiso y al acuerdo, a las concesiones en terrenos muy delicados y sensibles, una dirigencia capaz de manejar tales elementos y de lograr la aquiescencia de los grandes sectores políticos del país, putativamente representados por aquellos dirigentes. Pero esa exigente condición señala, de nuevo, un parámetro al cual hay que acercarse en cuanto sea posible, en la forma factible y políticamente admisible en las circunstancias dadas.


  15.- Hemos ido allegando elementos –el compromiso colectivo, la malla de consensos, la inclusión de un espectro político tan amplio como sea posible…– que en su suma vienen a constituir una forma de unidad nacional. El Gobierno que asuma un programa de reformas tiene que estar en condiciones de proclamarse como un Gobierno de unidad nacional, para superar la crisis nacional. Y ello de forma que esas palabras no sean meras palabras bonitas, sino que reflejen la realidad de un sólido respaldo. Esto es una necesidad. Un rasgo más de los que añaden lo que el país está viviendo. Nunca había vivido Venezuela una crisis tan integral, que necesitase ser enfrentada por un frente tan amplio como el que exige la presente realidad.


  Llevar al máximo de realidad esa unidad nos parece uno de los principales elementos disuasivos de los que se puede disponer para desactivar las formas violentas de actuación a las que podría verse tentada una futura dirigencia opositora.


  16.- A nuestros efectos, la situación que viviría un Gobierno que sucediera al actual sería análoga a la de un Gobierno de transición de una dictadura en ruinas a una democracia que hereda esa situación económica. La experiencia internacional indica que las posibilidades de acometer las reformas económicas necesarias retrocede ante el volumen de nuevas demandas, sobre todo si –como sería el caso– los protagonistas del anterior orden de cosas se mantienen presentes en la arena política, institucional e incluso en el sector militar.


  Un nuevo Gobierno se encontraría con una combinación de elementos difícil: una situación de transición –de por sí poco propicia para la toma de decisiones difíciles– combinada con la necesidad de tomar sin dilación decisiones precisamente de ese tipo. Lo dicho en esta última parte del trabajo apunta al acopio de elementos y criterios que permitan cortar ese nudo gordiano con el mínimo de costos y de riesgos y la máxima probabilidad de éxito.


  17.- Hay aquí una variable a considerar: el momento en el que se daría el cambio de Gobierno que suponemos. Una cosa es que se produzca en un plazo de meses y otra es que se produzca cuando se venza el período constitucional que culmina en 2019, pasando por todas las posibilidades intermedias. Pero no es posible determinar los efectos que tendría esta variación, pues habría que saber qué fue lo que ocurrió en ese lapso: ¿se debió esa dilación a que factores políticos impidieron o evitaron un cambio de Gobierno, mientras la situación económica se deterioraba más y más, de modo que en 2019, si ese fuera el año, estaríamos peor que ahora, necesitados de un programa de reformas aún más profundo?; ¿o se debió a que el Gobierno logró «parapetear» la economía, de modo que las distorsiones que hoy vivimos se habrían, digamos, estabilizado o incluso aliviado un tanto? Lo que aquí se escribe está planteado desde la perspectiva de un cambio de Gobierno en pocos meses. En la medida en que ese cambio se demorase, habría que hacer los ajustes mentales requeridos por una situación más deteriorada que la actual, o por una situación de mayor holgura, respectivamente, según lo que hubiese ocurrido durante la demora.


  Pero, como decíamos, la hipótesis ha de ser la de un cambio de Gobierno. El acontecer puede producir situaciones más complejas, Por ejemplo, la de un Gobierno bajo conducción oficialista pero con un nuevo presidente, que inicie una suerte de reforma económica extremadamente gradualista, etc. No es posible cubrir todas las opciones sin caer en una variabilidad inmanejable. Lo pertinente aquí es estar alerta ante lo que pueda ocurrir y, de nuevo, hacer los ajustes mentales que corresponda.


  18.- Cuando se tocó el tema de la arrogancia, tácitamente se dejó abierta una sugerencia que es hora de retomar. Las cosas pueden no salir bien: porque había algún error en el diseño del programa, porque algo no llegó a tiempo, porque alguno de los obstáculos actuó con efectividad, porque se produjo algún shock externo o interno con el que no se podía contar, porque algún actor no se condujo como se suponía que lo iba a hacer, etc. Para prever todas esas posibilidades, hay que disponer de alguna instancia de monitoreo y advertencia, que lleve al máximo posible la capacidad de reaccionar a tiempo o de comunicar a tiempo a la colectividad lo que se considere adecuado para amortiguar el golpe.


  19.- Al principio de este trabajo señalamos la fragilidad del contexto en que un programa de reformas económicas habría de llevarse a cabo. Luego especificamos, en la forma de la enumeración de los obstáculos que decidimos destacar, elementos constitutivos de esa fragilidad. En estas líneas de cierre corresponde señalar que esa fragilidad tiene su contraparte. La adopción de un programa de reformas económicas como el que contemplamos presupone un cambio de Gobierno. Esto a su vez supone un cambio en el clima de opinión política y económica del país, un reconocimiento mayoritario –costosamente adquirido, contra muchas expectativas e ilusiones desengañadas– de la necesidad de una rectificación de fondo. No es posible determinar con precisión cómo se traduce eso en una mayor holgura para el Gobierno que emprenda las reformas. Holgura en cuanto a una mayor paciencia de la población, una mayor tolerancia colectiva a errores y gazapos previsibles, un mayor realismo en las expectativas, una mayor capacidad de poner en su lugar los obstáculos y a quienes quieran sacar provecho político de ellos, un debilitamiento de la efectividad de todos esos obstáculos a los que hemos querido dar un aspecto suficientemente temible.


  Hemos cargado la mano al hablar de las dificultades. Hemos querido dibujar un panorama exigente. Hemos asumido que el programa habrá de enfrentar obstáculos del tipo que hemos puntualizado[4]. Pero algo habrá de significar, en ese sentido favorable, ese cambio de clima de opinión que un cambio de Gobierno presupondría. Sobre todo si se combina con varias de las cosas dichas en la parte IV de este trabajo. En esta perspectiva, las propuestas allí contenidas son las formas concretas de sacar provecho, en beneficio de la sociedad, de la conciencia creada de que es necesario el cambio de rumbo. De esa conciencia y de los compromisos, expectativas y esperanzas que la acompañan.


  5. Conclusión


  La exposición y el contraste de los obstáculos de un programa de reformas y de las posibles maneras de enfrentarlos dejan como saldo una gran cuestión: la de la adaptación mutua entre, por una parte, el contenido y los ritmos del programa; y, por la otra, los obstáculos y sus hipotéticos remedios.


  Apareció por cierto el tema en diversas ocasiones en las páginas precedentes: cuánto debe amoldarse el programa a los obstáculos, de modo de hacerse viable políticamente y de hacer viables los remedios sugeridos. O cuánto el programa impone una manera de enfrentar los problemas que no pueda ser, digamos, «suavizada» más allá de cierto límite, so pena de que el programa pierda en realidad su capacidad de corregir o impulsar. Lograr la viabilidad política del programa y mantener su capacidad correctora e impulsora, esos son los dos parámetros dentro de los cuales ha de moverse la conducción política. Una vez más, no hay fórmulas para ello. Pero hay que empezar por tener claros los términos del problema, y la pretensión de este trabajo ha sido contribuir a esa claridad.
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  Venezuela: un balance del socialismo del siglo XXI

  Asdrúbal Oliveros y Carlos Miguel Álvarez


  1. Introducción: situación económica, política y social del país previa a la llegada al poder del socialismo del siglo XXI


  En un país donde en los últimos 18 años ha reinado la misma ideología política y los resultados han sido, al día de hoy, poco alentadores, es necesario ir varios años atrás para entender el porqué de este cambio tan severo que comienza con la llegada de Hugo Chávez a la presidencia venezolana en 1999. Por este motivo, estudiamos el entorno económico, político y social de Venezuela desde el año 1970.


  Acorde con Maza, la economía venezolana durante el período 1970-1986 puede ser dividida en subperíodos según el dinamismo económico del momento y los agentes que materializaban los resultados obtenidos. El período 1970-1973, de recuperación y expansión moderada; 1974-1978, de expansión pronunciada y cambios de carácter nominal en la economía; 1978-1982, una recesión económica en términos reales en contraste con una expansión nominal; y 1983-1986, un período marcado por la recesión y los ajustes económicos (Maza, 1987). En este sentido, el período entre 1979 y 1986 fue de una caída profunda en la actividad económica, con un alto deterioro en el bienestar social y un descenso en la calidad de vida del venezolano; de ampliación de la brecha entre ricos y pobres, con presiones inflacionarias agudas; de considerables desajustes del sector externo y de políticas públicas notablemente contradictorias. Paradójicamente, una década con resultados similares a los que se presentan actualmente.


  Ante los shocks petroleros negativos de los años ochenta y la incapacidad de la economía venezolana para manejarlos, se llevó a cabo el primer intento fallido de estabilización macroeconómica en 1989. En este año, el Gobierno de Carlos Andrés Pérez decide adoptar un programa de ajustes, sujeto a las condiciones establecidas por el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM), y dirigido a lo que se consideró como una liberación de los precios, apertura a los mercados, libre flotación del tipo de cambio, reformas financiera, fiscal y de política comercial con fuertes estímulos a la inversión extranjera y la privatización. Sin embargo, durante los años noventa, Venezuela pasó por una década decepcionante, como muchos otros países latinoamericanos. El producto interno bruto (PIB) creció a una tasa promedio anual de 2,0%, mayor al 0,1% de la década de los ochenta, pero con una inflación que pasó de 23,2% (1980-1989) a 47,4% (1990-1999). Por otra parte, el déficit fiscal pasó de 1,3% a 1,7% del PIB como resultado de una cesta petrolera venezolana (CPV) en 16,8 dólares por barril (BL) para el mismo período.
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  En este decenio también resaltan dos episodios. En primer lugar, la Apertura Petrolera en Venezuela que se desarrolló en el período 1992-1999, la cual dio como resultado el modelo de política petrolera de mayor relevancia luego de la nacionalización de la industria. Este proceso representó un cambio significativo de la política establecida desde mediados de los años setenta, cuando el Estado se reservaba para sí el control de la industria petrolera. Esta política se aplicó debido a la grave crisis económica que vivía el país, aumentada en gran medida por los bajos precios del petróleo en el mercado internacional y por la necesidad de recursos para aumentar la producción de hidrocarburos. La apertura se sustentaba en gran medida en la facilidad que tenía el país para atraer inversionistas privados a pesar del escenario político desfavorable (en 1992 ya habían ocurrido dos intentos de golpe de Estado). Como resultado, la producción de hidrocarburos en Venezuela paso de 2,5 millones de barriles por día (2,5 MMB/D) en 1992 a 3,5 MMB/D en 1998, un incremento de 39,3% que, a un precio promedio de 18,8 dólares por barril para la CPV, representó un aumento notable en los ingresos ordinarios por venta de petróleo, que pasaron de 51,4 millones de dólares por día a 60,2 millones diarios para el mismo período.


  En segundo lugar, la crisis financiera de 1994-1996, que se hizo evidente en enero de 1994, cuando la Junta de la Superintendencia de Bancos decidió intervenir el Banco Latino, para entonces la segunda institución en captaciones de depósitos del país. El retiro masivo de depósitos de ese banco comenzó en octubre de 1993 y, en solo unas semanas, el Banco Latino, en compañía de otros siete bancos, enfrentaba serios problemas de liquidez y una elevada demanda de divisas (Guzmán, 1995). Era evidente que las necesidades de liquidez por sí solas no explicaban el comportamiento del público.


  En realidad, durante todo el año 1993 el país observaba un clima político y económico de gran inestabilidad. En mayo de 1993, Carlos Andrés Pérez había sido eximido de sus funciones en la primera magistratura y reemplazado interinamente. El nuevo presidente, Rafael Caldera, maximizó esfuerzos por restaurar el clima de estabilidad política en medio de una crisis económica recrudecida por la caída de los ingresos petroleros, la amplitud del déficit fiscal y la enorme inestabilidad del tipo de cambio. Al colapso del programa de ajuste iniciado en 1989 se sumaron la agudización de las tensiones inflacionarias (la inflación aumentó 14 puntos frente a 1992) y de la recesión (el producto creció en solo 0,3%), todo esto aunado a un ambiente plagado de incertidumbre sobre la orientación que seguiría el nuevo Gobierno después de las elecciones presidenciales de diciembre de 1993. Para el cierre del año, las tasas de interés registraban niveles tan elevados que aumentaban el riesgo de morosidad de los prestatarios.


  Los fondos de estas instituciones fueron rescatados (después de haber sido intervenido y cerrado el Banco Latino); sin embargo, la estrategia de mantener el banco cerrado por cerca de cuatro meses probó ser poco práctica y costosa para el sistema en general. La pérdida de confianza se hizo creciente y esto, aunado a la carencia de un plan coherente para afrontar la crisis, condujo a un severo desorden monetario. Una caída notable en la demanda de dinero y un incremento importante en las salidas de capital caracterizaron los primeros meses del año 1994. Entre diciembre de 1993 y marzo de 1994 las reservas internacionales cayeron en 2060 millones de dólares. El Gobierno y el Banco Central de Venezuela (BCV) no tomaron acción alguna hasta finales de abril, cuando el sistema de crawling peg (sistema de devaluación progresiva y controlada de una moneda) había virtualmente colapsado e inmediatamente fue reemplazado por un régimen de flotación. Al anuncio de la medida siguió una fuerte devaluación. En mayo de 1994, un sistema de subasta bajo el control del BCV reemplazó al sistema de flotación; sin embargo, la decisión de intervenir ocho importantes instituciones financieras introdujo presiones adicionales en el mercado cambiario. Finalmente, ante la pérdida importante de reservas, el Gobierno decidió poner en práctica un control de cambios a finales de julio (Vera & González, 1999). Como resultado, tuvo lugar un proceso inflacionario con tasas de 60,8% en 1994, 59,9% en 1995 y 99,9% en 1996. Las más altas registradas hasta esa fecha.


  Todo esto, junto con el deterioro social que se vivía en Venezuela durante la segunda mitad de los años noventa, sirvió como «bandeja de plata» para la llegada de nuevas ideas que buscaban luchar contra las desigualdades y las condiciones del entorno político y económico del momento. Así surgió el socialismo del siglo XXI.


  2. Bonanza económica y resultados sociales


  Desde 1999, el cambio político que ha experimentado Venezuela ha provocado una redefinición de la estructura institucional y de las bases y principios del sistema económico venezolano. La economía humanista, autogestionaria y competitiva que planteaba la Propuesta de Hugo Chávez para transformar a Venezuela: Una revolución democrática (Chávez Frías, 1998) parece no haber sido alcanzada 18 años después.


  El Plan de Transición de 1999-2000 formulado por el Gobierno del presidente Chávez, el cual representó los lineamientos iniciales en materia económica, daba cuenta de los problemas sufridos en el pasado y prometía no pasarlos por alto (Balza, 2010). Además, preveía alcanzar un modelo de desarrollo que, basado en la competitividad y el crecimiento económico, permitiera lograr una mayor equidad (Guerra, 2003). A partir de entonces, se han delimitado diferentes instrumentos para orientar la gestión del Gobierno central en materia económica: el Programa Económico 2001, el Plan de Desarrollo Nacional 2002-2007, el Proyecto Nacional Simón Bolívar 2007-2013 y el Plan de la Patria 2013-2019. Todos estos planes, de forma incremental, han determinado una serie de estrategias que desembocan en un mismo fin: conducir a Venezuela hacia el llamado socialismo del siglo XXI.


  2.1 Contexto económico internacional


  2.1.1 Los precios del petróleo, el factor más relevante


  Contrario a lo ocurrido durante los años ochenta y la mayor parte de los noventa, en el marco del nuevo modelo económico implantado en el país desde que Chávez fue elegido presidente, se presenció un aumento significativo en los precios del petróleo (a excepción de 2001 y 2009). En 2001, una economía de Estados Unidos debilitada, junto a un incremento en la producción de los países no pertenecientes a la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP), generó una presión a la baja en los precios del crudo. Como respuesta, la OPEP adoptó una política de reducción de las cuotas de producción de sus países miembros, cortando así 3,5 millones de barriles diarios (MMB/D) para septiembre de 2001. Sin embargo, los ataques del 11 de septiembre de 2001 impidieron la recuperación de los precios.


  Para contrarrestar este efecto, la OPEP decidió, en enero de 2002, recortar 1,5 MMB/D adicionales, lo que coincidió con un recorte por parte de los países no OPEP que, encabezados por Rusia, retiraron casi 0,5 MMB/D del mercado. Esto, junto con la caída en los inventarios de Estados Unidos a sus niveles más bajos en 20 años, tuvo el efecto deseado con una recuperación de los precios en 2002.


  En 2008, después del comienzo de la más larga recesión en Estados Unidos (dot-com bubble) desde la Gran Depresión, el precio del crudo siguió aumentando y la especulación en el mercado de futuros de petróleo fue excepcionalmente fuerte. Con la caída en la demanda de petróleo, el precio cayó durante todo el año para cerrar en enero de 2009 en su cotización mínima de 41,7 dólares por barril. A raíz de un nuevo recorte de la OPEP, en esta oportunidad por 4,2 MMB/D, y de una mayor demanda del recurso natural proveniente de Asia, los precios se recuperaron y siguieron su alza, llegando a pasar la barrera de los 80,0 dólares por barril en abril de 2010.


  [image: img002]


  En Venezuela, mientras tanto, a la llegada de Chávez a Miraflores en febrero de 1999 el precio de la CPV rondaba los 8,4 dólares por barril, alcanzando su punto máximo en 2012, cuando promedió los 103,5 dólares. Esto se tradujo en un incremento importante en los ingresos del Gobierno que alcanzaron niveles nunca antes vistos en la economía venezolana, lo que promovió el gasto público de manera exagerada. En otras palabras, Chávez llegó al poder con ingresos por exportaciones petroleras en torno a los 17.707 millones de dólares anuales; en su punto máximo esos ingresos llegaron a 97.340 millones, un incremento de 549,7%.


  2.1.2 De los altos ingresos a los mecanismos de financiamiento


  Estos ingresos, sin embargo, no fueron suficientes para sostener el modelo económico, por lo que el financiamiento tanto de Petróleos de Venezuela (PDVSA) como del Estado venezolano fue un factor común durante el período 2001-2011. En esos años, PDVSA realizó emisiones de deuda por 22.117 millones de dólares a una tasa ponderada de 7,2% (el cupón mínimo fue de 4,9% y el máximo de 12,8%). Por su lado, el Gobierno hizo lo suyo por 27.458 millones de dólares a una tasa ponderada de 8,9% (con un cupón mínimo de 5,8% y un máximo de 13,6%). Las altas tasas reflejan lo costoso que fue acudir a los mercados internacionales como mecanismo de financiamiento. No obstante, los altos precios del petróleo y una tendencia alcista que no parecía revertirse fueron claves para que los mercados accedieran a comprar unos bonos que, si bien tenían un perfil de alto riesgo, también presentaban una excelente oportunidad para los inversionistas internacionales. Al día de hoy, tanto Venezuela como PDVSA han cumplido con todas sus obligaciones por servicio de deuda, pero a costa de una posición externa vulnerable. Esto hace pensar que el Estado se enfrenta a un problema de liquidez más que de solvencia. Por otro lado, actualmente el acceso a financiamiento internacional se encuentra cerrado, dados los altos niveles de riesgo que representa invertir en deuda venezolana.
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  Ahora bien, esto no ha impedido que Venezuela obtenga financiamiento, sino que ha modificado sus fuentes y ha tenido que acudir a aliados internacionales para cubrir sus necesidades. El socio más importante ha sido China. Esta relación con el gigante asiático comienza en 2007, cuando se firma el Tramo A, que implicaba un préstamo a Venezuela por 4000 millones de dólares, con vencimiento a los cuatro años. No obstante, dicho monto no fue suficiente y el Estado venezolano ha necesitado crear y renovar tramos para contrarrestar el déficit externo. En 2009, se emite el Tramo B, por 4000 millones de dólares; en 2010, el Tramo de Gran Volumen y Largo Plazo, por 20.000 millones y durante 2013 el Tramo C, por 5000 millones. Asimismo, los tramos A, B y C se han seguido renovando a lo largo de los años, específicamente el Tramo A dos veces (en 2011 y 2014); el Tramo B también dos veces (en 2012 y 2015, pero en esta última oportunidad por 5000 millones de dólares) y el Tramo C una vez (en 2015). Todo esto conlleva a un total de 56.691 millones de dólares que China ha prestado a Venezuela, de los cuales se estima que ya se han pagado 36.691 millones.


  En este punto surge la pregunta de cómo ha podido Venezuela cumplir con su servicio de deuda tanto para la Nación como para PDVSA y, al mismo tiempo, seguir amortizando los compromisos adquiridos con China. Cabe acotar que el pago a China se ha realizado a través del envío de barriles de petróleo, una parte de los cuales sirve para amortizar la deuda y el sobrante entra en un fondo chino-venezolano cuya utilización es bastante opaca. En 2007, Venezuela empezó enviando 89.000 barriles por día (MB/D) a China y para 2015 se estima que esta cifra ha aumentado hasta los 700.000 barriles diarios, un incremento importante que, en el contexto de una producción de petróleo estancada durante la última década, compromete una cantidad cada vez mayor de barriles generadores de efectivo.


  2.1.3 El tipo de cambio, una historia de distorsiones


  Otro factor que cobra especial relevancia en el contexto económico de Venezuela a la llegada de Hugo Chávez a la Presidencia es el tipo de cambio. Desde junio de 1996, en Venezuela se había establecido una política de anclaje del tipo de cambio a través de un esquema de bandas, donde la cotización de la moneda extranjera variaba libremente dentro del rango establecido por el BCV. Este mecanismo buscaba garantizar la estabilidad del tipo de cambio, priorizando el objetivo antiinflacionario por el cual fue implementado. En otras palabras, y siguiendo esta visión, una apreciación del tipo de cambio real daría paso a la reducción gradual de la tasa de inflación de los bienes transables, lo que finalmente se traduciría en menores tasas de inflación en la economía. En este sentido, el esquema fue efectivo, ya que le permitió a la economía pasar de niveles de inflación de tres dígitos en 1996 a cifras de 35,8% en 1998 y de 12,3% para el año 2001, la tasa más baja en Venezuela desde 1986.


  Desde febrero de 2003, se implantó un control de cambios con tipo de cambio fijo que se estableció en 1,60 VEF[5]/USD y se creó la Comisión de Administración de Divisas (Cadivi). El control de cambios fue implementado en un momento histórico en el que el paro petrolero afectó de manera importante los ingresos de divisas, y en el que el tipo de cambio fijo y sobrevaluado (hasta ese momento en 1,33 VEF/USD) llevó a una merma de 17,9% en el stock de reservas internacionales, las cuales cayeron de 16.992 millones de dólares en enero de 2002 a 13.898 millones de dólares en enero de 2003.


  Desde que se instauró el control de cambios, se han llevado a cabo cinco devaluaciones: la primera en 2004, cuando se llevó la tasa oficial a 1,92 VEF/USD; luego en 2005 a 2,15 VEF/USD. La tasa oficial permaneció sin cambios hasta el 8 de enero de 2010, cuando se la llevó a 4,30 VEF/USD.


  En 2010 se inaugura en el país el sistema de cambios duales, con el establecimiento de un tipo de cambio preferencial para las importaciones públicas y las importaciones prioritarias del sector privado. Ese mismo año, el Gobierno eliminó el dólar permuta[6] y prohibió las casas de bolsa, por lo que se estrena un nuevo mecanismo denominado Sistema de Transacciones con Títulos en Moneda Extranjera (Sitme).


  El Sitme era un sistema administrado y controlado por el BCV a través del cual se compraban y vendían en bolívares títulos de deuda pública denominados en divisas. Sin embargo, solo duró hasta febrero de 2013, ante la falta de emisiones de deuda externa por parte de PDVSA y la República. Con la eliminación del Sitme, también se anunció la quinta devaluación del tipo de cambio oficial, el 12 de febrero de 2013, cuando se estableció la tasa de 6,30 VEF/USD que, al momento de redactar esta sección, permanece vigente.


  Aunque la tasa de cambio oficial de Venezuela permanece fija desde 2013, a partir de entonces se han creado una serie de mecanismos alternativos con tasas de cambio superiores que han intentado contrarrestar la escalada del tipo de cambio no oficial. El primero de estos fue el Sistema Complementario de Divisas (Sicad), que realizó su primera subasta el 4 de abril de 2013 con una tasa de 12,0 VEF/USD para personas jurídicas y de 16,0 VEF/USD para personas naturales. De una frecuencia que empezó siendo semanal, poco a poco las subastas empezaron a espaciarse hasta el punto de que en 2015 se realizaron solo dos subastas, una para el sector de autopartes y otra para el sector agrícola.


  En vista de la insuficiencia de este mecanismo para satisfacer la demanda de divisas y ante la escalada del tipo de cambio no oficial, se creó el Sistema Cambiario Alternativo de Divisas, que se conoció como Sicad II y que empezó a operar el 24 de marzo de 2014 con una tasa de 51,9 VEF/USD. Existieron amplias expectativas de que en este mercado iba a participar PDVSA y de que la tasa de cambio se movería libremente por la oferta y la demanda. Sin embargo esto no fue así y en vista del aumento de la brecha entre el tipo de cambio paralelo y el tipo de cambio del Sicad II, aunado esto a la caída de los precios del crudo, las liquidaciones a través de este mecanismo comenzaron a mermar hasta que se extinguió el 10 de febrero de 2015.


  El más reciente mecanismo cambiario creado es el Sistema Marginal de Divisas (Simadi), que se inauguró el 12 de febrero de 2015 con una tasa de 170,0 VEF/USD, bastante cercana al tipo de cambio paralelo del momento. Una vez más había expectativas de que este fuera un mecanismo donde la tasa de cambio se produjera por la convergencia entre oferentes y demandantes, pero no ha sido así. Además, con este mecanismo se amplía la brecha entre las diferentes tasas oficiales en un 2598,4%, lo que implica distorsiones más severas en el mercado cambiario que tendrán su impacto en los resultados económicos de los venideros años.


  2.2 Política económica


  Con el objetivo de implantar en Venezuela el socialismo del siglo XXI, Chávez comenzó su mandato con la implementación del programa de transición, en el que se planteó el mantenimiento del esquema de bandas cambiarias, para lo cual la política monetaria debía mantener un perfil restrictivo y así evitar un posible exceso de oferta monetaria que pudiese afectar la estabilidad del tipo de cambio y con ello la tasa de inflación. Por su parte, la política fiscal perseguía un incremento de los ingresos ordinarios, especialmente los no petroleros, y una reorientación del gasto con el objeto de aumentar su productividad mediante la reducción de organismos públicos, simplificación de los trámites y aumento del gasto de capital en el presupuesto. Asimismo, en un contexto de cuentas fiscales débiles, se propuso disminuir la tasa del Impuesto al Valor Agregado (IVA) de 15,5% a 14,5% con el argumento de que ello contribuiría a expandir la recaudación.


  Guerra señala que las políticas sectoriales, en particular la política industrial, fueron concebidas como herramientas para impulsar la diversificación de la economía y alcanzar un crecimiento autosostenido (Guerra, 2003). Se afirmaba que estas políticas tenían por finalidad generar una estructura industrial de mayor diversificación, especialización, valor agregado nacional y con mayor capacidad de empleo. Para estos propósitos resultaba fundamental incentivar la inversión privada mediante un proceso de concertación de los agentes involucrados en las ramas industriales y la consolidación de las cadenas productivas.


  Bajo el supuesto de que el programa de transición fue exitoso al cumplir sus objetivos y ante la búsqueda de alcanzar un objetivo mayor, un país socialista, se implanta el Programa Económico 2001, según el cual «las perspectivas económicas del año 2001 apuntan a un nuevo impulso en el crecimiento de la actividad económica, acompañada por una contundente reducción de la inflación, con claros síntomas de mejoramiento en todos los indicadores económicos y sociales» (Guerra, 2003: 10). En resumen, «al final del 2001 Venezuela habrá superado la fase transitoria que marcará el inicio de un paulatino pero consistente repliegue de la economía nacional hacia estadios superiores de crecimiento y equidad en la distribución de las riquezas» (Guerra, 2003: 10). Con estas premisas, 2001 fue un año en el que hubo un intenso uso de la política cambiaria, sin que las políticas fiscal o monetaria contribuyeran de manera importante a reducir la tasa de inflación.


  Según el programa, la política fiscal se concentraría en recuperar los niveles de recaudación de ingresos no petroleros y seguir con el plan de mejora para los petroleros. Una posible necesidad de financiamiento sería cubierta con créditos internos y externos. Sin embargo, la alícuota del IVA no varió y las metas no fueron cumplidas.


  La política monetaria y cambiaria sería la herramienta para corregir los excesos de oferta monetaria sobre la demanda, lo que corresponde en realidad al funcionamiento de un sistema de tipo de cambio fijo, pero sin las virtudes de este; de ahí que ni la política cambiaria pudiese jugar a favor de alinear los precios relativos entre bienes transables y no transables ni la política monetaria coadyuvar a la corrección de un eventual desequilibrio en el mercado de dinero.


  Sin lograr sus objetivos, en parte por la caída de los precios del petróleo, se abrió un espacio para la incorporación de un nuevo programa, el Plan de Desarrollo Nacional 2001-2007, cuyos fundamentos recaían en un modelo:


  
    «… vinculado con un sistema productivo diversificado, competitivo, abierto hacia los mercados internacionales, basado en la iniciativa privada y con presencia del Estado en industrias estratégicas, pero con apertura a la inversión privada en el desarrollo aguas abajo del tejido industrial; donde la productividad y eficiencia deben ser la base de la rentabilidad empresarial (Ministerio del Poder Popular de Planificación, 2001: 8).»

  


  En este sentido, el plan buscaba una redistribución de los recursos y factores que determinan los niveles de consumo e inversión.


  En política monetaria, el plan esbozaba que en «el mercado monetario se logrará una creciente correlación con las necesidades de monetización de la economía real» (Ministerio del Poder Popular de Planificación, 2001: 12). En otras palabras, dependiendo de lo lejos que se encontrara la inflación de la tasa oficial establecida como meta, la política monetaria sería empleada para contrarrestar la distorsión a través de un estímulo o un recorte en la economía. Adicionalmente, se buscaba una tasa de interés pasiva positiva que sirviera como incentivo al ahorro de los agentes económicos, lo que permitiría «mantener el ahorro nacional como fuente de financiamiento de la inversión nacional, complementado por crecientes recursos de capital extranjero, que serán atraídos al fenómeno del desarrollo agrícola, industrial y de servicios» (Ministerio del Poder Popular de Planificación, 2001: 12). En resumen, se precisaron seis grandes subobjetivos: alcanzar un crecimiento económico sostenido, eliminar la volatilidad económica, internalizar los hidrocarburos, desarrollar la economía social, alcanzar la sostenibilidad fiscal e incrementar el ahorro y la inversión.


  En materia fiscal, se planteaba un programa de ajuste, cuyos objetivos principales eran reducir la brecha fiscal 2002-2003 para recuperar la confianza y eliminar la incertidumbre, utilizar el anclaje fiscal como fundamento para alcanzar la estabilidad de precios, estabilizar el gasto para mitigar la recesión de 2002 y pasar a una senda de crecimiento en 2003, y culminar las reformas estructurales de largo plazo. Entre las medidas tomadas para cumplir con lo planteado se encuentran un aumento en la alícuota del IVA a 15,5% y el incremento del impuesto al débito bancario (IDB) a 1,0%. Igualmente, se pasó a un período de verificación aduanera y mayor fiscalización de las recaudaciones.


  Luego de tres años con altas tasas de crecimiento y una vez superados los efectos del paro petrolero, el Estado plantea el Proyecto Nacional Simón Bolívar 2007-2013 o, como también se le llamó, el Primer Plan Socialista de la Nación. En este nuevo plan se busca orientar a Venezuela hacia la construcción del socialismo del siglo XXI y se plantean sus lineamientos: la nueva ética social, la suprema felicidad social, una democracia protagónica y revolucionaria, el modelo productivo socialista, una nueva geopolítica nacional, Venezuela como una potencia energética mundial y la nueva geopolítica internacional (Ministerio del Poder Popular de Planificación, 2007).


  De esta forma, el nuevo programa se propone: desarrollar los encadenamientos internos de las actividades económicas fundamentales, principalmente las basadas en la existencia de materias primas y recursos naturales en el país, con la finalidad de potenciar la capacidad interna de producción de bienes y servicios; diversificar el potencial exportador de bienes y servicios, una vez satisfechas las demandas internas; disponer de una acumulación suficiente de reservas e ingresos fiscales diversificados para enfrentar exitosamente las contingencias económicas; hacer un énfasis particular para lograr un desarrollo tecnológico interno que posibilite la autonomía relativa de las actividades productivas y de servicios; desarrollar un sistema de innovación mediante la consolidación de una estructura socioinstitucional y legal, de capital social; acoplar la investigación y la demanda del sector productivo con el fin de abaratar costos, adaptarse a los nuevos mercados, aumentar la calidad de los productos y servicios y lograr una producción nacional eficiente; desarrollar y fortalecer la manufactura; y lograr la soberanía alimentaria (Ministerio del Poder Popular de Planificación, 2007). Se trataba de una base importante de puntos que serían los referentes para la toma de decisiones tanto políticas como económicas.


  En cuanto a la política exterior, durante este período Venezuela tuvo una postura enérgica, haciendo especial hincapié en las relaciones con sus vecinos de América Latina. Mantuvo opiniones firmes sobre la integración regional sudamericana y abandonó la Comunidad Andina para adherirse al Mercosur. Se opuso al Área de Libre Comercio de las Américas (alca) y, junto con Cuba, propuso la Alternativa Bolivariana para América (alba). Gracias a las relaciones en materia de energía, Venezuela ejerce una influencia política notable en la región del Caribe, y el país mantiene vínculos muy estrechos con Cuba. Si bien las relaciones con Estados Unidos se volvieron tensas, el comercio bilateral en materia de energía seguía siendo importante, ya que Venezuela era el cuarto mayor suministrador de petróleo a Estados Unidos. Venezuela, de hecho, juega un papel de liderazgo en los mercados mundiales de energía y, dentro de la OPEP, sigue siendo favorable al sistema de bandas para limitar las variaciones en los precios del petróleo, impidiendo así una caída repentina que pudiera perjudicar su economía. En esta línea, se realizaron esfuerzos por mejorar las relaciones con otras naciones productoras de petróleo como Rusia, Irán y los Estados del Golfo. El Gobierno también dio pasos importantes para estrechar sus lazos con economías en desarrollo como China y la India, con las que firmó acuerdos en materia de energía.


  Simultáneamente, el Gobierno puso en marcha una política fiscal expansiva, expresada en los programas sociales financiados por el Estado y en la inversión en infraestructura. Gracias a los altos precios internacionales del petróleo, los ingresos globales del Gobierno central aumentaron en cuatro puntos del PIB en 2005. En 2004, el PIB creció un 18,3% y en 2005 un 10,3%, como resultado de una postura fiscal y de control de capitales que estimuló la demanda interna, y de una base de comparación extremadamente baja en los años anteriores. No obstante, el entorno empresarial se vio afectado por la inquietud respecto a la seguridad jurídica, la ausencia de incentivos fiscales importantes y los desafíos institucionales. La inversión extranjera directa fue limitada, si se exceptúan los sectores del petróleo y de las telecomunicaciones. El sector privado supuso alrededor de 31,0% del PIB en 2004 (lo que situó al país en la gama media de las principales economías latinoamericanas). El Gobierno se esforzó por acelerar el modelo de desarrollo dirigido por el Estado, con una rápida expansión, por ejemplo, de Mercal, la empresa estatal de distribución de alimentos.


  La piedra angular del programa político gubernamental fue dar una mayor autonomía a los segmentos más pobres y marginados de la población. Y para lograrlo, el Gobierno puso en marcha su programa de misiones, que redistribuye los ingresos derivados de la exportación petrolera directamente a sectores como la educación y la sanidad.


  2.3 Resultados económicos y sociales


  Durante el período de bonaza, el crecimiento en Venezuela fue impulsado a través del gasto público, ubicando al país en una situación peligrosamente dependiente de los precios internacionales del crudo. En 2000 y 2001, el PIB creció (aunque con una tendencia decreciente) y en 2002 se desplomó 8,9% debido al paro petrolero iniciado a finales de ese año. La economía no mostró signos de recuperación hasta 2004, cuando registró un avance del 18,3%. A partir de allí, la tasa de crecimiento fue bastante alta durante varios años, aunque desacelerándose levemente (debido a frenos del consumo y la inversión). En 2009 y 2010 la economía venezolana retrocedió 3,2% y 1,5% respectivamente, como consecuencia de la crisis financiera internacional y del debilitamiento de los precios del petróleo.


  Durante los primeros años de chavismo, desde el punto de vista del crecimiento, la orientación fundamental residió en un papel activo del gasto gubernamental como propulsor de la demanda. Sin embargo, en 2002 la economía entró en recesión por la mayor inestabilidad política y los conflictos sociales. Aunado a esto, el paro nacional afectó fuertemente la capacidad productiva del país y a principios de 2003 el control de cambios impuso restricciones en la adquisición de divisas.


  El persistente aumento de los precios del petróleo (boom petrolero) y la tensa calma política que se suscitó a partir de 2004 hicieron que Venezuela registrara el elevado crecimiento de los años siguientes, apoyado como de costumbre por el gasto público.


  A pesar de la fuerte expansión de la economía registrada en 2004, la relación consumo/PIB bajó dos puntos porcentuales, al pasar de 76,2% en 2003 a 74,2% en 2004. A partir de ahí se observa un crecimiento de este indicador hasta 2008, cuando comenzó a estancarse. En cuanto a la relación inversión/PIB, en 2003 presentó una caída sustancial, cuando disminuyó hasta 15,6%. Después de esto se recuperó, alcanzando su punto máximo en 2007, cuando llegó al 43,8%. En 2010 este indicador cayó hasta ubicarse en 36,46%.


  La caída de los precios del crudo en 2009 arrastró al PIB en ese año y en 2010, sumando un retroceso acumulado de 4,7% en ambos años. Hasta diciembre de 2009, las preocupaciones de la mayoría de los analistas se centraban en los impactos sobre la economía de las intervenciones bancarias realizadas ese año. Además, siendo el 2010 un año electoral, se esperaba una fuerte expansión del gasto público con su correspondiente impacto en la actividad económica. Sin embargo, en materia cambiaria el Ejecutivo realizó una reforma sustancial, estableciendo un régimen dual en Cadivi y permitiendo al BCV intervenir de forma más directa en el mercado permuta. Con esta modificación vino la devaluación en el tipo de cambio y un reacomodo de los actores participantes en este mercado. Aunado a lo anterior, la crisis eléctrica hizo implosión, con el reconocimiento por parte del Ejecutivo y el establecimiento de planes de racionamiento y de ahorro.


  Los resultados negativos de 2009 y 2010 estuvieron enmarcados en un ambiente de incertidumbre política y social, bajos niveles de demanda, problemas para la obtención de divisas, racionamientos eléctricos, entornos de conflictividad laboral, desaparición del mercado de valores y contracción real del gasto público. Estas variables orientaron las directrices de la producción.


  En 2011 el PIB registró una expansión de 4,2%, determinada por el crecimiento del sector no petrolero (4,5%) y el ascenso del sector petrolero (0,6%), cifras muy alentadoras. El crecimiento continuó sustentado principalmente por el acostumbrado aumento del gasto público en un año preelectoral y por la recuperación parcial del sector eléctrico.
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  Pese a que Venezuela fue una de las economías de América Latina que percibió un mayor volumen de ingresos como resultado de la mejora en el precio del petróleo a partir de 2010, paradójicamente también fue a la que más se le dificultó recuperarse de la crisis. Queda en evidencia que los elevados precios del petróleo ya no son una condición suficiente para que la economía recupere su senda de crecimiento y mucho menos para que ese crecimiento sea sostenible en el tiempo. Prueba de ello son las tasas de crecimiento de América Latina y el Caribe en comparación con las de Venezuela. El país se vio afectado en mayor proporción por la crisis financiera internacional de 2008, ya que no realizó mejoras en su aparato económico durante las épocas de altos ingresos fiscales, como sí lo hicieron otros países, y mientras la región latinoamericana se recuperó a una tasa del 6,2% en 2010, la economía venezolana presentó un retroceso de 1,5% en el mismo período.


  Las cifras de inversión también pueden explicar este rezago de la economía venezolana en comparación con otros países de América Latina. La inversión en Venezuela ha presentado un declive persistente desde que comenzó el segundo mandato del presidente Hugo Chávez en 2006. La mayor caída ocurrió en el primer trimestre de 2010, cuando retrocedió cerca del 25,0% con respecto al mismo período del año anterior (la inversión pública retrocedió 18,3% y la inversión privada 31,0%). Para ese entonces el PIB retrocedía 4,8%. A partir de este momento la inversión, tanto pública como privada, se encuentra prácticamente estancada.


  El entorno adverso que enfrenta el sector industrial repercute de forma negativa en la inversión, factor clave para el fortalecimiento de la producción. Existen trabas a la hora de invertir, mientras el mercado sigue creciendo. En 2011 el crecimiento de la formación bruta de capital fue de tan solo 4,4%, cifra significativamente inferior al 38,4% de 2005.


  De esta forma, el modelo de crecimiento en Venezuela, con alta incidencia del gasto público y poca inversión, está lejos de ser estable. Los altos ingresos en divisas, producto de las ventas de crudo y el tipo de cambio fijo, aumentaron la masa monetaria, presionando los precios al alza a través de un aumento en la demanda interna. Aunado a esto, los altos precios del petróleo permitieron al Gobierno importar todos los productos que la economía necesitaba, al tiempo que la industria nacional redujo su competitividad frente a productos extranjeros más económicos, debido a la sobrevaluación del tipo de cambio real. Dado que las necesidades internas eran satisfechas a través de importaciones, la industria se fue degradando poco a poco, perdiendo la capacidad de generar empleo y de diversificar la producción del país.


  El tipo de cambio real se ha sobrevaluado de manera importante, especialmente desde 2008, debido a que el tipo de cambio oficial se mantuvo anclado durante varios años dentro de un ambiente de alta inflación. Esto ha hecho que el poder adquisitivo al momento de comprar bienes y servicios venezolanos se deteriore, mientras se incentiva la adquisición de bienes y servicios en monedas extranjeras. La pérdida de competitividad que sufren los productos internos afecta las exportaciones y la expansión de la capacidad productiva.


  En consonancia con lo anterior, los sectores de la economía que han experimentado expansiones importantes durante la actual administración son solo los vinculados a la producción de bienes y servicios no transables (construcción, transporte y almacenamiento, comunicaciones, servicios financieros y seguros), a expensas de aquellos sectores vinculados con la producción de bienes y servicios transables (agricultura, minería, industria manufacturera), lo que imposibilita a Venezuela aumentar y diversificar sus exportaciones.


  El sector transable en general está prácticamente estancado. Peor aún, el sector transable por excelencia del país (sector petrolero) presentó un retroceso promedio anual de 1,2% en el período analizado. La dependencia de Venezuela hacia el sector petrolero es importante, incluso ha aumentado. En 2011 las exportaciones petroleras representaron el 95,2% de las exportaciones totales; en 1999 esta relación era de solo 79,8%, es decir, 15,3 puntos porcentuales menos. Al cierre del 2014 las exportaciones petroleras alcanzaron el 94,7% del total de exportaciones.
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  En cuanto a las exportaciones no petroleras, su caída ha sido evidente. Al cierre del cuarto trimestre de 2011, el BCV reportó que las ventas al exterior de bienes no petroleros llegaron a 1058 millones de dólares, mientras que en el cuarto trimestre de 2001 sumaban 1224 millones y en igual lapso de 1998 llegaron a 1579 millones de dólares. Estas cifras contrastan con los anuncios de enero de 2010 por parte del Gobierno central, referentes a un importante plan de promoción productiva y de apoyo al sector exportador tras la devaluación de ese año. En 2014, las exportaciones no petroleras alcanzaron los 3270 millones de dólares, dado el crecimiento del sector privado como mecanismo de cobertura ante el control cambiario.


  En cuanto a las importaciones, en 1999 estas representaban el 23,5% del PIB, pero a partir de ese momento esa relación tuvo un crecimiento constante hasta llegar a su máximo de 49,9% en 2012. Ante la caída de los precios del petróleo, el Ejecutivo tuvo que restringir las importaciones para recortar el déficit externo. Estimamos que en 2015 la relación importaciones/PIB cerró alrededor de 35,8%.


  2.3.1 Los precios y la dinámica inflacionaria


  Desde 1999, cuando la administración actual tomó el poder, la inflación se ha comportado volátilmente, pero nunca por debajo de los dos dígitos. Ante este escenario de presiones inflacionarias, el Ejecutivo marcó la pauta a seguir: luchar contra la especulación y profundizar la política de control de precios y de incremento de subsidios públicos. A partir de enero de 2007, el Instituto Nacional de Estadística (INE) participa en el cálculo de un índice de precios de alcance nacional (INPC: índice nacional de precios al consumidor), del cual no se tienen cifras históricas, pero para fines analíticos se utiliza el IPC del Área Metropolitana de Caracas (IPC-AMC) calculado desde 1980. La inflación promedio más baja que se registró en Venezuela durante el Gobierno de Hugo Chávez fue de 13,6% en 2006 (Banco Central de Venezuela, 2015). Entre 2005 y 2007 la inflación promedio anual estuvo por debajo del 20%. Sin embargo, para 2008, en medio del boom petrolero, la inflación saltó a 31,4%. Esta cifra se quedó corta frente a las registradas en 2013 y 2014, 56,2% y 68,5%, respectivamente.
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  El problema inflacionario que sufre Venezuela se debe a varias razones que dependen del momento histórico; una de estas es la presión monetaria que, a su vez, afecta la política cambiaria. A principios de 1999, las reservas internacionales de Venezuela alcanzaron los 14.134 millones de dólares y la liquidez monetaria (M2) sumaba 10.411 millones de bolívares. Para el cierre de 2011, las reservas internacionales se ubicaron en 29.899 millones de dólares, pero la M2 subió a 444.976 millones de bolívares. Es decir, que mientras que las reservas aumentaron en 109,0%, la M2 lo hizo en 4174%, haciendo que la relación M2/reservas pasara de 0,72 a 14,9 en el período analizado (Banco Central de Venezuela, 2015).


  Otra causa son los importantes aumentos de la demanda agregada impulsados por el fuerte gasto público. El Gobierno central ha llevado a cabo una política fiscal irresponsable, a lo que se suma que PDVSA y el BCV han colocado más dinero en la economía, el primero a través de la ejecución de programas sociales y el segundo a través del financiamiento al Ejecutivo, transfiriendo parte de las reservas internacionales al Fondo de Desarrollo Nacional (Fonden), sin ninguna contrapartida en bolívares. La Constitución de 1999 ratificaba la independencia del BCV y la prohibición de financiar al Gobierno a través de este ente. Sin embargo, las reformas aplicadas a la Ley del Banco Central de Venezuela desde 2002 han tenido como objetivo principal obtener dinero nuevo para financiar el déficit del Gobierno, complicando aún más el tema inflacionario. De igual forma, los aumentos en los salarios desde el Ejecutivo Nacional cada año, junto con las pérdidas de competitividad, impactan negativamente en la inflación.


  Por último, pero no menos importante, la falta de incentivos a la producción y a la inversión ha reducido la oferta de productos. Expropiaciones, intervenciones, controles de precios, restricciones en la adquisición de divisas, inseguridad jurídica y las continuas amenazas al sector privado se han unido al impacto causado por la sobrevaluación del bolívar. Según el Observatorio de Derechos de Propiedad (ODP), integrado por investigadores del Centro de Divulgación del Conocimiento Económico (Cedice) y de Liderazgo y Visión, se registraron 2549 casos de violación a la propiedad privada en Venezuela entre noviembre de 2005 y noviembre de 2011 (Observatorio de Derechos de Propiedad, 2011).


  Ahora el Gobierno central controla la totalidad de los sectores petrolero, minero y eléctrico, considerados por el Ejecutivo sectores «estratégicos». Las expropiaciones o nacionalizaciones en esos sectores han tenido un alto costo para el Gobierno central: se calcula que hasta 2015 se había pagado por ellas 11.565 millones de dólares y aún se debía cancelar más de 22.000 millones de dólares.


  También es pertinente destacar que la inflación que afecta al estrato I (población más pobre) es más alta que la de los demás sectores. Por ejemplo, la inflación de este estrato en diciembre de 2011 alcanzó el 2,4% con respecto al mes anterior, mientras que la inflación del estrato IV (población con mayores ingresos) fue de 1,5%.


  En enero de 2012, Venezuela cumplió nueve años bajo régimen de control de cambios, un esquema que debía ser solo transitorio para estabilizar el mercado. El objetivo principal de esta política al momento de su implantación era disminuir la salida de capitales que tanto preocupaba al Gobierno del presidente Hugo Chávez. No obstante, desde que se inició el control de cambios en el país, la salida de capitales no ha podido contenerse; es más, se ha incrementado considerablemente hasta alcanzar un máximo histórico en 2011 de 33.080 millones de dólares. De 2003 a 2010 salieron del país 153.665 millones de dólares, de los cuales 84,3% fueron capitales privados. A partir de 2014, debido a la menor liquidación de divisas, la salida de capitales privados está estimada alrededor de los 15.000 millones de dólares.


  El llamado socialismo del siglo XXI que se ha intentado instaurar en el país a partir de 1999 a costa de un crecimiento volátil y poco estable, altos niveles de inflación, poca inversión y un bolívar sobrevaluado, ha dejado al país con una economía enferma y más dependiente de los precios del petróleo, en un mundo que, por su parte, se preocupa cada día más por encontrar un sustituto a la energía fósil, debido al alto costo ambiental que representa para el planeta y a la volatilidad de su mercado.


  2.3.2 En lo social, todo parece haber sido un mito


  Una de las herramientas utilizadas por el socialismo del siglo XXI para demostrar las supuestas virtudes y ventajas de su modelo político y económico son las cifras relacionadas con empleo y pobreza. Según el INE, cuando el presidente Chávez llegó al poder en 1999, el 29,3% de la población eran individuos en situación de pobreza, divididos entre 19,3% como pobres no extremos y 9,9% como pobres extremos (Instituto Nacional de Estadística, 2015).


  Durante los primeros años del Gobierno, la situación empeoró y en 2002, cuando se inició el paro petrolero, la pobreza llegó a su punto máximo, con una tasa de 31,2%, pero aún más grave es que la tasa de pobreza extrema se disparó hasta alcanzar el 13,0% mientras que la de pobreza no extrema bajó hasta 18,2%.


  Pasado el año 2002 y el impacto que trajo consigo el paro petrolero, las cifras de pobreza fueron mejorando y para 2013 (última cifra oficial disponible) el porcentaje de pobres alcanzó un mínimo de 19,6%: la pobreza extrema bajó hasta llegar a 5,5% y los pobres no extremos a 14,1%. Estas cifras parecieran decir que la «política social incluyente» ejecutada por el Gobierno ha traído grandes mejoras. Sin embargo, dada la opacidad de cifras oficiales para 2014 y 2015, las universidades más prestigiosas del país se vieron forzadas a realizar estudios sociales que pudiesen servir de guía para entender la situación en la que se encuentran los venezolanos.


  En el informe de condiciones de vida realizado por especialistas de la Universidad Simón Bolívar (USB), la Universidad Central de Venezuela (UCV) y la Universidad Católica Andrés Bello (UCAB) se propone una revisión más a fondo de las estadísticas sociales en Venezuela y, a nuestro parecer, se desmonta una serie de opiniones, tanto oficiales como opositoras, sobre las condiciones de vida en el país.


  Según las cifras del INE, Venezuela en la década pasada tuvo un comportamiento muy positivo en el mercado laboral, con una reducción constante de la tasa de desempleo y de la informalidad. A pesar de las suspicacias sobre estas cifras, la metodología de medición del empleo usada en Venezuela se fundamenta en la norma de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), que estipula que una persona se considera ocupada si trabajó al menos una hora la semana previa a la encuesta. Sin embargo, en el estudio de las universidades se «escudriñan» estas cifras y se suman indicadores que hablan de una situación no tan positiva.


  El estudio revela que existen factores preocupantes dentro del mercado laboral venezolano (Zúñiga Álvarez, 2014). Las estadísticas de empleo en Venezuela no tratan el tema de la subocupación o el empleo precario. Según la OIT, en muchos países subdesarrollados se calcula el subempleo, puesto que el desempleo constituye tan solo una parte del problema. Aunque las tasas de desempleo puedan ser bajas, no significa que el mercado de trabajo sea muy eficaz. En vista de esto, las estadísticas de subempleo vienen a complementar las de empleo y desempleo, puesto que en muchos casos la población subempleada se ve afectada por factores similares a aquellos que afectan a los desocupados.


  Son consideradas subempleadas aquellas personas que trabajan menos horas de la jornada semanal legal, perciben menores ingresos que el salario mínimo o sacan menos partido de sus competencias; en términos generales, suelen realizar un trabajo menos productivo que el que podrían y desearían realizar. De esta manera, al sumar el desempleo abierto más los ocupados con jornadas de 15 o menos horas, tenemos un «déficit del mercado laboral» que en Venezuela llega al 11,0% de la población económicamente activa (pea) en el primer semestre de 2014 (Zúñiga Álvarez, 2014).


  Otra cifra interesante que revela el estudio es la de subempleo invisible: los ocupados que trabajan más de 35 horas semanales pero cuyo ingreso es igual o inferior al salario mínimo de referencia son el 24,0% de la pea. Esta cifra muestra la realidad de aquellos trabajadores que no se contabilizan como desempleados, pero que evidencian déficits laborales importantes.


  El estudio también revela que en Venezuela el mercado de trabajo no se caracteriza por ser predominantemente de asalariados: el 37,0% de los ocupados se clasifican como informales, por lo que podemos confirmar que el desempleo no muestra una parte importante de la situación laboral del país; que exhibe, además, una estructura productiva poco desarrollada. Aunado a esto, tenemos que el ingreso promedio, independientemente de la categoría ocupacional, se ubica cerca del salario mínimo de referencia, lo que demuestra la ausencia de una política de salarios vinculada con niveles de productividad. Por el contrario, el sueldo mínimo es la única política salarial.


  Al analizar el comportamiento de la productividad en los últimos años, se concluye que esta no ha crecido a la par de la nómina, especialmente la pública. Entre 2002 y 2014, la productividad por trabajador del sector privado cayó 24,6% y la de los trabajadores públicos bajó 60,6%, lo que llevó a que la productividad global de la economía cayera 49,6% en ese período.


  Otra parte del estudio, llamada «Pobreza y misiones sociales», muestra que desde hace 16 años Venezuela tiene casi el mismo nivel de pobreza por línea de ingresos. Los hogares en esa situación pasaron de ser 45,0% en 1998 a 48,4% en 2014 (España, 2015). Para ser precisos, estaríamos hablando de 3.538.930 hogares con ingresos insuficientes. En pobreza extrema se encuentran, según el mismo estudio, 1,7 millones de hogares y, en pobreza no extrema, 1,8 millones.


  El problema más grave surge cuando la pobreza pasa a ser estructural. En el caso de Venezuela, utilizando el método integrado (pobreza coyuntural/pobreza estructural) se observa un aumento muy importante de la pobreza reciente, que de no ser atendida podría pasar a ser pobreza estructural (España, 2015).


  3. Fin de la bonanza y desafíos para el modelo


  Durante la bonanza petrolera, el chavismo logró construir un modelo que, sostenido por la expansión constante del gasto público, consiguió apoyo en amplios sectores de la sociedad. Esa era su marca de fábrica. Apoyado en el incremento de los precios del crudo, el Gobierno destinó un gasto público cada vez mayor a financiar el consumo corriente de los sectores menos favorecidos.


  Esta política le permitió estimular el crecimiento de la demanda agregada y del PIB y generar artificial y discrecionalmente una situación de «bienestar» que le sirvió como plataforma para mantener elevados niveles de popularidad dentro de la población y conseguir el triunfo en 21 de las 22 elecciones llevadas a cabo durante los últimos años.


  La evidencia que vemos desde finales de 2012, junto con la caída de los precios petroleros, muestra que este modelo caducó, llegó a su fin. El gasto público ya no tiene el fuelle para sostener el amplio apoyo del chavismo, que parece haberse convertido en minoría en medio de una crisis económica que ha minimizado los supuestos avances sociales obtenidos. El incremento del gasto ha terminado siendo, en última instancia, un círculo vicioso para el Gobierno, pues la liquidez y la inflación hacen que el gasto vaya perdiendo efectividad a la hora de generar consumo y crecimiento económico, así como bienestar para la población. Por el contrario, el gasto termina solo generando más inflación.


  Las consecuencias para el chavismo de esta situación se materializaron el pasado 6 de diciembre, cuando la oposición logró ganar de manera contundente las elecciones legislativas. La oposición obtuvo un total de 112 diputados de los 167 puestos, lo que le permite controlar las dos terceras partes del Poder Legislativo (mayoría calificada), con lo que puede impulsar diferentes leyes que generen un balance del poder en Venezuela[7].


  3.1 El nuevo contexto internacional


  3.1.1 El petróleo, en un ciclo de precios bajos


  En septiembre de 2015 el precio de la CPV se ubicó en 40,02 dólares por barril, lo que implica una caída de 25,5% en los primeros nueve meses del año. Pese a un leve repunte entre marzo y julio, los precios se vieron arrastrados a partir de agosto por las noticias sobre la desaceleración del sector industrial chino, la sostenida sobreoferta en el mercado mundial y un nivel de inventarios aún alto (8,6% por encima del promedio de los últimos cinco años).


  Los factores fundamentales del mercado apuntan a un ajuste gradual de los precios del petróleo en 2016. En cuanto a la demanda mundial de crudo, los menores precios han impulsado el consumo de derivados y la acumulación de inventarios, pero las perspectivas de menor crecimiento en China y en países emergentes cuyo principal socio comercial es China (como Brasil) han limitado y contendrán el despegue de la demanda para los próximos años. Por el lado de la oferta, no estamos viendo el recorte en la producción que se vaticinaba tras una caída de casi 50,0% en los precios. Si bien la producción se ha reducido en los países no OPEP, dicha caída ha sido compensada por una producción OPEP que se mantiene en máximos históricos.


  El escenario de continuidad en la sobreoferta (de alrededor de 1,6 MMB/D, según las principales agencias) y los altos inventarios nos hacen apostar por la estabilidad de los precios petroleros en el corto plazo. En el mediano plazo, vemos un escenario de bajo crecimiento en la demanda y expansión en la oferta, liderada por la reincorporación de Irán al mercado mundial en 2016 y por una OPEP que quiere aprovechar el ciclo de precios bajos para recuperar espacios perdidos.


  Como si un escenario de estabilidad no fuera lo suficientemente oscuro para un país que depende del petróleo, los riesgos a la baja aún persisten. Creemos que el endurecimiento de la política monetaria de la Reserva Federal de Estados Unidos (FED) podría, en un entorno de políticas laxas por parte de la mayoría de los bancos centrales de economías desarrolladas, fortalecer el dólar y desincentivar la demanda de commodities que se cotizan en esa moneda, entre ellos el petróleo.


  3.1.2 El mercado de divisas no oficial y su importancia


  Antes de que fuera decretada la ilegalidad del mercado paralelo en 2010, este mostraba un crecimiento vertiginoso, así como una fuerte volatilidad en su cotización, que solo era reducida cuando el Ejecutivo, a través de diferentes entes, le inyectaba liquidez. Con la caída de los precios petroleros en 2009, el Ejecutivo no pudo disponer de tantas divisas como en el pasado, y la tendencia del tipo de cambio no oficial fue al alza. Esto, junto con razones de reacomodo político dentro del gabinete económico, llevó al Ejecutivo a declarar ilegales estas operaciones y a establecer un nuevo mercado oficial, restringido, por demás, que llamó Sitme.


  Luego de declarada su ilegalidad, la cotización del mercado paralelo no mostró una gran volatilidad y paradójicamente se mantuvo estable durante casi todo 2010. No fue sino hasta octubre de 2012 cuando la cotización se volvió más volátil. Uno de los factores que contribuyeron, en su momento, a que el tipo de cambio «negro» no se depreciara de forma significativa fue la menor participación del segmento de grandes empresas y corporativos, uno de los mayores afectados por la eliminación del mercado permuta.


  El mercado paralelo proveía al segmento de grandes empresas y corporativos de divisas para hacer frente a las demoras de Cadivi y, además, para la cobertura cambiaria, por estar en un país con elevada inflación y tendencia crónica a devaluar para corregir los desequilibrios fiscales. Para el período 2007-2009, el 80,0% de las operaciones realizadas en el mercado paralelo de divisas podrían catalogarse como «salida de capitales y cobertura», y 72,0% de las mismas eran realizadas por empresas del segmento mencionado. Queda claro que el mercado paralelo no era, ni es, un mercado para las importaciones.


  La menor participación de las grandes empresas y corporativos en el mercado paralelo se debió al mayor riesgo reputacional y legal que desde 2010 enfrentan todos aquellos que recurren a ese mercado. Sin embargo, los mayores riesgos por el incumplimiento de la ley de ilícitos cambiarios y por la incursión en operaciones en un mercado que no es del todo transparente han sido compensados paulatinamente con mayores riesgos de devaluación, dada la persistencia de la inflación en un entorno donde el crecimiento del gasto ha conducido a una mayor liquidez, por lo que las grandes empresas han recuperado su participación en el mercado paralelo durante los últimos tres años.


  Una alta volatilidad en el mercado paralelo se empieza a observar desde los últimos meses de 2012, período en el que el tipo de cambio no oficial se depreció 73,9%. La explicación va más allá de la incertidumbre que reinaba en los meses electorales. La oferta de divisas del sector público, que fue estable y constante durante los primeros nueve meses del año, a partir de septiembre se redujo prácticamente a cero a raíz de la orden emitida por el Ministerio de Finanzas de detener la oferta desde el Ejecutivo al mercado no oficial. Adicionalmente, la oferta oficial entre Cadivi y Sitme se redujo 14,5% en comparación con el mismo período del año anterior. Estos dos factores impulsaron al alza el tipo de cambio no oficial.


  Desde entonces, el mercado es muy volátil y con tendencia al alza, y la brecha entre el tipo de cambio oficial y el paralelo se ha venido ampliando vertiginosamente. En 2015, con una oferta casi nula, el tipo de cambio paralelo se depreció cerca de 80% y la brecha entre ese tipo de cambio y el oficial superó el 12.000%. Más allá de los números, queda claro que: I) si desde el Ejecutivo no se restablece la oferta de divisas hacia este mercado, no se logrará estabilizar el precio y más bien se presionará al alza; y II) con mayor opacidad y escasa oferta no se puede combatir esta cotización.


  Sin duda alguna, este mercado también ha impactado fuertemente en los precios. Estimamos que en 2015 la inflación cerró por encima de 200,0% bajo la metodología del BCV. No obstante, esa metodología no recoge distorsiones como el peso de los programas sociales, los mercados informales y el impacto del mercado no oficial, por lo que al corregir podemos hablar de una inflación subyacente que puede superar el 400,0%. Esto podría generar un riesgo latente de que la economía venezolana caiga en una dinámica hiperinflacionaria, que no es otra cosa que una destrucción del poder adquisitivo de los ingresos.


  3.2 La política económica ante un escenario de estrechez


  En el último trimestre de 2015 (cuando se redactó esta sección), Venezuela se encontraba en medio de una crisis profunda que se manifestaba en múltiples desequilibrios. Adicionalmente, el precio del crudo venezolano cayó 19,2% respecto al trimestre anterior y 54,2% en base interanual. Como consecuencia, estimamos que en 2015 los ingresos externos de Venezuela cayeron en 31.105 millones de dólares.


  El Ejecutivo ha decidido realizar un ajuste exclusivamente externo: reducción de las importaciones, liquidación de activos y endeudamiento. Esto le ha permitido cubrir el 61,3% del déficit externo. Pero los desequilibrios más apremiantes en materia fiscal (estimamos que el déficit del sector público en 2015 alcanzó la cifra récord de 20,2% del PIB), monetaria y de precios relativos seguían intactos y se agravaban día a día.


  Con la aceleración de la inflación, que según nuestros cálculos se ubicó al cierre de septiembre en 181,6% en base interanual[8], la caída del poder adquisitivo es grave: 33,9%. Muy probablemente este punto fue uno de los factores que jugaron un papel fundamental para que la derrota del Gobierno en las elecciones legislativas del 6 de diciembre de 2015 fuese tan contundente. Todo esto hace ver que la escasez, la inflación y el deterioro del poder adquisitivo tienen un gran peso para los electores que, viendo como culpable al Estado, votaron en su contra.


  En cuanto a la política cambiaria, desde 2005 hasta 2014, a través de Cadivi se liquidaron 282.476 millones de dólares; sin embargo, esa liquidación no fue uniforme. Entre 2003 y 2008 las liquidaciones de divisas a través de este mecanismo venían en ascenso, alcanzando un punto máximo en 2008, cuando se liquidaron 35.349 millones de dólares. En 2009, ante el menor ingreso de divisas por la caída de los precios del petróleo, las liquidaciones disminuyeron 39,8% y se ubicaron en 21.290 millones de dólares. Con la recuperación de los precios del crudo, también se incrementaron las asignaciones vía Cadivi hasta 2012; sin embargo, nunca más llegaron a las cotas de 2008. Desde entonces, las asignaciones al sector privado a través de este mecanismo han venido declinando y en 2014, cuando cambió su nombre a Centro Nacional de Comercio de Exterior (Cencoex), se ubicaron en 20.378 millones de dólares, una disminución de 31,5% frente a 2013.


  Desde mediados de 2014 la situación en el mercado cambiario se ha complicado, en vista del menor precio de la CPV. Esto ha generado que las liquidaciones a través de Cencoex y los demás mecanismos oficiales hayan caído. Asimismo, se ha dado una migración de sectores importadores hacia mecanismos con mayores tasas de cambio, como el Sicad y el Simadi, e incluso hacia el mercado no oficial, lo que ha generado que el tipo de cambio ponderado de las importaciones privadas se haya devaluado cerca de 60% entre 2014 y 2015.


  El problema cambiario tiene varias implicaciones. En 2014 la economía venezolana mostró uno de los peores desempeños de los últimos años: contracción de 4,0% del PIB, inflación de 68,5% y una caída de 5,7% en el consumo. Todos estos resultados tuvieron como punto de partida una menor liquidación de divisas, algo determinante en un país donde el 31,2% de la demanda interna es cubierta con importaciones y el 76,1% de las importaciones corresponde a insumos o bienes de capital.


  Los 20.378 millones de dólares que se liquidaron a través de Cencoex en 2014 representan el monto más bajo desde que se instauró el control de cambios en 2003. Las cifras oficiales muestran que una gran cantidad de rubros vio reducida la asignación de divisas a 6,3 VEF/USD en 2014, entre ellos el sector comercio, que observó una merma de 61,4% en las divisas recibidas. En 2015 la situación se agravó; el desplome de los precios del petróleo, que significó una caída cercana al 50,0% en los ingresos de divisas de la Nación, y la falta de opciones de financiamiento provocaron que se debiera ajustar el gasto en divisas, siendo las importaciones privadas la primera opción al momento de hacer recortes.


  Se estima que entre enero y septiembre de 2015 (última cifra disponible) la liquidación de divisas a través de mecanismos oficiales se redujo en 61,5% en base interanual, debido a la caída de 97,1% en las liquidaciones de Sicad, la eliminación del Sicad II y la reducción de 44,4% en las liquidaciones a través del Cencoex.


  Lo paradójico es que, mientras el sector privado vio mermada de manera importante la asignación de divisas por parte del Gobierno, las importaciones totales se contrajeron apenas 9,2% en los primeros siete meses del año (Banco Central de Venezuela, 2015), lo que implica que las importaciones del sector público deben haber crecido en una proporción cercana a 21,3%. Estimamos que en los primeros siete meses de 2015 las importaciones privadas representaron el 42,2% de las importaciones totales, mientras que las importaciones públicas alcanzaron el 57,8%, un máximo desde que se llevan cifras del sector externo.


  La escasa liquidación de divisas hacia el sector privado, junto con la baja efectividad de las importaciones públicas, ha llevado a una importante contracción en la oferta de bienes finales y a que se incrementen las presiones inflacionarias de origen real. Además, la rápida depreciación del tipo de cambio paralelo y su mayor peso en la estructura de costos de las empresas hace que la presión inflacionaria de origen cambiario también sea importante.


  Por el lado fiscal, durante años el crecimiento de la economía venezolana estuvo basado en una gran expansión del gasto público corriente, lo que, como se señaló previamente, impulsó el consumo de los trabajadores y la sensación de bienestar dentro de la población. Como hemos demostrado, esta fórmula se agotó, ya que, a pesar de la continua expansión del gasto en términos nominales, la escalada inflacionaria ha fracturado el poder adquisitivo de los trabajadores y la capacidad del gasto para generar consumo y crecimiento. Para muestra tenemos que en noviembre de 2015 el gasto en términos nominales creció 80,6%; sin embargo, deflactado con nuestro estimado de inflación, se ha contraído 24,6% en términos reales.


  La continua expansión del gasto ha provocado un incremento del déficit del sector público restringido. En 2015 esta situación continuó en vista de la caída de los ingresos fiscales, por la disminución del precio del crudo y la falta de ajustes cambiarios, que explican que en plena caída de los ingresos petroleros el tipo de cambio del sector público se haya apreciado, lo que ha llevado al Ejecutivo a apelar más que nunca a financiar el déficit con expansión de la oferta monetaria del BCV. Como se mencionó, estimamos que en 2015 el déficit del sector público restringido (SPR) se ubicó en torno a 20,2% del PIB.


  3.3 Pasos a seguir para evitar un mayor deterioro


  Para revertir los efectos que han producido las políticas de la actual administración, se debe suspender la transición al socialismo y reorientar la economía venezolana. Venezuela debe enfocarse en la producción de bienes y servicios transables, en la descentralización en la toma de decisiones, en la transparencia fiscal, en la diversificación de las oportunidades de inversión y en la disminución de la dependencia hacia el petróleo. Al final, el país debe alcanzar altos niveles de modernización organizacional e innovación, en un ambiente en donde se respeten los derechos de propiedad prudentemente regulados.


  Las políticas deben ser más responsables, se debe respetar la autonomía del BCV y frenar el financiamiento que este otorga a PDVSA y al Gobierno. La Constitución prohíbe al BCV financiar gasto público y convalidar políticas fiscales deficitarias. PDVSA tiene que concentrarse en sus actividades regulares para no comprometer el crecimiento del país a futuro.


  La gestión fiscal debe ser más eficiente, de manera que los fondos parafiscales logren ser eliminados o integrados dentro de un presupuesto único que refleje todos los ingresos y gastos públicos. En este sentido, en la Ley de Presupuesto se deben determinar los ingresos ordinarios sobre una estimación franca del precio del barril de petróleo y no sobre una fracción de este, como ha ocurrido en los últimos años, lo que ha generado distorsiones graves en la política fiscal.


  Sin embargo, el proceso de reorientación de la gestión fiscal se debe llevar a cabo de manera gradual y con mucha cautela. No se debe realizar una inmediata reasignación del gasto público, ya que el Gobierno ha atado a él los ingresos de muchas familias venezolanas a través de las misiones y los programas sociales en el marco de la política fiscal vigente.


  Del mismo modo, y dentro de los parámetros anteriores, se debe garantizar la transferencia de recursos a los estados y municipios, cumpliendo el tope establecido en la Constitución del 20% de los ingresos ordinarios del presupuesto por concepto de situado constitucional.


  Tomando en cuenta que no corresponde al Estado ser el único proveedor de bienes y servicios, se debe promover el crecimiento de la actividad productiva privada, en un ambiente de seguridad jurídica y estabilidad económica propicio a la inversión, lo que eventualmente se traducirá en un aumento en la creación de empleos y en una mejora sustancial en la productividad de los venezolanos. Asimismo, tampoco corresponde al Estado fijar los precios a los que cada bien o servicio debe venderse. Es por esto que se debe flexibilizar la actual política de control de precios de manera gradual, consensuada y contingente, reconociendo la existencia de presiones inflacionarias de origen fiscal y cambiario.


  La política cambiaria debe estar orientada a una futura unificación de los distintos mercados y mecanismos, ya que lo ideal es lograr un tipo de cambio simple y competitivo, que facilite a Venezuela vender sus productos a otros países y producir para el consumo y la inversión internos. A largo plazo, se debe eliminar el control de cambios, pero de manera paulatina, puesto que el buen resultado de esta medida requiere la credibilidad y el éxito relativo de las políticas económicas y la percepción de estabilidad de la economía. La eliminación repentina del control de cambios sería un error, ya que se traduciría en una devaluación severa de nuestra moneda, muy contraproducente para la economía venezolana.


  De igual importancia es la solidez de las instituciones, que son las que protegerán al sistema económico de la volatilidad de los precios del petróleo, garantizarán el uso prudente de las rentas que genere y promoverán el desarrollo de nuevas fuentes de energía. Esas instituciones habrán de proveer condiciones de estabilidad para que los esfuerzos productivos puedan apuntar a escenarios de largo plazo, con reglas claras para las decisiones económicas del Estado y para la aplicación del marco regulatorio al que están sometidos los actores privados.


  Si consideramos que en los 15 años previos a 2015 Venezuela vivió el mayor boom petrolero de su historia, podemos afirmar que este no se tradujo en bienestar ni en mejor calidad vida de la población. Por el contrario, hemos registrado aumentos considerables de la inflación, que se ubicó en 68,5% en 2014 y por encima de los tres dígitos en 2015, lo que ha minado el poder adquisitivo de los venezolanos.


  En los dos años de recesión económica 2014-2015, hemos visto retroceder lo que se había mejorado gracias al boom petrolero. La situación social actual, medida por la incidencia de la pobreza por ingresos, nos coloca en un nivel muy parecido al de nuestros peores años (1989, 1992 y 2003) (España, 2015), períodos en los que no existía la combinación de elementos como estanflación, inseguridad, descontento social y alta polarización política, como ocurre en la actualidad.
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  ¿Tiempo perdido? El aprendizaje macroeconómico en Venezuela, 1983-2016

  Fernando Spiritto


  1. Introducción


  Este trabajo tiene por objetivo analizar cómo ha sido la respuesta macroeconómica de los decisores públicos (policy makers) ante los shocks externos o perturbaciones económicas internacionales que ha sufrido Venezuela desde 1983. También se considerarán los factores internos, en la forma de demandas sociales y agendas particulares de los actores políticos, con incidencia en la esfera macroeconómica durante los mencionados shocks.


  El trabajo intenta evaluar en qué medida ha habido aprendizaje de las instituciones venezolanas en el manejo macroeconómico del país. Se entiende por «aprendizaje» la capacidad del sistema político y económico por alcanzar y mantener los equilibrios macroeconómicos básicos ante perturbaciones externas y presiones internas. Las variables de mayor influencia en el equilibrio macroeconómico son: la balanza de pagos, el saldo fiscal y la política monetaria, los que a su vez determinan las tasas de inflación, de interés, el tipo de cambio y los niveles de salarios, ingreso per cápita y pobreza. Mantener el equilibrio macroeconómico se traduce, a efectos de este análisis, en baja inflación, posición fiscal y de balanza de pagos sostenible en el tiempo, tipo de cambio sin tendencia a la sobrevaluación y tasas de interés reales positivas. Tener en orden la esfera macroeconómica es condición necesaria para que un país logre desarrollarse de manera sostenida[9]. Como es obvio, tal situación representa un tipo ideal, aunque existen países que se le acercan en gran medida.


  En estas páginas se enfatiza la importancia de las instituciones, entendidas en el sentido de North (1991: 97) como «restricciones diseñadas por el hombre que estructuran las interacciones políticas, sociales y económicas». Las instituciones son más fuertes o de mayor calidad en la medida en que los actores sociales respeten las reglas que de aquellas se derivan. En la política fiscal, por ejemplo, es necesario limitar el gasto fiscal para evitar la inflación. Esa regla, establecida en leyes y constituciones, ha sido violada recurrentemente en la historia de la región, lo que demuestra poca calidad institucional. Chile es un caso exitoso en esta materia a partir de la implementación de la política fiscal de balance estructural que sirve de barrera defensiva ante los shocks externos (Ffrench-Davis, 2008). En sentido contrario, las autoridades venezolanas, a partir de 2005, han violado las disposiciones constitucionales (artículo 317) que prohíben el financiamiento deficitario del Gobierno por parte del Banco Central de Venezuela (BCV).


  Respetar las reglas de juego es importante en sí mismo, pero también es necesario que las instituciones muestren un sesgo inclusivo. Como dicen Acemoglu y Robinson (2012: 83): «Las naciones fracasan cuando tienen instituciones extractivas, apoyadas por instituciones políticas extractivas que impiden e incluso bloquean el crecimiento económico». Si las instituciones permiten que grupos privilegiados extraigan rentas, obtengan prebendas o subsidios, el resultado será desigualdad y baja inversión por la desconfianza que los agentes económicos tendrán hacia el sistema económico. De igual manera, las prácticas distributivas o populistas pueden causar inflación, desperdicio de recursos y daños al aparato productivo privado por la excesiva regulación. Las instituciones inclusivas fomentan el crecimiento económico al generar oportunidades para todos. Y en este proceso la macroeconomía es determinante porque de ella se desprende el sistema de incentivos en la sociedad para estimular la producción y el crecimiento[10]. Por ejemplo, la ausencia de una moneda sólida atenta contra el incentivo al trabajo y estimula la búsqueda de rentas y la especulación. Los subsidios de tipo clientelar estimulan el contrabando si existen mercados cercanos, como es el caso de Colombia con respecto a los productos subsidiados de Venezuela. Por ello los equilibrios macroeconómicos son requisitos necesarios para el desarrollo.


  La dinámica macroeconómica de Venezuela se entiende a partir de la relación entre instituciones políticas y exportaciones petroleras. El país es un ejemplo clásico de economía petrolera con todas las particularidades que ello implica. El 96% de las divisas que entran al país proceden de la exportación de hidrocarburos. La disponibilidad de un amplio ingreso externo es la fuente de distorsiones macroeconómicas causadas por políticas fiscales y monetarias expansivas que no corresponden con la capacidad productiva de la economía.


  Los petro-Estados son institucionalmente débiles en el sentido de que son fácilmente influenciados por los grupos organizados para obtener rentas. Al ser el ingreso generado en el exterior, los Gobiernos tienen menos límites en la forma como ejecutan el gasto. Al mismo tiempo, muestran altos niveles de ineficiencia y corrupción porque la sociedad no les exige responsabilidad por su pobre desempeño en alcanzar los objetivos propuestos o en implementar políticas públicas. Los recursos administrados no son impuestos generados internamente y por ello los actores sociales y económicos tienen poco interés en controlar su uso; lo relevante es obtener la tajada más grande de los mismos.


  La poca disciplina fiscal y monetaria sienta las bases de las crisis macroeconómicas y los severos ajustes asociados con ellas. El ingreso petrolero es volátil dada la naturaleza de los mercados internacionales. Las expectativas sociales son crecientes, lo que asegura que el ingreso distribuido tenderá siempre a ser insuficiente. Se abre así la perspectiva del ajuste ante un círculo perverso: el gasto creciente genera déficit fiscal, inflación, sobrevaluación de la moneda (dutch disease), deterioro del sector externo y, como respuesta esa situación, los Gobiernos deben disminuir el gasto público, devaluar la moneda, aumentar las tasas de interés, con el consiguiente efecto negativo en los salarios y en los niveles de pobreza. Así se resume la historia reciente de la macroeconomía venezolana.


  A mediados de 2014, Venezuela se encontraba a las puertas de otro ajuste. Los síntomas de la crisis ya estaban presentes mucho antes de que los precios del petróleo comenzaran a descender en agosto. Este hecho constituye una gran diferencia con episodios anteriores de crisis macroeconómica (1983, 1989, 1996, 1998, 2002) en los cuales la causa fundamental fue una disminución pronunciada de los precios. En esta oportunidad son los excesos fiscales y monetarios los causantes del desequilibrio en medio de la bonanza: déficit fiscal que asciende al 20% del PIB, crecimiento de la liquidez monetaria producto del financiamiento del BCV al Gobierno, inflación de las más altas del mundo, sobrevaluación de la moneda que impulsa al infinito la demanda de divisas para importaciones y especulación, todo en paralelo con el colapso de la oferta nacional de productos por el control de precios y la escasez de dólares para insumos.


  Venezuela, dada su condición de economía petrolera, muestra una limitada capacidad para el aprendizaje macroeconómico tal como se definió arriba. Las lecciones de los ajustes anteriores no fueron asimiladas. Esto hace del país un caso especial en la región latinoamericana, que hoy está mejor preparada, en comparación con épocas anteriores, ante eventuales shocks externos y ante el deterioro que se observa en la economía internacional en términos de crecimiento y flujos de comercio (Cepal, 2014).


  Este trabajo está organizado de la siguiente manera. En la segunda sección esbozaremos los limitantes e incentivos que la condición petrolera de un país impone en su macroeconomía. Intentaremos demostrar cómo en determinadas circunstancias el ingreso petrolero impide el aprendizaje macroeconómico y refuerza la tendencia a los desequilibrios. En la tercera sección, revisamos el desempeño macroeconómico de Venezuela a partir de 1983 utilizando como hilo conductor las distorsiones causadas por la «maldición de los recursos» y el «capitalismo rentístico» expuestas en la primera sección. En las secciones cuatro y cinco analizamos la evolución de la macroeconomía por medio de los indicadores clásicos (fiscal, monetario, crecimiento y sector externo) dividiendo el período 1983-2014 en varios subperíodos, determinados por varios eventos de auge y crisis que son descritos en detalle. En las conclusiones y recomendaciones se exponen algunos arreglos institucionales, ampliamente conocidos, que podrían servir al objetivo de lograr la estabilidad macroeconómica mediante las restricciones al gasto fiscal.


  2. Petróleo y macroeconomía: los ajustes recurrentes


  La corriente de ingresos proveniente de la exportación de recursos naturales (hidrocarburos en particular) genera en el sistema político e institucional de un país una serie de limitaciones e incentivos que impiden el aprendizaje macroeconómico tal como fue definido anteriormente. Destacar esos rasgos es necesario para entender el desempeño macroeconómico de Venezuela en las últimas décadas.


  En la literatura encontramos términos como la «maldición de los recursos» o el «capitalismo rentístico», que intentan describir los incentivos negativos que influyen en las instituciones para, entre otras cosas, abandonar la disciplina fiscal, desequilibrar la balanza de pagos, concentrar la producción en lugar de diversificarla o fomentar rasgos autoritarios en los sistemas políticos.


  Hay que decir de entrada que no hay nada de fatalismo en los commodities. El problema es institucional y, como tal, está al alcance de los sistemas políticos y sus ciudadanos introducir los cambios requeridos para el manejo eficiente de los recursos. En Venezuela, el petróleo ha reinado en períodos de avance social y democrático así como en períodos de retroceso institucional y ruina económica. Nada está escrito sobre piedra.


  El caso del petróleo es relevante porque se trata de un producto de alto valor en los mercados internacionales, que se encuentra en la raíz del modelo tecnológico y productivo internacional, y que es además generador de perturbaciones geopolíticas. Definir a un país como «petrolero» implica determinar el tamaño del sector dentro de la economía, el porcentaje de los ingresos fiscales y exportaciones totales y el tamaño de las rentas que el mismo genera, como se observa en los cuadros 1 y 2. En un típico país productor, como Venezuela, el petróleo representa, en promedio, la mitad de los ingresos fiscales, el 94% de las exportaciones totales, el 20% del PIB y recibe como rentas (diferencias entre el costo de producción y el valor de exportación) ingresos en dólares que equivalen, dependiendo de los niveles de precios, a entre el 20% y el 40% del PIB.
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  La «maldición de los recursos» hace referencia a las serias distorsiones que la producción y exportación de materias primas o recursos primarios (petróleo en particular) causan en las economías altamente dependientes de los mismos. Venezuela es un buen ejemplo de tales distorsiones, aunque tal afirmación debe matizarse dependiendo de la época o circunstancias que se estén analizando.


  La versión «clásica» del síndrome puede resumirse de la siguiente manera:


  1. Tendencia de los países con abundantes recursos naturales a crecer menos que aquellos donde los recursos son escasos. Sachs y Warner (2001) dieron impulso a las teorías sobre la maldición al detectar, en una muestra de países dependientes de recursos naturales, la tendencia del crecimiento económico a declinar o estancarse desde los años setenta. Descartaron elementos alternativos que explicarían el poco dinamismo económico, como el clima o la geografía. Las economías ricas en recursos naturales tienden a ser inflacionarias, lo que tiende a generar pobreza e impide el crecimiento basado en las exportaciones.


  2. Crecimiento del sector de bienes no transables (servicios) a costa de la atrofia del sector de bienes transables (industrial manufacturero) por la apreciación del tipo de cambio. Se trata de la llamada «enfermedad holandesa» (dutch disease), que impide la diversificación productiva y el aumento de las exportaciones no petroleras. Los booms de ingresos generan una transferencia de recursos productivos hacia los sectores no transables porque los precios internacionales se alteran en contra de los transables. El resultado es la desindustrialización de las economías (Corden y Neary, 1982; Corden, 1984).


  3. Alta probabilidad de perturbaciones macroeconómicas en la forma de ciclos frecuentes de expansión-recesión y mayor volatilidad macroeconómica (Van der Ploeg y Poelhekke, 2009). La alta elasticidad-ingreso de las importaciones genera crisis frecuentes de balanzas de pagos que terminan en fuertes procesos de ajuste: devaluación de la moneda, mayor inflación, altas tasas de interés, desempleo y caída de los salarios reales.


  4. Tendencias inflacionarias como consecuencia del alto gasto fiscal y la presencia del Estado en la economía. Los precios tienden a subir cuando el ingreso petrolero se consume y la demanda resultante (pública y privada) no es satisfecha por la oferta local de bienes y la elasticidad-ingreso de las importaciones es mayor que el propio ingreso petrolero. Los países tienden a experimentar el «efecto voracidad» (voracity effect), que es un incremento mayor de los montos distribuidos en la población que el incremento de los ingresos generados por el boom. El efecto es particularmente negativo, en términos de crecimiento, en aquellos países cuyos sistemas políticos tienen que lidiar con grupos poco numerosos y bien organizados que están en mejor posición para presionar a los gobiernos y obtener prebendas y rentas. Mientras que, cuando los países cuentan con un mayor número de grupos cuyo poder es más difuso y con tendencias a actuar de manera coordinada, los resultados para el crecimiento son mejores (Tornell y Lane, 1999).


  5. Incentivos negativos a la producción de bienes como consecuencia de políticas intervencionistas: controles de precios y baja protección de los derechos de propiedad y contrato. En esta situación, los agentes económicos dan prioridad a la obtención de rentas distribuidas por el Estado (rent-seeking), lo que a su vez disminuye las actividades empresariales e innovadoras (entrepreneurship) (Karl, 1997; Baland and Francois, 2000; Urbaneja, 2013).


  6. Concentración del poder político como resultado del hecho de que es el Estado el que monopoliza y distribuye el ingreso petrolero. Al ser el petróleo un recurso capital intensivo, de difícil acceso geológico y desigualmente distribuido en términos geográficos, son los Estados los que cuentan con mayores ventajas para aprovechar los beneficios de su explotación (Di John, 2007). Tal concentración de riqueza genera tendencias autoritarias en los sistemas políticos, los cuales «compran» lealtades mediante patronazgo y bajos impuestos. De esta manera, la democracia tiene problemas para desarrollarse, puesto que no existe transparencia ni responsabilidad (accountability) en los Gobiernos (Ross, 2001).


  La economía política ha propuesto el término «capitalismo rentístico» (Baptista, 2010) para describir a un particular tipo de economía capitalista que, inserta en la economía internacional, es sostenida por una renta internacional de la tierra que pertenece íntegramente al Estado (Mommer, 2010). Es el caso de los países que viven del ingreso petrolero. Se trata de un ingreso unilateral, transferido desde el exterior y no producido a partir del proceso normal de crecimiento económico. Es una renta en el pleno sentido del término, es decir, se trata de un bien «ya producido» en la naturaleza y del que se obtienen tasas de retorno que en promedio son mucho mayores que las obtenidas en actividades productivas normales.


  En la economía política el ingreso obtenido de la tierra no es legítimo porque nace de unos «medios de producción no producidos… [que]… no implica costo alguno por cuya razón haya de remunerársele» (Baptista, 2010: 29). Al contrario del capital y el trabajo, factores de producción a los cuales se asocian costos de producción específicos, la tierra «estaba allí» y no requirió más esfuerzo que el de apropiársela junto con todos los minerales u otras cosas valiosas que pudiera contener. Por ello el término «rentista» es despectivo y los países petroleros son vistos de soslayo. La renta petrolera no es compatible con el contenido capitalista de trabajo, valor agregado y competencia.


  Pero habría que matizar las referencias peyorativas destacando el papel de la tierra, a lo largo de la historia, en la actividad económica. En la época preindustrial la tierra era el factor de mayor peso en el ingreso nacional. Factores tecnológicos (que redundaron en el desarrollo de la industria) e institucionales la hicieron irrelevante en el desarrollo de las economías, al punto de que hoy las sociedades pobres son aquellas que más dependen de la tierra para vivir. «Países como Singapur o Japón, con poca tierra por habitante, son tan ricas como aquellas, como es el caso de Australia, que poseen enormes cantidades» (Clark, 2007: 199). La discusión sobre su legitimidad queda un tanto al margen por el hecho de que la tierra fue en una época pasada el factor definitivo en la riqueza de los pueblos. Hoy, poco se duda de que los recursos de la tierra son un activo productivo dentro del marco económico adecuado. Incluso el petróleo, sobra decirlo, es la base de una intensa actividad productiva que genera valor agregado para la sociedad en muchos países. Además, el sector petrolero es capital intensivo, lo que significa que requiere grandes inversiones y conocimiento tecnológico para encontrarlo, extraerlo, refinarlo y distribuirlo.


  Según Baptista (2010), el capitalismo rentístico impone una serie de rasgos distintivos en los países donde se desarrolla. El autor menciona, utilizando a Venezuela como ejemplo, los siguientes: el sobredimensionamiento del sector servicios, no como el resultado del aumento de la producción (es el caso de los países ricos) sino por el consumo de la renta; la alta relación capital-producto, debida a la capacidad de importar bienes de capital más allá del monto necesario para atender la demanda interna; la disolución de la relación salarios-productividad, puesto que la corriente de ingresos que recibe la economía es independiente del esfuerzo productivo; la sobrevaluación de la moneda, por el alto ingreso en divisas extranjeras, lo que resta competitividad para proveer la potencial demanda externa de productos nacionales; el aumento del tamaño del Estado (vía empleo público) puesto que es este el que centraliza y distribuye la renta petrolera; y la baja presión tributaria, porque el ingreso fiscal petrolero hace innecesaria la contribución ciudadana.


  El capitalismo rentístico es dinámico, en el sentido de que evoluciona con el tamaño de la economía. Cuando esta alcanza un determinado nivel, la renta se vuelve insuficiente para generar crecimiento económico sostenido. En este hecho encontramos algunas pistas que explican el colapso económico que experimentó Venezuela a finales de los años setenta del siglo XX, aunque resulta simplista reducir la problemática al simple ámbito fiscal, es decir, a la declinación de los ingresos.


  Veamos a continuación el desempeño macroeconómico de Venezuela a partir del marco conceptual que acabamos de describir.


  3. Ingreso petrolero y desequilibrios macroeconómicos en Venezuela, 1983-2014


  Desde los años ochenta del siglo XX, Venezuela ha sufrido cinco ajustes macroeconómicos debidos, en mayor parte, a la volatilidad de los precios del petróleo y a la escasa diversificación productiva del país. En paralelo, el proceso ha ido acompañado de un severo deterioro del ambiente político, que en algunos momentos ha puesto en peligro al mismo sistema democrático[11]. Antes de describir cada episodio, conviene esbozar un marco conceptual para entenderlos.


  En relación con Venezuela, el ciclo de la crisis macroeconómica y el consiguiente proceso de ajuste es conocido: la caída en los precios del petróleo deteriora la balanza de pagos y, dado que la exportación petrolera es la principal fuente de ingresos del país, ello afecta la posición fiscal del Gobierno. El financiamiento de los déficits fiscales se hace por medio del endeudamiento externo e interno o por la devaluación de la moneda[12]. El Gobierno se niega al principio a ajustar el gasto público (la liquidez crece constantemente), lo que genera inflación y con ello la sobrevaluación de la moneda, lo que a su vez deteriora todavía más la balanza de pagos por el aumento de las importaciones, la fuga de capitales y el pago de deuda. Al final, el ajuste es inevitable: el déficit de balanza de pagos se hace insostenible y el Gobierno debe devaluar la moneda o imponer el control de cambios. También se suben o se establecen nuevos impuestos. Al ajustarse el gasto público y aumentarse la tasas de interés, la recesión se hace presente y con ello los salarios reales disminuyen y aumenta el desempleo. Así, hasta que comienza la próxima ronda de altos precios petroleros (Naím y Piñango, 1984; Palma, 1999; Rodríguez y Rodríguez, 2012; Guerra, 2013; Salmerón, 2013).


  A mediados de 2016, el país se encontraba a las puertas de otro ajuste, esta vez debido los serios desequilibrios macroeconómicos resultado de políticas expansivas y alta liquidez en el marco de un control de cambios, subsidios generalizados, represión financiera (bajas tasas de interés y cuotas obligatorias para sectores considerados por el Gobierno como prioritarios), alta inflación y sobrevaluación de la moneda, así como estatización de la economía y controles generalizados. Todo ello ocasiona una demanda infinita de divisas, por lo cual el Gobierno debe racionar los dólares. El resultado es una disminución de la capacidad productiva, desabastecimiento de productos de consumo básico por la falta de insumos y por el control de precios, inflación y fallas masivas en las redes de servicios públicos esenciales, como electricidad y agua.


  La ausencia de disciplina fiscal no ha sido un rasgo distintivo de la era del petróleo en Venezuela. Por el contrario, desde principios del siglo XX hasta el primer boom petrolero de 1973 la política macroeconómica fue conservadora, lo que no fue obstáculo para un pujante crecimiento económico. Entre 1953 y 1973 la tasa de inflación promedió 1,7%, mientras que el crecimiento del PIB fue 6% (Rodríguez, 1985: 3, 7).


  Las bases de la institucionalidad fiscal venezolana fueron puestas a principios de siglo XX durante la gestión de Román Cárdenas frente al Ministerio de Hacienda desde 1913 hasta 1922. De acuerdo con Ochoa (2008), las reformas de Cárdenas ayudan a entender el desempeño notable de la economía venezolana entre 1928 y 1978 en términos de baja inflación y alto crecimiento. Cárdenas modernizó la hacienda pública mediante el establecimiento de procedimientos contables y presupuestarios y de principios como la unidad del tesoro, así como con la creación de un fondo de reservas (de estabilización, diríamos hoy en día) que asegurara el equilibrio de gastos e ingresos públicos (Ochoa, 2008)[13].


  Antes del boom petrolero de 1973 la política económica tuvo una sólida base institucional. De acuerdo con Hausmann (1992: 99-101), la economía fue guiada por tres reglas básicas: tipo de cambio fijo con el dólar, tasas de interés fijas superiores a las externas y equilibrio fiscal (el Gobierno gasta lo que gana). La política monetaria bajo esas condiciones era pasiva. La monetización del gasto dependía del nivel del ingreso petrolero. La elevación del precio del petróleo se traducía en mayor liquidez y por tanto en mayores importaciones y viceversa. El ajuste se producía automáticamente sin que se alterasen el tipo de cambio ni la tasa de interés (Hausmann, 1992: 101; Krivoy, 2002: 11). El ambiente internacional ayudó en gran medida a darles viabilidad a esas reglas, porque las demás tasas de cambio fluctuaban muy poco (también estaban atadas al dólar) y las tasas de interés eran más bajas que las nacionales. De esta forma los mercados monetarios no estaban bajo presión y la inflación era casi inexistente. El escenario internacional cambió en los años setenta con el fin de los acuerdos de Bretton Woods (las tasas de cambio comienzan a fluctuar) y la inflación se hizo presente empujando las tasas de interés hacia arriba.


  El boom petrolero de 1973 cambió las bases de la institucionalidad fiscal. El aumento del ingreso petrolero en ese año no tenía precedentes. Entre 1972 y 1975 el precio del petróleo aumentó 419%, el ingreso fiscal por barril pasó de 1,65 a 9,68 dólares y las reservas internacionales, de 1700 millones a 8900 millones de dólares (Karl, 1997: 120). Entre 1974 y 1978, las principales variables macroeconómicas estallaron si se las compara con el lustro anterior: en términos reales por año, el consumo privado creció 12,8%; la inversión privada, 14,2%, el gasto público, 16,5%, y las importaciones, 23,4% (Rodríguez, 1985: 19).


  El Gobierno inició un enorme programa de inversiones públicas en la industria pesada. La expansión del gasto significó en la práctica la eliminación de las restricciones presupuestarias y el uso sin medida del endeudamiento (Ochoa, 2008: 181), lo que terminó en déficit fiscal, inflación y crisis de balanza de pagos en 1978.


  El deterioro de la institucionalidad fiscal tomó nuevos bríos en 2005 con la reforma de la Ley del Banco Central. En esa oportunidad, se estableció un «nivel adecuado de reservas» cuyo exceso debería ser traspasado al fisco. A pesar de que la Constitución establece un marco moderno (artículo 312) para evitar la inflación por medio del financiamiento deficitario, la reforma de 2005 y varias sucesivas (en 2009 y 2010) facultaron al Banco Central de Venezuela (BCV) para financiar los proyectos –mediante la emisión de moneda– que el Gobierno considerase prioritarios. Actualmente, el BCV otorga créditos directos a las empresas del Estado que son deficitarias. Esta es la razón de la alta inflación, que en 2013 alcanzó 56%. La liquidez monetaria producto de esas operaciones se incrementó 311% entre 2010 y 2013.


  El sesgo clientelar-distributivo del Gobierno eliminó toda forma de restricción y control de los recursos públicos, incluido el uso de las reservas internacionales. El nuevo marco financiero se ha denominado la «nueva institucionalidad financiera bolivariana», que consiste en quitarle al BCV buena parte de las divisas que produce Petróleos de Venezuela (PDVSA) y colocarlas en fondos de inversión que el Gobierno maneja con absoluta discrecionalidad y sin ningún control parlamentario o administrativo[14]. Entre 2004 y mediados de 2013 el Gobierno creó dieciséis fondos que, en conjunto, manejaron 257.000 millones de dólares (Armas, 2013). Entre estos destaca el Fondo Nacional de Desarrollo (Fonden, creado en 2005) y el Fondo Chino (creado en 2007), sobre los cuales no existe información suficiente para evaluar su desempeño en términos del destino y eficiencia de los recursos invertidos. En el régimen anterior a 2005, todas las divisas que recibía PDVSA se convertían en reservas internacionales, lo que hacía más fácil determinar la capacidad externa de pagos del país. En el actual, menos de la mitad de los dólares que produce la compañía petrolera se convierten en reservas internacionales del BCV, que son los recursos utilizados para las importaciones y pago de deudas (Salmerón, 2012). Ello explica la escasez de dólares que sufre la economía y la separación entre la tasa de cambio paralela y las oficiales (más de 500% en 2014), lo que ocasiona toda clase de distorsiones. Vale observar que «la mayoría de los países tienden a consolidar los activos externos en el banco central, haciendo de las tenencias de activos líquidos extrapresupuestarios algo inusual» (Bank of America and Merril Lynch, 2014).


  El contenido clientelar de la política venezolana no es exclusivo del Gobierno que comenzó en 1999 con Hugo Chávez y luego con Nicolás Maduro en 2013. Todos los Gobiernos anteriores distribuyeron y practicaron el clientelismo, aunque en maneras y montos distintos dependiendo del nivel de los precios de petróleo. Los Gobiernos anteriores al chavismo, al menos desde 1983, sufrieron penurias fiscales porque el mercado petrolero no les favorecía. Distribuían de forma más indirecta, mediante baja presión tributaria, sobrevaluación de la moneda, empleo público, gasto corriente, créditos al sector privado e inversión pública. El peso de la deuda les ató las manos porque debieron destinar cada vez mayores porciones de la renta a servirla (Baptista y Mommer, 1986: 18-23). El chavismo atravesó también un período de austeridad (1999-2002) durante el cual aplicó medidas de ajuste que casi le cuestan el poder. En 2003 la fortuna les sonrió con el aumento sostenido del precio del petróleo, con lo que pudieron aumentar el gasto público (además de contraer deuda) y diseñar mecanismos de transferencia directa de subsidios.


  El afán por distribuir y consumir la renta petrolera, en lugar de invertirla o ahorrarla, ha sido una constante en el sistema político venezolano. La vieja idea de «sembrar el petróleo», planteada por el intelectual venezolano Arturo Uslar Pietri en 1936, fue implementada activamente hasta finales de los años setenta[15]. Hasta esa época, los Gobiernos invirtieron activamente en infraestructura, activos productivos y desarrollo regional, incluso durante períodos de bajos precios petroleros, como fue el caso durante los años sesenta. A partir de 1983, cuando cae el precio del petróleo y comienza la crisis de la deuda, los recursos disponibles se destinan cada vez más al gasto corriente y al consumo, tendencia que se acentúa en 2003 con el nuevo boom petrolero. Los petro-Estados son adictos al gasto y sus élites son renuentes a ajustarlo cuando el precio del petróleo disminuye o simplemente no alcanza[16]. Cuando los recursos aprobados en la ley de presupuesto no son suficientes para satisfacer las demandas sociales, se acude a los créditos adicionales, lo que hace crecer el gasto constantemente[17]. En 1992, el gasto público era cincuenta veces el monto de 1972, el año anterior al primer boom (Karl, 1997: 164). Por ello se incurre en los desequilibrios macroeconómicos que tanto daño causan al aparato productivo, siendo la inflación la primera consecuencia.


  Las crisis macroeconómicas sufridas por Venezuela durante el período 1983-2014 son las siguientes: 1983 (colapso del precio del petróleo y crisis mundial de la deuda); 1989 (caída del precio del petróleo a partir de 1986 y agotamiento de las reservas internacionales en 1988); 1994 (crisis bancaria, fuga de capitales y control de cambios); 1998 (efectos de la crisis asiática); 2002 (crisis política y huelga petrolera).


  En 2016 el país sufría una profunda crisis caracterizada por: alta inflación, debida al financiamiento monetario del déficit fiscal por parte del Banco Central de Venezuela; escasez de dólares, a pesar del control de cambios; sobrevaluación de la moneda, que eleva la demanda de divisas y fomenta conductas especulativas; desabastecimiento de productos de consumo básico e insumos para la producción por el control de precios; y desaceleración económica.


  Antes de analizar cada episodio en particular, demos una mirada de conjunto. Cuando se observa el desempeño de la economía en el largo plazo (digamos entre 1960 y 2010) destaca la tendencia decreciente de la actividad económica (ver cuadro 1). Así, en la década del sesenta, a pesar de los bajos precios de petróleo (alrededor de 2 dólares por barril), el país experimentó una fuerte expansión tanto en términos absolutos como per cápita. Como vimos arriba, la estabilidad macroeconómica que fue característica de esos años se basó en estrictas reglas macroeconómicas, especialmente en el área fiscal. Durante la década, el PIB per cápita aumentó en más del 15%.
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  Durante los años setenta, el boom petrolero no se tradujo en crecimiento sostenido y terminó creando serios desequilibrios macroeconómicos producto de un gasto público desbocado y de un ineficiente plan de inversiones en empresas públicas. Déficit fiscal, desequilibrios en la cuenta corriente de la balanza de pagos, desaceleración económica y endeudamiento fueron los resultados en 1978. Entre 1970 y 1980, época de auge petrolero, el PIB per cápita descendió más del 7%.


  Las dos décadas posteriores fueron de penurias, en paralelo y como consecuencia de los bajos precios del petróleo. El PIB per cápita cayó 17% en 1980-1990 y 0,10% en 1990-2000. Entre 1979 (inicio de otro boom petrolero por la revolución iraní) y 1983 (cuando caen por primera vez los precios) el consumo mundial de petróleo disminuyó como consecuencia de la recesión internacional, la llegada al mercado de nuevos suministros y una mayor eficiencia tecnológica en la producción. Fue en 1987 cuando el consumo alcanzó el máximo de 1979, al tiempo que el PIB real mundial creció 26% (Heibling, 2013: 16).


  La tendencia declinante de los precios de la cesta de exportación venezolana tuvo momentos muy graves, como en 1983, 1986 y 1988, con caídas del 15%, 51% y 17% respectivamente (Krivoy, 2002: 15). La guerra de Irak dio un respiro a los precios (que llegaron a 20 dólares en 1990) para luego fluctuar entre 13 y 14 dólares por barril hasta 1995. La crisis asiática derrumbó los precios de 18 dólares en 1996 a 10,57 dólares en 1998. En 1999 comienzan a subir de nuevo, desde 16 a 25 dólares en 2000, con un retroceso hasta 20 y 21 en 2001 y 2002 respectivamente. Esto obligó al ajuste de 2002, cuando se devaluó el bolívar y se ajustó el gasto público.


  En 2003 comenzó, en buena parte debido a la demanda china, el más grande boom petrolero de la historia reciente. Para Venezuela, los recursos representaron el 300% del PIB durante el período 2003-2012, muy superior a los windfalls recibidos por los otros países de América Latina que se beneficiaron del aumento de las materias primas (Monaldi, 2013). Los precios pasaron de 25 dólares por barril en ese año a más de 86 en 2008. Hasta mediados de 2014, se movieron en los alrededores de los 100 dólares con una acentuada tendencia a la baja en los meses posteriores. La nueva bonanza estimuló las tendencias procíclicas de las finanzas venezolanas, al hacer del gasto público y la deuda el motor del crecimiento. Ello explica el aumento del PIB per cápita durante 2000-2012 (ver gráfico 1). Para ello el Gobierno ha incurrido en déficits fiscales especialmente a partir de 2007-2012, cuando se inició un período caracterizado por los efectos de la crisis económica mundial y los varios procesos electorales que obligaron al Gobierno a aumentar el gasto (excepto en 2009). El déficit del sector público consolidado como proporción del PIB alcanzó el 11,6% en 2011 y el 13% en 2012 (Guerra, 2013: 95).
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  4. Las crisis del período 1983-1989: el colapso del modelo petrolero


  La devaluación del bolívar y la suspensión de su libre convertibilidad el 18 de febrero de 1983 señalaron el inicio de la crisis del modelo petrolero venezolano. Culminó así un largo ciclo de estabilidad económica que comenzó en los inicios de los años sesenta y que con muy notables excepciones (devaluación en 1961, aceleración inflacionaria de mediados de los años setenta, déficit comercial y contracción en 1978) se caracterizó por alto crecimiento y baja inflación.


  En el origen del colapso del modelo petrolero se encuentran los elementos que determinarán la economía en las décadas siguientes. Es decir, la poca diversificación productiva se traduce en volatilidad macroeconómica. Depender de un solo producto de exportación aumenta la vulnerabilidad de la economía ante los mercados internacionales por razones obvias. Las violentas oscilaciones de la producción, las importaciones, el gasto público o la inflación no constituyen el ambiente adecuado para la producción.


  Pero si el ingreso puede ser volátil en una economía petrolera (aumenta y disminuye), el gasto tiende a aumentar de forma sostenida. No hay incentivos para ahorrar los proventos del petróleo, dado que se trata de una renta proveniente del exterior, no de impuestos generados por la producción interna. Cuando el ingreso resulta insuficiente para cubrir el consumo privado o público, se recurre al endeudamiento. El abundante gasto público genera expansión monetaria y con ello inflación. Hasta que en algún momento el proceso no puede seguir adelante y es necesario el ajuste. En suma, el rentismo petrolero tiende a ser poco diversificado, importador, volátil, inflacionario, dependiente e inclinado al endeudamiento.


  Las altas tasas de interés en los Estados Unidos y la disminución de los precios del petróleo fueron los factores externos de mayor incidencia en la devaluación del bolívar en 1983. También hay que mencionar la crisis mexicana, resultado del mismo ambiente externo, cuyo cenit se alcanzó con el default de agosto de 1982. Venezuela no pudo mantenerse al margen de este acontecimiento, que en cierto sentido sirvió de acto inaugural a la «década perdida» del desarrollo latinoamericano.


  El efecto directo de la crisis mexicana para los países deudores fue el cierre de las líneas de crédito y la demanda de pago inmediato de los préstamos otorgados a corto plazo. A ello se sumó una persistente fuga de capitales que Venezuela venía experimentando desde 1981 producto del pésimo manejo que hizo el BCV de las tasas de interés, las cuales permanecieron ese año por debajo de las internacionales[18]. El caso mexicano desató en Venezuela una ola especulativa contra el bolívar y los bancos internacionales comenzaron a presionar para recuperar los fondos otorgados. En 1983 la deuda externa del país representaba el 39% del PIB y el 185% de las exportaciones totales (Echeverría, 1984: 219). La concentración de pagos vencidos en 1983 sumaba más de 16.000 millones de dólares, de los 27.000 a los que ascendía la deuda pública externa total.


  Al peso de la deuda se agregó la caída del ingreso petrolero en 1982 y 1983, 3500 millones y 2000 millones de dólares respectivamente (Díaz Bruzual, 1984: 57). Esto agravó la situación en que se encontraba la balanza de pagos del país. Solamente en 1983 los vencimientos de la deuda equivalían al 82% del ingreso petrolero en ese año (Echeverría, 1984: 220). En febrero de 1983 el bolívar estaba sobrevalorado en 30% con respecto al dólar, lo que generó una oleada especulativa y el aumento de las importaciones en los años anteriores (Díaz Bruzual, 1984: 57).


  El V Plan de la Nación, de 1975, contempló la expansión y creación de una amplia gama de empresas públicas en las más diversas áreas productivas, especialmente en las industrias pesadas (aluminio, acero, etc.). Se trató de un clásico big push al desarrollo a partir del cual se generaría un efecto multiplicador a lo largo de la economía privada, fomentando la producción de bienes intermedios y las exportaciones no tradicionales. Este ambicioso programa de inversiones públicas consumió grandes cantidades de recursos y se ejecutó con graves fallas gerenciales, lo que al final convirtió a las empresas en un pesado fardo para las finanzas públicas. Todavía peor, embarcó al país en una carrera de endeudamiento en todas sus modalidades (a corto y largo plazo; del poder central y de los organismos autónomos) que, junto con los otros excesos del gasto público, terminó empujando la economía hacia las presiones inflacionarias, la desaceleración del crecimiento (apenas 2,1%) y el desequilibrio en la cuenta corriente de la balanza de pagos en 1978.


  La deuda externa creció porque las autoridades económicas pensaron, durante el Gobierno de Pérez, que los precios del petróleo subirían por un largo tiempo; por el desorden administrativo de la administración descentralizada, que les hizo contratar con cada vez mayor frecuencia créditos de corto plazo al punto de que en 1983 más de la mitad del endeudamiento total era de este tipo; y por la amplia disponibilidad de crédito por parte de la banca internacional, que fue incapaz de hacer más estrictos los términos comerciales ante los excesos financieros de la región y del país en particular.


  Las regulaciones del crédito público no eran las adecuadas para poner orden en el proceso de endeudamiento que se dio a partir de 1973, y en particular a las deudas de corto plazo que estaban fuera del control legislativo. En 1959 se promulgó la Ley de Crédito Público para evitar que la deuda flotante (de corto plazo y al margen del Congreso o de registros formales) siguiera creciendo, tal como ocurrió durante la dictadura, para pagar a los contratistas de su ambicioso plan de obras públicas. Esta ley tuvo vigencia durante un largo período de bajos precios del petróleo y sirvió al Gobierno para iniciar la contratación de deuda externa ante las fuertes restricciones económicas con que se inició la democracia. Vale recordar el trauma histórico de 1902, cuando las potencias extranjeras bloquearon los puertos nacionales ante la incapacidad del país para honrar viejos compromisos. Entre 1930, fecha en que Juan Vicente Gómez pagó la deuda externa, y 1960, el país no se endeudó en el exterior.


  La crisis económica de comienzos de la década del sesenta marcó el regreso de Venezuela a los mercados financieros internacionales. Esta crisis fue el resultado de la deuda flotante dejada por la dictadura y asumida por el nuevo Gobierno democrático de Rómulo Betancourt; de la caída de los precios del petróleo, que con la excepción de los sucesos del canal de Suez en 1956, fue constante durante la década del cincuenta, debido al aumento en la capacidad de producción del Medio Oriente y la Unión Soviética; y por la fuga de capitales producto del clima de desconfianza que generó la insurgencia guerrillera. En 1960 el Gobierno, abrumado por un alto déficit fiscal y crisis de la balanza de pagos, tuvo que implementar un control de cambios y un severo programa de ajuste consistente en la disminución del gasto público y el aumento de las tasas de interés. En 1963 se volvió a la libre convertibilidad de la moneda y a un crecimiento económico vigoroso, impulsado por las políticas de sustitución de importaciones.


  Durante el Gobierno de Rómulo Betancourt, Venezuela reinició, luego de muchas décadas, la contratación de deuda con bancos internacionales y con organismos multilaterales como el Banco Mundial. Los recursos se utilizaron para apoyar la balanza de pagos y continuar los distintos proyectos de desarrollo. Como dijimos, el Gobierno contrajo deuda obligado por los bajos precios del petróleo (menos de 3 dólares por barril a comienzos de la década) y la consiguiente insuficiencia de recursos fiscales, los cuales habían disminuido 27% en 1960 con respecto a 1957. En la Ley de Crédito Público de 1959 no existían restricciones para que las empresas del Estado u organismos descentralizados se endeudaran a corto plazo. Ni siquiera era necesario el permiso del Ejecutivo. Sin embargo, el país contrajo una cantidad relativamente baja de deuda debido a la autolimitación fiscal de los Gobiernos de Betancourt, Leoni y Caldera. En bolívares de la época, la deuda pública total autorizada por el Congreso (no incluye la flotante) durante 1964-1973 creció 269%, mientras que durante 1974-1982 lo hizo en 711% (Carrillo Batalla y Crazut, 1984).


  Con el boom petrolero, la voracidad fiscal se impuso y la deuda comenzó a crecer. En 1976 se reformó la Ley de Crédito Público de 1959 y se hizo obligatorio que el Ministerio de Hacienda otorgase los permisos para que los organismos de la administración descentralizada se endeudaran a corto plazo, verificando la pertinencia y necesidad de los recursos y su capacidad de pago. Sobra decir que tal obligación no fue cumplida a cabalidad. La deuda a corto plazo creció sin control a tal punto que, al iniciarse la renegociación de la deuda externa en 1983, el Gobierno central no tenía certeza del monto total de la misma. En agosto de 1981 el Congreso modificó la Ley de Crédito Público para limitar el endeudamiento indiscriminado de los organismos descentralizados del Estado. Pero el daño ya estaba hecho.


  En 1983 la deuda externa de Venezuela representaba el 39% del PIB y el 185% de las exportaciones totales (Echeverría, 1984: 219). Si bien estas magnitudes no eran especialmente preocupantes en comparación con los otros países de América Latina, la concentración de los vencimientos en ese año ponía en serios problemas la balanza de pagos. De los aproximadamente 27.000 millones de dólares a los que ascendía la deuda externa, el 60% vencía ese año (Echeverría, 1984: 219). Tal concentración se produjo porque el desorden administrativo de los organismos del Estado les hizo adquirir deudas a corto plazo sin la debida coordinación de las autoridades centrales. Dada la precaria situación del mercado petrolero y la fuga de capitales de los años anteriores, era imposible hacer frente a esos compromisos.


  La devaluación del bolívar en 1983 inauguró en Venezuela una era de declive político y económico. La inflación de este año no resultó tan alta como se esperaba, 7% contra 10% en 1982. Esto fue el resultado de la disminución de inventarios acumulados por las empresas en los años anteriores y del control de precios. En 1984 las importaciones disminuyeron 50% con respecto al año anterior (de 13.584 a 6409 millones de dólares) sin que se presentaran mayores inconvenientes (Palma, 1985: 70). Este hecho puso de manifiesto los excesos del rentismo y su moneda sobrevaluada. Los años que siguen estarán marcados por la escasez de recursos fiscales y de divisas porque los precios del petróleo permanecerán deprimidos, con muy pocas excepciones, como en 1991, durante la primera guerra del Golfo. Los ajustes fiscales a partir de 1983 y un precio del petróleo bajo (comparado con el boom anterior) pero estable entre 1984 y 1985 (alrededor de $26[19] por barril) mejoraron la balanza de pagos aunque a costa de una severa contracción interna: 5% en 1983, 1% en 1984 y 2% en 1985. El servicio de la deuda externa se mantuvo sin cambios, lo que distrajo recursos para la reactivación interna. Desde 1978 la economía no había crecido.


  A mediados de la década de los ochenta el mercado petrolero continuaba generando problemas para los países productores. Débil demanda y producción mundial en ascenso presionaban los precios a la baja. Las cuotas de producción establecidas por la OPEP en 1982 no eran respetadas por los miembros del cartel y Arabia Saudita amenazó con inundar los mercados, al tiempo que los países no OPEP continuaban aumentado su producción[20]. En 1986 los precios colapsaron, lo que significó para Venezuela una merma en sus ingresos de aproximadamente 5000 millones de dólares (Rodríguez, 1986: 51).


  La acumulación de reservas durante 1984 y 1985 permitió al Gobierno de Jaime Lusinchi (1984-1989) iniciar una política expansiva que reanimase la economía, sumida en una severa contracción desde 1983. En paralelo con el pago puntual de la deuda externa, se inició un programa especial de inversiones y otros estímulos que aumentaron el gasto público. El resultado fue un robusto crecimiento del 6,8% y una caída del desempleo desde 13,4% en 1984 al 10,3% en 1986; el gasto interno neto como porcentaje del PIB creció desde 9,2% en 1984 a 9,1% en 1986, 14,8% en 1987, y 28,8% en 1988 (Hausmann, 1995, cuadro 9.2: 257).


  La política keynesiana del Gobierno se tradujo en altos déficits fiscales como porcentaje del PIB: 4,5% en 1986, 5,9% en 1987 y 9,9% en 1988 (Hausmann, 1995). La inflación alcanzó niveles históricos, en el orden de 40,3% en 1987 y de 35,5% en 1988 como resultado de los déficits fiscales y de la devaluación del bolívar en diciembre de 1986, que alcanzó el 96% (Hausmann, 1995). La respuesta a la inflación fue la implementación de controles de precios que causaron escasez de productos de consumo masivo[21]. El rechazo del Gobierno a hacer los ajustes correspondientes (aumento de las tasas de interés que eran negativas, corte del gasto público, aumento de impuestos) significó que el país se quedó sin reservas internacionales en diciembre de 1988[22].


  El segundo Gobierno de Carlos Andrés Pérez (1989-1993) no tuvo más remedio que implementar un severo programa de ajuste bautizado como el Gran Viraje. En enero de 1989, el país apenas contaba con 300 millones de dólares en reservas líquidas (Hausmann, 1995: 261), lo que hizo necesario firmar un convenio de facilidad ampliada con el Fondo Monetario Internacional y de ajuste estructural con el Banco Mundial. El alcance del programa no se limitó exclusivamente al ámbito fiscal y cambiario, sino que abarcó un amplio espectro de reformas estructurales en línea con el llamado Consenso de Washington. El «paquete» contempló, entre otras, las siguientes medidas: liberación del tipo de cambio, eliminación de subsidios y del control de precios (con excepción de una cesta de productos esenciales), aumento de tasas de interés, apertura de la economía mediante la disminución de aranceles y privatización de empresas del Estado.


  Los costos del Gran Viraje fueron grandes para el país[23]. El PIB se redujo en 10%, al tiempo que la inflación alcanzó el nivel récord del 81%, permaneciendo sobre el 30% hasta 1992. Los salarios se contrajeron 11%, lo que sumado al deterioro durante la década anterior alcanzó el 45%. El desempleo se mantuvo prácticamente igual en 1988 y 1989 (casi 10%) para disminuir a 8,8% en 1990 y a 7,5% en 1991. Tales números ocultan el crecimiento de la economía informal, que no dejó de aumentar durante los años posteriores hasta alcanzar más de la mitad de la fuerza de trabajo.


  Entre 1990 y 1992 el PIB reaccionó positivamente, con tasas de crecimiento superiores al 6%, lo que suscitó confianza en el sector privado y estimuló la inversión en algunos sectores, como el de materias primas, y reanimó las exportaciones no tradicionales. En el plano fiscal, en 1990 y 1991 se alcanzaron pequeños superávits pero en 1992 el déficit fiscal apareció con fuerza y alcanzó el 6,2% del PIB. En esto influyó el respiro de los precios del petróleo en 1991 y la renegociación de la deuda externa, que relajaron la disciplina fiscal ante los problemas políticos del año y el fracaso de la reforma tributaria (no se logró consenso entre partidos y sociedad), que era uno de los puntos básicos del programa de 1989. Durante el resto de la década, el déficit fiscal será uno de los principales problemas económicos.


  Los años ochenta del siglo XX fueron nefastos para América Latina y para Venezuela en particular. En 1989 el ingreso por exportaciones petroleras era la mitad de lo que lo había sido en 1981: en dólares de 1990, el ingreso petrolero cayó de 20.000 millones de dólares en 1981 a 10.000 millones de dólares en 1989. A fines de los años ochenta el ingreso per cápita era 20% inferior al que disfrutaban los venezolanos una década antes (BID, 1990: 216). En 1984 el desempleo llegó al 14%, cuando en 1978 estaba en 4,3%. El resto de la década se mantuvo en niveles cercanos al 10%. Fue este ambiente de empobrecimiento sostenido el que incubó los factores que originaron el estallido social de 1989 (Spiritto, 1989).


  El plan económico del Gobierno de Pérez buscaba restablecer los equilibrios macroeconómicos perdidos en la década anterior y cambiar la naturaleza de la economía para hacerla menos dependiente del Estado y del petróleo, más competitiva y abierta al mundo (Cordiplan, 1990).


  
    «El VIII Plan de la Nación está basado en el reconocimiento de que el modelo de desarrollo que rigió el país por más de tres décadas se agotó […] El gran desafío consiste en ejecutar una nueva estrategia de desarrollo en momentos de una profunda crisis económica, social, moral y cultural […] La nueva estrategia requiere de un Estado fortalecido y eficiente que promueva la competencia y que estimule la expansión y consolidación de una moderna economía de mercado, sobre la que debe recaer la responsabilidad fundamental del futuro desarrollo nacional (Cordiplan, 1990: 1, 7).»

  


  La crisis política que estalló en el país durante los años siguientes (golpes de Estado de 1992) quitó toda la viabilidad de esos objetivos. La demostración de que el petróleo ya no era suficiente para impulsar el desarrollo no fue suficiente para crear consenso social en torno a una nueva estrategia económica. Cuando un nuevo boom petrolero se presente a partir de 2003 se cometerán los mismos errores de los años setenta y ochenta. Nada o casi nada se habrá aprendido de las terribles experiencias precedentes.


  5. La economía durante períodos de ajuste y auge: 1990-2014


  El período 1990-2014 puede descomponerse en tres subperíodos. El primero, de 1990 a 1998, caracterizado por grandes penurias fiscales causadas por la volatilidad de los precios petroleros y con tres ajustes importantes en 1994, 1996 y 1998. El segundo, de 1999 a 2003, que empieza con un cambio político de gran calado y una política económica ortodoxa como respuesta a la crisis de 1998. El tercero, de 2003 a 2014, durante el cual un auge petrolero sin precedentes comienza y se agota debido a los excesos fiscales y a la quiebra institucional del régimen económico. Durante esos veinticuatro años, las políticas fiscales procíclicas fueron la norma, hecho que empujó constantemente la economía hacia los desequilibrios macroeconómicos en la forma de déficits fiscales, alta inflación, devaluación de la moneda, débil crecimiento y empobrecimiento colectivo. Los incentivos negativos del rentismo operaron plenamente e impidieron el aprendizaje macroeconómico.


  5.1 El período de ajuste: 1990-1998


  De 1990 a 1998 la economía venezolana mostró bajo crecimiento, alta inflación y déficits fiscales persistentes. Los precios del petróleo se mantuvieron por debajo de los picos de 1973 y 1980 y con tendencia a la volatilidad, lo que se reflejó en la actividad económica (ver gráfico 2). Luego de la gran contracción de 1989, el PIB repuntó como resultado del mayor gasto público y la respuesta positiva del sector privado a las medidas de liberalización. En 1990 el precio del petróleo llegó a casi 21 dólares por la invasión de Irak a Kuwait, para luego deslizarse a 16 en 1991 y 1992. Los ingresos no petroleros se mantuvieron estancados debido al fracaso de la reforma tributaria. El aumento de la liquidez y las minidevaluaciones al tipo de cambio (crawling peg) obligaron al Banco Central a una costosa política de absorción monetaria. No obstante, la inflación se mantuvo sobre el 30% hasta finales del siglo.
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  En 1993 el precio del petróleo cayó a 14 dólares por barril, causando así una contracción del gasto público al tiempo que el ambiente sociopolítico se complicaba al máximo como resultado de los golpes de Estado de 1992 y la destitución del presidente Pérez[24]. El ingreso petrolero como porcentaje del PIB cayó al 10,6%, cuando en 1991 era el 19%[25]. El PIB apenas creció con respecto a 1992, mientras que el saldo global de la balanza de pagos fue negativo en 706 millones de dólares, mejor que el de 1992 (-1139 millones), lo que significó un buen nivel de reservas internacionales, que en el momento representaba 14 meses de importaciones. El déficit fiscal ya presente en 1992 continuó en 1993 (-10,3 y -6,7 respectivamente) y la inflación alcanzó la preocupante tasa de 46%, la mayor desde 1989.


  En 1993 se acentuaron varias tendencias que distinguirán a la economía venezolana en los años posteriores. Así, la carrera entre inflación y devaluación será ganada por la primera, lo que ocasionó la sobrevaluación de la moneda. Esto afectó al sector manufacturero y a la balanza de pagos por la tendencia creciente a las importaciones. Los persistentes déficits fiscales se financiarán con devaluaciones sucesivas, lo que a su vez generará mayor inflación y políticas monetarias contractivas (altas tasas de interés), lo que será un obstáculo para la inversión privada.


  En enero de 1994 los problemas económicos tomaron un giro hacia lo peor. El nuevo Gobierno de Rafael Caldera (1994-1999) debió enfrentar una crisis bancaria gestada en un ambiente de contracción, inflación e inadecuada supervisión durante los meses anteriores. La crisis afectó un tercio de los depósitos bancarios y costó el equivalente del 11% del PIB (Krivoy, 2002: 1, 2).


  
    «Experimentamos una rara confluencia de factores negativos al hacerse presentes todos los elementos que pueden contribuir a una crisis bancaria: una economía débil, con instituciones poco efectivas y un sistema financiero frágil; un programa de reformas económicas mal secuenciadas; bancos cargados de activos de mala calidad, acumulados a lo largo de muchos años de préstamos a relacionados, financiados con dinero de los depositantes; finalmente, escasas oportunidades de inversión fuera del sistema bancario (Krivoy, 2002: 260).»

  


  Los auxilios del Banco Central a la banca aumentaron la base monetaria en 66% y originaron una fuga neta de capitales de 3730 millones de dólares; el PIB se contrajo 3% y la demanda agregada en 4,5% (Maza Zavala, 1999: 9). Durante los años siguientes, la inflación se mantuvo en niveles muy altos: alrededor de 60% en 1994 y 1995, debido a las devaluaciones experimentadas por el bolívar. Ante la fuga de capitales, el Gobierno no tuvo otra opción que establecer un control de cambios que duró desde julio de 1994 hasta abril de 1996.


  En 1995 las inversiones de la apertura petrolera y el aumento del precio del petróleo hicieron crecer ligeramente el PIB[26]. No obstante, en 1996 el Gobierno decidió corregir las distorsiones creadas por la crisis bancaria y el control de cambios e implementar un ajuste que buscaba desregular la economía en un sentido muy parecido al que se siguió en 1989. Por ello se firmó un acuerdo stand by con el FMI. La Agenda Venezuela, como se denominó al programa, liberó el tipo de cambio (estableció una banda de flotación que duró hasta 2002), los precios (con excepción de una cesta de productos básicos), y las tasas de interés, así como también aumentó el precio de la gasolina, el impuesto a las ventas (de 12,5% al 16,6%) y de servicios públicos, al tiempo que extendió y reformuló varios programas sociales tales como el subsidio familiar administrado por medio de las escuelas, las comidas escolares o los programas de guarderías. Aunque el ajuste logró resultados positivos al restablecer el equilibrio externo y fiscal, ayudado por la mayor recaudación fiscal y por el aumento de los precios del petróleo, su resultado más visible fue una inflación de 99%, la cual constituyó la tasa más alta de la historia de país hasta la fecha. Nuevamente, el PIB mostró una pequeña tasa de crecimiento.


  El año 1997 fue bueno, si comparamos con los malos resultados de los anteriores. El precio del crudo disminuyó de 19 a 17 dólares por barril, pero los volúmenes exportados crecieron, dando al país un respiro en su sector externo (Maza Zavala, 1999: 27). El gasto público, que había repuntado a finales del año anterior, y el efecto de las inversiones petroleras de la apertura se hicieron sentir para generar un crecimiento cercano al 6%[27]. La demanda agregada recibió un fuerte impulso por los aumentos nominales de ingreso que recibieron los trabajadores como resultado de la reforma laboral de ese año (bonos por el cambio en el régimen de prestaciones sociales) (Palma, 1999: 136). La inflación pasó del 99% en 1996 a 50% en 1997, muy alta todavía, pero representando una clara tendencia descendente, al punto de que llegó al 12% en 2001. Hacia 1996 la crisis bancaria ya había pasado. Los bancos estaban mejor capitalizados y la inversión extranjera había tomado importantes posiciones en el sector.


  En 1998 la volatilidad del petróleo jugó nuevamente en contra de la economía venezolana. En julio de 1997 la crisis asiática comenzó en Tailandia y se extendió por Asia y, en los meses siguientes, llegó tan lejos como a Rusia y Brasil. Se trató del típico estallido de una burbuja en la construcción, en paralelo con un sobreendeudamiento del sector privado en moneda extranjera. Cuando los inversionistas se percataron de ese hecho comenzó la fuga de capitales y la devaluación de las monedas. La OPEP no vio lo que venía y en agosto de ese año aumentó la producción[28]. El resultado fue una caída en picada de los precios del petróleo, esto debido a la recesión y a la acumulación de inventarios. En el caso de Venezuela, el precio cayó de 17 dólares en 1997 a 11 dólares en 1998.


  Los ingresos fiscales petroleros cayeron un tercio, aproximadamente 6000 millones de dólares con respecto a 1997; el gasto presupuestado fue cortado en 10% y a pesar de ello el déficit fiscal ascendió al 4,2% del PIB (Palma, 1999: 141)[29]. La fuga de capitales significó grandes pérdidas de divisas para el BCV, el cual tuvo que elevar las tasas de interés, con el consiguiente efecto negativo en el crédito y en la economía no petrolera. La balanza comercial mostró un saldo negativo de 1175 millones de dólares, el primero en muchos años (Maza Zavala, 1999: 29). No obstante lo anterior, la contracción del PIB fue de aproximadamente 1%, al tiempo que la inflación ascendió al 30% (inferior a la de 1997, de 38%) y el desempleo subió 1% para situarse en 11,5% (Maza Zavala, 1999).


  Al finalizar 1998 la crisis de la deuda parecía estar bajo control en Venezuela[30]. Durante los tres lustros anteriores hubo amortizaciones y refinanciamientos que redujeron su peso de manera significativa: la deuda total (interna y externa) era el equivalente del 62% del PIB en 1990, mientras que en 1998 había descendido al 29,3%. Ambos tipos de deuda comenzarían a repuntar unos años más tarde en medio de otro boom petrolero.


  Los datos sociales muestran un fracaso rotundo del sistema entre 1978 y 1998. Así, en 1977 el porcentaje de personas consideradas como pobres abarcaba al 33% de la población, mientras que en 1997 esa cifra había aumentado al 67,2% (Riutort, 1998: 18). En 1978 la tasa de desempleo era aproximadamente 4%, mientras que en 1998 alcanzaba el 11%. En 1978 el sector informal abarcaba a menos del 30% de los trabajadores, mientras que en 1998 los trabajadores informales eran cerca del 48% del total (Barcia, 2003: III-6). Entre 1982 y 1998 el salario real se redujo 70% (Guevara, 1998: 56).


  Se preparó así el terreno para un cambio político de enorme trascendencia, ocurrido en 1999 con el ascenso de Hugo Chávez al poder.


  5.2 La macroeconomía del chavismo: 1999-2003


  La política macroeconómica del chavismo puede dividirse en tres etapas[31]. La primera, entre 1999 y 2003, se desarrolla bajo el signo de la volatilidad de los precios del petróleo y la necesidad de ajustar la economía a los bajos precios del mismo. La segunda, a partir de 2004 y hasta 2014, cuando el despegue económico de China y la buena marcha de las economías desarrolladas (hasta 2007) y emergentes generaron un boom de materias primas en el cual el precio del petróleo alcanzó niveles récord en términos reales. La tercera se caracteriza por la disminución pronunciada de los precios del petróleo y su correlato en las peores plagas que puede presentar una economía: inflación, recesión, escasez y colapso de la infraestructura (agua y electricidad).


  Durante el Gobierno chavista, la economía y el sistema político sucumbieron a los impulsos rentistas y el país se hizo mucho más dependiente del petróleo. La distribución acelerada del ingreso petrolero, la regulación excesiva de la economía y la progresiva disminución de la capacidad productiva del sector público y privado fueron las marcas distintivas del período. Todo ello en el marco de una sociedad polarizada que explica en gran medida los desequilibrios macroeconómicos y la debilidad institucional por el afán del Gobierno en legitimarse políticamente sin reparar en los efectos negativos en la economía.


  En 1999, el primer año de Chávez en el poder, la crisis gestada el año anterior se sintió con toda su fuerza. El PIB cayó más de 6%; la pobreza y el desempleo aumentaron en 2%. La inflación se desaceleró del 23% al 25% producto de la caída en el consumo.


  Aunque el precio del petróleo repuntó de 11 a 16 dólares por barril, el Gobierno mantuvo una actitud prudente en materia fiscal, lográndose así un pequeño superávit (1% del PIB aproximadamente). Se recortó el gasto público y, más aún, el Gobierno ahorró recursos en el Fondo de Inversión para la Estabilización Económica (FIEM) creado por el Gobierno de Rafael Caldera en 1998. Los recursos en el FIEM comenzaron a aumentar con el repunte de los precios del petróleo a mediados del año, pero como contrapartida de una costosa política de endeudamiento interno con tasas de interés cercanas al 40%. En otras palabras, el Gobierno se endeudó internamente para acumular dólares en el FIEM sin un claro sentido de oportunidad (Santos y Villasmil, 2006: 352).


  La crisis de 2002 no se explica sin tomar en cuenta los elementos políticos. Desde 1999 hasta 2002 el país se polarizó ante la actitud radical (contraria a la búsqueda del consenso) de Hugo Chávez. Por ejemplo, la resolución 1011 del Ministerio de Educación en 2000, interpretada por las clases medias como un intento de controlar e ideologizar el sistema educativo con supervisores itinerantes, y la manera inconsulta como se aprobaron 41 leyes mediante habilitación legislativa al presidente a finales de 2001, fueron hitos importantes en el proceso, que culminó con las protestas populares y el golpe de Estado de abril de 2002[32].


  En 2000 los precios del petróleo dieron otro salto hasta 26 dólares desde los 16 del año anterior[33]. Los ingresos petroleros generaron superávit fiscal (4%) y aumento de las reservas internacionales. El Gobierno se olvidó de la austeridad de 1999 y pisó el acelerador fiscal y monetario, estimulado en gran medida por la creciente perturbación política. Hizo uso también del financiamiento del Banco Central mediante los diferenciales cambiarios que este obtiene de la diferencia entre los precios de venta y de compra del dólar. Las transferencias al fisco por este concepto ascendieron al 1% del PIB en 2000 y 2% en 2001 (León, 2003: 172)[34]. La contracción de 1999 se revierte y se logra crecimiento económico de aproximadamente 4% en 2000 y 2001.


  En 2001 la volatilidad petrolera nuevamente se hizo presente y los precios cayeron a 20 dólares por barril debido al aumento de los suministros globales[35]. A pesar de ello, el Gobierno mantuvo el sesgo expansivo, intentando mantener el tipo de cambio en un ambiente político que favorecía la salida de capitales. Entre febrero de 2001 y febrero de 2002 las reservas internacionales cayeron en 5000 millones de dólares (Rodríguez, 2003: 124). La pérdida de reservas no se pudo mantener y el ajuste se hizo inevitable. En febrero de 2002 el Ejecutivo anunció el fin del sistema administrado de bandas para el tipo de cambio en vigencia desde 1996, lo que conllevó una devaluación del 82,5%; la adopción de un impuesto al débito bancario y el recorte del gasto público, estimado en 1,6% del PIB (Rodríguez, 2003).


  Los eventos de abril complicaron la situación al máximo. La turbulencia política se unió a la inviabilidad fiscal y cambiaria para causar dos verdaderos annus horribilis (2002 y 2003) en la historia contemporánea de Venezuela: el PIB per cápita cayó cerca de 20%; la pobreza e indigencia aumentaron de 44% y 18% en 2000 a 48% y 22% en 2002 respectivamente; la inflación, del 16% en el 2000 al 31,1% en el 2003; el desempleo, del 12% en 2000 a casi 16% en 2003.


  Vale destacar que en los resultados globales de los años 2002-2003 es necesario separar los efectos causados por la huelga petrolera de finales de 2002 y comienzos de 2003, lo cual no resulta fácil. Estimaciones citadas por Rodríguez (2003: 138) lo sitúan en casi 10% del PIB. De igual importancia es el hecho de que, como resultado de la huelga petrolera de 2003, el Gobierno impuso un severo control de cambios que ha durado por más de una década, a pesar de que los motivos para su vigencia (caída acentuada de la producción petrolera en 2003 y consecuente escasez de divisas) fueron superados en 2004.


  En suma, desde el punto de vista macroeconómico, el período 1999-2003 resume los problemas institucionales causados por el rentismo petrolero. Poco se aprendió de la difícil década anterior. Los resultados económicos de este lustro fueron negativos, al producirse una reducción del PIB per cápita de 16% y un aumento del desempleo de tres puntos con respecto a 1999, aunque la inflación en promedio fue sensiblemente inferior durante 1999-2013 (21% en promedio) que en 1993-1998 (57% en promedio), debido entre otras cosas al uso más eficiente del anclaje cambiario por la mayor disponibilidad de divisas. Si bien el nuevo Gobierno asumió el poder con un programa económico moderado, centrado en los problemas fiscales y de balanza de pagos de 1998 y muy alejado del socialismo posterior, pronto cedió a los incentivos políticos de la abundancia, aumentando el gasto en 2000 y acentuando una actitud confrontacional que al final desembocó en el ajuste económico y la crisis política de 2002.


  En 2003 la volatilidad se haría presente de nuevo pero en un sentido hasta cierto punto inesperado: comenzaba un boom petrolero incluso superior en precios reales y en duración al de treinta años antes (Yergin, 2011: 185). En el caso de Venezuela, no obstante, se cometerían los mismos errores.


  5.3 Un nuevo ciclo de boom y crisis, 2003-2016


  En 2003 los precios del crudo comenzaron la marcha ascendente, que en el caso de Venezuela los llevó de 20 dólares por barril en 2001 a 100 en 2012. Este boom representó un monto gigantesco en ingresos, equivalente a tres veces su PIB y muy superior al de otros países latinoamericanos que también se beneficiaron de los buenos precios de los commodities, como Bolivia y Chile, con 190% y 185% del PIB respectivamente (Monaldi, 2013: 488).


  La bonanza de 2003-2014 fue causada por un shock de demanda debido a la buena marcha de la economía mundial y en particular de países emergentes como China e India, y a la debilidad de la oferta como resultado de la renuencia de las empresas petroleras a invertir en el sector ante la experiencia traumática de finales de los años noventa[36]. La Gran Recesión de 2007-2008 causó un retroceso de los precios en 2009 y 2010, lo que nuevamente impactó el desempeño económico de Venezuela, pero pronto se reanudó la tendencia ascendente hasta 100 dólares en 2012 y 96 dólares en 2013.


  El manejo institucional que el Gobierno dio al ingreso petrolero cometió los mismos errores de los años anteriores. Básicamente, la agudización del conflicto a partir de 2002 estimuló la expansión del gasto como forma de legitimación política ayudado por la marcha ascendente del ingreso petrolero. En 2003 se lanzaron las «misiones», o programas sociales de sesgo clientelar, como respuesta a la creciente oposición enfrentada por el Gobierno. También se acentuaron las prácticas «heterodoxas» en el manejo de las finanzas públicas, de cara al referendo revocatorio de 2004: ganancias cambiarias, uso de reservas «excedentarias» y, por último, el financiamiento monetario puro y simple por parte del Banco Central.


  Tal situación fue convalidada por las reformas de la Ley del Banco Central de Venezuela de 2005, 2009 y 2010, las cuales permitieron al Ejecutivo la disposición de buena parte de las reservas internacionales en diferentes fondos de uso discrecional y la obtención de créditos directos para sus programas de desarrollo. Como dijimos, la reforma de 2005 creó el Fonden, alimentado con las divisas generadas por PDVSA y entregadas al Banco Central a partir de la figura nada precisa de un «nivel adecuado de reservas» cuyo exceso le es transferido y gastado sin ningún control parlamentario. La «nueva institucionalidad financiera bolivariana» rompió con la regulación presupuestaria establecida en artículo 314 de la Constitución, que obliga al Estado a ejecutar sus gastos en el marco de una ley de presupuesto. En la práctica, el Gobierno dispone de canales de gasto (Fondo Chino, presupuesto de PDVSA, entre otros muchos) que impiden su adecuada fiscalización. En total, el Gobierno creó, entre 2004 y 2013, 16 fondos que han administrado 257.000 millones de dólares en las más variadas actividades (créditos al sistema productivo, infraestructura, vivienda, compra de armas, etc.) (Armas, 2013).


  Fonden recibió de PDVSA y del BCV más de 100.000 millones de dólares entre 2005 y 2012 (Guerra, 2013: 51), lo que impactó negativamente a las reservas internacionales del país y a la empresa petrolera, al dejarla sin recursos suficientes para la inversión en el sector. PDVSA, que genera 96 de cada 100 dólares que ingresan a Venezuela, ha sido abrumada con toda clase de responsabilidades ajenas al negocio petrolero. Por ejemplo, entre 2003 y 2012 la empresa destinó para el financiamiento de las misiones más de 32.000 millones de dólares (Armas, 2012). Tal exceso de responsabilidades aumentó su deuda comercial y financiera y generó el estancamiento, con tendencia a la baja, de la producción de hidrocarburos[37]. Por su parte, la persistente sobrevaluación de la moneda se tradujo en déficits operativos en bolívares, puesto que el cambio bolívar-dólar no es suficiente para cubrir sus gastos, los cuales debieron ser financiados por la emisión monetaria del BCV.


  Como es usual en la Venezuela petrolera desde 1973, los años de altos ingresos petroleros son también años de déficits fiscales y endeudamiento. Entre 1998 y 2014, el sector público apenas mostró superávits en 1999, 2000, 2004 y 2005, tornándose el problema particularmente grave desde 2006, cuando los déficits han sido persistentes y crecientes al punto de que en 2014 se ha estimado en 20 puntos del PIB (Ecoanalítica: 2014). Por su parte, la deuda pública también ha crecido en paralelo con los altos precios del petróleo reafirmando el tradicional carácter procíclico de la política fiscal. La deuda total (interna y externa, incluyendo a PDVSA) creció de 37% del PIB en 1998 a 54,1% en 2012 (Guerra, 2012: 80). El carácter «heterodoxo» de la política fiscal del Gobierno se manifestó también, a partir de 2005, en la emisión de deuda externa (en varios casos denominada en dólares, pero pagada en bolívares) destinada no al financiamiento de proyectos productivos sino a la estabilización del mercado paralelo de divisas, lo que se tradujo en una forma importante de fuga de capitales.


  Los excesos fiscales han generado las tasas de inflación más altas del mundo: un promedio de 32% en el período 2008-2013, un aumento significativo a 62,2% en 2014, y un récord histórico de 180,9% en 2015 (ver gráfico 3). El estimado del FMI para 2016 es 720% (World Economic Outlook 2016: 178). La situación luce más preocupante cuando se toma en cuenta que el promedio de la inflación en América Latina durante la década nunca superó el 7% (World Economic Outlook 2016).


  El creciente gasto público y el financiamiento monetario de los déficits son los principales culpables de la aceleración inflacionaria. El gasto del sector público consolidado pasó de 33,1% en 2000 a un promedio de 39% en 2010-2013, con un récord de 51% del PIB en 2012, que fue año electoral (Salmerón, 2014). Al creciente gasto público se sumó el financiamiento monetario de los déficits del Gobierno y de las empresas públicas (incluida PDVSA) como resultado de las mencionadas modificaciones a la Ley de Banco Central. Como consecuencia, la liquidez monetaria aumentó 743% entre 2006 y 2013[38]. Las autoridades económicas no tomaron en consideración los efectos de la gran masa monetaria en un contexto de bajas tasas de interés y de control de cambios. Ni las abundantes importaciones, las cuales crecieron de 14.492 millones de dólares en 1999 a 50.000 millones en 2012 (Salmerón 2012b); ni los estrictos controles de precios impuestos en paralelo con el control de cambio de 2003 pudieron contener el ascenso de los precios, muy por encima de los niveles latinoamericanos. La altísima inflación venezolana es una rareza en la economía internacional en la cual la inflación cae en la mayoría de los países, y la deflación surge como una preocupación en Europa e incluso en los Estados Unidos[39].


  La mayor fuente de distorsiones de la economía venezolana actual proviene de la política cambiaria. El país sufre los rigores de un control de cambios desde 2003, cuando el paro petrolero de ese año generó el colapso de la producción y la consiguiente escasez de divisas. Como se dijo arriba, el aumento de los ingresos en los años posteriores pudo servir para eliminarlo, pero el Gobierno lo utilizó como una herramienta de gran utilidad en la gran variedad de controles que implementaría posteriormente[40].
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  El problema básico del sistema cambiario ha sido su tendencia creciente hacia la sobrevaluación de la moneda como forma (fallida, obviamente) de control inflacionario, y la existencia desde 2010 de varias tasas cambio, lo que crea innumerables distorsiones en la economía. La alta inflación interna le otorga al bolívar un mayor poder adquisitivo externo que interno y, por ello, la demanda de dólares es constante y creciente tanto para importaciones de insumos y bienes de consumo como para ahorro de los hogares o especulación. Un ejemplo claro de la tendencia a la sobrevaluación lo tenemos en el período 2005-2010, cuando el Gobierno mantuvo fijo el tipo de cambio en 2,15 bolívares por dólar, al tiempo que la inflación se mantuvo en un promedio de 28% por año. La enorme masa monetaria y las bajas tasas de interés internas aseguran una demanda prácticamente infinita para las divisas. La separación entre las tasas de cambio oficial y la tasa de cambio en el mercado paralelo (que actúa como la principal referencia de los precios internos) ascendió a niveles récord de más del 500%. El resultado es escasez y racionamiento del dólar, lo que obstaculiza la producción nacional por la falta de insumos. Si a lo anterior agregamos el control de precios a que está sometida una gran parte de la canasta de consumo, la consecuencia es la aguda escasez de bienes y servicios que se observa en el mercado[41].


  Los desequilibrios macroeconómicos que se acentuaron a partir de 2006 se explican en parte por la radicalización del programa político de Chávez. En ese año el presidente aspiró exitosamente a la reelección bajo la bandera del socialismo y en 2007 propuso una reforma constitucional (la cual no tuvo mayoría en el referéndum de ese año) para dar al Estado y a la economía tal contenido. En 2009 logró aprobar mediante referéndum una enmienda constitucional que estableció la reelección indefinida. Fueron años de mucho activismo político y campañas electorales que, obviamente, requirieron el gasto de abundantes recursos fiscales[42].


  El socialismo se tradujo en una mayor intervención del Estado en la economía. Las políticas distributivas y clientelares han sido la otra cara de la moneda de los persistentes déficits fiscales y el creciente endeudamiento. El Gobierno decidió reforzar las misiones, mantener los subsidios[43] y acentuar la sobrevaluación de la moneda. En 2006 la coyuntura era propicia para la eliminación del control de cambios en virtud de los crecientes ingresos petroleros, pero tal medida nunca fue considerada.


  Los años 2007 y 2008 fueron tiempos de estatizaciones y expropiaciones de activos productivos. El Gobierno estatizó las compañías de servicio público como CANTV (telecomunicaciones) y Elecar (Electricidad en Caracas), productoras de acero (Sidor) y modificó los contratos con las compañías extranjeras que trabajaban en la Faja Petrolífera del Orinoco, aumentando la participación en los joint ventures, elevando los impuestos y expropiando sus activos, así como el de varias compañías que prestaban servicios de ingeniería y transporte. También estatizó productoras y distribuidoras de alimentos, plantas cementeras y bancos. Al calificarlos como «sectores estratégicos», el Gobierno asumió directamente la gerencia de esas actividades incurriendo en enormes gastos para el país y generando costosos litigios, como en el caso de las petroleras. Sin duda, una regulación eficiente hubiera sido suficiente para alcanzar los objetivos propuestos y hubiera liberado recursos para ser invertidos en otras necesidades sociales.


  Durante el período 1999-2003, el Gobierno de Chávez mostró cierta tolerancia hacia el sector privado en el sentido de no querer sustituirlo como proveedor de bienes y servicios. El enfrentamiento era político y ello lo llevó a privilegiar la participación de la inversión extranjera en el mercado nacional como sustituto de capitales locales. Un caso emblemático fue la autorización de la multinacional aes para comprar la Electricidad de Caracas en 2000 y el acuerdo implícito (no fijó posición oficial) para que la misma transnacional lanzara una oferta pública de acciones (OPA), que no tuvo éxito, para controlar CANTV, a pesar del riesgo de crear un «supermonopolio» que abarcaría las telecomunicaciones y la electricidad.


  En este sentido, la revista The Economist sintetizó de la siguiente manera el proyecto chavista de la época: «Ni socialista ni comunista. Al contrario de Fidel Castro, Hugo Chávez no propone la abolición de la propiedad privada. Pero el sector privado que él tiene en mente consiste en enclaves de inversión extranjera y pequeñas firmas dependientes del Estado. Ninguno podría amenazar su control del poder» (The Economist, 2003). Como vimos, tal orientación cambió radicalmente a partir de 2006 con el giro hacia el socialismo, al punto de afectar las garantías a la propiedad privada.


  El socialismo del siglo XXI, como llamó Chávez a su proyecto político, se manifestó igualmente mediante una amplia gama de regulaciones al sector privado. A los mencionados controles de cambio y precios, se sumaron regulaciones en materia de manejo de inventarios (contra el acaparamiento), distribución de productos, tasas de interés y gavetas obligatorias para la asignación de créditos. Los derechos de propiedad se vieron afectados puesto que la expropiación de empresas y activos se hizo muy fácil en virtud de atribuciones que el Gobierno se dio a sí mismo, estando habilitado para legislar por leyes habilitantes que el Parlamento aprobó en varias oportunidades. En 2008, en el marco de la tercera ley habilitante, Chávez promulgó la Ley para la Defensa en el Acceso de los Bienes y Servicios, que le permitió declarar de utilidad pública, y por tanto sujeta a expropiación expedita, la cadena de comercialización de los productos considerados de primera necesidad. En enero de 2014, el presidente Maduro, también habilitado por el Parlamento, promulgó la Ley Orgánica de Precios Justos (que derogó a la ley anteriormente mencionada), que lo facultó para la fijación de precios mediante el análisis de las estructuras de costos de los productos y su margen de ganancias, que en ningún caso superará el 30%, y lo dotó de amplios poderes para la fiscalización de la actividad económica y la posibilidad de sancionar prácticas consideradas como ilícitos administrativos. La fijación de las tasas máximas de ganancias que pueden ganar las empresas es un caso típico de planificación centralizada al estilo de la Europa Oriental comunista.


  Como ha sido la regla en el pasado, el desempeño global de la economía ha estado asociado al nivel de los precios del petróleo. Durante el boom 2003-2014, las políticas procíclicas, apoyada en los altos ingresos petroleros, han estimulado la demanda agregada en su componente de consumo. Por ello, las importaciones tendieron a aumentar, estimuladas por la sobrevaluación de la moneda y compitiendo con la oferta nacional, lo que ha desindustrializado al país, fomentado el crecimiento de los servicios y prácticamente hecho desaparecer la exportaciones no petroleras. Por su parte, cuando los precios del petróleo retrocedieron en 2009 y 2010, el Gobierno recortó el gasto público y aumentó los impuestos, empeorando la recesión. Lo relevante del rentismo petrolero es que no importa cuán alto suban los precios, las necesidades creadas por el consumo y la sobrevaluación de la moneda (el efecto voracidad) siempre tienden a ser mayores. Es por eso que a mediados de 2014, con precios petroleros cercanos a 100 dólares por barril, la economía venía desacelerándose y los dólares eran escasos en el mercado oficial, haciendo que el dólar paralelo alcanzara niveles récord.


  El crecimiento económico del boom 2003-2014 tiene varias características que se derivan de la condición petrolera de la economía venezolana (ver gráfico 3). En primer lugar, no se compagina con los enormes recursos manejados durante el período. Como se observa en el gráfico 4, el PIB per cápita creció 19,8% en Venezuela durante 1999-2011, cuando otros países de la región lo hicieron a tasas muy superiores. El gasto público perdió capacidad para generar crecimiento económico. La magnitud de ingreso petrolero entre 1999 y 2013 fue de casi 700.000 millones de dólares contra 348.980 millones en los cuarenta años anteriores (Larrazábal, 2013: 3). El socialismo en este caso no resultó un modelo muy eficiente.


  En segundo lugar, el crecimiento económico acentuó la dependencia petrolera y la concentración de la producción. En 2014, 96 de cada 100 dólares que ingresan al país provienen de la exportación petrolera. Las exportaciones no petroleras cayeron de 7606 millones de dólares en 2005 a 3800 millones de dólares en 2012 (Salmerón, 2013). El peso del sector industrial (transables) en el PIB pasó de 17,3% en 1998 a 13,7% en 2013 (Deniz, 2014). La manufactura ha sido el sector más golpeado por la volatilidad económica, mostrando tasas de contracción mayores que los otros sectores de la economía (Weisbrot y Johnson, 2012: 10). Tiene razón Rodrik (2008: 5) al decir que los bienes transables sufren más que otros sectores de las imperfecciones de mercado que bloquean el cambio estructural y la diversificación económica. En el caso de Venezuela, deben enfrentar la sobrevaluación de la moneda, las altas importaciones, las exageradas regulaciones gubernamentales, el escaso financiamiento y las débiles salvaguardas a los derechos de propiedad. El crecimiento del período ha estado liderado por actividades como la construcción (dependiente del gasto público), las comunicaciones (servicios altamente inelásticos e importadores), las finanzas (beneficiarias de la alta liquidez) y el comercio (empleo inestable y de bajos sueldos). Se trata de un crecimiento volátil por la alta dependencia del ingreso petrolero y basado en el consumo más que en la inversión.
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  La volatilidad macroeconómica de Venezuela, causada por la inestabilidad de los precios petroleros, es el factor de mayor peso en el mercado de trabajo y en los niveles de pobreza. El panorama social del país, entonces, depende de la sostenibilidad de la política económica, que históricamente se ha topado con el obstáculo de la caída del ingreso petrolero y la necesidad del ajuste externo, fiscal y en el mercado de trabajo. La pregunta no es tanto si los indicadores sociales son buenos, como si podrán sostenerse en el tiempo.


  Los resultados sociales del período 1999-2014 reflejan la evolución del mercado petrolero internacional. Los altos precios se traducen en una expansión fiscal que estimula la demanda agregada y el gasto social del Gobierno. El consumo crece en mayor medida que la inversión ayudada por la sobrevaluación de la moneda. En tales condiciones, los índices de pobreza caen cuando se les mide por el nivel de ingreso de las familias. Como se observa en el gráfico 5, en 1999 y 2002 la pobreza aumentó debido en parte a los efectos de la volatilidad petrolera y a los conflictos políticos que paralizaron la actividad productiva. En los años siguientes, los índices caen para mantenerse relativamente estables en años de alto ingreso, lo que revela que el gasto público y las misiones no son por sí solas las políticas adecuadas para reducir la pobreza a niveles de país desarrollado. Igualmente, los niveles de ingreso debieron ser suficientes para reducir todavía más a la población considerada como pobre, pero los grados de reducción no son muy distintos de los de otros países latinoamericanos, tal como se observa en el gráfico 6.
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  La tasa de desempleo ha caído considerablemente desde los niveles inusualmente altos de 2002-2003 (15%) hasta niveles cercanos al 7% en 2012 (véase gráfico 7). Esta cifra esconde muchos aspectos negativos. No es solo el hecho de que los empleos creados se encuentran en sectores de bajos salarios y que son inestables, como el comercio y el Gobierno, sino también se cuestionan aspectos metodológicos. Por ejemplo, basta con que una persona haya estado trabajando una semana o tenga una jornada reducida para que se considere empleado. De igual manera, la reducción considerable del coeficiente Gini, que pasó de 0.941 en 1998 a 0.405 en 2012[44], no significa nada en sí misma, puesto que la igualdad puede darse en cualquier clase de contexto, bien sea autoritario, de pobreza o de carencia de oportunidades, lo que fomenta la emigración. El aumento del ingreso per cápita que han experimentado los venezolanos durante el boom petrolero (véase gráfico 3) se ha dado en un contexto de inflación, inseguridad y desabastecimiento.
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  6. Conclusiones y recomendaciones


  A finales de 2016, Venezuela se enfrenta a otro proceso de ajuste en un entorno de «estanflación». La aguda escasez de divisas y la consiguiente caída de las importaciones son signos de recesión. A ello se suma el índice inflacionario más alto del mundo, resultado de la monetización del déficit fiscal y los problemas de oferta, lo que obligará al Gobierno en algún momento a cortar el gasto público y los subsidios (el de la gasolina, el más importante) y devaluar la moneda para restablecer el equilibrio fiscal. Como ha sido el caso, lo anterior se traducirá en una caída del consumo, aumento de impuestos y desempleo.


  Para colmo de males, los precios del petróleo han comenzado a mostrar una tendencia descendente. El promedio de la cesta venezolana pasó de 100 dólares por barril en 2012 a 44,25 dólares en 2015 (ver gráfico 2). La caída de los precios es el resultado, entre otros factores, de la abundancia de oferta en los mercados por la lenta recuperación de la economía mundial, del aumento de la producción de petróleo de esquistos (shale oil) en los Estados Unidos y de la intención de Arabia Saudita de no dejarse arrebatar mercados y aumentar su producción45. Para un país con los apuros fiscales de Venezuela, tal situación luce muy grave y el ajuste se asoma en el horizonte.


  En relación con el modelo petrolero, poco ha cambiado en Venezuela después de treinta años. Los impulsos de la política económica inherente al rentismo petrolero son más fuertes que nunca. El país continúa tan dependiente del petróleo como antes. Sobrevaluación de la moneda, gasto público creciente, sesgo importador, controles de precios, tarifas rezagadas y su correlato de endeudamiento externo e interno son parte integral de la política económica que los Gobiernos de Hugo Chávez y Nicolás Maduro implementaron en el marco del boom petrolero que comenzó en 2003.


  El país continúa mostrando el síndrome de la voracidad fiscal que acompaña al rentismo petrolero. El gasto público no solo es ineficiente, en el sentido de generar cada vez menor crecimiento, sino también es desordenado y opaco. El presupuesto nacional es apenas una de las distintas vías para distribuir la renta junto con los créditos adicionales y una gran cantidad de fondos parapresupuestarios de absoluta discrecionalidad del presidente.


  Los Gobiernos chavistas han utilizado todos los recursos a su disposición para financiar los déficits fiscales y de balanza de pagos, incluyendo el financiamiento monetario por parte del Banco Central. La hiperinflación se ha evitado porque el aumento de la liquidez monetaria se compensó con importaciones, fuga de capitales mediante la venta de bonos en dólares, contención salarial y un estricto control de precios que generó desabastecimiento. No obstante, la abundante liquidez en paralelo con un control de cambios generó una persistente inflación. El precio del dólar artificialmente bajo estimula una demanda ilimitada que produce escasez de la divisas y obliga a su racionamiento, creando desabastecimiento de bienes de todo tipo. La escasez de insumos para la producción crea fuerzas recesivas, como es evidente en 2016. La caída del precio del petróleo desde el segundo semestre del 2014 constituye una pésima noticia para un Gobierno que venía quedándose sin margen de maniobra ante la crisis.


  La política económica de los Gobiernos chavistas es un típico caso de populismo macroeconómico, tal como lo definen Dornbusch y Edwards (1991: 9): «Un enfoque económico que enfatiza el crecimiento y la distribución del ingreso y resta importancia al riesgo de la inflación y déficits financieros, restricciones externas y la reacción de los agentes económicos a políticas agresivas al margen del mercado». Como resulta evidente en la experiencia latinoamericana, tales episodios terminan en ajustes internos cuando los déficits de balanza de pagos no pueden seguir financiándose.


  Las diferencias entre los booms petroleros de 1973 y 2003 son ilustrativas. Durante el primer boom, de 1973, buena parte de los ingresos fue destinada a la creación de activos productivos e infraestructura que, de haberse administrado eficientemente, hubieran podido aliviar la dependencia petrolera. Durante el período 1973-1978, los sectores de mayor crecimiento fueron la construcción (14,2%), transporte y comunicaciones (10,4%) y manufactura (8,6%). Durante 1973-1978, período de crisis, la construcción encabezó la caída con -10,4%, mientras transporte y comunicaciones lo hizo en -3,1%. La manufactura apenas creció 1,5% (Echeverría, 1984-2: 50 y 76).


  Por su parte, en el segundo boom de 2003 los ingresos se han dedicado mayoritariamente al consumo, que es volátil porque está atado al nivel de ingreso petrolero. La construcción fue el motor del crecimiento económico en 2011 y 2012 debido a la gran inversión de la misión Gran Vivienda Venezuela[46] al igual que lo fue durante 1973-1978. La manufactura, por ejemplo, continuó descendiendo como proporción del PIB: de aproximadamente 18% en 1998 a 14% en la actualidad. Las exportaciones no petroleras pasaron, en el mismo período, de 5200 millones de dólares a 3200 millones.


  La gran magnitud de la demanda de consumo (que no de inversión) no ha podido ser aprovechada por el sector privado para diversificar la economía y aumentar la producción. La oferta que debió generar la demanda agregada del inmenso gasto público no se materializó debido al gran número de obstáculos que ha enfrentado el sector privado a lo largo del Gobierno de Chávez: escasez de divisas, expropiaciones, cerco regulatorio, debilidad del Estado de derecho, pésima infraestructura, inseguridad ciudadana, entre otros factores.


  ¿Qué lecciones podemos extraer para el futuro de la experiencia que acabamos de revisar? La más importante es que Venezuela necesita equilibrio macroeconómico, tal como se definió al principio: baja inflación, tasa de cambio estable, superávit fiscal y tasas de interés reales positivas. Para lo anterior es vital mantener el gasto público dentro de límites razonables que impidan el exagerado crecimiento de la masa monetaria y evitar la sobrevaluación de la moneda para fomentar la reindustrialización del país. Venezuela tiene una ventaja adicional en el ingreso petrolero, que a pesar de la volatilidad de los precios, le proporcionará recursos para compensar los efectos negativos que tales medidas puedan causar en la población.


  El problema macroeconómico consiste en cómo manejar la volatilidad causada por una masa de ingresos externos que, al aumentar o disminuir, distorsiona la economía por medio de políticas procíclicas: acelera el gasto cuando el ingreso es alto y lo disminuye cuando es bajo, amplificando así las distorsiones[47]. La respuesta es institucional y se concreta con la implementación de mecanismos de ahorro que sean respetados y tengan continuidad en el tiempo sobre la base de acuerdos políticos.


  Con base en lo anterior se buscaría dar sostenibilidad al gasto real para evitar la inflación resultante del ingreso de los flujos externos a la economía, la sobrevaluación de la moneda que afecta al sector de bienes transables, o legar activos a las generaciones futuras.


  Las políticas públicas diseñadas para manejar eficientemente altos flujos de divisas provenientes de la explotación de recursos naturales abarcan un amplio espectro. Entre otros, podemos mencionar los siguientes mecanismos institucionales:


  1. Dolarización y caja de conversión. Son variaciones del patrón oro adaptadas a las circunstancias modernas de las «monedas de reserva». Implica renunciar a la política monetaria y dejarla en manos del banco central emisor, en este caso la Reserva Federal de los Estados Unidos. Con la caja de conversión se establece un tipo de cambio fijo con el dólar y la moneda nacional debe estar respaldada en su totalidad por la divisa extrajera. La masa monetaria es equivalente a las reservas internacionales. Ambos arreglos conllevan la necesidad de superávits fiscales, tasas de inflación inferiores a las exteriores y tasas de interés positivas para impedir la salida de capitales, con lo que los riesgos de deflación son muy altos como resultado de una política económica tan ortodoxa. Es un esquema inflexible, más viable al final de procesos hiperinflacionarios que requieren medidas radicales. En la economía internacional actual, la flexibilidad en el tipo de cambio y políticas expansionistas en caso de recesión son recomendables. Un país como Venezuela, que dispone de un flujo apreciable de dólares por la exportación petrolera, tendría algunas ventajas adicionales para mantener el sistema, pero la eventualidad de una caída de los precios la sometería a un ajuste excesivo suponiendo que el arreglo se mantuviera.


  2. Fondos de estabilización. Es la práctica más usada cuando se busca neutralizar los efectos de grandes flujos de ingreso en la economía y los shocks externos negativos. Se busca con ellos mantener constante el gasto público ahorrando en los buenos tiempos y gastando en los malos. El uso de los fondos acumulados debe estar sujeto a estrictas reglas, lo que supone un sólido acuerdo político e instituciones fuertes. Deben evitarse subterfugios como sería contraer endeudamiento utilizando el fondo como colateral. Tienen larga tradición en Venezuela, desde los recursos ahorrados en la tesorería a principios del siglo XX, pasando por los fondos contracíclicos de las primeras reformas de la Ley del BCV, hasta el Fondo de Inversiones de Venezuela (FIV) para ahorrar parte de los ingresos del primer boom petrolero de 1973, y el FIEM de 1998, cuyos recursos fueron utilizados casi en su totalidad en 2003 como respuesta a la crisis económica y política de esos años. Existen también los fondos soberanos, típicos de países petroleros, que invierten los excedentes en activos financieros y reales. Sobresale en este caso el noruego, cuyos recursos solo se pueden utilizar para fines fiscales en una pequeña proporción (4% al año), lo que tiene como objetivo dar solidez a los fondos de retiro, con lo que muestra un sesgo intergeneracional.


  3. Distribución directa de la renta. Con ello se busca quitar la discrecionalidad del Gobierno en el manejo del ingreso petrolero, el cual se distribuiría directamente a los ciudadanos (como se hace en Alaska) o se ahorraría en fondos para financiar necesidades específicas de la población, como salud, educación, retiro o infraestructura (Rodríguez y Rodríguez, 2012).


  4. Política fiscal de balance estructural. Tal como se implementa en Chile desde el Gobierno de Ricardo Lagos, esta regla busca mantener el gasto estable durante expansiones y recesiones.


  
    «Esta consiste en mantener en cada presupuesto anual un nivel de gasto compatible con los ingresos que se recaudarían cuando la economía está ocupando plenamente el PIB potencial y cuando el precio del cobre está en su equilibrio de mediano plazo. Por consiguiente, cuando la economía está sobrecalentada, la política fiscal recauda más tributos pero no incrementa el gasto, por lo cual acumula ahorros; y cuando está en recesión, utiliza aquellos fondos o se endeuda para cubrir la merma de ingresos asociada a la menor actividad económica; así se mantiene la tendencia del gasto inalterada (Ffrench-Davis, 2008: 400).»

  


  De los esquemas arriba mencionados, el 2 y el 4 parecen ser los más apropiados para un país como Venezuela. No son tan inflexibles como el 1 y el 3, aunque también requieren compromiso por parte de los políticos y de la sociedad. Recordemos que tales esquemas están diseñados para lidiar con los excesos fiscales y la volatilidad y no para dar respuesta a la gran cantidad de problemas que aquejan a la economía venezolana. Otras reformas estructurales son necesarias en áreas como la educación, el fomento industrial, la infraestructura y el comercio internacional. Pero lograr estabilidad macroeconómica es requisito esencial para que tales reformas tengan éxito.


  La macroeconomía es un sistema de instituciones (reglas de juego) e incentivos que señalan a empresas e individuos posibles cursos de acción: productivos, improductivos o destructivos, para utilizar las categorías de Baumol (1991). El aprendizaje macroeconómico es la consecuencia de la disposición de la sociedad y del sistema político a mantener las reglas del juego y darle a la economía un sesgo productivo en el sentido de limitar o eliminar, por ejemplo, los impulsos rentistas generados por el ingreso petrolero. El aprendizaje macroeconómico se concreta en el conocimiento incorporado en las instituciones económicas.
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  ¿Qué hacer con el ingreso petrolero?

  Luis Oliveros y José Manuel Rodríguez-Grille


  1. Introducción


  1.1. Diagnóstico


  Casi cien años tiene Venezuela explotando y comercializando un recurso natural no renovable como es el petróleo; sin embargo, todavía nuestra sociedad no logra ponerse de acuerdo sobre qué hacer con los ingresos que recibe por la producción petrolera.


  En 1926, las exportaciones petroleras pasaron a ser más importantes que las agrícolas; paulatinamente el sector petrolero se convirtió en la principal actividad económica del país, no solamente perfilándose como el más importante ingreso fiscal, sino también como su principal generador de divisas. Desde entonces y hasta mediados de la década de los setenta, el país vivió una etapa de esplendor gracias a un buen manejo de los ingresos derivados de sus recursos naturales, reportando un crecimiento económico promedio anual cercano al 6%, una inflación de 1,5%, reducción acelerada de la pobreza y contando, desde 1958, con una democracia ejemplar para la región. Sin embargo, un punto de inflexión ocurrió a finales de la década de los setenta, paradójicamente motivado por los favorables shocks petroleros de esos años, y aparecieron los problemas socioeconómicos que se han mantenido en el país hasta nuestros días: estancamiento, inflación, inestabilidad cambiaria, destrucción institucional, inseguridad, entre muchos otros.


  En el cuadro 1, basado en cifras del Banco Mundial, realizamos una comparación del PIB per cápita (en dólares de los Estados Unidos a precios constantes de 2005) de Venezuela con varios países de la región, Estados Unidos, Grecia, Israel, España, Portugal y Botswana. Los PIB per cápita que estamos presentando son de los años 1960, 1977 (por ser el año donde Venezuela alcanzó su máximo) y 2014 (por ser el último año que ha reportado el Banco Mundial). Es de destacar que, para 1960, Venezuela estaba ubicada en el lugar número 23 (uno de los países con más alto ingreso per cápita) entre los 99 países que el Banco Mundial reportó ese año; sin embargo, para 2014 había caído hasta la posición número 72 de 181 países.
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  Venezuela presentaba en 1960 un PIB per cápita (USD de 2005) que era 90% del de España, similar al de Grecia o Israel, y superior en 44% al de Portugal. Adicionalmente era 33% del de Estados Unidos, 80% del de Japón y 180% superior al promedio mundial. Para 2014 los números cambian de manera importante; por ejemplo, ahora el PIB per cápita de Venezuela apenas representa 13% del de Estados Unidos, 16% del de Japón y los PIB per cápita de Grecia e Israel son ahora 3 y 4 veces mayores al de Venezuela, respectivamente.


  Llama la atención el caso de Botswana, otro país en desarrollo muy dependiente de la exportación de recursos naturales. Este país en 1960 tenía un PIB per cápita de 380 dólares, pero para 2014 ascendió hasta 7096 (un incremento de 1767%).


  En resumen, Venezuela presentó un crecimiento en su PIB per cápita (a precios constantes de USD 2005) entre 1960 y 1977 del 25%, a razón de 1,25% anual. Sin embargo, la historia es muy diferente desde 1978 hasta 2015, cuando experimenta una caída de -14,7% (-0,36% anual).


  En el gráfico 1 presentamos la evolución del PIB per cápita (USD de 2005), pero adicionalmente agregamos el ejercicio sobre el posible comportamiento de esa variable si esta hubiera mantenido el mismo ritmo de crecimiento que traía desde 1960 hasta el año 2015 (es importante tener presente que esa tasa no era imposible de lograr; por ejemplo, el promedio de crecimiento de esa variable entre 1978-2015 en los países centroamericanos y suramericanos fue de 1,28%, cifra muy parecida a la de Venezuela entre 1960-1977). Claramente se puede observar que Venezuela podría haber llegado a duplicar el PIB per cápita actual de haber mantenido durante el período 1978-2015 una tasa de crecimiento similar a la que mostró en el período 1960-1977.
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  Venezuela empieza a presentar problemas en su producción petrolera a comienzos de la década de los setenta. Luego de llegar a su récord histórico de producción de petróleo (unos 7 millones de barriles diarios en 1970), inició una etapa de descenso importante que se prolongaría durante más de 20 años (la apertura petrolera de mediados de los noventa frenaría esa tendencia). A esa tendencia no escaparían las exportaciones petroleras per cápita. El gráfico 2 muestra el comportamiento de esa variable desde 1950 hasta 2015.
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  Es notable la caída experimentada por las exportaciones per cápita venezolanas. Desde su pico a finales de la década de los cincuenta y hasta comienzos de los ochenta, estamos hablando de una caída del 64%. También el descenso entre 1998 y 2015, cercano al 50%.


  A esa tendencia declinante debemos agregar una volatilidad muy importante en nuestra economía, la cual se refleja en los gráficos 3 –con la variación porcentual del producto interno bruto– y 4, con la evolución del ingreso petrolero venezolano como porcentaje del PIB.
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  Con todo lo antes descrito, se concluye que al menos son tres las principales causas del quiebre entre esas dos etapas tan diferenciadas: la aparición de una elevada volatilidad que se tradujo en la pérdida de la estabilidad de la economía venezolana, un deterioro progresivo del marco institucional y la reducción paulatina del ingreso petrolero en términos per cápita.


  Con la llegada del boom petrolero, posteriormente la volatilidad en los precios del petróleo y el incremento del peso del Estado en la actividad petrolera, las reglas fiscales e institucionales que estaban de forma implícita acordadas para el uso del ingreso petrolero sufrieron un retroceso, al igual que la producción (y exportación) de petróleo. A esa evolución negativa debemos agregar que el país falló al no implementar de manera explícita mecanismos que definieran correctamente el uso que el Estado (y por lo tanto los futuros Gobiernos) le deberían dar al ingreso petrolero y, al mismo tiempo, instrumentos (de estabilización, inversión y de ahorro) para amortiguar la volatilidad del mercado petrolero (buscando mantener la estabilidad macroeconómica) y que además generaran un ahorro sostenido para las futuras generaciones. Será objeto del presente trabajo presentar recomendaciones sobre el uso del ingreso petrolero, pero sobre todo resaltar la importancia que tienen una institucionalidad de calidad y el consenso político para lograr que el destino de ese ingreso sea el indicado para el país.


  1.2 Ingresos petroleros y endeudamiento externo (1999-2015)


  El período de 1999 hasta el 2015 representa un buen ejemplo de años con un boom muy importante de ingresos petroleros y de un manejo mediocre de esos recursos. Una vez terminado el ciclo, el país no solamente no desarrolló herramientas para hacer política anticíclica, sino que entró en la crisis económica más grave de su historia.


  Mientras que, entre 1999 y el 2015, Venezuela recibió por exportaciones petroleras unos 890 millardos de dólares (el desglose lo podemos ver en el cuadro 2), las reservas internacionales se estancaron (en 1999 las reservas internacionales venezolanas totalizaron 15.379 millones de dólares; para final del año 2015, las mismas estaban en 16.361 millones), el endeudamiento externo aumentó un 322% (pasando de 28.455 millones de dólares al cierre de 1998 a 120.204 millones al tercer trimestre de 2015) y un crecimiento del PIB interanual menor al 2%. En el gráfico 5 se puede observar cómo la relación deuda pública externa/exportaciones petroleras se dispara a partir de 2014.
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  2. Maldición de los recursos y Venezuela: ¿realmente existe?


  A raíz de los decepcionantes resultados económicos de los países petroleros a inicios de la década de los ochenta, varios investigadores se dan a la tarea de indagar las razones de tal comportamiento. En 1993, Richard Auty utiliza por primera vez el término «maldición de los recursos naturales» para referirse a la relación negativa que existe entre la disponibilidad de recursos naturales y el crecimiento económico, es decir, los países ricos en recursos naturales experimentan tasas de crecimiento más bajas y tienen en general un peor desempeño económico que los países pobres en recursos naturales. Luego Sachs y Warner (1995), utilizando métodos estadísticos formales, confirmaron una relación negativa entre la dotación de recursos naturales y el crecimiento económico, mostrando que un aumento de una desviación estándar en la participación de los recursos naturales en el PIB traía como consecuencia un descenso en la tasa de crecimiento de entre 0,7% y 1%. Estas relaciones llevaron en años subsiguientes a la aparición de dos explicaciones: los que se basaban en la aparición de la «enfermedad holandesa» (un boom de recursos naturales que genera efectos negativos sobre la industria de transables) y quienes se anotaron en la tesis de que la abundancia de recursos naturales lleva a que algunos agentes económicos redefinan sus actividades y se dediquen a buscar las «rentas» que generan esos recursos naturales en vez de a actividades productivas.


  En cuanto a Venezuela, para algunos ha sido muy fácil colocarla como un caso consistente con la teoría de la maldición de los recursos naturales a la hora de explicar los malos resultados económicos que ha tenido en los últimos 35 años, culpando tanto a la enfermedad holandesa como a la búsqueda de rentas del origen del problema. Afirman que su dependencia del sector petrolero la condena a tener ese tipo de desempeño. No obstante, los positivos resultados macroeconómicos que tuvo el país hasta la década de los setenta la convierten en un caso de estudio interesante y hasta particular. Nosotros revisaremos brevemente siete estudios que tratan de explicar cómo Venezuela pasó de una etapa «dorada» a una «decepcionante» en materia económica, analizando la llamada «maldición venezolana» desde diferentes enfoques.


  Empecemos por el trabajo de Rodríguez y Sachs (1999), quienes postulan que los malos resultados de Venezuela en los años ochenta y noventa del siglo pasado no se deben a una maldición de los recursos naturales, sino a un ajuste «desde arriba» en el proceso del equilibrio. Ellos explican que hasta la primera mitad de los años setenta, Venezuela tuvo un ingreso externo petrolero muy elevado, que le permitió generar una «sobreinversión»; pero, con la posterior caída del ingreso petrolero, la economía se había obligado a pasar a una situación de equilibrio estable no desde «abajo» (como es usual), sino desde «arriba», lo que sería consistente con la declinación de la economía en la segunda etapa.


  Por otra parte, tenemos el trabajo de Schliesser y Silva (2000), quienes también desestiman que Venezuela sufra de la maldición de los recursos, explicando que el desequilibrio macroeconómico en que se ha desenvuelto la economía venezolana a partir de la segunda mitad de la década de los setenta está asociado, de alguna manera, al sobredimensionamiento de la economía en medio del boom petrolero y al posterior agotamiento de un esquema económico basado en la distribución del ingreso petrolero.


  Manzano y Rigobón (2001) plantean que la supuesta maldición de los recursos no es debida a la dependencia excesiva de los recursos naturales, que afecta negativamente el crecimiento, sino a la interacción entre mercados de créditos y el recurso que opera como «garantía», que experimenta una burbuja. Estos países, dependientes de los ingresos por exportaciones de recursos naturales, enfrentaron un fenómeno de sobreendeudamiento que hizo más vulnerables a sus economías y que los llevó a no poder emprender políticas contracíclicas cuando cayó el precio de sus productos de exportación. Su conclusión es que la maldición de los recursos naturales es un caso más de burbujas de precios de activos.


  Clemente, Faris y Puente (2002) contribuyen a la discusión poniendo énfasis en analizar los efectos perversos de la volatilidad en la economía venezolana y recomiendan las funciones que debería cumplir un fondo de estabilización.


  Hausmann y Rigobón (2002) argumentan que la especialización «ineficiente» en actividades poco productivas y su interacción con las imperfecciones de los mercados financieros favorecerían la volatilidad de precios relativos y la inestabilidad macroeconómica.


  Para Hausmann y Rodríguez (2006), la «maldición de los recursos naturales» que sufrió Venezuela luego de los booms petroleros estaría explicada por la especialización extrema de las exportaciones en un solo tipo de producto (el petróleo). Su razonamiento se basa en que, al especializarse en forma extrema en exportaciones petroleras, la economía no tenía capacidad de reacción ante la caída del ingreso petrolero. La incapacidad para desarrollar nuevos sectores de exportación obedecería fundamentalmente al patrón de especialización de los insumos, las destrezas e instituciones que no podrían ser transferidos a la producción de otros bienes transables.


  Por último tenemos el trabajo de Bello, Blyde y Restuccia (2011), quienes desarrollan un modelo para explicar las grandes diferencias en calidad de vida, acumulación de capital e ingreso per cápita entre Venezuela y los Estados Unidos. La conclusión es que la responsable no es la maldición de los recursos naturales, sino las distorsiones asociadas a la adopción de políticas económicas inadecuadas.


  No es objeto de estudio de este ensayo analizar la validez o no de la teoría de la «maldición de los recursos», sino entender que, al revisar las diferentes visiones que se tienen sobre el origen de los problemas económicos de Venezuela, es difícil obtener una única respuesta que nos ayude a explicar los decepcionantes resultados que en materia económica exhibe el país desde la década de los años ochenta. Sin embargo, esa revisión nos aporta un conjunto de hipótesis que, lejos de ser excluyentes, nos ayudan a llegar a dos conclusiones: la primera, que es imperativo para el país disminuir la volatilidad que la dependencia de los ingresos petroleros le inyecta a las principales variables macroeconómicas venezolanas; y la segunda tiene que ver con la necesidad de generar un nuevo arreglo institucional de calidad para el manejo de estos ingresos. Sobre estas ideas estarán basadas nuestras recomendaciones.


  3. Experiencias internacionales: ¿cómo lo hacen otros?


  3.1 Dividendo ciudadano


  El «dividendo ciudadano» es una propuesta política basada en el principio de que la naturaleza es propiedad común de todas las personas y no puede privatizarse ni apropiarse individualmente. El concepto fue creado por Thomas Paine (1797) y se considera un antecedente de la renta básica universal.


  Mediante la implantación del dividendo ciudadano, todos los ciudadanos recibirían ingresos regulares (dividendos) derivados del ingreso que tiene el Estado por el alquiler, venta o arrendamiento de los recursos naturales o bienes comunes, como la tierra, recursos minerales, el señoreaje, el espectro electromagnético, etc.


  En la práctica, este concepto se ha implementado en muy pocas oportunidades. El caso más conocido es el del Alaska Permanent Fund, creado mediante una reforma constitucional en 1976, según la cual al menos 25% de los ingresos petroleros y mineros serían depositados en el fondo para ser invertidos en instrumentos financieros siguiendo la «regla del inversionista prudente», privilegiando ante todo la seguridad del capital y, dentro de esta seguridad, obteniendo el mejor rendimiento posible en el largo plazo.


  En 1980, se creó la Corporación del Fondo Permanente de Alaska, para manejar los recursos del Fondo Permanente. Esta corporación es un ente del Estado, independiente de los poderes Ejecutivo y Legislativo, con su propio directorio, que rinde cuentas al poder Legislativo y al público en general. La idea fue separar al directorio de presiones políticas, pero manteniéndolo bajo la supervisión de los poderes públicos y de una rendición de cuentas a los ciudadanos, mediante la publicación de sus resultados auditados y una evaluación independiente de su desempeño en comparación con otros fondos a nivel nacional e internacional.


  El rendimiento del fondo se utiliza para: a) proteger el capital del fondo contra la inflación capitalizando parte del ingreso; b) pagar dividendos a cada uno de los ciudadanos de Alaska, a lo que se dedica alrededor de la mitad del rendimiento total; y c) otros usos determinados por la Legislatura.


  A mediados de 2016, el fondo tenía acumulados más de 53 millardos de dólares (SWFI, 2016) y un ciudadano que haya residido en Alaska desde la creación del fondo hasta hoy habría recibido más de 40.000 dólares (APFC, 2016).


  En Venezuela, Rodríguez y Rodríguez (2012) desarrollaron una propuesta inspirada en parte en el modelo de Alaska que denominaron: Fondo Patrimonial de los Venezolanos (FVP). Este sería un Fondo de Inversión y Estabilización que recibiría todos los ingresos petroleros del Estado, aunque garantizando la entrega al fisco de un porcentaje del promedio anual de dichos ingresos en los cinco años previos. El capital ahorrado en el FVP y su rendimiento estarían a nombre personal de los venezolanos mayores de dieciocho años, mediante cuentas individuales de fideicomiso. El saldo individual del capital acumulado en el fondo estaría disponible para el ciudadano una vez alcanzada la edad de jubilación, sirviendo como complemento de lo ahorrado en los fondos de retiro. Previo a la edad de retiro, el ciudadano podría acceder a parte del capital ahorrado para atender necesidades de corto plazo en educación y salud.


  3.2 Reglas fiscales


  Las reglas fiscales son un marco de programación de la política fiscal. Son un conjunto de normas explícitas que establece un país sobre su política fiscal. Pueden ser legales-institucionales y cuantitativas.


  Las primeras pueden contemplar las leyes orgánicas de presupuesto, las normas de transparencia y rendición de cuentas, los procedimientos para la preparación, discusión y aprobación de los presupuestos anuales, etc. Las segundas buscan establecer restricciones o metas a determinadas variables, como el resultado fiscal (por ejemplo mantener equilibrio presupuestario, un límite al déficit fiscal total o primario), gasto público, endeudamiento, etc.


  Básicamente, los objetivos de las reglas fiscales son generar disciplina, transparencia y credibilidad fiscal, sostenibilidad de la deuda pública, estabilidad macroeconómica y controlar el tamaño del sector público. En 1990, apenas cinco países tenían reglas fiscales; en la actualidad más de ochenta las tienen (García, 2012). En la región, Argentina, Brasil, Colombia, Perú, México, Panamá y Chile tienen reglas fiscales; sin embargo, las de este último país son las que tal vez pueden ser un excelente ejemplo.


  Chile ha seguido una regla fiscal –desde 2001– basada en el equilibrio fiscal estructural ajustado tanto por los ciclos económicos como por los del cobre. Las autoridades chilenas han querido, desde el inicio de la regla, enviar un mensaje claro de disciplina fiscal, por lo que la ejecución del presupuesto a lo largo del año fiscal debe ceñirse al cumplimiento de la regla. Al inicio de su implementación, decidieron no incluir cláusulas de escape ni excepciones, buscando el compromiso que tenían con la credibilidad de la regla. Según García (2012), entre los años 2003 y 2008 el resultado primario chileno fue un superávit en promedio de casi 4% del PIB. Con la crisis financiera mundial de entre 2008 y 2009, la regla permitió a ese país hacer política contracíclica esos años y adicionalmente redujo significativamente no solamente la volatilidad del gasto del Gobierno central consolidado, en comparación con períodos anteriores (a pesar de la crisis financiera), sino también la del crecimiento del PIB y el spread por riesgo soberano de Chile (tanto en términos absolutos como en relación con otros países emergentes). Además, estas políticas permitieron que Chile redujera significativamente su deuda pública y acumulara activos a largo plazo en un fondo soberano.


  Cuentan con un comité independiente de expertos llamado Comité Asesor para el Diseño de una Política Fiscal de Balance Estructural de Segunda Generación para Chile, el cual realiza periódicamente sugerencias para la revisión de la regla y su aplicación para el futuro.


  A pesar del ejemplo chileno, debemos tener presente que la evidencia econométrica y varios casos (Borensztein et al., 2013; FMI, 2016) nos llevan a concluir que la experiencia con las reglas fiscales ha sido mixta. Si bien es cierto que establecer reglas puede contribuir a manejos fiscales más prudentes, el crearlas e implementarlas ha resultado problemático para varios países. Diseñar reglas efectivas y robustas en escenarios económicos volátiles, junto con lo difícil que es mantener los consensos políticos y la institucionalidad en la aplicación de la regla, ha disminuido sus potenciales beneficios en esos países.


  Además de la estabilidad macroeconómica que requieren al momento de implementarlas y la coordinación que debe haber con otras políticas (como la monetaria), lograr el consenso político-social y blindarlas con una institucionalidad de calidad son factores vitales a la hora de establecer una regla fiscal con aspiraciones de éxito en cualquier país. Credibilidad, transparencia, sostenibilidad, coherencia y compromiso solo se alcanzarán si la sociedad y su clase política entienden la regla fiscal y su importancia para el país.


  En cuanto a reglas fiscales en países dependientes en alto grado de los ingresos por la explotación de petróleo, existe suficiente literatura (Davies, 2003; Villafuerte, López-Murphy y Ossowski, 2010; Villasmil, 2010; García, 2011; García, 2012), que recomienda que estos países escojan como regla pertinente un agregado presupuestario como el resultado primario, que no incluya los ingresos ni gastos provenientes del sector petrolero.


  En Venezuela, tras la aguda crisis en los precios del petróleo de la década de los 90, en 1999 se propuso un conjunto de reglas fiscales para manejar los fondos producto de la exportación petrolera, pero como a partir de ese año el precio del petróleo comenzó a crecer de nuevo, nunca se implementaron.


  3.3. Fondos de estabilización


  El fondo de estabilización es el instrumento fiscal más común entre los países dependientes de los ingresos por recursos naturales no renovables.


  Es un mecanismo que se utiliza para suavizar el impacto que ingresos volátiles puedan generar sobre el Gobierno y la economía de un país, además de servir de apoyo a la política fiscal. Tienen reglas de acumulación y desacumulación diversas, pero en la mayoría de los casos los fondos de estabilización acumularán cuando el precio de los recursos naturales supere una meta establecida y harán lo contrario cuando ese precio esté por debajo de esa meta. Su principal objetivo es servir como una suerte de amortiguador de las fluctuaciones externas en la economía interna, reduciendo la volatilidad del gasto presupuestario por los cambios en los ingresos.


  Es importante tener presente que el solo hecho de contar con un fondo de estabilización macroeconómica no le genera a un país instituciones fiscales de calidad ni disminuye automáticamente la volatilidad en su economía. Todo esto se logrará con un manejo responsable, transparente y creíble del instrumento y al diseñarlo de una manera que transfiera de manera efectiva la volatilidad e incertidumbre al fondo (y no a la economía).


  Al igual que en el caso de las reglas fiscales, la evidencia sobre los fondos de estabilización es mixta en relación con el bienestar que han generado en los países que los establecieron. Solo aquellos que pudieron crear una institucionalidad robusta en torno a los fondos fueron los que presentaron resultados positivos. No fue el caso en países como Chad, Ecuador, Nigeria, Papúa Nueva Guinea y Venezuela. Con respecto al caso específico venezolano, Clemente, Faris y Puente (2002) revisaron el desempeño del Fondo de Inversión para la Estabilización Macroeconómica en el país. En dicho análisis encontraron que el fondo no disminuyó la volatilidad de las variables macroeconómicas sino, al contrario, la incrementó (recordemos los cambios en las reglas del fondo que hizo el Gobierno siguiente al que lo instituyó y su posterior desacumulación repentina por el paro petrolero).


  3.4 Fondos de ahorro intergeneracional


  Básicamente el objetivo de estos instrumentos es crear ahorros para las generaciones futuras. Esos ahorros pueden ser en activos financieros, bienes inmuebles, etc. Con esto, se busca que las generaciones futuras se beneficien de parte de los ingresos que son generados en la actualidad por los recursos naturales no renovables.


  Uno de los temas más interesantes y a la vez más difíciles en la búsqueda de consensos cuando se diseñan fondos de ahorro intergeneracionales es el destino de los fondos acumulados. Tal y como lo comenta Villasmil (2003), resultaría complicado justificar el sacrificio fiscal que impone ahorrar en activos financieros en un país con elevadas necesidades de inversión pública. Algunos podrían argumentar que las generaciones futuras quedarían mejor servidas si una parte importante del fondo de ahorro intergeneracional se destinara a inversiones en educación, salud, infraestructura o en cualquier otra actividad con alto rendimiento social de largo plazo. Por otra parte, Villasmil también afirma que sería una buena idea invertir una fracción importante del fondo de ahorro en la acumulación de activos financieros no correlacionados (o incluso correlacionados de manera inversa) con el rendimiento de la actividad petrolera.


  Adicionalmente creemos que por la misma debilidad institucional venezolana, al igual que para el fondo de estabilización macroeconómica, se deben fijar sencillas reglas de acumulación y con autonomía política suficiente para no ser víctimas de un Gobierno que quiera utilizar esos recursos para un motivo distinto.


  En fin, vemos cómo los países han desarrollado diversos mecanismos de ahorro para preservar los ingresos por exportación de recursos naturales; sin embargo, es de notar que los países han mostrado un comportamiento muy disímil en cuanto a qué porcentaje de los recursos son ahorrados.


  En el gráfico siguiente podemos observar desde países tan «ahorradores» como Noruega o Kuwait (tienen en sus fondos soberanos ahorros equivalentes a 30 o más años de exportaciones petroleras), hasta países como Venezuela, que prácticamente no han logrado ahorrar nada en este tipo de mecanismos.
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  En el cuadro 3 mostramos una clasificación de los países según el porcentaje que ahorran de sus exportaciones petroleras anuales. Entre los países más ahorradores destacan, de nuevo, no solo Noruega sino también la mayoría de los países árabes, mientras que entre los menos ahorradores están los países de América y África.
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  4. Experiencia nacional: en búsqueda de la estabilización


  4.1 Los Fondos de Reserva del Tesoro


  Román Cárdenas fue ministro de Hacienda de Venezuela entre 1913-1922, y llevó a cabo importantes cambios en la institucionalidad fiscal del país. Por ejemplo, en 1915, de la mano de Cárdenas se instaló la Alta Comisión Internacional de Legislación Uniforme, la cual reformó gran parte de los tributos y modernizó el sistema tributario venezolano a tal punto que, en los siguientes nueve años, la renta fiscal venezolana se triplicó (posteriormente el petróleo entraría con fuerza en las finanzas públicas venezolanas).


  Como nos dice Ochoa (2008), entre sus logros destaca una nueva organización interna, procedimientos administrativos y la formación de personal fiscal especializado. Esa nueva institucionalidad fiscal mantuvo un impacto positivo de largo plazo sobre el desempeño económico venezolano. También debemos resaltar que entre sus contribuciones al país está el uso que le dio a los Fondos de Reserva del Tesoro, los cuales, a pesar de que ya existían para el año 1901, es en el primer año de Cárdenas al frente del Ministerio (gestión fiscal de 1914-15) cuando se establecen como un importante instrumento fiscal, asegurando los pagos de las deudas, tanto externa como interna, en los siguientes años fiscales. Los Fondos de Reserva del Tesoro serán utilizados para el equilibrio del presupuesto, dándole forma al primer fondo de estabilización que tuvo Venezuela, el cual funcionó bastante bien hasta 50 años después.


  4.2 El Fondo de Inversiones de Venezuela


  En 1960 se reformó la Ley del Banco Central de Venezuela y se incorporó un «fondo anticíclico», el cual estaría constituido por el 50% del resultado superavitario en los sucesivos ejercicios fiscales. El fondo tendría como nivel máximo de acumulación el monto mayor de gasto efectuado por el Gobierno en cualquier ejercicio fiscal durante los diez años anteriores. Los recursos del fondo se utilizarían para realizar política fiscal que compensara la caída en los ingresos. Lamentablemente nunca llegó a funcionar y fue derogado cuando se reformó la ley en 1974 (casualmente en medio del primer boom de los precios del petróleo) para crear posteriormente el Fondo de Inversiones de Venezuela.


  Al asumir la Presidencia en marzo de 1974, año en que Venezuela vivía una abundancia sin precedentes, el presidente Pérez afirmó que administraría la riqueza «con criterio de escasez» (Pérez, 1975). En junio de ese año se creó mediante decreto el Fondo de Inversiones de Venezuela (FIV), un fondo de ahorro e inversión adscrito a la Presidencia de la República, cuyo objeto era «… la realización de colocaciones e inversiones rentables en el exterior que propendan a la preservación del valor de sus activos…». La regla de acumulación consistía en ahorrar un 50% del total de los ingresos provenientes de los impuestos sobre la explotación del petróleo y del gas, inclusive el impuesto sobre la renta. Desde 1974 a 1978, en el FIV se acumularon recursos hasta llegar a un monto equivalente a 12,5% de las reservas internacionales del país (ver cuadro 4).
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  No obstante, en la práctica, el FIV nunca llegó a cumplir con su objetivo, básicamente por fallas en su diseño institucional. El fondo tenía libre albedrío en el uso del capital, siempre y cuando las decisiones fuesen aprobadas por 9 de los 15 miembros de la asamblea general, pero justamente eran 9 los miembros que eran nombrados directamente por el presidente, con lo cual se aseguraba que las decisiones del fondo estuvieran totalmente supeditadas al Ejecutivo Nacional.


  Se pensó que los ingresos petroleros extraordinarios serían infinitos y se dio inicio a inversiones masivas imposibles de sostener de manera simultánea: industrias básicas, nacionalización del hierro y el petróleo (con indemnización), ampliación de la represa del Guri, desarrollo petroquímico, etc., lo que acabó con los fondos ahorrados.


  Por otra parte, la cooperación internacional fue canalizada a través del FIV. El fondo fue utilizado por el Gobierno de Carlos Andrés Pérez para dar créditos blandos y diversas ayudas a estados vecinos del Caribe, América Central y el área andina.


  El comportamiento posterior del FIV fue bastante errático, no explicado precisamente por la evolución del precio del petróleo. En la gráfica 7 lo podemos observar.
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  En resumen, podemos decir que el FIV fue otro intento fallido de manejo de los excedentes del ingreso petrolero por la baja calidad en su diseño institucional.


  4.3 El Fondo de Inversión para la Estabilización Macroeconómica


  En 1990 se creó un Fondo de Estabilización Macroeconómica y, como menciona Moreno (2014), ese fondo acumuló recursos solo ese año, pero nunca se convirtió en ley y terminó desapareciendo de toda mención por parte del BCV en los años siguientes.


  El Fondo de Inversión para la Estabilización Macroeconómica (FIEM) fue creado en 1998 por órgano de la Presidencia de la República, según Decreto N.º 2991 (Gaceta Oficial N.º 36.575), y reformado parcialmente en 1999 con el Decreto N.º 146 (Gaceta Oficial N.º 36.722). Posteriormente, y con Hugo Chávez como presidente, fue reformado en el año 2003 (Gaceta Oficial N.º 37.604) pasando a llamarse: Fondo de Estabilización Macroeconómica (FEM), año en que por cierto perdió más del 75% de lo que tenía acumulado. En 2005 se reformó nuevamente la ley y se exigió la obtención de superávits fiscales para que el mecanismo de ahorro se activara, con lo que automáticamente dejó de funcionar.


  En el papel, el FIEM tenía reglas claras de acumulación y desacumulación de recursos y las mismas no eran discrecionales, buscando con esto aislar el fondo de la diatriba política nacional. Este fondo se alimentaría del exceso de los ingresos petroleros que recibiría el país cuando el precio del barril de petróleo fuera mayor al precio que se planificaba en el presupuesto nacional cada año. Su objeto era contribuir a la estabilidad de los gastos del Estado, tanto a nivel nacional como estadal y municipal, frente a las fluctuaciones de los ingresos ordinarios, procurando que las fluctuaciones del ingreso petrolero no afectaran el necesario equilibrio fiscal, cambiario y monetario del país.


  Los recursos del FIEM serían administrados por el Banco Central de Venezuela conforme a las políticas y criterios determinados por este para el manejo de las reservas internacionales y de acuerdo con la ley del instituto emisor. Estos recursos no formarían parte de las reservas internacionales ni del patrimonio del Banco Central de Venezuela.


  La administración del FIEM por parte del BCV se inició en diciembre de 1999, con un primer aporte de 215 millones de dólares. Sin embargo, desde su implementación y como ya se mencionó, las reglas de funcionamiento fueron cambiadas varias veces para acomodarse a la situación fiscal del momento, lo que restó credibilidad y efectividad al mecanismo. El 4 de febrero del año 2011 se registró el último movimiento en el que para entonces ya se denominaba FEM: una extracción de 832 millones, con lo que ahora apenas cuenta 3 millones de dólares (la nota del BCV de ese día dice: «Retiro del FEM según solicitud del Ministerio de Finanzas e instrucciones de PDVSA»).


  En el cuadro 5 presentamos la evolución del FIEM y del FEM desde su creación hasta el año 2015 (se muestran los valores al final de cada año).
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  Destaca lo alcanzado en 2001, cuando el país llegó a tener 6226 millones de dólares en el FIEM, monto que representaba 33% del total de las divisas disponibles del país y un 50% con respecto a las reservas internacionales que tenía el BCV. Sin embargo la voracidad fiscal del Gobierno de turno y la debilidad institucional del país generaron que dos años después las disponibilidades del fondo cayeran un 89% y que hoy prácticamente no haya nada.


  4.4 Fondos extrapresupuestarios


  Luego del paro petrolero el Gobierno venezolano empezó a subestimar el precio promedio del barril de petróleo a la hora de elaborar la Ley de Presupuesto Nacional; esto con el objeto de obtener más recursos y, por vía de créditos adicionales, tener la suficiente discrecionalidad para manejar el gasto público. Con esta acción el Gobierno nacional aumentaba su capacidad de gastar (en campañas electorales, misiones, proyectos, ayudas internacionales) sin necesidad de pasar por la Asamblea Nacional. También obtenía más músculo financiero para realizar expropiaciones y al mismo tiempo les restaba capacidad a los Gobiernos municipales y regionales, quienes veían cómo les llegaban menos recursos.


  A finales del 2003, Hugo Chávez le solicitó al BCV disponer 1000 millones de dólares de las reservas internacionales para inyectarlos en el sector agrícola. Para 2004, PDVSA creó el Fondo para el Desarrollo del País (Fondespa), para financiar actividades productivas orientadas a ampliar la integración de la industria petrolera con el resto del aparato industrial del país. Entre 2004 y 2006, este fondo manejó recursos por el orden de los 4229 millones de dólares (según el Informe de Gestión de PDVSA del año 2010, este fondo financió 11 proyectos en esos 3 años).


  Para 2005, el Gobierno considera que el Fondespa es un mecanismo muy burocrático que le impide realizar algunos proyectos de manera más expedita, por lo que decide reformar nuevamente la ley del BCV y crea el Fonden (su creación se oficializó con la publicación de su reglamento en la Gaceta Oficial N.º 38.232, de fecha 20 de julio de 2005). El Fonden se convierte rápidamente en la más importante partida extrapresupuestaria, alimentada con ingresos petroleros para impulsar «proyectos estratégicos».


  Desde su creación y hasta el año 2015, tomando como referencia lo reportado tanto por PDVSA (en sus informes de gestión) como por el BCV, el Fonden ha recibido 146.214 millones de dólares, los cuales han representado el 19,6% de las exportaciones petroleras de esos años; aunque es importante destacar que en la Memoria y Cuenta del año 2015, presentada a la Asamblea Nacional por el Ministerio de Finanzas, los aportes que allí se contabilizan ascienden a 136.084 millones de dólares, una diferencia superior a los 10.000 millones con respecto a lo registrado por PDVSA y BCV. En el cuadro 6 presentamos la evolución de los aportes al Fonden.
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  El Fonden (según las normas de su creación) solo debe financiar proyectos con propósitos productivos, que generen empleo y aceleren el desarrollo industrial y social del país, mientras que prohíbe explícitamente que se utilice para gasto corriente, inversión en acciones o compra de edificios. Sin embargo, el Fonden en 2010 invirtió 9 millones de dólares para enviar casas prefabricadas a «países amigos» como Guatemala, Bolivia, Cuba y Nicaragua; compró acciones de empresas nacionalizadas por 700 millones de dólares y desembolsó 46 millones de dólares para un edificio de uso diplomático en Moscú. También financió proyectos con Cuba (hasta 2010 el Fonden invirtió en la isla más de 6.000 millones de dólares en centenares de proyectos, desde el desarrollo de software libre a plantas de reciclaje de chatarra).


  El Gobierno también creó el Fondo Chino (alimentado por recursos de los préstamos con China y de la República), el Fondo Miranda (con los intereses generados por el Fonden), el Fondo Intergubernamental para la Descentralización y la Ley de Asignaciones Económicas Especiales, el Fondo del Autogobierno Comunal, el Fondo de Ahorro Nacional de la Clase Obrera y el Fondo de Ahorro Popular (Petrorinoco), entre otros.


  4.5 ¿Por qué fallaron los fondos?


  Román Cárdenas ayudó a establecer como norma fundamental (no explícita) de la institucionalidad fiscal venezolana la acumulación de superávit fiscal y su posterior utilización como estabilizador del gasto en otros años. Sin, embargo esa práctica cambia con la llegada de la democracia en Venezuela y luego termina con el primer boom petrolero de la década de los setenta (Ochoa, 2008). La aparición de déficits fiscales recurrentes, su financiamiento con endeudamiento público a partir de 1969 y, posteriormente, el importante aumento en los ingresos petroleros generaron un deterioro institucional progresivo.


  Cárdenas fue pionero en establecer una especie de «fondo de estabilización» para la economía venezolana. Sin embargo, podríamos pensar que su falla estuvo en no presionar para que esa regla de ahorro de los superávits fiscales fuera explícita, asegurando su continuidad en el tiempo. Por otra parte, otra limitante de su obra fue la no continuidad de las reformas tributarias que pretendía realizar para mejorar la recaudación no petrolera y, con esto, disminuir el peso (y futura volatilidad) que tenía el aporte petrolero en la gestión fiscal.


  Cuando analizamos al Fondo de Inversión para la Estabilización Macroeconómica, posteriormente llamado Fondo de Estabilización Macroeconómica, debemos decir que las razones de su fracaso estuvieron en no blindarlo institucionalmente ante actores que, para el momento de su creación, no formaban parte del consenso político. Adicionalmente, el que sus creadores no hayan sabido generar una matriz de opinión sobre la importancia del fondo para la estabilización y futuro del país a sus principales beneficiarios y dolientes (los venezolanos) hizo que el costo político para Hugo Chávez de acabar con el mecanismo fuera nulo. Nuevamente la debilidad institucional venezolana jugó un papel preponderante a la hora de evaluar cómo un intento de estabilización fiscal en Venezuela terminó en fracaso.


  En cuanto a los fondos extrapresupuestarios, hay que recordar que los mismos no fueron pensados como instrumentos de estabilización fiscal ni de ahorro intergeneracional, sino como vehículos de gastos extrapresupuestarios para que el Ejecutivo Nacional los utilizara sin ningún tipo de control, con total discrecionalidad. Hoy podemos decir que es una tarea bastante difícil determinar la evolución y alcance de las inversiones realizadas por estos fondos, en especial el Fonden, dada la escasa información pública al respecto (por ejemplo, la página web del instrumento fue eliminada hace unos meses).


  5. Conclusiones y recomendaciones


  5.1 Combinar reglas fiscales, estabilización y ahorro intergeneracional


  Un país productor de petróleo como Venezuela afronta enormes desafíos a la hora de manejar su economía, no solo por la volatilidad y difícil predicción de sus ingresos, sino también por la carencia de una institucionalidad fiscal de calidad.


  Para Venezuela es primordial cambiar el esquema tradicional. Ese esquema que consiste en traspasar los riesgos de la volatilidad externa a la economía interna por medio de la política fiscal ha traído inestabilidad, incertidumbre, expectativas negativas por parte de los agentes económicos e innumerables problemas para el país. Indudablemente, se necesitan instrumentos para poder prepararse para shocks externos adversos y para poder llevar a cabo políticas económicas anticíclicas.


  Nuestra recomendación se basa en que consideramos que es improbable que un solo mecanismo aporte la solución que necesita el país con respecto a la administración de los ingresos petroleros, por lo que planteamos la necesidad de combinar diferentes herramientas de política pública.


  Venezuela está en la obligación de poner en práctica una reforma fiscal importante, que le permita aplicar mecanismos encaminados a romper con sus tradicionales respuestas fiscales procíclicas frente a la volatilidad de los precios del petróleo. Para eso, recomendamos el diseño de reglas fiscales con el resultado presupuestario del saldo fiscal no petrolero y trabajar en reducir el déficit fiscal no petrolero.


  Adicionalmente a los cambios en materia fiscal, consideramos que se deben establecer fondos de estabilización y fondos destinados al futuro, entendiéndose que el petróleo no es un recurso ilimitado y que las generaciones que vienen también tienen derecho a disfrutar de esa «riqueza» que hoy se explota.


  5.2 Simulación de nuestras recomendaciones


  En este trabajo hemos querido estimar cuál sería la situación económica de Venezuela hoy en día de haber creado y mantenido reglas fiscales, fondos de estabilización y de ahorro con sus ingresos petroleros. Para ello realizamos una simulación con las siguientes características:


  
    	En el año 2000 se crea un fondo de estabilización de ingresos fiscales y otro fondo para ahorro intergeneracional cuyos retornos serían utilizados como complemento del sistema de pensiones en Venezuela.


    	En el fondo de estabilización se habría ahorrado todo ingreso que superara el 90% del promedio móvil (5 años) de los ingresos netos previos (exportaciones petroleras-importaciones petroleras).


    	En los años en que el ingreso neto recibido era inferior al promedio móvil de los 5 años previos, se completaba ese ingreso utilizando lo ahorrado en el fondo de estabilización hasta igualar dicho promedio móvil.


    	Por su parte, en el fondo de ahorro intergeneracional se ahorraba 10% del promedio móvil de los 5 años previos (excepto en los años en que el ingreso neto de ese año era inferior al promedio móvil) y también se ahorraba todo ingreso por encima de este promedio, una vez que el fondo de estabilización hubiera llegado a un tope de un año y medio del ingreso neto promedio de los 5 años previos.


    	Realizamos esta simulación utilizando los ingresos netos petroleros reportados por el BCV hasta el año 2015 (estimamos este año con lo reportado por el BCV en los primeros tres trimestres) y proyectamos los ingresos netos petroleros de Venezuela para el período 2016-2021, asumiendo una recuperación «conservadora» de precios y producción petrolera.

  


  En el gráfico 8 se muestra cómo la utilización de un fondo de estabilización habría reducido significativamente la volatilidad de los ingresos recibidos. Los ingresos netos reales se movieron en un rango desde poco más de 10 millardos de dólares hasta más de 42 millardos (4,2 veces), mientras que los ingresos, suavizados por un fondo de estabilización de esta naturaleza, habrían mostrado una variación menor, en el rango de entre 13,5 millardos y 35,5 millardos de dólares (2,6 veces).
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  En el gráfico 9 se muestra cómo habría sido la evolución del fondo de estabilización y del fondo de ahorro intergeneracional.
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  En los primeros 4 años, el fondo de estabilización habría acumulado relativamente pocos recursos, pero a partir del quinto año habría superado los 10 millardos de dólares, llegando a más de 40 millardos en el año 8 de la simulación y manteniéndose en todo momento por encima de los 10 millardos, incluso en situaciones de precios petroleros tan bajos como los que se están observando en el año 2016.


  Por su parte, en el fondo de ahorro intergeneracional, se habría observado igualmente un crecimiento lento en los primeros 10 años de la simulación, pero a partir de ese momento habría crecido aceleradamente hasta superar los 100 millardos de dólares, aprovechando el boom de ingresos petroleros que ocurrió hasta el año 2014.


  ¿Cómo sería la situación económica y social actual de Venezuela de haber contado con estos fondos? No es algo que se pueda responder a ciencia cierta, pero todo indica que el país podría estar respondiendo mucho mejor a la caída de precios petroleros ocurrida durante 2015 y 2016.


  En fin, existe suficiente evidencia en torno a que las economías cuyos recursos externos dependen principalmente de la exportación de una materia prima y no tienen reglas de estabilización para contrarrestar su volatilidad tienen una elevada probabilidad de enfrentar desequilibrios macroeconómicos graves y crónicos.


  Venezuela debe entender que la visión que ha de adoptar con respecto a sus ingresos petroleros debe ser una visión de largo plazo. Como país, necesitamos mecanismos que gestionen de manera eficaz la volatilidad de los recursos naturales y la utilización de los mismos en beneficio de la generación actual, pero también de las futuras generaciones.


  Pero, ¿por qué una sociedad como la venezolana no ha adoptado reglas para disminuir la volatilidad? ¿Por qué le ha costado tanto darse cuenta de la importancia de contar con instrumentos fiscales que generen estabilización y ahorro para el futuro?


  A continuación, desarrollaremos los temas que consideramos más relevantes a tomar en cuenta para corregir errores cometidos y minimizar los riesgos de que, de nuevo, volvamos a destruir las políticas que nos propusimos como sociedad para enfrentar los aspectos negativos de la dependencia de recursos naturales.


  5.3 Beneficiarios y dolientes


  La mayoría de los «beneficiarios» de las políticas para optimizar el uso de los recursos petroleros planteadas en este capítulo nunca se enteraron de que lo eran y, por ende, no plantearon defensa alguna ante la pérdida de sus «beneficios».


  En el libro El petróleo como instrumento de progreso (Rodríguez y Rodríguez, 2012), los autores realizan un amplio análisis de lo que denominaron: «contrato fiscal rentista». Básicamente señalan que en Venezuela el Gobierno se coloca en el medio entre los ingresos petroleros y los ciudadanos, distorsionando lo que sería una sana relación Estado-ciudadanos.


  Al respecto, los autores señalan:


  
    «Esta relación necesariamente tiñe la concepción que los ciudadanos desarrollan acerca de sus deberes, las obligaciones del Estado ante la sociedad, así como la relación entre el trabajo y el bienestar individual. El bienestar individual se divorcia del esfuerzo propio y pasa a ser un derecho que corresponde por ser ciudadano de un país petrolero. El Estado, por su parte, al ser el que administra la riqueza petrolera, es responsable de garantizar el bienestar, y su legitimidad se basa en la distribución de la renta. Surge así el Estado Paternalista.»

  


  Cualquier propuesta que se pretenda implementar para el manejo de los ingresos por recursos naturales de una nación requiere que diferentes estamentos de la sociedad, y los ciudadanos como un todo, se perciban como benefactores de esta. La idea es que ante cualquier intento, por parte del Gobierno, de modificar políticas, instrumentos o instituciones que benefician en el largo plazo a los residentes del país o a su descendencia, se pueda escuchar la protesta activa de la ciudadanía. Para ello se requerirá que los implementadores de las políticas dediquen mayores esfuerzos a comunicar las razones detrás de las instituciones propuestas y a incluir a estos en los programas educativos a todo nivel.


  5.4 Transparencia y ética


  Muchas de las experiencias previas en Venezuela –no solo en el ámbito fiscal– han fracasado en gran parte por su falta de transparencia y no en pocas oportunidades por la sospecha (cuando no la confirmación) de la existencia de malos manejos.


  La transparencia en la gestión pública es una condición necesaria para el éxito de la gestión, particularmente cuando se trata de manejar grandes cantidades de recursos como los previstos en esta propuesta.


  En este sentido, es menester recordar que Venezuela ha caído dramáticamente en las mediciones internacionales sobre percepción de corrupción. En el gráfico 9 se muestra la evolución del Índice de Percepción de Corrupción realizado por Transparencia Internacional. En 1997, Chile aparecía en el puesto 23 del ranking mundial y en la más reciente medición, correspondiente al año 2015, sigue ubicado en la misma posición. Mientras tanto Venezuela, que ocupaba el puesto 44 en 1997, ha caído estrepitosamente y actualmente ocupa la posición 158, siendo percibido ya como el país más corrupto de América Latina y superando mundialmente apenas a Irak, Libia, Angola, Sudán, Afganistán, Corea del Norte y Somalia.
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  Transparencia Internacional (2014) realizó una amplia revisión de la evidencia académica acerca de cómo la corrupción afecta negativamente el desarrollo de una nación. Las evidencias indican que la corrupción puede afectar negativamente el crecimiento económico a través de su impacto en aspectos como inversión, tributación, gasto público y desarrollo humano. La corrupción debilita el marco regulatorio y la eficiencia de las instituciones estatales, ya que la captación de la renta pública distorsiona los incentivos y los procesos de adopción de decisiones. La corrupción también incide en la equidad, frustrando la eficacia de los programas de bienestar social y, en última instancia, frenando el nivel de desarrollo humano.


  Es por ello que la transparencia y la buena gestión a través de instituciones sólidas e independientes deben tener la más alta prioridad en un país como Venezuela.


  Para cerrar este punto, cuando se piensa en ética, típicamente se asocia a temas de corrupción, pero no podemos dejar de incluir otro aspecto igualmente fundamental: la equidad intergeneracional. Ante la certeza de que se están explotando recursos naturales que no son renovables, los ciudadanos tenemos el imperativo ético de asegurarnos de que lo obtenido hoy también sea de provecho para las generaciones por venir. Este objetivo se puede alcanzar en parte por medio de las inversiones que se realicen en el presente y que ayuden al desarrollo humano en el largo plazo, pero también consideramos primordial ahorrar parte de los recursos para que puedan ser directamente invertidos por las futuras generaciones.


  5.5 Independencia y solidez institucional


  La literatura económica es extensa en explicar los múltiples factores que inciden en los países que han tenido experiencias positivas en crecimiento y desarrollo y que dependen de una manera importante de los recursos naturales. Sin embargo, en esos países ricos en recursos que han evitado con éxito quedarse rezagados, a menudo aparece un factor crítico: un diseño adecuado del marco institucional. Sin lugar a dudas, la calidad institucional juega un papel fundamental para explicar la diferencia entre casos exitosos y fracasos en el manejo de los ingresos por explotación de recursos naturales.


  Estudios del FMI (2003, 2005) han arrojado que las instituciones tienen un gran impacto en la volatilidad (a mejores instituciones, menos volátil es el crecimiento) y que si la calidad institucional mejora, esto repercute en un incremento en el PIB per cápita. Adicionalmente, unas instituciones de calidad repercuten positivamente en la diversificación de la economía y en un manejo eficiente de los ingresos fiscales.


  Si bien es cierto que Auty (1993) hace hincapié en que las condiciones institucionales iniciales son las que determinan si se materializa la maldición de los recursos (perjudicando la trayectoria hacia el desarrollo de ese país), también hay suficiente evidencia en torno a que tanto la dependencia como las súbitas bonanzas de recursos naturales podrían generar un deterioro importante en el arreglo institucional vigente. El ejemplo venezolano es notable, ya que con la llegada del boom petrolero de mediados de los setenta el arreglo institucional muestra un comportamiento regresivo.


  5.5.1 Definición de instituciones


  Para hablar de instituciones utilizaremos lo descrito por Douglass North –premio Nobel de Economía por sus contribuciones sobre el tema–, quien las define como las reglas del juego de una sociedad. Para North (1990), las instituciones son las restricciones que surgen de la inventiva humana para limitar las interacciones políticas, económicas y sociales. Entre esas restricciones hay las informales (como las sanciones, los tabúes, las costumbres, las tradiciones y los códigos de conducta) y también reglas formales (constituciones, leyes, derechos de propiedad). En resumen, cuando hablamos de instituciones queremos decir las reglas que gobiernan y moldean la vida política y económica de un determinado país.


  Sin duda alguna, las instituciones tienen un rol central en el funcionamiento de una economía, ya que no solamente están llamadas a reducir la incertidumbre, sino que definen y limitan el esquema de incentivos de los agentes económicos. Sin embargo, tanto North y Rodrik (2011) como Acemoglu y Robinson (2012) coinciden en señalar que las instituciones políticas son las que determinan las instituciones económicas que tiene un país, por lo que la calidad de las instituciones políticas es la clave. Podemos hablar de las instituciones políticas como aquellas que gobiernan los incentivos en política, determinan cómo se escoge el Gobierno, los límites que tienen y cuáles son sus facultades.


  Mehlum, Moene y Torvik (2006) hacen distinción entre apropiadores (quienes tratan por todos los medios de quedarse con buena parte de los ingresos por recursos naturales sin producir) y productores (quienes utilizan los ingresos para aumentar su producción). Dependerá de la calidad institucional quién tenga más éxito. Sus estudios indican que si las instituciones son favorables a los apropiadores, el ingreso agregado disminuye, pero si las instituciones son favorables a los productores, más recursos naturales aumentarán el ingreso del país.


  Acemoglu y Robinson (2012) agregan que existen dos tipos de instituciones: las inclusivas y las extractivas. Las instituciones inclusivas serían aquellas que permiten y alientan la participación de la mayoría de las personas en actividades económicas y políticas, creando los incentivos adecuados para que la iniciativa privada aumente y los países crezcan y se desarrollen de manera sostenible; mientras que las instituciones extractivas son las que concentran el poder, promueven un modelo social coercitivo, no garantizan incentivos a los emprendedores ni generan igualdad de oportunidades, beneficiando solamente a una élite y aumentando la desigualdad y la pobreza. Acemoglu y Robinson introducen el término «élite extractiva» como aquella minoría que se apropia de las rentas de otra mayoría en un proceso continuado que la sociedad, a través de mecanismos discrecionales (diseñados a propósito) facilita.


  En Venezuela, utilizando las palabras de Acemoglu, podríamos decir que el crecimiento económico que tuvo lugar entre 2003 y 2009 fue un crecimiento extractivo que generó complacencia, porque ocultó la enorme necesidad de un cambio institucional que a la larga está siendo muy doloroso para la sociedad.


  5.5.2 ¿Cómo medimos la calidad institucional?


  Uno de los graves problemas con los que se encuentran los economistas a la hora de explicar y analizar la importancia de las instituciones es cómo medirlas. En tal sentido, Edison (2003) utiliza un conjunto de indicadores bastante amplios e interesantes para resolver ese problema:


  
    	Su primer indicador es un índice de gobernanza agregada, el cual está basado en un estudio de Kaufmann, Kraay y Zoido (1999) que engloba el promedio de 6 puntos a tomar en cuenta: voz y rendición de cuentas (que los ciudadanos no solo puedan elegir al Gobierno, sino también ejercer sus derechos políticos, libertades civiles y que en ese país haya libertad de prensa), estabilidad política (que el Gobierno no caiga por medios anticonstitucionales o violentos), eficacia del Gobierno (la calidad de la provisión de los bienes públicos), carga regulatoria (que en los mercados de bienes, el sistema bancario y el comercio internacional no sean víctimas de excesivos controles gubernamentales), Estado de derecho (valorar el sistema judicial de ese país, tratando de que sea lo más independiente y eficaz posible) y ausencia de corrupción (minimizar el abuso del poder público para fines privados o corruptos).


    	El segundo indicador tiene que ver con el grado de protección a la propiedad privada y la legislación vigente (el vital respeto a los derechos de propiedad).


    	Y el tercero es el de las limitaciones a los dirigentes políticos (en una sociedad donde los políticos estén sometidos a limitaciones adecuadas que generen matriz de incentivos favorables, las políticas emprendidas generarán mayor bienestar agregado).

  


  Fácilmente podemos observar cómo Venezuela saldría muy mal parada a la hora de valorar cada de uno de estos indicadores.


  5.5.3 ¿Qué tipo de instituciones se deben desarrollar?


  Muy en sintonía con el punto anterior y teniendo presente la muy mala calidad de las instituciones venezolanas, revisemos el aporte de Rodrik y Subramanian (2003), quienes describen las que a su juicio son las 4 modalidades de instituciones que un país necesitaría desarrollar: las creadoras de mercado (son las instituciones que protegen los derechos de propiedad y el cumplimiento de contratos; en su ausencia los mercados no funcionan o lo hacen muy mal); las reguladoras de mercado (las que se ocupan de las externalidades, economías de escala e información imperfecta); las estabilizadoras de mercado (las que tienen que ver con minimizar la volatilidad macroeconómica y evitar crisis financieras); y las legitimadoras de mercado (las que controlan conflictos y proporcionan protección social).


  Cuando revisamos la actual situación de las instituciones en Venezuela y contrastamos su nivel actual con las ideas de Rodrik y Subramanian, encontramos que nuestro país debe replantearse una profunda y radical revisión de sus instituciones. Hoy en Venezuela no se protegen los derechos de propiedad ni el cumplimiento de contratos; tampoco hay instituciones que minimicen la volatilidad macroeconómica, mucho menos quien controle los conflictos con independencia, y las instituciones reguladoras de mercado son un rotundo fracaso.


  Se debe tener presente que elevar la calidad de las instituciones es un proceso costoso y complicado en términos sociales, económicos, pero sobre todo políticos. Las mejoras solo serán viables si quienes inciden en el poder político y económico perciben que los beneficios son superiores a los costos que les generan.


  Para el caso venezolano son pertinentes dos trabajos: el primero es el de Sala-i-Martin y Subramanian (2002), quienes concluyen que cuando el costo marginal de explotar los recursos tiende a cero, los Gobiernos tienen escasos incentivos para: administrarlos con eficiencia, proveer servicios públicos adecuados, responder de manera eficaz las solicitudes de su sociedad e inmunizarse contra los rent-seeking. Por lo tanto, el Gobierno no tendría incentivos para desarrollar una economía de mercado ni para proteger los derechos de propiedad. Y el segundo, el de Ross (2009), quien concluye que la riqueza del petróleo tiende a prolongar Gobiernos autoritarios.


  5.5.4 Situación de las instituciones venezolanas


  Las instituciones venezolanas salen muy mal paradas a la hora de revisar las diferentes mediciones que, sobre la calidad institucional, se realizan anualmente en el mundo. La Fundación Libertad y Progreso tiene un estudio encabezado por Martín Krause sobre Índice de Calidad Institucional (2015), en el cual Venezuela aparece en el lugar 187 de 193 países analizados. Este estudio empezó a publicarse en 2007 y en ese año Venezuela alcanzó el lugar 161. Por otra parte tenemos el Índice de Competitividad Global (2015-2016) realizado por el World Economic Forum, el cual analiza 12 pilares de cada país para evaluar su competitividad (Venezuela alcanzó el puesto 132 de 140). El primer pilar analizado son las instituciones (respeto a derechos de propiedad, independencia del sistema judicial, control a la corrupción, rendición de cuentas por parte de los funcionarios públicos, control del gasto público, etc.). Allí Venezuela fue valorada como el país con las peores instituciones del estudio (puesto 140). El Instituto Fraser, a través de su informe anual sobre la Libertad Económica en el Mundo (2015), hace hincapié en que la calidad institucional venezolana (independencia e integridad del sistema de justicia, protección a derechos de propiedad, interferencia de militares en decisiones políticas, etc.) es la peor entre los países analizados, colocando a Venezuela en el último puesto de su estudio global (de 157 países). En el Banco Mundial, desde 1996 y de la mano de los economistas Daniel Kaufmann y Aart Kraay, han desarrollado un estudio sobre indicadores de Gobernanza (revisan variables como calidad regulatoria, Estado de derecho, libertad de expresión, rendición de cuentas, estabilidad política y control de la corrupción.), donde Venezuela ha venido reflejando un deterioro importante en prácticamente todos los indicadores de gobernanza. También hay que resaltar el nuevo informe del Centro de Cooperación Internacional de la Universidad de Nueva York (NYU), elaborado a pedido de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre Países en Fragilidad (2015), en donde comentan que si bien es cierto que Venezuela no está en la lista del 50% de Estados más frágiles del mundo, tiene graves deficiencias en 3 de las 5 variables estudiadas (violencia/criminalidad, justicia e instituciones) y le recomendaban que de manera urgente debía emprender «reformas institucionales importantes».


  Por último, pero no menos importante, está el World Justice Project y su Índice de Estado de derecho (2015). En él se analizan el sistema judicial, las restricciones al poder gubernamental, el control de la corrupción, el respeto a los derechos fundamentales, etc. En ese estudio Venezuela quedó en el último lugar (entre 102 países).


  En resumen, sin una mejora drástica en la calidad de las instituciones venezolanas, no importa que tengamos más de 300.000 millones de barriles en reservas petroleras, dado que con las instituciones débiles con las que contamos hoy no seremos capaces de lograr un buen equilibrio mediante el cual esa riqueza en petróleo, buenas instituciones y crecimiento se refuercen mutuamente.


  Finalmente, queremos cerrar este capítulo afirmando que, sin consenso ni visión compartida, ninguno de los mecanismos que recomendamos se podrá mantener en el tiempo. Lograr consensos tiende a requerir mucho tiempo de negociación y los venezolanos últimamente hemos adolecido justamente de no ser muy pacientes como sociedad, pero debemos tomar conciencia de que solo volviendo a desarrollar esta capacidad será como podremos reencontrarnos con la senda del desarrollo.
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  Política monetaria y dignidad de los venezolanos

  Rafael J. Ávila D.


  Todos los esfuerzos para lograr un orden de competencia son en vano si no está asegurada una cierta estabilidad monetaria. La política monetaria juega por lo tanto un rol primordial para el orden de competencia.


  WALTER EUCKEN


  1. Qué ha pasado hasta ahora: pérdida de una institucionalidad fundamental


  La política monetaria venezolana podemos dividirla en dos grandes etapas: una primera, que podríamos denominar cercana en su configuración a un sistema de banca libre, que iría desde el nacimiento de la República, en 1830, hasta inicios del año 1941; y una segunda etapa, que podríamos denominar de banca central, que comienza en 1941 y sigue en vigencia.


  La denominada etapa primera, de banca libre, aunque con sus entendibles vaivenes y reajustes de arranque de nuestra etapa republicana, tiene una interesante historia que valdría la pena revisar con más detalle, cuestión que escapa al objeto de este trabajo. Se inicia con nuestras primeras experiencias bancarias, por allá en la década de los años treinta del siglo XIX, con la Sociedad Económica de Amigos del País (1834), pasando por el Banco Colonial Británico (1839) y por el Banco Nacional de Venezuela (1841), hasta la década de cierre del mismo siglo, con el Banco de Maracaibo (1882), el Banco Comercial (1883), el Banco de Carabobo (1883), el Banco de Venezuela (1890), el Banco Caracas (1890); y ya adentrados en el siglo XX, prosigue con las experiencias del Banco Comercial de Maracaibo (1916), el Banco Mercantil Americano (1917), el Banco Venezolano de Crédito (1925), así como bancos extranjeros como el Royal Bank of Canada, el Banco Internacional, el First National City Bank y el Banco Holandés Unido, instalados entre 1916 y 1920; como también bancos del Estado, como el Banco Agrícola y Pecuario y el Banco Obrero (ambos de 1928), así como el Banco Industrial de Venezuela (1937), destacando el hecho de que, para 1940, año en el cual el Banco Central de Venezuela ya ha sido creado por ley en 1939 por el presidente López Contreras, y en el que está por iniciar sus operaciones, funcionaban once bancos comerciales y tres gubernamentales y circulaban billetes emitidos por el Banco de Venezuela, el Banco Venezolano de Crédito, el Banco Mercantil y Agrícola, el Banco de Maracaibo, el Banco Comercial del Maracaibo y el Banco Caracas. Esta etapa, que podemos delimitar entre 1830 y 1940, que fue generalmente caracterizada por emisión privada de dinero atada a un patrón oro, por no tener un curso forzoso y por estabilidad de precios, concluye cuando, en enero de 1941, inicia operaciones el Banco Central de Venezuela (BCV) y comienza la etapa de banca centralista venezolana vigente.


  La etapa de banca central en Venezuela se inicia en 1941 con el cese de la emisión múltiple de billetes por parte de los bancos privados, lo que convierte al Banco Central de Venezuela en la entidad con la potestad exclusiva de emitir monedas y billetes. Para esto, los billetes de la banca privada fueron recogidos por el BCV, al igual que el oro que los respaldaba, con el objeto de retirarlos de circulación y sustituirlos paulatinamente por billetes centralizados. Al llegar el BCV, había once bancos comerciales y tres bancos gubernamentales. En lo sucesivo, habrá una moneda de curso forzoso y un monopolio de emisión en un solo banco: el BCV.


  En sus acuerdos iniciales, el BCV estaba en la obligación de respaldar el cincuenta por ciento (50%) de los billetes emitidos en oro amonedado, barras depositadas en sus bóvedas o bajo custodia de bancos foráneos, o bien en depósitos a la vista en bancos extranjeros; solo se podía poner dinero en circulación a través de la compra de oro, de divisas y de operaciones de crédito con la banca y el público en general; y, no menos importante, los billetes emitidos por el Banco Central de Venezuela eran convertibles en barras de oro, en letras o giros a la vista sobre fondos depositados en el exterior o en moneda legal venezolana; es decir, el billete circulaba, pero la moneda de respaldo, la moneda verdadera, era básicamente oro. Este era un arreglo institucional que evidentemente «amarraba» las manos al banquero central. Otro aspecto a destacar del arreglo inicial del BCV es su configuración accionaria: era una compañía anónima cuyo capital estaba conformado en un treinta por ciento (30%) por el Gobierno central, treinta por ciento (30%) por el público general y un cuarenta por ciento (40%) por la banca privada. Este arreglo institucional cooperaba con la autonomía necesaria que el BCV debe tener en relación con los intereses particulares y el Gobierno. A esta etapa inicial de la banca centralista venezolana la podemos denominar de patrón oro al cincuenta por ciento (50%) y estuvo vigente durante aproximadamente veinte años, cuando en 1960 se modificó la norma, haciéndola más laxa, reduciendo el respaldo necesario en oro al treinta y tres por ciento (33%) de la masa de billetes emitidos. Aunque más laxa, por lo menos aún seguía habiendo una atadura para la emisión de dinero.


  En 1961 hubo un avance en la senda de la pérdida de autonomía de BCV: se reformó su ley, y aunque se mantenía como empresa mixta, el Gobierno adquirió el derecho de elegir la junta directiva.


  La Reserva Federal estadounidense decide suspender el patrón oro, y así, en 1973 hace lo propio el BCV y adopta un tipo de cambio fijo en referencia al dólar estadounidense de Bs. 4,30 por dólar. Terminaba así la era del patrón oro en Venezuela y comenzaba la era del patrón dólar, con un cambio fijo y convertibilidad en la moneda estadounidense.


  El 30 de octubre de 1974, el Gobierno reforma por decreto la Ley de Banco Central y lo estatiza: establece la propiedad pública del banco, centraliza toda la emisión y el depósito por parte de institutos del Gobierno en el BCV. Esta reforma de la Ley del BCV constituye un hito trascendental en la destrucción de la autonomía del ente emisor y rector del sistema financiero venezolano.


  Muestra de esta pérdida de autonomía y apego a los intereses del Gobierno central, algo lógico derivado del hecho de que la propiedad del BCV sea totalmente pública, es que se haya dado inicio a la compra de bonos, por parte del Banco Central de Venezuela, para financiar al Gobierno por la vía de fideicomisos que se establecieron en el mismo banco para gestionar, entre otros, los fondos de pensiones del seguro social. Así, el BCV financiaba el gasto público, manteniendo además los depósitos de empresas gubernamentales (por ejemplo PDVSA) y de oficinas, como el Fondo de Inversiones y la Agencia de Tesorería Gubernamental. Luego se crea el encaje legal imputado, que funge como mecanismo de financiamiento de corto plazo, sacando provecho de la laxitud monetaria del momento.


  El régimen de cambio fijo en referencia al dólar estadounidense se mantendrá vigente hasta la llegada del llamado Viernes Negro de 1983. El 18 de febrero de 1983 marca otro hito transcendental en la historia económica de Venezuela: finaliza una larga etapa de estabilidad de precios en el país: ciento cincuenta y tres años desde la fundación de la República y cuarenta y tres años desde la creación del BCV.


  Ese día se suspenden las operaciones cambiarias y se reanudan al décimo día con tres tipos de cambio: uno preferencial a Bs. 4,30 por dólar para deuda pública, deuda privada y bienes esenciales; a Bs. 6 por dólar para gastos necesarios pero no esenciales; y a dólar flotante para viajeros y gastos no indispensables. Además, se congelan los precios por sesenta días y se crea el Régimen Cambiario de Divisas (Recadi).


  Con el Viernes Negro se inaugura una etapa de volatilidad inflacionaria, controles cambiarios aún más ineficientes, flotación cambiaria, bandas cambiarias y devaluaciones de la moneda. Es decir, a partir de tal fecha se acelera la destrucción del bolívar y, por tanto, la destrucción del poder adquisitivo de los venezolanos, afectando su bienestar, y todo debido estructuralmente a un persistente y creciente déficit fiscal: los Gobiernos desbocaron el gasto público en un afán por atender cada vez más necesidades e intervenir en mayor medida en la dinámica económica, lo que, en escenarios de bajos ingresos petroleros, los fue obligando a apelar al endeudamiento, la inflación y la devaluación como medidas para cubrir los déficits de caja. Puede decirse que para evitar el costo político, tanto de reducir el tamaño del Estado y del gasto público como de incrementar impuestos, los Gobiernos le «agarraron el gusto» a la inflación, que termina siendo un impuesto «invisible», aunque el peor de ellos. Esto sin incluir en la cuenta la ineficiencia de los controles y el incentivo a la corrupción que estos conllevan. Toda esta penosa situación, por supuesto, ha sido impuesta a la ciudadanía por los Gobiernos, en complicidad con el BCV. Dicho de otra manera, lamentablemente, el Banco Central de Venezuela se ha ido alineando cada vez más a los intereses del Gobierno central. La inflación como política económica para cubrir déficits de caja no habría sido posible sin el apoyo del BCV. De allí lo importante de preservar su autonomía, la que se ha ido mancillando aceleradamente a partir de la estatización del BCV en 1974.


  En cuanto a los regímenes cambiarios o controles de cambio, podemos decir que se han hecho cada vez más frecuentes y más ineficientes. Pareciera que esta fuera suficiente demostración de que los controles no funcionan, pues no resuelven el problema de fondo, que está en unas finanzas públicas desequilibradas, en déficits estructurales causados, a su vez, por un voraz Estado, deseoso de abarcar cada vez un mayor espacio en la actividad económica nacional.


  En las siguientes gráficas y tablas podemos ver el comportamiento de la inflación desde el comienzo de la República hasta el año 2015, y una comparación de este indicador por períodos emblemáticos de la historia de Venezuela:
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  Como puede observarse en el gráfico anterior, desde 1830 hasta 1940 el valor de la moneda venezolana fue prácticamente estable; la moneda fue verdaderamente fuerte. Con su lógica volatilidad, pero si agregamos que fueron años de convulsiones intestinas y luchas entre caudillos, incluso con una cruenta guerra como la Guerra Federal, fue más de un siglo en el que lo que se podía comprar con un bolívar en 1830, se podía comprar también con un bolívar en 1940. Esto es estabilidad de precios. Fue un período de emprendimientos en el sector bancario y financiero, de iniciativas privadas, de emisión privada y competencia de monedas; no había un curso forzoso ni monopolio de emisión. El promedio de la variación de precios de estos ciento diez años fue de -0,5% interanual; es decir prácticamente nulo.


  En el mismo gráfico puede observarse la curva coloreada en rojo, que también describe la evolución de la variación de los precios, pero esta vez para la etapa centralista de la banca venezolana, desde 1940 hasta 2015, régimen vigente. En ella han sido resaltados los hitos comentados anteriormente: conformación accionaria inicial del BCV, etapas de los diversos regímenes de patrón oro y patrón dólar, estatización del BCV y los distintos controles de cambio. Puede destacarse una primera etapa, de 1941 a 1973, de estabilidad de precios, pues continuaba el apego al patrón oro. Pero luego de la modificación de la ley del BCV de 1974, en la que se lesiona la autonomía del instituto emisor, se inicia la etapa inflacionaria venezolana, que se acentúa a partir de 1983, donde vemos Gobiernos que han ido haciendo estructural el déficit fiscal y que, en períodos de bajos precios petroleros, para no recortar el gasto público, optan por cubrir los déficits con emisión monetaria, con inflación de moneda. Este crecimiento acelerado de la cantidad de dinero circulante en la economía, aunado a un decrecimiento en producción, lógicamente debe reflejarse en alzas de precios de bienes y servicios, en inflación de precios. Es un período, este de setenta y cinco años, de variación de precios promedio de 17% interanual y de mayor volatilidad que el período previo al BCV, que termina significando que para comprar lo que se podía con un bolívar en 1941, se necesitan ciento treinta y cinco mil (135.000) bolívares al cierre de 2015. Esta ha sido una etapa de monopolio de emisión por parte del BCV, de curso forzoso y de «prestamista de última instancia».


  En el siguiente gráfico puede observarse la evolución de la variación de precios en la economía venezolana para la etapa democrática (1958-2015):


  [image: img034]


  Esta elocuente gráfica nos muestra la tendencia creciente que tiene la inflación en Venezuela; tarea pendiente de la democracia venezolana.


  En la tabla siguiente puede observarse el comportamiento de la variación de precios en Venezuela, analizada por períodos emblemáticos de nuestra historia:
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  La tabla anterior muestra, para un período determinado de la historia venezolana: el promedio de inflación (tanto aritmético como geométrico) del período en cuestión, la volatilidad de la inflación, el máximo y el mínimo registro de la variable inflación dentro del determinado período, y el año en el que se dieron estos hitos; la inflación acumulada del período y la duración del mismo.


  De la tabla podemos resaltar que, después de la estatización del BCV en 1974 y particularmente a partir del Viernes Negro de 1983, tanto la inflación como su volatilidad se disparan. A su vez, destaca en la tabla que el socialismo del siglo XXI es el que mayor aporte ha hecho a la elevada inflación promedio y a la volatilidad de la era democrática venezolana; y que el llamado bolívar «fuerte» no es tal, pues es el que mayor registro de inflación y volatilidad presenta en los datos.


  En el gráfico siguiente hacemos una comparación similar, pero solo destacando la inflación promedio del período en cuestión y su volatilidad. Es una forma gráfica de ver lo que ya hemos comentado.


  [image: img036]


  Como ha podido verse en los gráficos y tablas anteriores, el hecho de que el BCV haya ido perdiendo el apego a una regla en cuanto a la emisión de moneda, como fue el patrón oro a 50% o a 33%, o luego el patrón dólar, aunado a la pérdida de autonomía luego de su estatización en 1974, y profundizada en las recientes modificaciones de la Ley del BCV, ha traído como consecuencia una tasa de inflación cada vez mayor y más volátil, lo que se traduce en una permanente y acelerada pérdida del valor del bolívar y, a fin de cuentas, del poder de compra del ciudadano de a pie.


  En la modificación de la Ley del BCV de julio de 2005, a pesar de estar en medio de un boom petrolero, el Gobierno central logró la posibilidad legal de obtener mayor financiamiento por parte del Banco Central de Venezuela. Este hecho terminó de eliminar la autonomía de la autoridad monetaria.


  Esta modificación de 2005 autorizó al Gobierno a disponer de las reservas internacionales que estén en exceso de un «nivel óptimo de divisas» ambiguo, en fondos de uso discrecional, como por ejemplo el más importante de ellos: el Fondo de Desarrollo Nacional (Fonden).


  Pero el lesionar la autonomía del BCV no se detuvo allí. En las reformas de 2009 y 2010, se permitió al Banco Central de Venezuela el financiamiento directo a las empresas estatales y al Gobierno, mediante la emisión de dinero.


  Lo que se ha visto en cuanto a la política monetaria venezolana a partir de 1983, y profundizado con el socialismo del siglo XXI, es un BCV alineado a los intereses del Gobierno central de turno, que termina financiando el déficit fiscal originado por un voraz Estado, cuyo gasto público es cada vez mayor en relación con sus ingresos fiscales. La disciplina fiscal no ha sido la norma y el BCV ha estado allí para financiarla.


  2. Lo corrosivo de la inflación y los controles de cambio


  2.1 De la inflación


  El fenómeno inflacionario está en la raíz de prácticamente todas nuestras quejas e insatisfacciones en cuanto a las relaciones económicas que llevamos con otras personas, con la empresa en la que trabajamos, entre el negocio que dirigimos y sus stakeholders o dolientes; en fin, en la relación entre agentes económicos: personas, empresas y el Estado.


  Nos quejamos de: elevados precios de bienes y servicios, escasez, desabastecimiento, acaparamiento, especulación, pobreza, crisis económicas, desempleo, escasos salarios, inseguridad, entre tantas otras cosas. Y nos quejamos con razón: estas son todas unas calamidades.


  Existen dos definiciones de inflación, una más conocida que la otra. La primera es la inflación de moneda, que consiste en un aumento de la cantidad de moneda en circulación en la economía, representada por la emisión de deuda de los bancos y por la creación de cuentas corrientes, por la emisión de deuda del banco central o por la simple impresión de moneda. Es un aumento en la oferta de dinero y crédito en la economía. Este es el verdadero origen del problema inflacionario.


  La segunda definición es la inflación de precios. Esta consiste en el aumento general de los precios de los bienes y servicios en la economía. Es la más conocida o popular de las definiciones de inflación, sobrevenida con la modernidad. Sin embargo, es el reflejo del problema, mas no es su causa.


  El aumento de la cantidad de moneda en circulación en la economía pone en manos de la ciudadanía más dinero para poder consumir; esto hace que la demanda sobre bienes y servicios aumente, lo que, para una oferta de bienes y servicios más inelástica y que no puede ajustar su producción instantáneamente a los nuevos niveles de demanda, tiene como efecto un aumento en los precios de los bienes y servicios.


  La corrosión de la inflación está justamente en que luego del aumento de los precios en la economía, si nuestros ingresos no han crecido a la misma razón, podremos adquirir menos bienes y servicios; es decir, nuestro poder de compra se ha reducido, afectando así nuestro nivel de vida. Para verlo con un ejemplo sencillo: si hoy tenemos un ingreso de Bs. 1000, podremos comprar 100 artículos que tengan un precio de Bs. 10 cada uno. Si en cuestión de un año, por ejemplo, los precios en la economía aumentasen 50%, quiere decir que cada unidad de este artículo ahora cuesta Bs. 15, lo que, para un mismo nivel de ingresos de Bs. 1000, nos permitirá adquirir solo 67 unidades del referido artículo. Es decir, nuestra capacidad de compra ha caído de 100 unidades a 67; ha mermado, se ha corroído un 33% (un tercio).


  Por supuesto que la inflación no nos golpea a todos por igual, porque no todos tenemos la misma cesta de consumo: unas personas dedican más parte de su ingreso al consumo de alimentos, por ejemplo, que otras. Su impacto dependerá de la variación que registren los precios de cada uno de los bienes y servicios que particularmente consumimos.


  El fenómeno inflacionario tiene nefastas consecuencias para el ciudadano de a pie. Entre ellas pueden destacarse, inicialmente, la pérdida del poder adquisitivo del dinero. El acaparamiento y la especulación no son causas, son más bien consecuencias de las medidas inflacionarias, que por supuesto empeoran la situación.


  El aumento de la cantidad de dinero impreso por el banco central y sin contraprestación en nueva producción, puesto en manos de los ciudadanos, y que termina reflejándose en un aumento general de los precios de bienes y servicios, hace que el poder de compra de la moneda descienda. El valor de una determinada moneda no está en la cantidad de ceros o en el tamaño de la cifra que indique el papel moneda o billete, sino en su capacidad de comprar, de ser canjeado o intercambiado por una mayor cantidad de bienes o servicios. En la medida en que este poder de canje desciende durante un período, en esa misma medida la moneda en cuestión pierde valor, se hace débil.


  Dado esto, los ingresos que recibimos los ciudadanos como contraprestación del servicio que prestamos a la sociedad, el fruto de nuestro trabajo y esfuerzo diario y los ahorros producto de ese esfuerzo, con el paso del tiempo tienen menor poder de compra, es decir, valen menos. Si esta situación de pérdida del valor de la moneda persiste en el tiempo, la ciudadanía se va empobreciendo materialmente, desciende su nivel de vida, lo que a largo plazo va generando un malestar general tendente a conflictos sociales. Más aún si en el proceso una mayoría se empobrece mientras una minoría se enriquece.


  Si existe una expectativa de inflación en la ciudadanía, o si ya se ha materializado el aumento general de los precios y, con ello, la pérdida del poder adquisitivo de la moneda y el consecuente descenso del nivel de vida, los grupos de interés más organizados, como pueden ser los sindicatos de trabajadores, presionarán para obtener de las empresas en las que prestan servicios mayores retribuciones y beneficios salariales, lo que a su vez estimula a la empresa a aumentar los precios de sus productos, lo que por ende encarece la vida de los trabajadores, desencadenándose así un círculo vicioso que podría terminar en una espiral hiperinflacionaria.


  Vale la pena hacer unas breves reflexiones sobre la inflación, sus causas y sus nefastas consecuencias.


  La inflación es un impuesto sin representación e inconsulto


  Los impuestos o gravámenes fiscales son leyes que son promulgadas por los Parlamentos. Y los Parlamentos están compuestos por representantes elegidos por los ciudadanos, por el pueblo. De esto se interpreta que, al promulgar una ley un Parlamento, quien lo hace de forma indirecta, en segundo grado, es el pueblo (cosa discutible y que da tela para una discusión interesante). Asumiendo esto, se puede decir que los impuestos han sido colocados por el mismo pueblo, que es quien los va a pagar. Y así se puede decir que no hay engaño al ciudadano: él mismo, a través de sus representantes, ha decidido cobrarse impuestos para dárselos al Gobierno y que este financie su gasto, asignando recursos en el orden de prioridad que el mismo Gobierno haya definido; orden de prioridad influido por los valores y la visión que del mundo tenga el Gobierno.


  En el caso de la inflación, lamentablemente no ocurre lo mismo: la inflación es un impuesto invisible que no se paga directamente a las arcas de la Tesorería de la Nación; se paga cada vez que el ciudadano de a pie va al mercado a hacer compras y, por otra parte, se ha aplicado al pueblo sin consultarle previamente. Además, es muy poco probable escuchar a un diputado al Parlamento arengando a favor de colocar un impuesto llamado inflación al pueblo, o proponiendo subir la inflación, pero sí ocurre realmente que el Parlamento, y sus diputados, pueden terminar siendo cómplices de castigar así a la sociedad. También, al igual que ocurre con cualquier impuesto, el Gobierno con la inflación financia sus gastos.


  La situación descrita anteriormente pone en la mesa un evidente riesgo moral, pues el ciudadano está sufragando parte del presupuesto del Gobierno con el impuesto inflación. Presupuesto que no necesariamente coincide con los intereses del ciudadano, aunque se le haya «consultado» indirectamente a través de sus representantes ante el Parlamento. Y, si hilamos más fino, podría llegar a decirse que, como sustraer un dinero del bolsillo de otra persona sin el consentimiento de esta se llama hurto (robo sin violencia), entonces la inflación está muy próxima a ser catalogada como tal: se le quita sin consentirlo el fruto del trabajo y el esfuerzo del pueblo, algo que podría señalarse como un atentado contra los derechos humanos y, por ende, una flagrante inmoralidad.


  Los impuestos promulgados por los Parlamentos generalmente discriminan, es decir, pechan la actividad económica de algunos; por ejemplo: algunas actividades quedan exentas, solo pagan las personas y empresas que tengan ciertos niveles de ingresos; pueden ser progresivos, en el sentido de que quien más gana, más porcentaje de impuesto paga, etc., pero la inflación es un impuesto inconsulto que no discrimina: la pagan todos los ciudadanos sin distingo y sí golpea más fuerte a las clases más desposeídas, porque generalmente estas solo tienen ingresos en la moneda «inflada» y tienen acceso a menos instrumentos y formas para protegerse de la inflación.


  Ciertamente, en el corto plazo hay ganadores: el propio Gobierno, porque financia sus gastos, y también los primeros receptores de ese gasto, como la burocracia, los proveedores de servicios del Gobierno y contratistas. Pero en la medida en que ese dinero «sin respaldo» en producción –moneda mala, dirían algunos expertos– va circulando por el torrente sanguíneo de la economía, empiezan a aparecer los perdedores: la mayoría de los ciudadanos, porque tienen que soportar el impacto de la escalada de precios… En el largo plazo perdemos todos como sociedad.


  ¿Aprueban el examen los bancos centrales?


  Si recordamos que el principal mandato que la Constitución o ley fundamental de una república da a su banco central es controlar la inflación, preservar el valor de la moneda, entonces la gran mayoría de los bancos centrales está reprobada (claro está que unos están más reprobados que otros). Su directiva debería poner sus cargos a la orden en un acto de responsabilidad. Fallar en esta fundamental tarea, ¿no pone en duda la justificación de la existencia de la banca centralizada?


  Si antes de la existencia de los bancos centrales la emisión de dinero se daba por parte de bancos privados y la evidencia empírica muestra que prácticamente no existía inflación, es decir, los precios en la economía eran estables y el ciclo económico era menos volátil; y luego los Gobiernos crean un banco para monopolizar la emisión de dinero –llamado banco central–, hacen una moneda de curso legal y forzoso y el fenómeno inflacionario comienza a hacerse peor y más frecuente, así como el ciclo económico más volátil, ¿esto no pone en duda la justificación de la existencia de la banca centralizada? Este tema es tan interesante y tan importante que ameritaría mucho más desarrollo, pero en este trabajo partimos de que se mantendría el statu quo, de banca centralizada, y se harán recomendaciones de política monetaria asumiendo esto, aunque se tocará, tangencialmente, el tema de banca libre a finales de este trabajo.


  Libertad de elegir


  En la medida en que los ciudadanos tenemos menos opciones entre las cuales elegir, estamos más obligados a escoger una opción y, por ende, disfrutamos de menos libertad. En el caso de la moneda pasa algo similar: los ciudadanos deberíamos gozar de la posibilidad de poder escoger la moneda en la que queramos que nos paguen y en la que queramos pagar; es decir, libertad de escoger la moneda empleada en una contratación. Si esto fuera así, ¿qué moneda terminaría prefiriendo el ciudadano? Pues, muy probablemente sería aquella en la que el ciudadano sienta mayor protección para el fruto de su esfuerzo; en otras palabras, aquella que sufra de una inflación más baja, la que pierda menos valor con el tiempo, la más fuerte. Si esa moneda, la que se escogería, no es la del propio país, si no se escoge la moneda nacional, probablemente ocurra que el Gobierno de ese país no le permitirá disfrutar de esa libertad de elección, obligando a toda la población a contratar y a usar la moneda nacional.


  ¿Crecimiento con inflación?


  También hay que comentar que los Gobiernos (y también los bancos centrales) son influidos por las ideas keynesianas. Un hacedor de políticas económicas formado y creyente en la doctrina propugnada por John Maynard Keynes ve la inflación como un válido recurso para impulsar, motorizar, estimular el crecimiento económico. Tal vez esto tenga cierto impacto positivo a corto plazo y en los sectores beneficiados directamente y primeros en recibir la nueva cantidad de moneda emitida; y tal vez caiga el desempleo, como anunciaría la curva de Phillips, pero de mantenerse la política inflacionaria no solo se perjudica principalmente a los sectores de la sociedad más desprotegidos, a quienes frecuentemente se les cataloga como los primeros defendidos por los Gobiernos, sino que además llega un momento en que no se puede engañar más a las personas y la medida deja de tener el resultado esperado, cayéndose en lo peor de los dos mundos: desempleo con inflación, es decir, estanflación.


  No hay almuerzos gratis


  Creo que uno de los errores que cometemos frecuentemente como sociedad es creer que los almuerzos gratis existen, es decir, creer que es posible producir, crear y beneficiar a otros con cosas gratuitas. Y la realidad es que alguien siempre lo financia, lo paga, pone el dinero de su bolsillo, voluntaria o involuntariamente, consciente o inconscientemente. Considero que una de las fallas de la corriente keynesiana en economía está justamente en olvidarse de este principio o fundamento básico: no hay creación mágica de cosas; alguien siempre está poniendo los recursos. Y así de lógico ocurre cuando se pretende crecer con inflación o «estimular» la economía con la inyección de nueva moneda: alguien paga las cuentas, se benefician unos pocos a cuenta de muchos. La razón está en que inflar la moneda para financiar el gasto público o cubrir los déficits presupuestarios del Gobierno tiene el mismo efecto que querer gastar más pero cobrándoles más impuestos a las personas, familias y empresas: el posible estímulo que tendría el aumento del gasto es compensado, revertido por el incremento en los impuestos; es decir, ante el dicho estímulo, el paciente no reacciona, o tendría el mismo efecto que querer gastar más pero emitiendo deuda: ninguno, porque es como sacar de un bolsillo para meter en el otro: en términos netos se sigue en la misma situación. De igual manera ocurre con la inflación, que es un impuesto invisible y sin representación: con ella se les quita a unos para darles a otros, se perjudica a unos para beneficiar a otros. Así como no hay tal cosa como un almuerzo gratis, al parecer tampoco hay tal cosa como el efecto multiplicador del gasto público.


  El «agente perfecto» en la relación agente-principal


  Haciendo analogía con la teoría de la Agencia, en la relación Gobierno-pueblo el Gobierno es el agente y el pueblo es el principal; o el banco central es el agente y el pueblo el principal; o los diputados al parlamento son los agentes y el elector, el ciudadano, el principal. Muchas veces, como sociedad, caemos en el error de creer que todo aquel que logra ocupar un cargo de representación popular o de funcionariado público, mediante elección o no, o que se dedica al ejercicio de la política, la ejerce velando siempre por el bien común, es decir, es un agente perfecto que nunca en su accionar se aleja de los intereses del principal, el pueblo. Dicho de otra forma, se cree que todas sus decisiones serán aquellas que coincidan con los intereses del ciudadano, en todo momento, con el bien común, incluso por encima de sus propios intereses, de su conveniencia: primero el bien común antes que el bien propio.


  La realidad es que este agente también es de carne y hueso, y no necesariamente «perfecto»; también sufre la embestida y cae en tentaciones, lo mueven intereses particulares, defiende intereses de grupos y no necesariamente sus decisiones están alineadas con el bien común. Una de ellas, por ejemplo, es la inflación: decide emitir nueva moneda porque desea gastar más de lo que ya le ingresa y dirigir el gasto según sus prioridades e intereses, que no necesariamente coincidirán con los de la mayoría de los ciudadanos. Pero lo cierto es que extraerá dinero de muchos bolsillos para dárselo a unos pocos. Muchos perderán, pocos ganarán (entre estos el Gobierno), pero lo cierto es que la consecuencia de esta práctica es que se reducirá el valor del esfuerzo y trabajo de toda la sociedad al destruir el valor de la moneda. Si los intereses del agente (el Gobierno, el banco central y el Parlamento) estuvieran alineados con los del principal (el ciudadano), no se implementarían políticas inflacionarias; se preservaría y defendería el valor de la moneda. Si el bien común prevaleciera ante el bien particular del agente, este se «amarraría las manos» y controlaría el gasto para no tener que emitir más moneda para cubrir los déficits presupuestarios. No olvidemos que el Gobierno solicita autorización para poder gastar más, el Parlamento lo autoriza y el banco central le otorga los recursos. Si pretendiendo hacer «justicia» el Gobierno ve como necesario gastar más y para ello aumenta la cantidad de moneda en circulación en el aparato económico, entonces, ¿podemos decir que la inflación es un impuesto «justo» que debemos pagar?


  Por las razones anteriormente expuestas, es muy importante que quienes toman decisiones públicas, los policy makers, hacedores de políticas públicas, y principalmente la sociedad en general, nosotros los ciudadanos de a pie, reflexionemos sobre el tema de la inflación y tomemos conciencia de lo beneficioso que sería para todos como sociedad que nuestros Gobiernos no impulsaran políticas inflacionarias y que los ciudadanos se lo exigiésemos.


  2.2 De los controles de cambio


  Como ya hemos visto, el fenómeno inflacionario tiene nefastas consecuencias para el ciudadano de a pie. Entre ellas pueden destacarse, inicialmente, la pérdida del poder adquisitivo del dinero y, secundariamente, y no por ello menos importantes, las causadas por las formas en que el Gobierno trata de corregir la inflación.


  Para resolver el problema inflacionario, luego de por supuesto buscar culpables en otra parte y no en las políticas monetarias expansivas (recortes artificiales de tasas de interés y emisión acelerada de moneda, aumento de la base monetaria) aunadas a las políticas que espantan las inversiones –la primera, responsabilidad del banco central; la segunda, del Gobierno central–, los Gobiernos de este tipo acuden a controles de precios, con el argumento de que si la inflación es el alza de los precios, entonces la solución es sencilla: controlar el precio.


  Entre los precios que el Gobierno comienza a controlar suele estar el tipo de cambio. Una mayor velocidad de emisión de una moneda en relación con la velocidad de emisión de otra va cambiando el valor relativo entre ellas (sus precios relativos: el tipo de cambio).


  Las expectativas de alta inflación también presionan al alza el tipo de cambio, es decir, la cantidad de dinero nacional que debe pagarse para obtener una unidad de alguna moneda foránea; dicho de otra forma, presiona al alza el precio relativo de la moneda interna y la moneda foránea. Si la gente siente que una moneda perderá capacidad de compra, poder adquisitivo, más rápido que otra, pues simplemente la gente la abandona y corre a refugiar sus ahorros, el fruto de su esfuerzo y trabajo, en la moneda que preserve su poder de compra, la más «dura». Esto va alterando los tipos de cambio, elevando el precio de la moneda «fuerte» en términos de la «débil»; la fuerte se encarece por oferta y demanda. Dicho de forma sencilla: necesitándose más unidades de la moneda débil para adquirir la fuerte.


  La devaluación de una moneda frente a otras es un reflejo de la relación entre tasas de inflación de los países a los que pertenecen las monedas en comparación; es decir, es un reflejo de las políticas inflacionarias de los Gobiernos de dichos países, combinadas con su entorno económico propicio o no a la inversión y al emprendimiento. Pero como esta, que es la verdadera causa, es menos visible, el Gobierno se erige nuevamente como paladín de la justicia y sale en defensa del desprotegido ciudadano de a pie. En esta tarea, controla, fija el tipo de cambio, determinando con su pretendida omnisciencia (de nuevo la fatal arrogancia) el precio máximo que debe pagarse oficialmente para adquirir una unidad de la moneda extranjera. Si este precio controlado es inferior al precio que estaría dispuesto a pagar el mercado para adquirir tal moneda, entonces habrá un exceso de demanda sobre la oferta del bien (la moneda), haciendo que su precio ascienda. Sería la reacción del mercado. Pero no puede ascender porque está controlado el precio.


  El exceso de demanda sobre la oferta insuficiente que habrá originará escasez de la divisa. Entonces, si el que preserva las divisas en el país, que suelen ser los bancos centrales en las llamadas reservas internacionales, comienza a ver que debido a la alta demanda empiezan a mermar sus reservas, entonces con alta probabilidad tratará de corregir el problema, no viendo sus causas sino con otro error: el control cambiario. Y creará instituciones para que apliquen las nuevas normas y velen por que el comportamiento de los ciudadanos sea «acorde». La justificación que normalmente tienen los controles cambiarios es evitar, detener la fuga de divisas del país, por una razón de soberanía, estabilidad y nacionalismo. Pero lo curioso es que nunca se detiene realmente la fuga de divisas. Siempre el mercado consigue salidas, como el agua entre los dedos.


  Por supuesto, se comienza a buscar y a señalar culpables: aquellos ansiosos de riqueza, insaciables, que especulan con la moneda. Pero es que aunque así aparecieran, la culpa la tiene la política inflacionaria del Gobierno y su constante ahuyentar la inversión; es la raíz del problema. Mientras no se corrija el problema de fondo, que es la inflación, y que solo la origina el Gobierno, seguirá habiendo presión para que se encarezca la divisa y no cesará la fuga de capitales.


  La razón por la que el tipo de cambio podría descender y por la que se detendría la fuga de divisas sería que las personas demandaran más la moneda nacional que la foránea, y esto no ocurrirá por un simple motivo nacionalista; ocurrirá si sienten que con el tiempo la moneda interna no pierde valor más rápidamente que la foránea; es decir, si sienten que la moneda nacional es más fuerte que la extranjera; y entonces así, la preferirán, la demandarán. De nuevo: lo visible vs. lo invisible, y corregir errores con otros errores.


  Vale la pena recordar que el vigente régimen no es la primera experiencia de control cambiario que hemos conocido los venezolanos. Ya son varias y ninguna ha resuelto el problema de fondo. Podría cualquiera preguntarse: si ningún régimen cambiario ha funcionado (resolviendo los problemas que supone va a resolver), ¿por qué este sí lo haría?


  El problema de fondo se resuelve con respeto a la dignidad y a la libertad de la persona, con Estado de derecho, igualdad de oportunidades, respeto a la propiedad privada, seguridad jurídica y personal, con una empresa libre y responsable, con libertad y estabilidad monetaria y con reglas que promuevan el emprendimiento y la inversión, que es lo que a la larga genera oportunidades de empleos de calidad y sustentables. Este entorno hará que la gente aprecie el bolívar, quiera preservar el esfuerzo de su trabajo en él; lo que terminará resultando, reflejándose, en una moneda fuerte y estable, y dejaremos de preocuparnos porque se están fugando los capitales, las divisas.


  Ningún régimen de control cambiario ha resuelto ni resolverá el problema de fondo; solo agravará la situación de pobreza y escasez y reducirá el bienestar del ciudadano de a pie.


  2.3 La economía social de mercado y la política monetaria


  De entre los principios económicos de la economía social de mercado (ESM), figuran estos como estructurales: propiedad privada, libertad para establecer contratos, mercados abiertos y competitivos, políticas económicas estables, predecibles y transparentes, y primacía de la política monetaria.


  Si revisamos cada uno, podemos decir que la política inflacionista del Banco Central de Venezuela hasta ahora los ha violado todos:


  
    	La inflación acaba con el valor del fruto del esfuerzo del ciudadano de a pie: flagrante irrespeto a la propiedad privada bien habida y a su libre disposición.


    	El curso forzoso pudiera verse como coartar la libertad para establecer contratos: cuando el ciudadano se ve obligado a usar una moneda en específico, en el fondo se le está obligando a contratar un financiamiento, a prestar dinero, solo con el banco central.


    	El curso forzoso es un monopolio que el Estado le concede y reserva exclusivamente al banco central: no sería el mercado monetario uno abierto y competitivo. Si además hay controles de cambio, se empeora el panorama.


    	Una inflación elevada y volátil echa por tierra la estabilidad, predictibilidad y transparencia de la política económica.

  


  Definitivamente la política monetaria es fundamental.


  Si además revisamos los fundamentos humanistas de la ESM, una política inflacionaria no queda bien parada. Una vez más: una política inflacionaria atenta contra el principio de solidaridad, afecta en mayor medida a las personas de escasos recursos, es un impuesto sobre las mayorías a favor de unas minorías (el Gobierno, por el señoreaje, y los principales beneficiarios del gasto público), deshumaniza el trabajo y no está alineado al bien común. El curso forzoso atenta contra el principio de subsidiariedad, pues podría interpretarse que la banca privada podría proveer moneda sana y no haría falta que una entidad superior (el Estado) la provea, y que se dé la competencia de monedas.


  Sobre el dinero y la inflación, Marcelo Resico comenta en su manual sobre ESM:


  
    «Para que el dinero conserve las propiedades que lo hacen útil y pueda servir para cumplir las funciones para las que fue creado, debe poseer un valor estable en el tiempo. La inflación, y más aún la hiperinflación, causan su depreciación o incluso desaparición. Por consiguiente, un buen orden monetario se basa en normas que permiten ejercer un adecuado control sobre la circulación monetaria en una economía nacional o una zona monetaria para preservar la estabilidad del nivel de precios (Resico, 2014).»

  


  De Wilhelm Röpke vale la pena destacar en su libro A Humane Economy, este comentario sobre la inviolabilidad del dinero, como pilar sobre el que descansa la democracia; muy en línea con el argumento de Friedrich Hayek de que la garantía de las libertades civiles y la democracia está en las libertades económicas:


  
    «Democracy, as we have seen, degenerates into arbitrariness, state omnipotence, and disintegration whenever the decisions of government, as determined by universal suffrage, are not contained by the ultimate limits of natural law, firm norms, and tradition. It is not enough that these should not be laid down in constitutions; they must be so firmly lodged in the hearts and minds of men that they can withstand all onslaughts. One of the most important of these norms is the inviolability of money. Today its very foundations are shaken, and this is one of the gravest danger signals for our society and state (Röpke, 1960).»

  


  Continúa Resico sobre la inflación, sus ganadores y perdedores:


  
    «La inflación puede acarrear varios efectos negativos de redistribución. La teoría ha desarrollado al respecto la hipótesis del atraso sobre los salarios y las transferencias del Estado a los particulares. Si los ingresos salariales de las personas empleadas o las transferencias estatales como pensiones, asistencia social, subsidio de vivienda o subsidio familiar aumentan a un ritmo más lento que el nivel de precios, se produce un empeoramiento de la situación real de estos grupos de personas.


    »Por otro lado, la hipótesis del acreedor-deudor sostiene que la inflación convierte a los acreedores en perdedores porque las deudas por cobrar, fijadas nominalmente, pierden valor, mientras que los deudores salen ganando con la inflación. Esta es también la razón por la cual los Gobiernos pueden tener interés en avalar la inflación (Resico, 2014).»

  


  Marcelo Resico también plantea la relación entre la inflación y el régimen cambiario de esta manera:


  
    «Además, si en un siguiente paso se observa una economía abierta con un sistema de tipos de cambio fijos en relación con los socios comerciales, la inflación (más alta a nivel nacional) reduce la competitividad internacional de los precios de los oferentes nacionales. Las exportaciones nacionales comienzan a perder posiciones en tanto aumentan las importaciones. La consiguiente disminución de la demanda tiene, a la vez, un efecto negativo sobre el empleo nacional (Resico, 2014).»

  


  Sobre un banco central, su labor y su autonomía, vale la pena rescatar lo que comenta Resico en su manual sobre ESM:


  
    «El objetivo más importante de un Banco Central es garantizar la estabilidad de precios en su área monetaria. Al asegurar el poder adquisitivo de la población, el Banco Central contribuye a un crecimiento permanente y adecuado, y a un alto nivel de empleo.


    »Los estudios empíricos demuestran que existe una relación positiva entre la independencia del Banco Central de las instrucciones políticas y la estabilidad monetaria. En general, los bancos centrales autónomos tienen tasas inflacionarias menores a las que exhiben países cuyos bancos centrales reciben instrucciones del Gobierno, sin que por ello las tasas de crecimiento sean más bajas. Por otro lado, la independencia del Banco Central es apenas una de las condiciones necesarias para lograr la estabilidad del nivel de precios (Resico, 2014).»

  


  Como se ha podido observar, para la ESM la política monetaria debe ser independiente y centrada en la preservación de la estabilidad de precios.


  2.4 Aspectos constitucionales y legales


  Si se revisan los aspectos legales y su constitucionalidad, esta pérdida de autonomía del BCV, el financiamiento del déficit y a empresas del Estado, y sus consecuentemente elevadas tasas inflacionarias violan flagrantemente el artículo 318 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, pues este establece que «el objeto fundamental del Banco Central de Venezuela es lograr la estabilidad de precios y preservar el valor interno y externo de la unidad monetaria». El mismo artículo más adelante dice que «El Banco Central de Venezuela es persona jurídica de derecho público con autonomía para la formulación y el ejercicio de las políticas de su competencia».


  De lo anterior se desprende que, por un lado las recientes leyes modificadas del BCV y, por otro lado, el mismo accionar del BCV tienen visos de inconstitucionalidad.


  3. Recomendaciones de política monetaria desde la ESM


  Entendiendo lo grave que para la sociedad en su conjunto es el fenómeno de la inflación, es fundamental revisar lo que podrían ser algunas soluciones a este problema, trabajando sus causas, para así evitar sus muy nefastas consecuencias.


  Lo primero es recordar el origen del problema y enfocar al responsable: el Gobierno. Entonces, si la inflación solo la puede generar el Gobierno, pareciera que lo que hay que hacer es evitarla, forzando a que el Gobierno no la genere: se trata de amarrar las manos al Gobierno… pero, ¿cómo hacerlo?


  Hay una serie de ideas de cómo amarrar las manos al Gobierno que en nuestras sociedades, luego de la necesaria toma de conciencia sobre el problema, debemos debatir para decidir y ejecutar.


  Una manera sería colocando cláusulas legales, constitucionales preferiblemente, que le resten grados de libertad al Gobierno, por ejemplo, obligándolo a cumplir ciertas metas presupuestarias, o fijándole un nivel de gasto como máximo, según alguna medida de ingresos o algún indicador, o poniéndole un tope a la variación interanual de la cantidad de moneda en circulación, entendiendo que si se quiere que el poder adquisitivo del dinero se mantenga estable, la oferta de dinero (cantidad de moneda y crédito) debe variar como lo hace su demanda. Que el Gobierno gaste como máximo solo lo que puede recabar en impuestos sería una sana decisión: equilibrio fiscal.


  Ideas para controlar y limitar al Gobierno, legal y constitucionalmente, seguramente se nos ocurrirían muchas, pero esta opción requiere un estamento político muy consciente y formado, pues el Parlamento es quien hace las leyes o convoca las enmiendas constitucionales, y está conformado por políticos, que en teoría representan al pueblo, pero que en la práctica también siguen intereses tanto de partidos políticos como de grupos de presión: partidos que son Gobierno, o que podrían serlo, y grupos de presión que influyen en la imagen, generan votos o financian.


  Entonces, esta forma de controlar la inflación requiere que el Parlamento, integrado por políticos, emita leyes en ese sentido; dicho de otra forma, requiere que los políticos se amarren las manos a sí mismos. Hay que estimar los incentivos que los políticos tendrían para autocontrolarse; en principio, se estiman bajos, a menos que grupos de interés que puedan influir en los parlamentarios se lo exijan.


  3.1 En la coyuntura


  Es necesario restablecer la autonomía de la autoridad monetaria, que fue convertida en un apéndice del Ministerio de Finanzas a partir de las reformas a la ley del BCV en 2005, 2009 y 2010. Venezuela es una rareza en la economía internacional, donde la inflación ya no es un problema. La persistente subida de los precios producto de los excesos fiscales y el financiamiento monetario del BCV al Gobierno debe ser enfrentada de inmediato mediante el respeto a las normas constitucionales. Vale recordar que la inflación destruye el sistema de precios y por tanto deja de ser un indicador de qué y cuánto producir. Y si además existe un régimen cambiario distorsionado con varias tasas de cambio sobrevaluadas, subsidios generalizados, controles de precios y un mercado negro como referencia última de los precios, la búsqueda de rentas se convierte en la actividad económica fundamental. El rentismo se termina con políticas fiscales y monetarias responsables.


  Es necesario instrumentar medidas especiales para eliminar el financiamiento monetario del déficit fiscal. Sincerar el tipo de cambio en torno a sus valores de equilibrio de mercado se traducirá en el abaratamiento de muchos bienes e insumos que se vienen importando sin divisas preferenciales. Para frenar los impactos de la inercia inflacionaria, se propone la instrumentación de subsidios y/o transferencias en el corto plazo para proteger a los sectores más vulnerables de la población, mientras se reactiva la economía y mientras la productividad creciente permite aumentar las remuneraciones.


  Frenar la vorágine inflacionaria requiere reducir significativamente el déficit financiero de la gestión pública, haciendo más eficiente la recaudación de ingresos y eliminando el gasto dispendioso para focalizarlo en las necesidades prioritarias. Debe sincerarse el precio de la gasolina y de otros bienes y servicios prestados por el Estado y contribuir con la reactivación de la economía para incrementar los ingresos tributarios. Asimismo, es imperativo racionalizar la Administración Pública, eliminando instituciones paralelas para el cumplimiento de funciones similares, erradicando la duplicidad del gasto y los manejos ilícitos que se hacen de los dineros públicos al cobijo de la ausencia de transparencia y de rendición de cuentas. La Asamblea Nacional debe ejercer su rol contralor y de supervisión para contribuir con el saneamiento de la gestión pública.


  Por último, es menester prescindir del financiamiento monetario del déficit por parte del Banco Central de Venezuela, reformando de nuevo su ley constitutiva para alinearla con los preceptos constitucionales. El financiamiento monetario de los déficits fiscales por parte del BCV, una práctica en desuso en el planeta por su comprobado efecto inflacionario y además prohibido en el artículo 320 de la Constitución, es una realidad en la Venezuela de 2016. Se trata de un acto irresponsable de los gobernantes, que han violado no solo el ordenamiento jurídico, sino las normas básicas de la convivencia social al destruir, según Wilhelm Röpke, uno de los pilares sobre los cuales descansa, no solo la libertad económica de las personas, sino las libertades civiles y hasta la misma democracia; y más importante aún, sobre los cuales descansa el respeto a la inalienable dignidad de la persona humana: el valor de la moneda, la estabilidad de precios y el mantenimiento del poder de compra y, por tanto, del bienestar de la persona.


  En resumidas cuentas, la propuesta sería:


  
    	Sanear la gestión del sector público mediante la eliminación del financiamiento monetario de los déficits públicos, sincerar el precio de la gasolina en el mercado interno, entre otros.


    	Reformar la Ley del BCV para restituir su apego a lo dispuesto en la Constitución.


    	Instrumentar compensaciones temporales a sectores de pocos ingresos mientras se estabilizan los precios relativos.

  


  En cuanto a cómo garantizar la autonomía del BCV, una manera podría ser que los miembros de su directorio sean designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Legislativo, y que sus mandatos tengan una duración tal que, si se establece una normativa adecuada, minimice el riesgo de influencia del resto de los funcionarios políticos del Gobierno. Otra forma, a desarrollar y lograr en un plazo mayor, podría ser volver a un esquema de dirección-propiedad del BCV similar al que este tuvo hasta la ley de 1974: una empresa mixta en la que tanto el Estado como bancos, banqueros y particulares compartan la propiedad accionaria, definan la junta directiva y, por ende, nombren a la dirección ejecutiva del banco. El tema aquí es tratar de alinear los intereses del «agente» (el banquero central) con los del «principal» (el ciudadano de a pie). El agente es responsable del manejo de la política monetaria y el principal desea, pues le conviene, que esta sea estable.


  También es importante definir y garantizar que el banquero central se mantenga en fluida comunicación con la sociedad, pues esto coopera con alinear los intereses del agente con los del principal: el responsable de la política monetaria debería comparecer periódicamente, en una frecuencia conveniente, ante el Parlamento o Poder Legislativo, representante de la expresión popular, para explicar su actuación. Los miembros del directorio del banco central deberían intervenir y participar con frecuencia en foros públicos y realizar declaraciones en las que pueden ir enviando mensajes y señales convenientes a la política definida u objetivos trazados, indicando cuáles han sido estos. Se deben publicar boletines, informes, previsiones y estimaciones, estadísticas, opiniones o actas de reuniones que ayuden a los agentes económicos a aclarar y a entender la actuación del banco central, su grado de cumplimiento de las metas trazadas. Por ejemplo, la Reserva Federal estadounidense (Fed), el Banco de Inglaterra y el Banco de Japón publican las actas de las reuniones de sus respectivos Consejos. A su vez, el Banco de Inglaterra es transparente en cuanto a fijar un objetivo específico de inflación, mientras la Fed no lo es tanto; por su parte el Banco Central Europeo apunta a un objetivo a medio plazo. Desde finales de los años noventa y a lo largo de la primera década de este siglo, la transparencia y la comunicación han mejorado sustancialmente, acercando a los bancos centrales a la sociedad, dejando de ser ellos unas instituciones reservadas y volviéndose, por el contrario, abiertas al ciudadano, lo que ha redundado en resultados positivos (accountability).


  3.2 A mediano y largo plazo


  A mediano y largo plazo el objetivo es lograr la estabilidad de precios en la economía. Uno podría evaluar dos rutas: reglas vs. discrecionalidad.


  Vale la pena comentar que la política monetaria persigue alcanzar objetivos que no siempre son compatibles: estabilidad en los precios, un crecimiento económico real elevado y estable y una alta tasa de empleo (o tasa de desempleo target). Para tratar de lograrlos, el banco central influye sobre las condiciones financieras de la economía a través de varias herramientas o instrumentos, entre las cuales se encuentran las tasas de interés o la definición de la tasa marcadora o de referencia de las tasas de interés. El nivel de las tasas o tipos de interés que fija o impone el banco central es la variable más conocida y usada para evaluar el grado de laxitud o restricción de una política monetaria y, a fin de cuentas, evaluar la actuación del banco central o ente rector de tales políticas.


  En cuanto al manejo discrecional de la política monetaria hemos visto que son más los costos que los beneficios.


  En cuanto a definir una regla que evite que el banco central se desvíe del objetivo de estabilidad de precios, podrían revisarse las siguientes:


  
    	Regla de Taylor

    	Regla de Friedman o regla monetarista

    	Regla de Hayek

    	Patrón oro clásico

    	Desindexaciones

    	Dolarización o caja de conversión

    	Competencia de monedas

    	Banca libre.

  


  Ahora se tratará de definir, explicar e ilustrar estas reglas de forma sencilla, de modo de facilitar su comprensión, entendimiento del objetivo, beneficio, ventajas y desventajas, pros y contras de cada una de ellas. Como se verá, unas son más conocidas que otras, por lo que la explicación de las menos populares será un poco más extendida.


  Cabe recordar que instaurar una norma o determinada política monetaria debe entenderse como parte fundamental de un plan integral de reformas e institucionalización económicas, en el que una política fiscal consistente y coherente con la monetaria y el alcance de los objetivos es obligatoriamente necesaria.


  Regla de Taylor


  Inicialmente hay que aclarar que no existe una regla de Taylor, sino una familia de reglas de Taylor. Sin embargo, el alcance de este trabajo se limitará a ilustrar la regla clásica de Taylor, por ser la más conocida.


  Se trata de una ecuación relativamente sencilla que determina la tasa de interés de referencia del banco central en función de unos pocos parámetros económicos.


  La regla de Taylor fue originada como una descripción de la política de la Reserva Federal estadounidense o Federal Reserve (Fed), según tres parámetros básicos: inflación, exceso de capacidad productiva (output gap) y meta de inflación. La tasa de interés que fijará el banco central toma en cuenta: el tipo real de interés de equilibrio (compatible con el crecimiento a largo plazo), la tasa de inflación meta u objetivo, la desviación de la inflación respecto al objetivo que se haya trazado el banco central y la brecha de producción, o desviación porcentual del producto interno bruto del período, relativa a su nivel potencial.


  La regla de Taylor no surgió como una receta, sino como una descripción de lo que la Fed parecía hacer en la práctica, convirtiéndose luego en una especie de guía para evaluar la política monetaria.


  La ecuación en la que se basa fue introducida por el profesor de la Universidad de Stanford, en Estados Unidos, John B. Taylor, en 1993, como una descripción de la política de la Fed, y cobró popularidad gracias a que era relativamente sencilla y permitía hacer previsiones de tasas de interés de los bancos centrales con unas pocas variables.


  En palabras de Roger W. Garrison:


  
    «Significantly, Taylor introduced his equation not as a prescription for setting Fed policy but rather as a description of the Fed´s past policy moves. […] In short, the Taylor Rule becomes the baseline for a learningby-doing strategy. With enough confidence on the part of the Federal Reserve that its past decisions qualify collectively as a «good performance», the Taylor Rule becomes a ready formula for it to keep doing what it has been doing.»

  


  Se trata de la learning-by-doing strategy. Taylor no impone límites a la Fed; solo describe cuál es la regla que la Fed debe aplicar para seguir haciendo lo que siempre hizo.


  En la regla de Taylor la tasa de interés objetivo (target) del banco central va a depender de estas variables del siguiente modo: en la medida en que haya capacidad productiva en exceso, una baja tasa de interés incentiva la economía. A medida que el exceso de capacidad productiva comienza a eliminarse y aparecen síntomas de inflación, entonces la tasa de interés objetivo del banco central debe incrementarse. La fórmula sería de la siguiente manera:


  interés nominal = inflación + interés real + a1 inflación – inflación objetivo + a2 log PIB – log PIB potencial


  Donde PIB es el producto interno bruto, o valor de la producción de bienes y servicios finales en la economía de la región o país en estudio, para un período determinado.


  Los parámetros «a» indican cuánto debe ajustarse la tasa deinterés nominal ante un punto de diferencia en la inflación con la meta de inflación, o disminuirse ante la presencia de exceso de capacidad productiva.


  Si el PIB cae, entonces la diferencia del último término de la ecuación se incrementa; dado que esta diferencia es negativa, la tasa de interés nominal objetivo del banco central debe disminuir de acuerdo con la caída del PIB sensibilizado por el parámetro «a». Es decir, «a» indica qué tan fuerte debe responder la tasa de interés ante cambios en la diferencia de lo que se produce (PIB) con lo que se puede producir (PIB potencial), de forma similar a una elasticidad.


  A medida que el exceso de capacidad productiva se va eliminando, la tasa de interés se va ajustando al alza. Si el output gap es cero, entonces solo entra en juego el término de inflación. Si asumimos que el PIB no puede ser mayor al potencial, entonces cuando se llega a este punto (output gap igual a cero), si la política monetaria sigue siendo expansiva, la tasa de inflación va a comenzar a aumentar y, por lo tanto, el segundo término comienza a incrementarse. Esto hace que la tasa de interés objetivo deba corregirse, sensibilizada por el parámetro «a» que le corresponde.


  De este modo, estos dos componentes, el referido al PIB y el referido a la inflación, guían la tasa de interés objetivo que definirá el banco central.


  Si el output gap es cero y la inflación observada coincide con la meta de inflación (anulando también esta brecha), entonces se obtiene una relación muy conocida, el llamado efecto Fisher, en su versión simplificada:


  interés nominal = inflación + interés real


  La regla de Taylor asume que es posible incentivar la economía con una disminución en la tasa de interés. Este aspecto denota influencia keynesiana en la regla; basta con recordar la famosa curva de Phillips, que muestra un trade-off entre inflación (o poder de compra, valor de la moneda) y tasa de desempleo (muy relacionado al PIB): indica que es posible abatir el desempleo con políticas monetarias expansivas (inflacionarias). Algunas de las más importantes escuelas de pensamiento económico, y así sus teóricos más representativos, coinciden en opinar que este beneficio puede lograrse en el corto plazo; sin embargo, difieren en sus efectos de largo plazo, razón por la que podrían estar en desacuerdo o no con la aplicación de la regla de Taylor. Una crítica podría ser, al tratar sobre los efectos microeconómicos de llevar de esta forma la política monetaria, que al aumentarse la tasa de interés, luego de alcanzar anular el output gap, los proyectos de inversión emprendidos por el estímulo de las tasas bajas podrían ya no ser rentables, cerrándose así estos proyectos, lo que produciría entonces una caída del PIB, a menos que se siga manteniendo una política monetaria expansiva. Esto recuerda la imagen de las burbujas que se inflan y estallan.


  La regla de Taylor también requiere una estimación de la tasa de interés real, cosa que complica su aplicación. No es lo mismo plantear conceptualmente la ecuación para mostrar que la tasa de interés nominal es igual a la real más la inflación (esperada), que efectivamente conocer cuál es la tasa de interés real de equilibrio. Toda estimación que intente tomar la tasa real usando la tasa nominal como input va a estar afectada por la misma política monetaria que usa esa estimación para definir la tasa nominal. Es decir, tiene la falencia de una especie de «circularidad».


  También presenta otros problemas: cómo definir la meta óptima de inflación, saber si consiste en considerar la inflación pasada o la estimada, cómo incorporar aumentos de productividad de los factores, lo que suele producir deflación, y así evitar distorsiones en los precios relativos. En cuanto a la meta óptima de inflación, algunos podrían considerar que el óptimo es nada de inflación (0%); pensando que es lo que preferiría el ciudadano de a pie. La realidad es que la opinión que ha marcado la pauta en cuanto a la política monetaria considera que debe haber un mínimo de inflación, una tasa muy baja que levemente supere la expectativa de crecimiento de la producción real para que la economía esté permanentemente estimulada. Aquí se presenta otro problema: cómo pronosticar y acertar el crecimiento real de la economía, para luego definir el crecimiento que tendrá la cantidad de dinero en circulación, y así la inflación. Se critica que la regla de Taylor está basada en conceptos o indicadores susceptibles de considerables errores de medición, como puede ser la brecha de producción (output gap).


  Otras críticas pueden ser que la regla de Taylor no toma en cuenta variables relevantes como la evolución de las finanzas públicas, los indicadores de encuestas y de confianza, la evolución del mercado de trabajo, el precio de activos financieros, el rendimiento de la deuda pública y el tipo de cambio.


  La regla de Taylor ha servido para mostrar que es factible que la Fed y otros bancos centrales hayan aplicado consistentemente una política monetaria expansiva. Una hipótesis indica que de esta forma se han ido creando las burbujas, estallando estas cada vez más frecuentemente; es decir, que estas políticas le han impreso más volatilidad al ciclo económico. Si la producción se encuentra en su máximo nivel, output gap igual a cero, entonces, según la lógica de la regla de Taylor, las políticas expansivas ya no serían necesarias ni útiles. Aunque muy práctica, la regla de Taylor no necesariamente es la mejor opción ni es perfecta; tiene sus problemas, como hemos visto. Tiene sus beneficios y también sus limitaciones. Claro está, sin duda supera en beneficios al manejo discrecional y arbitrario de la política monetaria. Vale la pena comentar que los bancos centrales no reconocen explícitamente que sigan una regla de política monetaria.


  Podemos ilustrar cómo opera la regla de Taylor, con un ejemplo sencillo, empleando cifras hipotéticas:


  Supongamos que la inflación pasada fue del 2%, que la tasa real de interés es del 3%, la meta de inflación es del 4%, el output gap es de -3% y que los parámetros «a» son 0,50 cada uno. Entonces:


  2%+3%+0,5xi (2%–4%) + 0,5xi (–3%) = 2,5%


  La tasa de interés nominal (objetivo) que definirá el banco central será de 2,5%, con el fin de estimular la economía y, por tanto, el crecimiento del PIB.


  Luego de un tiempo, asumamos que el output gap se reduce al –1%, es decir, se ha verificado un aumento del PIB, reduciendo la brecha entre el PIB y el PIB potencial. Entonces, la política monetaria debe aumentar la tasa de interés a 3,5%:


  2%+3%+0,5xi (2%–4%) + 0,5xi (–1%) = 3,5%


  De este modo, al subir la tasa, el banco central trata de «desacelerar» la economía, de modo de «frenar» la tendencia inflacionaria que pudiera materializarse en alza de precios. El banco central se mueve entre esas dos metas: inflación y crecimiento económico; gestiona la tensión entre el PIB y la tasa de inflación.


  Ahora, supongamos que se elimina el output gap, es decir, el PIB de la economía igualó al PIB potencial (no hay exceso de capacidad productiva, producción al tope de la capacidad, o no hay capacidad ociosa), pero la inflación se encuentra aún por debajo de la meta, por lo que la tasa de interés aumenta a 4%:


  2%+3%+0,5xi (2%–4%) + 0,5xi (0%) = 4%


  El banco central mantendría la tasa de interés en un 4%, hasta que la inflación coincida con la meta trazada:


  4%+3%+0,5xi (0%) + 0,5xi (0%) = 7%


  De este modo, la regla de Taylor funge como guía de la política monetaria, cuando esta emplea como herramienta la tasa de interés. Es, también, una forma indirecta de seguir una meta inflacionaria sin explicitarlo.


  La que hemos ilustrado es la regla clásica de Taylor. Ella puede ser modificada cambiando los parámetros «a» por otros más o menos sensibles. También se pueden agregar otros parámetros al de inflación y output gap: no solo la diferencia entre PIB y PIB potencial, sino la diferencia entre crecimiento del PIB y del PIB potencial. Si el PIB potencial crece más rápido, entonces quizás se desee acentuar la disminución de la tasa de interés.


  Regla de Friedman o regla monetarista


  La regla monetaria desarrollada por Milton Friedman, galardonado con el Premio Nobel de Economía en 1976, se basa en la teoría cuantitativa del dinero presentada por Irving Fisher en su obra Purchasing Power of Money, de 1911, aunque la idea ya venía desarrollándose desde la Escuela de Salamanca; luego en los fisiócratas, como Richard Cantillon, y en David Hume. Fisher presenta la siguiente ecuación:


  MV = PT


  Donde:


  M: es la oferta monetaria.


  V: es la velocidad promedio de circulación del dinero.


  P: es el nivel general de precios en la economía, considerando todas las transacciones, tanto de bienes y servicios finales como de factores de producción.


  T: es el número total de transacciones en la economía; tanto las de bienes y servicios finales como las de factores de producción, puesto que la demanda y oferta de dinero incluyen a todo el mercado y no solo al mercado de bienes y servicios finales.


  Luego Cambridge reacciona a la propuesta de Fisher con una versión de la teoría cuantitativa: propuesta por Arthur Pigou en su trabajo The Value of Money (1917), y completada en su desarrollo por John M. Keynes y Dennis Robertson. La ecuación de Cambridge es la siguiente:


  M = kPy.


  Donde:


  M: es la oferta (nominal) de dinero.


  P: es el nivel de precios de bienes y servicios finales (la conocida inflación), el mismo utilizado en el deflactor del PIB. No se consideran los factores de producción. La variable P sería igual, tanto en Fisher como en Cambridge, si los factores de producción tuviesen precio igual a cero. Gracias a esta diferencia en la variable P, aparece la necesidad de decidir cuál es el corto y el largo plazo, dado que los precios de los factores de producción se reflejarían en los precios de bienes y servicios finales a largo plazo, emparejando ambas ecuaciones: esto puede afectar el target de PIB nominal de la política monetaria que tenga un banco central.


  k: es la demanda de dinero o proporción del ingreso real que se desea atesorar.


  y: es el ingreso real.


  Por lo anterior es que se dice que V es el inverso de la demanda de dinero: V = 1/k; lo que aunado al supuesto de que y/T es una constante, lleva a juntar ambas ecuaciones, la de Fisher y la de Cambridge, en la ecuación tradicional, conocida de los libros de texto: MV = Py.


  En esta versión, la de Cambridge, V es la velocidad de circulación solo de bienes y servicios finales (excluyendo el mercado de factores de producción).


  Pero Friedman acaba con este dilema al lograr que tome preponderancia la ecuación:


  MV = Py


  Donde:


  M: es la oferta monetaria.


  V: es la velocidad de circulación del dinero.


  P: es el nivel general de precios.


  y: es la producción real o física de bienes y servicios.


  Esta última ecuación facilita el contrastar con la evidencia empírica mejor que la ecuación MV = PT, pues existen mediciones estadísticas de «y» y no de T. El mismo contraste empírico llevó a asumir que V = 1/k, y que y/T es constante. De hecho, Friedman estudió empíricamente la variable de velocidad del dinero V, llegando a la conclusión de que cuando hay estabilidad de precios, V suele mantenerse estable.


  El objetivo de la regla monetaria de Friedman es la estabilidad del nivel general de precios, P. Es decir, evitar tanto el alza del nivel de precios, inflación, como su caída, la deflación.


  De la ecuación cuantitativa MV = Py, tenemos que P = MV/y.


  Si el objetivo es mantener P estable, Friedman propone ajustar M para equilibrar la ecuación, cualquiera sea la dinámica que tomen las demás variables V, P, y.


  Entonces:


  Asumiendo como fijo el resto de las variables, ceteris paribus, si se da un aumento en la producción real de bienes y servicios, «y», los precios tenderían a caer, generando deflación, que es un fenómeno que para algunos teóricos y policy makers es tan temido como la misma inflación, por los desincentivos al consumo que puedan darse y, por ende, el efecto en la producción y el empleo. Por esta razón, el banco central debería reaccionar aumentando la oferta monetaria, M, para retornar los precios a su nivel inicial, manteniéndolos estables.


  Para el caso de la economía estadounidense, Friedman estimó que el PIB real a largo plazo tiende a crecer a una tasa promedio del 3% interanual, llegando a recomendar la sencilla política de que para mantener estables los precios, la Fed solo debe hacer crecer la oferta monetaria, en forma estable y moderada, a ese mismo ritmo.


  En ese mismo orden de ideas, si los precios P cayeran, ceteris paribus, el banco central debería evitar la deflación aumentando la oferta monetaria, M, independientemente de la razón por la que los precios caigan.


  Por otra parte, si la velocidad de circulación, V, cayera, ceteris paribus, los precios en la economía también tenderían a caer, por lo que el banco central debería reaccionar aumentando la oferta monetaria, M. En todo momento que se observe una contracción de la oferta monetaria por caída de la velocidad de circulación, se debe aumentar la oferta monetaria, M, con el fin de estabilizar el nivel general de precios.


  Friedman y Anna J. Schwartz, en su obra A Monetary History of the United States, 1867-1960 (1971), demostraron y opinan que la Gran Depresión de los años 1930 se habría podido evitar si se hubiera detenido «la segunda gran deflación o contracción» aumentando la oferta monetaria, ante la caída de la velocidad del dinero que se dio pero que nadie estimó, alertó o vio.


  Es importante mencionar que el banco central debe ser cuidadoso al aumentar la oferta monetaria como medida para retomar la estabilidad de precios, pues un aumento de M mayor al necesario produciría inflación.


  La crítica a la regla de Friedman es similar en parte a la que se puede hacer a la regla de Taylor, ya comentada: cómo definir la meta óptima de inflación, cómo incorporar aumentos de productividad de los factores, lo que suele producir deflación, y así evitar distorsiones en los precios relativos; y cómo pronosticar y acertar el crecimiento real de la economía, para luego definir el crecimiento que tendrá la cantidad de dinero en circulación y así lograr la anhelada estabilidad de precios.


  Aunque muy práctica, la regla de Friedman no es perfecta; presenta sus problemas. Tiene sus beneficios y también sus limitaciones. Claro está, sin duda supera en beneficios al manejo discrecional y arbitrario de la política monetaria.


  Regla de Hayek


  La regla monetaria desarrollada por Friedrich von Hayek, galardonado con el Premio Nobel de Economía en 1974, también se basa en la teoría cuantitativa del dinero.


  Partiendo de la ecuación: MV = Py,


  Donde;


  M: es la oferta monetaria.


  V: es la velocidad de circulación del dinero.


  P: es el nivel general de precios.


  y: es la producción real o física de bienes y servicios.


  Hayek, aunque se inclina por desnacionalizar la moneda, es decir, por quitarle el monopolio de emisión a un banco en específico, el banco central, y por descentralizar la emisión en bancos privados para que compitan las monedas entre sí; al reflexionar sobre la mejor política monetaria que podría tratar de aplicar un banco central, señala que esta debe intentar ser lo más neutral posible en relación con el ahorro y la inversión, lo que significa que el banco central debe mantener constante el ingreso o PIB nominal en la economía, MV (oferta monetaria multiplicada por la velocidad de circulación del dinero).


  Por lo tanto: MV = k: constante = Py.


  Ya el objetivo de la política monetaria no es la estabilidad de precios, como en el caso de la propuesta de Friedman, sino que es estabilizar el ingreso nominal.


  Entonces:



  Si la producción real de bienes y servicios, «y», aumenta, ceteris paribus, el banco central no debería intervenir: debería dejar caer los precios, P.


  A diferencia del mainstream en la ciencia económica, Hayek no ve a toda deflación como perjudicial; es decir, para él hay deflaciones que pueden ser sanas: si la economía crece genuinamente, por ejemplo, por alcanzar mayores niveles de productividad, debiera darse un proceso de deflación, los precios deberían caer. Hayek por lo tanto no encuentra motivos para aplicar políticas anticíclicas en dicho período. En el mercado de computación y telefonía móvil se da un ejemplo de deflación sana: en los últimos 25 años, por lo menos, los precios de las computadoras han disminuido al ritmo de un aumento en la producción y calidad en la producción.


  Señala Hayek en su obra Precios y producción (1931), ilustrando el consenso que sobre el tema había en los años 1930:


  
    «El que no haya ningún peligro en que los precios caigan cuando la producción sube ha sido subrayado una y otra vez, por ejemplo por A. Marshall, N. G. Pierson, W. Lexis, F. Y. Edgeworth, F. W. Taussig, L. Mises, A. C. Pigou, D. H. Robertson y G. Haberler.»

  


  En el mismo orden de ideas, si el nivel general de precios, P, cae, el banco central debería observar las otras variables, pues para Hayek no es igual que los precios desciendan por un aumento genuino de la producción real de bienes y servicios, «y», que por una caída de la velocidad de circulación del dinero, V.


  Una crítica a la regla de Friedman, a la luz de la de Hayek, es que intentar mantener el nivel de precios estable ante aumentos en la productividad afecta los precios relativos de forma innecesaria.


  Finalmente, si la velocidad de circulación del dinero, V, desciende, ceteris paribus, el banco central debería reaccionar aumentando la oferta monetaria, M. En este punto hay consenso entre Friedman y Hayek: ambos proponen tratar de evitar la contracción secundaria de dinero.


  Ahora, detallando un poco más, es posible que tanto el nivel general de precios, P, como la producción real de bienes y servicios, «y», se muevan por efectos indirectos ante variaciones en los niveles de productividad, situación en la que un ajuste monetario se haría necesario.


  Si la producción se incrementase, debido tanto a aumentos de productividad como a aumentos en la oferta de factores de producción, entonces MV debe incrementarse en la misma proporción en la que suba la oferta de factores de producción. Si hay un aumento de cierta magnitud en la productividad y el nivel de precios cae en mayor proporción, compuesto tanto por cambios en la productividad como por un aumento en la demanda de dinero (siendo esta elástica respecto a cambios en el ingreso real), entonces la masa monetaria MV debería aumentarse en la misma proporción en que aumentó la demanda de dinero. Lo inverso ocurriría si la demanda de dinero fuese inelástica respecto a cambios en el ingreso real.


  Como se puede ver, la regla de Hayek propone cambios en la oferta de dinero de acuerdo con cambios en la demanda de dinero y no según diferenciales de inflación, ni se trata de un intento de producir artificialmente cambios en el nivel del PIB.


  La regla de Hayek, intentando mantener MV (per cápita) constante, puede decirse que es un reflejo de lo que sería un orden espontáneo en el mercado: apunta a lo que sería el resultado natural y espontáneo del mercado.


  La regla de Hayek es un caso particular de la norma de productividad. Esta es más un principio que una política puntual: implica que el nivel de precios debe poder oscilar libremente de forma inversa a los cambios en productividad. Es decir, al haber aumentos de productividad, el nivel de precios debe poder disminuir; y al haber pérdidas de productividad, el nivel de precios debe poder aumentar. La norma de productividad ilustra lo que una política monetaria eficiente debe replicar, pero no dice en sí cómo puede hacerlo el banco central. La regla de Hayek está más cerca de ser una recomendación de política monetaria que intenta emular el comportamiento de la norma de productividad. Pudiera decirse que la norma de productividad es el fin de la política monetaria, y que la regla de Hayek es uno de los medios existentes para llegar a ese fin: es una de las posibles aplicaciones prácticas, o principio de política monetaria. Dicho de otra forma, en presencia de un banco central, la regla de Hayek es una primera aproximación a qué política monetaria se debe seguir, pero no es la única y tampoco es perfecta. Tiene sus beneficios y sus limitaciones.


  Pudieran comentarse dos reglas monetarias adicionales; sin embargo, por las críticas que reciben o los inconvenientes para su aplicación, no se han incluido entre las principalmente recomendadas. Ellas son:


  1. NGDP Targeting: consiste en que el banco central fija una meta para el nivel del PIB, que tratará de alcanzar con política monetaria expansiva o restrictiva. El concepto fue propuesto originalmente por James Meade (1978) y James Tobin (1980). A raíz de la crisis financiera de 2008, fue retomado y popularizado el interés en esta regla por la escuela del Market Monetarism. Aplicación: el banco central establece una tasa de crecimiento del PIB o target del nivel del PIB nominal para el país de la moneda durante un período determinado, sin ajustar por variaciones en el nivel de precios. La política monetaria se hace expansiva o restrictiva según sea necesario para alcanzar el objetivo. Entonces, primero debe pronosticarse el valor de la meta (modelación econométrica o crear un mercado de futuros), para que esta sirva como punto de referencia e indique la dirección y la magnitud del cambio en la política requerida, de modo que el resultado coincida con el objetivo trazado. Los promotores de esta regla sostienen que es preferible colocar como target un nivel para el PIB nominal, en lugar de para su tasa de crecimiento, pues así se evitan las recesiones en términos nominales y se suavizan las recesiones en términos reales.


  2. Tasa natural de interés (NRI rule): esta regla monetaria sigue la doctrina de equilibrio monetario del economista sueco Knut Wicksell (1898). La tasa natural de interés (NRI, por sus siglas en inglés) es la tasa de interés que es neutral al precio de los commodities; o dicho de otra forma, la tasa de interés determinada por oferta y demanda, si los bienes de capital fueran prestados sin la mediación del dinero. Se establece por factores reales de oferta y demanda de bienes y no por los mercados financieros. Por lo tanto, si la tasa de interés de mercado existente coincide con la NRI, a largo plazo los precios se mantendrán estables, y esta neutralidad del dinero solo puede lograrse cuando el ahorro iguala a la inversión o la oferta de dinero iguala a la demanda de dinero. Si la tasa de interés de mercado existente está por debajo de la NRI, la demanda de dinero será superior a la oferta generada por el ahorro, brecha que será financiada por nuevo dinero creado por la expansión de los préstamos bancarios, elevando el nivel de precios, creando inflación. Si la tasa de interés de mercado existente está por encima de la NRI, la oferta de dinero se contrae y los precios caen, creando deflación. Estos dos escenarios son artificiales e insostenibles, y no pueden conducir al crecimiento económico real de largo plazo factible bajo la NRI rule. La NRI es la tasa de interés real consistente con el equilibrio de la oferta de dinero y la demanda de dinero. La regla consistiría en que el banco central, mediante sus herramientas de política monetaria, expansiva o restrictiva, fije la tasa de interés igual a la tasa natural, de modo que se logre alcanzar un nivel del PIB coherente con la tasa natural de interés de la economía y una inflación estable. La estimación de la tasa natural de interés ha recibido poca atención. Algunos estudiosos del tema (como Laubach y Williams) aplican el filtro de Kalman (conjunto de ecuaciones matemáticas que proveen una solución recursiva eficiente del método de mínimos cuadrados) para estimar las tasas naturales de interés, el PIB y la tendencia de su crecimiento, que además varían en el tiempo de forma conjunta. Ellos encuentran una estrecha relación entre la tasa natural de interés y la tendencia de la tasa de crecimiento, como predice la teoría. Sin embargo, las estimaciones de la tasa natural de interés son muy imprecisas y sujetas a un considerable error de medición en tiempo real. En esencia, el modelo de Laubach y Williams intenta encontrar la tasa de interés que cierra la brecha entre el PIB real y el PIB potencial (o producto interno bruto natural), que es el más alto nivel de producción real del PIB que puede ser sostenido en el largo plazo, y que debe lograrse cuando la tasa de interés vigente iguala a la NRI. El modelo ajusta la estimación de la tasa natural según la brecha que estime entre el PIB potencial y el PIB actual. Si el PIB actual es mayor a su potencial, la política monetaria es más expansiva de lo necesario; por lo tanto, la tasa natural se ajusta hacia arriba para llevar a la economía a una condición estable. Si el PIB actual es menor que el PIB potencial, la política monetaria es más restrictiva de lo esperado; entonces la tasa natural se ajusta hacia abajo. Esta propuesta puede reducir los ciclos económicos generados por las expansiones de crédito arbitrarias y motivadas políticamente, causadas a su vez por unas tasas de interés a corto plazo colocadas por debajo de la tasa natural. El grado de reducción de los ciclos estaría determinado por la capacidad del banco central para seguir la regla y para reducir al mínimo los errores inevitables inherentes a la gestión discrecional de la oferta de dinero. Aunque esta regla no eliminaría las fluctuaciones de precios a corto plazo, debería darse una consistente estabilidad económica sin inflación, condición para el crecimiento sostenido del país. Cabe señalar que el modelo de Laubach y Williams es aceptado por los principales bancos centrales y economistas asociados con la Fed, BCE y algunos bancos de América del Sur: Banco Central de Chile y Banco Central del Perú. La verdadera NRI solo puede determinarse en un mercado libre; cualquier sistema monetario que implique un banco central tendrá que lidiar con el problema de la asimetría de información. Como el retorno a la banca libre (o no tener banca central) es poco probable, la regla de la NRI aquí presentada puede verse como un second best. La regla de la NRI es capaz de producir la estabilidad de precios y el crecimiento económico sostenible.


  Patrón oro clásico


  Apegarse al patrón oro consiste básicamente en que la cantidad de moneda en circulación guarda una relación fija con la cantidad de oro que posea el banco central en sus reservas. En el caso venezolano, sería un retorno al patrón, pues nuestro Banco Central (BCV) inició sus operaciones en 1940 respetando una relación de reservas en oro (o equivalentes) de cincuenta por ciento (50%) de la cantidad de dinero en circulación; es decir, podían circular como máximo tantos bolívares como el doble del valor de las reservas de oro. Aunque a las dos décadas de iniciar su vida, el BCV «relajó» la norma hasta un treinta y tres por ciento (33%), el patrón oro rigió por un período de casi treinta y cinco años y la inflación fue baja durante la misma época: un promedio interanual de 3,64%, como se mostró al inicio de este trabajo.


  Luego se pasó al patrón dólar, que significa atar la emisión monetaria a otra moneda fiat. Sin embargo, los resultados fueron mejores que la experiencia de los años más cercanos a hoy en día.


  Otro rasgo importante del patrón oro, y que habría que retomar en el caso venezolano si se optara por esta alternativa, es que los billetes emitidos por el BCV sean convertibles a la moneda de respaldo, en este caso el oro.


  Algunos argumentos de George Selgin a favor del patrón oro son:


  
    	El patrón oro no era un caso de fijación de precios del Gobierno.


    	Un patrón oro no es particularmente costoso. De hecho, el dinero fiduciario (fiat money) tiende a costar más.


    	Los shocks de oferta de oro no eran particularmente impactantes.


    	La deflación que permitió el patrón oro no era tan mala.


    	El patrón oro no fue el culpable de las crisis financieras estadounidenses del siglo XIX.


    	En general, el patrón oro clásico funcionó muy bien (mientras duró).


    	No tenía que ser manejado por los bancos centrales.


    	El patrón oro no fue el culpable de la Gran Depresión de los años treinta.


    	No logró manejar el dinero conforme al ideal teórico de ningún economista, pero tampoco ha logrado hacerlo ningún banco central emisor de fiat money.




  Desindexaciones


  Indexar consiste en crear un índice que relacione dos o más variables, de modo que cierta política tenga algunos parámetros fijos en los que apoyarse. En el caso de la pérdida de valor de la moneda o inflación, se utiliza la indexación para compensar las pérdidas de valor que sufren las obligaciones a largo plazo (deudas, obligaciones, salarios, etc.), de modo que estas mantengan su valor real o poder de compra en bienes o servicios.


  Para ilustrar esta regla se revisará el caso del Plan Real brasilero, por lo emblemático y pertinente que resulta.


  A principios de los años noventa, la economía del Brasil atravesaba una terrible situación: descenso paulatino de su producción real o ingreso, prácticamente una década de tasas de inflación por encima de 100% cada año (por ejemplo, para 1993 la inflación alcanzó la escalofriante cifra de 2477%); tanto los empresarios como los ciudadanos en general ajustaban con altísima frecuencia los precios de productos, servicios, salarios, alquileres, depósitos bancarios; es decir, estaban indexados. Por ejemplo, los comerciantes ajustaban sus precios dos veces al día: cada mañana, y luego otra vez en la tarde. Esto, por supuesto, retroalimentaba la inflación: la indexación significaba que cada comprador o vendedor conocía el nivel de las recientes tasas de inflación y consideraba ese factor en sus precios, lo que contribuía a su vez a impulsar la inflación futura.


  Los planes de control de la inflación ejecutados hasta ese momento habían consistido básicamente en controles de precios y, como es de esperarse, no habían funcionado, sino que, al contrario, habían empeorado la situación y el bienestar del ciudadano de a pie. Por supuesto, la confianza del brasilero en el Gobierno y su capacidad para resolver el problema estaban por el piso.


  Como puede imaginarse, se trataba de un entorno económico terrible.


  En 1994 se concreta la tercera y última etapa de un esfuerzo para estabilizar los precios: el Plan Real. Esta tercera etapa se materializó al introducir la nueva moneda: el real. Pero no tendría buenos resultados si no era parte de un plan integral de control de la inflación y crecimiento económico. El arquitecto político del plan fue Fernando Henrique Cardoso, quien asume el cargo de ministro de Finanzas en mayo de 1993. Otro personaje relevante para el despliegue del Plan fue Gustavo Franco, quien fungió de presidente del Banco Central.


  El Plan Real consistió en tres etapas. La primera tuvo como objetivo equilibrar el presupuesto gubernamental, que venía siendo consistentemente deficitario y cubierto con dinero impreso. En 1993 se pone freno a esta práctica, lo que mostró la determinación del Gobierno para mantener la inflación bajo control, señal muy importante para los agentes económicos.


  La segunda etapa tuvo como objetivo desindexar la economía. Para ello, la mayoría de los contratos se reexpresaron en «unidades de valor real» (URV), lo que fungiría solo como unidad de cuenta, no como medio de intercambio o depósito de valor, las otras dos funciones de la moneda. La intención era que la URV fuera estable y vinculada aproximadamente en una relación uno a uno (1:1) con el dólar estadounidense: 1 URV = 1 USD.


  Por período de un trimestre en 1994, los productos mostraban sus precios tanto en el viejo y depreciado cruzeiro, como en el nuevo y estable URV. Por una parte, la intención era dar la importante señal de estabilidad del precio de la URV, y así controlar la natural ansiedad de los brasileños sobre los futuros aumentos de precios. Cuando el 1.º de julio de 1994 el real sustituyó al cruzeiro, ya se había impreso confianza a la nueva moneda y al ahora presidenciable Cardoso, quien ganó las elecciones tres meses más tarde.


  Desde entonces el Brasil se ha convertido en una economía mucho más estable, y en particular con tasas de inflación inferiores al 10% interanual. Por ejemplo, el límite superior de lo que el Banco Central brasilero considera tolerable en cuanto a la inflación se sitúa en torno al 6,5%.


  En resumen, el Plan Real propuesto y ejecutado se fundó en tres elementos claves:


  1. Estrategia fiscal: aprobación de una enmienda constitucional para crear el Fondo de Emergencia Social y otras reformas promulgadas para un período prolongado. El Fondo de Emergencia Social consistió en unos impuestos para financiar algunos programas específicos «de gran interés económico y social», dada la restricción presupuestaria del Gobierno. Las otras reformas llevadas a cabo consistieron en reformas legales aprobadas e intentos durante los dos períodos del presidente Cardoso: cambios significativos en la Administración Pública y en la seguridad social del sector privado y privatización de empresas estatales (bancos, plantas de acero, una de las compañías mineras más grandes del mundo, empresas de telecomunicaciones, ruptura del monopolio de Petrobras, etc.). Otras reformas se intentaron pero fracasaron: legislación laboral, seguridad social del sector público, el sistema de impuestos, entre otras.


  2. Reforma monetaria: adopción voluntaria por pocos meses de una nueva unidad de cuenta, que luego se convertiría en la moneda nacional. Ya se había aprendido la lección de que los controles de precios y salarios no resuelven el problema de la inflación; al contrario, empeoran las distorsiones, por ejemplo creando un desequilibrio entre los precios que pueden ajustarse y los precios controlados que quedan desactualizados. La idea del Plan Real fue crear un índice, llamado URV (Unidade real de valor o Unidad de valor real), que variara diariamente, vinculado al dólar estadounidense. Los precios seguirían elevándose en cruzeiros reais, pero ajustando la URV cada día, de modo que los precios fuesen bastante constantes en URV (así como lo serían en dólares). De esta forma se alentaría a todos los agentes económicos a expresar sus precios tanto en cruzeiros reales (crecientes y volátiles por la elevada inflación) como en URV (bastante estables por su nexo con el dólar). El 1.ro de julio de 1994, el cruzeiro real dejó de existir y la URV se convirtió en el real, nueva moneda de curso legal. La conversión de inicio fue a razón de 1 real = 2750 cruzeiros reales. Para vencer a la indexación se creó la URV y se dio a todos los agentes económicos suficiente tiempo para alinear sus precios.


  3. Apertura de la economía: liberalización comercial agresiva y una nueva política de divisas. En los primeros meses del plan, los inversionistas internacionales vieron ventajas en tener capitales en Brasil, lo que trajo como consecuencia el fortalecimiento o apreciación del real frente al dólar estadounidense (USD 100 = BRL 87), lo que benefició a los importadores y perjudicó a los exportadores. Sin embargo, y a diferencia de lo que suele verse como objetivo, comportamiento y terapia en las políticas públicas, Gustavo Franco decidió no intervenir y dejó que el Brasil viviera con una moneda sobrevaluada por un tiempo, con la expectativa de que, a pesar de todos los problemas colaterales que pudiera representar en el corto plazo (aumento de la deuda interna, cierre de varios sectores de la industria, quiebra de empresas, desempleo, malestar social, matriz de opinión adversa al plan, presión de grupos de interés afectados, etc.), aumentara la competencia y se mantuviera baja la inflación, y a largo plazo se materializaran los beneficios del libre mercado y el libre comercio: que otras empresas florecieran y se produjeran más y mejores puestos de trabajo.


  Como puede verse, el Plan Real necesitó la coordinación y voluntad integrada de muchos ámbitos para que pudiera abatirse la inflación y se generara el crecimiento económico que redundara en el bienestar del brasileño. Como siempre, no será una solución perfecta, pues tendrá sus costos y beneficios.


  Dolarización o caja de conversión


  «Dolarizar» la economía consiste en permitir que la moneda de curso legal sea el dólar estadounidense. Esta solución lo que logra es que se sustituya, aproximadamente, la inflación nacional por la del país al que se está atando, es decir, la inflación estadounidense.


  En este caso, dejaría de tener trabajo el banco central, pues lo que en la práctica ocurriría es que el destino inflacionario del país, fundamentalmente, quedaría en manos de la Reserva Federal estadounidense. Es decir, dejaría el banco central de ser el emisor de la moneda de curso legal, rector de la política monetaria y el prestamista de última instancia (lender of last resort). Al perderse la capacidad de impresión de la moneda, los dólares que circulen y que pueda atesorar el país dependerán y serán producto de las inversiones hechas, de la producción de bienes y servicios de valor agregado y del intercambio comercial de estos con el resto del mundo.


  Lógicamente, la idea de esta política es que el país que quiere controlar su inflación se «ate» a las decisiones de un país con menor inflación demostrada y, por ejemplo, en las circunstancias actuales sería: «dolarizarse», «eurizarse», «esterlinizarse» o «franco-suizarse». En el fondo, lo que se está diciendo con esta práctica es que se confía menos en las decisiones de los políticos internos que en las decisiones de los políticos del país al que se ata. Esto sería otro escollo para lograr la instauración de esta medida, pues requiere que los políticos nacionales, en un acto de mea culpa, expresen que ellos no son lo buenos y efectivos que deberían ser y, por ello, es mejor confiar en mejores políticos, que son de otro gentilicio. Algo difícil de imaginar.


  Por cierto, este tipo de medidas coopera en alcanzar metas de baja inflación, porque el Gobierno (a través del banco central) pierde la capacidad de impresión de dinero «sin respaldo» o inorgánico para cubrir déficit fiscales. Ya no tendría el Gobierno esa «válvula». Esta es una crítica que suele hacerse a este tipo de medidas, pues a la hora de una crisis de liquidez, el Gobierno está de manos atadas. Y más tratándose de un país como Venezuela, cada vez más monoproductor o menos diversificado en sus ingresos, más dependiente del vaivén del mercado petrolero, lo que lo hace un país muy vulnerable. Tal vez sea esta la medida que obligue al país a atender y cumplir la siempre postergada tarea de la diversificación productiva, y a entender lo importante que es crear productos de valor agregado, explotando ventajas comparativas, y salir a comerciarlos en el mundo entero.


  Vale la pena decir que la dolarización no hace que el país crezca económicamente (de forma mágica); solo coopera en reducir la inflación, que por supuesto ya es una gran cosa, tanto para el bienestar del ciudadano de a pie como para la necesaria planificación y manejo de expectativas de los inversionistas, acreedores, empresarios y emprendedores.


  Para implementar una dolarización, el protocolo a seguir es relativamente sencillo: habría que definir el tipo de cambio apropiado y luego planificar y ejecutar la sustitución de los bolívares por los dólares en todo el sistema, apoyándose fundamentalmente en el sistema financiero, en particular la banca. El trámite es muy similar al realizado cuando, del año 2007 al 2008, el país migró del bolívar al bolívar fuerte.


  Instaurar una caja de conversión consiste en un mecanismo a través del cual el banco central fija el tipo de cambio con respecto a una moneda que se entiende como más «dura», y no podría emitir más moneda nacional si no cuenta con el respaldo en la moneda foránea, según la relación de cambio fijada entre las dos monedas. La masa monetaria sería equivalente a las reservas internacionales.


  Indirectamente es una «dolarización» si la moneda interna se ata al dólar estadounidense, teniendo el mismo rasgo de que se sufriría la inflación que origine la Reserva Federal norteamericana, asumiendo que sería mucho más baja que la nacional. Una crítica que se le puede hacer a la «caja» frente a dolarizar, para algunos una característica positiva y para otros negativa, es que siempre quedará a la discreción del político retroceder y, con una reforma constitucional o legal, deshacer la «caja».


  Tanto la dolarización como la caja de conversión requieren presupuestos fiscales equilibrados y un entorno económico –reglas de juego– que incentive la inversión de nacionales y extranjeros en el país.


  Competencia de monedas


  Permitir la competencia de monedas emitidas por cualquier banco central en el mundo (fiat money) consiste en que pueda circular cualquier moneda en el país, y que los contratos y transacciones entre partes puedan establecerse en la moneda de preferencia de los involucrados. La tendencia de esta posibilidad sería que los contratos y transacciones se pactarían en las monedas más duras, terminando estas siendo las de mayor aceptación y circulación, y que desaparecería el uso de las monedas de menor valía, quedando estas para vitrinas de coleccionistas y museos. Para que esta competencia entre monedas se permita, habría que vencer el sentimiento nacionalista que se despierta al prever que la moneda del país tendería a desaparecer. Entonces habría que exigirle al Gobierno que no infle la moneda, si es tan nacionalista y no quiere verla desaparecer. Que sea «fuerte» de verdad la moneda nacional, para que las personas la prefieran y así no desaparezca.


  En este arreglo institucional no hay una determinada moneda de curso forzoso en el país; circulará la moneda que la ciudadanía prefiera, obligando al bolívar emitido por el BCV a competir con el resto de las monedas por la preferencia del consumidor, y se podría esperar que el consumidor prefiera aquellas monedas que mejor preserven el valor de sus ahorros y de lo generado por su esfuerzo diario.


  Banca libre


  Vale la pena comenzar este punto comentando que el arreglo institucional que existía en Venezuela antes de la creación por decreto gubernamental del BCV, en 1939, y hasta la puesta en marcha de este en 1941, tenía rasgos que lo aproximan a un sistema de banca libre. Como pudo verse al inicio de este trabajo, los resultados de este sistema, en cuanto a estabilidad de precios, preservación del poder de compra, inflación y estabilidad del ciclo económico, fueron muy superiores a los que hasta el momento ha producido el sistema de banca centralizada en Venezuela.


  A continuación se presentan los rasgos de un sistema de banca libre:


  
    	La emisión de moneda no está monopolizada por algún banco o institución, sea pública o privada.


    	Cada banco tiene la libertad de emitir su propia moneda y en la cantidad que le parezca conveniente.


    	Cada banco puede regular el crédito que otorga.


    	Cada persona puede constituir y fundar un banco, ajustado a las leyes mercantiles vigentes, y ofrecer servicios financieros.


    	Existe competencia con otros bancos por la preferencia de los consumidores.


    	Existe competencia entre monedas de las instituciones financieras. Puede decirse que en un sistema de banca libre se da la competencia de monedas, pero no de fiat money, sino de emisión privada.


    	Cada banco puede decidir qué requisitos deben completar los ciudadanos para ser sus clientes y para recibir créditos por parte del banco.


    	No hay monopolio de emisión de moneda.


    	No hay un banco rector de la política monetaria.


    	No hay lender of last resort (prestamista de última instancia).


    	No existe banco central.


    	No hay moneda de curso legal o forzoso: cada banco emite sus propios billetes y notas.


    	Puede haber una moneda de respaldo (por ejemplo, el oro): el billete puede ser canjeado por oro a solicitud del portador («ley de los grandes números»).


    	La reserva puede ser fraccionaria. Si no, no podrían prestar los depósitos a la vista (coeficiente de 100% de reservas).


    	No se exige un mismo coeficiente de reservas bancarias para todos los bancos; cada institución define su propio coeficiente a mantener (autorregulación).


    	Existe cámara de compensación. Pueden auxiliar a los bancos afiliados en momentos de estrecha liquidez (mercado overnight).


    	Los bancos pueden desarrollar redes de agencias.


    	Las notas y billetes de cada banco son aceptados a un valor que tiende a ser a la par.


    	No hay control de tasas de interés y la libre competencia entre bancos las «regula».


    	El ciudadano de a pie tiene libertad para elegir la moneda de su preferencia.

  


  El sistema de banca libre somete la producción de moneda y la actividad bancaria a sus reglas generales y al mercado. Para Hayek, en un entorno de libertad monetaria los bancos emisores producirían una moneda tipo fiat, y la competencia los obligaría a regular su cantidad a fin de asegurar la estabilidad de su poder adquisitivo. Si la moneda no fuera estable el público la rechazaría y el banco perdería su negocio. Según Hayek, esta moneda, debido a su estabilidad, terminaría resultando más atractiva que el oro o el dinero bancario convertible. Se han formulado diversas críticas a la posibilidad de la «moneda hayekiana».


  La mencionada norma de productividad se da mejor en un mercado libre de intervenciones, en la presencia de banca libre, y esta dinámica es el resultado espontáneo y no intencionado de los bancos emisores bajo competencia. La norma de productividad es un fenómeno de mercado cuyo entendimiento contribuye a comprender cómo la política monetaria genera ineficiencias en el mercado.


  No hay duda de que un banco central posee límites que la banca libre no sufre, pero el menor de los males siempre es preferible a uno mayor.


  En banca libre el dinero base suele ser un commodity: oro, plata, etc. En el caso en que hubiese bancos de emisión privada, pero respaldando en dólares estadounidenses, por ejemplo, las notas privadas (billetes) serían convertibles a dinero fiat emitido por un monopolio estatal (un banco central). Es decir, mientras hay una estructura en apariencia de banca libre, la misma no se desarrolla bajo reglas de libre mercado y competencia. Teóricamente, un sistema de banca libre puede funcionar tanto con más de un dinero base (por ejemplo, oro y plata), como sobre dinero fiat.


  Los beneficios legales de los bancos centrales (curso forzoso y falta de competencia) y las presiones políticas a las que ellos deben responder hacen de su potencial comportamiento errático un problema no menor al de los shocks bajo patrón oro (problema que no se ha materializado a lo largo de la historia del patrón oro, pero que sí han sufrido los diversos bancos centrales). La estabilidad del sistema depende de la estabilidad del dinero base. Incluso los mejores bancos centrales del mundo no han podido superar el performance de las instituciones monetarias predecesoras.


  Los beneficios del dinero privado van más allá de la estabilidad monetaria; también representan un negocio con importantes beneficios para el sector y la economía en general.


  Los casos que frecuentemente se emplean para ilustrar el sistema de banca libre, como más emblemáticos, son los de Hong Kong, Escocia e Irlanda del Norte. Otros estudios muestran que también hubo períodos de banca libre en Canadá, Suecia, Suiza, Chile, Australia, Colombia, China y Francia.


  Esta afirmación de Mises en La acción humana (1949) es reveladora: «Se interfirió la banca precisamente porque los gobernantes sabían que la libertad bancaria limita y restringe la expansión crediticia».


  Los promotores de un retorno a la banca libre, entre ellos Lawrence H. White, hacen las siguientes críticas al sistema de banca central:


  
    	Los bancos comerciales son regulados inadecuadamente por los bancos centrales: se promueve el cabildeo y la búsqueda de rentas. Se transfieren recursos desde los ciudadanos a los banqueros (limitación de la competencia), por control de tasas de interés, restricción de entrada de nuevos bancos, auxilio del banco central, gavetas y beneficios a ciertos sectores, monopolios otorgados en cuanto a regiones o cantidad de agencias y en cuanto a quién puede ofrecer ciertos servicios.


    	El Gobierno es el principal beneficiario de la expansión crediticia y monetaria: el banco central obtiene ganancias de aumentar la liquidez monetaria. Se beneficia del impuesto inflación (disimulado y fácil de recaudar).


    	La expansión monetaria rinde frutos políticos: en épocas electorales el banco central respalda el gasto del Gobierno para beneficiar a ciertos sectores convenientes, y si «sorprende» a los agentes con la inflación, se da una sensación de bonanza de la cual obtienen ventajas electorales los Gobiernos de turno.


    	Las políticas monetarias del Gobierno son erráticas: es imposible que el banquero central tenga toda la información necesaria y suficiente para acertar lo que es conveniente a la economía.

  


  Por estas razones, las reglas monetarias terminan no funcionando. Luego, ¿cómo se justifica la existencia de un banco central?


  En Venezuela, como en tantos países, se asume y prácticamente no se pone en duda que un banco central debe ser quien monopolice la emisión de dinero, regule su cantidad en circulación y el crédito en la economía. Es decir, podría ser vista casi como una herejía cualquier propuesta conducente a un sistema en el que la emisión de dinero sea privada, en el que sea responsabilidad de bancos privados la cantidad de dinero y el crédito.


  Hoy en día pueden encontrarse críticas al desempeño del Banco Central de Venezuela y al poco apego a sus responsabilidades y objetivos, pero tales críticas se limitan a implorar por sindéresis y por una política monetaria de control de la inflación y anticíclica, pero ninguna de ellas se atreve a proponer un cambio de statu quo o a romper el paradigma reinante del monopolio de la emisión de moneda en manos del Estado y del banco central como órgano rector de la política monetaria, y menos a sugerir el retorno a un sistema de banca libre y privada.


  El banco central ha sido una institución impuesta por un Gobierno que entrega el monopolio de emisión de moneda a unos banqueros privados, aunque luego la estatiza, y no una institución que ha surgido espontáneamente del mercado.


  Una reforma que valdría la pena analizar seriamente es una reforma de libertad monetaria, en la que se dé la competencia de monedas (incluso de emisión privada). Por supuesto, es fundamental que sea parte de una reforma integral; si no, la medida muy probablemente fracase. Se coopera con la disciplina fiscal al atar las manos al estamento político, medida que limita la capacidad de los Gobiernos de financiar políticas populistas a costa del ciudadano de a pie.


  La propuesta podría describirse como dolarización flexible junto a un régimen de banca libre. Dolarización flexible, porque:


  
    	El bolívar se reemplaza por el dólar de EE.UU.


    	El mercado debe tener la libertad de interactuar con cualquier moneda que seleccione: país con libre elección monetaria.

  


  Y banca libre, porque:


  
    	Se permite a las instituciones financieras emitir sus propios billetes convertibles en cualquier moneda o mercancía de su elección.


    	Los problemas de la economía van más allá de aquellos relativos a la política monetaria.

  


  Por supuesto, esta es una reforma necesaria mas no suficiente. Y no es una panacea: es un marco monetario superior al que ha proporcionado el BCV y nuestro estamento político al país.


  Características de la reforma necesaria:


  
    	Eliminación de la inflación. Tomará un período de transición difícil, incluyendo desempleo. Será corto en la medida en que se incluyan medidas que eliminen los obstáculos a la empresarialidad.


    	Reducción drástica de la tasa de incremento en la cantidad de dinero. Por lo tanto, reducción del déficit fiscal disminuyendo el gasto público (disminución transversal del presupuesto). Con metas a corto plazo.


    	No se recomienda aumentar los impuestos.


    	Endeudamiento interno y externo de estabilización, para complementar la reducción del gasto y así permitir la fuerte reducción en la emisión de dinero.


    	Compromiso creíble de que el Gobierno a corto plazo no financiará más el gasto a través de la emisión de dinero.


    	Liberación a corto plazo del mercado cambiario.


    	Eliminación de obstáculos a la empresarialidad: inamovilidad laboral, obstáculos a la creación de nuevas empresas (incluidas instituciones financieras), controles de precios y salarios (ningún obstáculo, ningún subsidio).


    	Previsión de fondos para aliviar las posibles dificultades que la aplicación del ajuste traiga sobre algunos sectores de la sociedad.


    	Fomento de la expansión del mercado de capitales para facilitar la privatización de empresas y de actividades que aún se encuentran en manos del Estado.


    	Liberación del comercio internacional.

  


  El mayor error, en mi opinión, fue concebir al Estado como el solucionador de todos los problemas, y creer que es posible administrar bien el dinero ajeno.


  4. Conclusiones (y resumen de las recomendaciones)


  En Venezuela, la estabilidad monetaria es una institución apreciada por todos los ciudadanos y reconocida por la Constitución Nacional, pero poco respetada. Dado este irrespeto, se perjudica el valor del fruto del esfuerzo del ciudadano de a pie.


  Hay derechos inalienables con los que todos nacemos, derechos acordes con la dignidad de la persona humana. Todos tenemos derecho a disfrutar del fruto de nuestro esfuerzo, por lo que las políticas públicas deben apuntalar nuestra dignidad.


  Nada de lo expuesto a lo largo de estas páginas haría falta si el Gobierno, consciente del problema y responsablemente, mantuviera estable la cantidad de moneda en la economía. Pero, ¿qué incentivos tiene el Gobierno para controlar sus ansias y no caer en la tentación? Al parecer, muy pocos. Sin embargo, como sociedad, guardamos la esperanza de que los políticos piensen primero en el bien común antes que en el propio, y así confiamos en cada nuevo Gobierno, confiados en que, en algún momento no muy distante, serán muy responsables quienes lleguen a gobernarnos. Creo que si como sociedad no tomamos conciencia ni influimos para cambiar las cosas, nos quedaremos esperando. Debemos evaluar qué nos conviene más, si la discrecionalidad o algunas reglas.


  También ayudaría a controlar el alza de precios que, como consecuencia, tiene la inflación, generar un entorno favorable a la creación de empresas, a la empresarialidad y al emprendimiento. Un entorno que respete y garantice la propiedad privada, que provea seguridad personal y jurídica, en el que no se concedan privilegios monopólicos a grupos de interés, sino que tenga bajas restricciones a la competencia, bajas barreras de entrada para nuevos participantes en los mercados, y en el que, si se crean monopolios, que sea de forma natural.


  Retomando el tema de los incentivos que pueden tener los políticos para preservar o no el valor de la moneda, es necesario identificar a empresarios a quienes les convengan políticas de competencia, entornos favorables al emprendimiento, al crecimiento económico y a la generación de riqueza, de baja inflación, consecuentes con la libertad económica, y no con el mercantilismo y socialismo, para convocarlos a que financien campañas electorales y la actividad corriente a políticos a favor de la libertad económica quienes, una vez en sus funciones, no se dejen capturar y promuevan esas ideas libertarias. Con esto se pretende alinear los intereses del agente (el político) a los del principal (el pueblo o ciudadano).


  A su vez, estos empresarios identificados con la libertad económica deben estar conscientes de lo importante que es que financien medios de comunicación para promover estas ideas favorables al ciudadano de a pie y, de esta forma, rebalancear la matriz de opinión, generalmente favorable al mercantilismo, y así cooperar con la reducción de las asimetrías de información (ignorancia racional) que como sociedad sufrimos y que nos dificultan prever las consecuencias de las decisiones de política económica que tienen los agentes (los políticos). De esta forma, como sociedad tendríamos más opciones desde donde escoger, más libertad, al favorecerse la competencia de ideas por la apetencia y simpatía del público, del consumidor.


  También, a estos empresarios favorables a las ideas de libertad económica hay que despertarles la conciencia para que vean lo fundamental que es acompañar lo mencionado anteriormente con el financiamiento de la difusión de estas ideas en la academia y en la sociedad, mediante el sustento económico a cursos, talleres, investigaciones, clases y publicaciones de contenidos afines a la libertad económica.


  Es importante comentar que los empresarios a los que les interesa que, por el contrario, haya políticas inflacionarias y devaluacionistas de la moneda, y que se benefician del mercantilismo, también ejercerán presión económica para que el statu quo prevalezca. Este es otro escollo que superar para la sociedad.


  Y cualquiera podría preguntarse con mucha razón: ¿por qué estos empresarios de los que hablamos lo harían? ¿Por qué destinarían recursos a financiar estas ideas? Simplemente por conveniencia. Porque les conviene que haya un entorno favorable a sus intereses privados, intereses que, siendo perseguidos, se alinean a los intereses de la mayoría de la sociedad. En otras palabras, empresarios que tratarán de alinear los intereses del agente (el político) a sus propios intereses privados, para que, en ese proceso, ellos se beneficien al igual que todos como sociedad, pues el ciudadano de a pie (el principal) tiene los mismos intereses. Entonces, la tarea, y no fácil, comienza por identificar en la sociedad a esos empresarios que tengan intereses similares, afines, alineados con los de la mayoría.


  A la par que se va haciendo todo el trabajo anteriormente descrito y que, insisto, no es para nada fácil, es fundamental llevar a cabo una labor de concientización de la sociedad, de electores, elegibles y elegidos, mientras se mantiene la estructura de incentivos comentada anteriormente, para que se pueda engranar el corto con el largo plazo. Para poder tener éxito definitivo en esta ardua tarea, es muy relevante, prioritario, ir abonando el camino al largo plazo con educación y formación en valores éticos y morales; porque en el fondo el problema tiene una raíz ética y moral de ausencia de valores. Esto es importante, porque la realidad es que en el largo plazo no «estaremos muertos».


  A manera de conclusión de todo lo expuesto en las páginas anteriores, podrían remarcarse algunas consideraciones como importantes.


  La inflación es el aumento de la cantidad de moneda y crédito por parte de los bancos centrales y de la banca fraccionaria que, alineados a los intereses de los Gobiernos, pretenden financiar el gasto público con ese nuevo dinero.


  La inflación de la moneda se refleja en el aumento de los precios de bienes y servicios, lo que le resta valor a la moneda nacional, por afectar negativamente su poder de compra.


  En la inflación hay ganadores y perdedores: gana el Gobierno, pues financia su gasto público, el que está alineado a sus intereses, lógicamente, y también se favorecen los primeros receptores y beneficiaros de ese gasto público. En el proceso, pierde la mayoría, el ciudadano de a pie, al que ahora se le encarece su vida y se le reduce el valor de lo que ha obtenido por su esfuerzo, empobreciéndolo. Pero en el largo plazo no gana nadie: perdemos todos.


  Si los políticos que conforman en un momento determinado las instancias de Gobierno, el Parlamento y el banco central persiguieran el bien común y velaran por los intereses de los ciudadanos, entonces no deberían proponer, apoyar y aplicar políticas inflacionarias, pues atentan contra los intereses del pueblo. La inflación está alineada con los intereses de unos pocos y no con los de la mayoría. Podemos decir que en un país en el que hay una persistente inflación, sus políticos no defienden los intereses de la mayoría ni velan ni persiguen el bien común.


  Controlando la inflación de la moneda, resolveríamos y no aparecerían muchos de los problemas de índole económica que padece nuestra sociedad: no subirían los precios de bienes y servicios y, por lo tanto, no harían falta los controles de precios, que generan escasez. No harían falta los controles de alquileres y, por lo tanto, no se desestimularía la construcción de viviendas. No harían falta los salarios mínimos, que generan desempleo, y a su vez la aparición de medidas que lo que logran es hacer más rígido el mercado laboral y por lo tanto desestimulan el empleo, como la inamovilidad laboral. Las personas preferirían proteger sus ahorros, esfuerzo de su trabajo, en la moneda nacional y no en una foránea; así no se devaluaría la moneda local y no harían falta los controles de cambio, justificados en la fuga de divisas y que desestimulan la inversión en el país. No habría elevadas tasas de interés, y por lo tanto no harían falta los controles de tasas, que terminan desestimulando el crédito. No se darían las crisis económicas señaladas por la teoría de los ciclos económicos. Se incentivaría la inversión en el país y, por lo tanto, la generación de puestos de trabajo. Se lucharía contra la pobreza y, por lo tanto, contra la delincuencia.


  Hay que resaltar que la raíz del problema está en el deseo de gastar más que tienen los Gobiernos, y para ello apelan a la inflación de la moneda como fuente de financiamiento, bajo la mirada cómplice de los bancos centrales. Por lo tanto, la solución del problema pasa por «amarrar las manos» al Gobierno, incentivándolo a no caer en la tentación.


  Se han expuesto diversas maneras de controlar inflación, pero todas ellas descansan en la decisión del estamento político del país. Por lo tanto, se hace necesaria la determinación de los políticos a controlarse a sí mismos. Allí hay un evidente conflicto de intereses.


  Para alinear los incentivos de los políticos a los intereses de los ciudadanos, hay que acometer la tarea de identificar, formar y convencer a empresarios cuyos intereses se alineen a los de la sociedad, a los que les convenga un entorno favorable a la libertad económica. La labor de estos empresarios será financiar campañas electorales y la actividad de políticos que promuevan estas ideas, y que desde sus funciones en cualquier instancia de Gobierno propugnen y apliquen normas y medidas afines a la libertad económica y, por lo tanto, alineadas al interés general. A su vez, estos empresarios deberán financiar medios de comunicación e instituciones educativas para, mediante la difusión de ideas y la promoción de líderes de la sociedad afines a la libertad económica, ir generando una matriz de opinión más consciente y favorable a estas ideas.


  El control de la inflación no es suficiente para que la sociedad emprenda una ruta de crecimiento económico y supere la pobreza, pero ya resulta un gran paso en ese camino. Al control de la inflación habría que acompañarlo de un entorno que incentive la generación de empresa y de riqueza: respeto a la propiedad privada, seguridad jurídica y personal, bajos impuestos, reducidos controles y regulaciones, un Estado dedicado a las labores que por subsidiaridad no puedan llevar a cabo los privados; en fin, un entorno de libertad económica, de libre empresa y de menos mercantilismo y socialismo.
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  Antes y después de levantar el control de cambios

  Ronald Balza Guanipa


  1. Introducción


  Han transcurrido 13 años desde la imposición de controles de cambios y de precios en Venezuela. Las leyes que los definieron han sido modificadas en múltiples oportunidades, introduciendo sanciones cada vez más severas para los delitos que describen. Sin embargo, la inflación y la escasez han alcanzado cotas nunca vistas en el país, a tal punto que el Banco Central de Venezuela (BCV) y el Instituto Nacional de Estadística (INE) suspendieron la publicación de cifras oficiales. Simultáneamente, surgieron y se reforzaron organizaciones ilegales y se acentuó la corrupción de funcionarios públicos, reconocida por el propio presidente de la República (Maduro, 2013).


  El resultado de los controles, establecidos durante más de una década de excesos fiscales, era previsible. Experiencias estudiadas a fines del siglo XX y comienzos del XXI aportaban útiles advertencias (ver, por ejemplo, Balza, 2005; Ching-chong, 1987; Craig y Waller, 1999, 2000; Cumby, 1984; Delbecque, 1993; Gardner, 1984; Ghei y Kamin, 1999; Guidotti y Végh, 1992; Hausmann, 1990; Kiguel y O’Connell, 1994; Lizondo, 1987, 1990, 1994; Obstfeld, 1984; y Pinto, 1987).


  Sin embargo, desde más de un punto de vista, mantener los controles de cambios y de precios ha sido solo uno entre muchos errores cometidos por el Gobierno. Por tal razón, aunque desmontar los controles sea indispensable, no es suficiente para que la nueva información que aporte el sistema de precios relativos estimule la producción y no el arbitraje. La disciplina fiscal, la transparencia en la información oficial, los efectos redistributivos de las decisiones gubernamentales, la coexistencia pacífica de intereses diversos, la naturaleza de las regulaciones sobre la propiedad privada y el trabajo y la estabilidad del sistema financiero también son condiciones esenciales para estabilizar el valor interno y externo del bolívar y estimular una producción cada día más vinculada con la innovación.


  Diferentes secuencias en el levantamiento de los controles tendrían efectos distintos, inmediatos y a futuro. El levantamiento del llamado «cepo» argentino es el ejemplo más reciente. Aunque suele destacarse su carácter aparentemente súbito, algunas restricciones sobre el llamado Mercado Único y Libre de Cambios se mantuvieron durante cerca de ocho meses, coexistiendo con varios marcadores paralelos, y se adoptaron medidas de «gradualismo fiscal» con efectos reconocidos sobre la velocidad de la reducción de la inflación (ver, por ejemplo, Sturzenegger, 2016; y Banco Central de la República Argentina, 2016). Sin un proyecto suficientemente conocido y aceptado, no puede esperarse la confianza necesaria para lograr sus objetivos e impedir el retorno del control de cambios. Por ello, a continuación se sugiere unificar primero el tipo de cambio oficial devaluándolo significativamente. Para reducir los impactos de inestabilidad política y económica de ambas medidas, también se sugiere tomar medidas previas y posteriores a la unificación oficial.


  2. Antes de levantar el control de cambios


  A continuación entenderemos la eliminación del control de cambios como la derogatoria de las leyes de ilícitos cambiarios y, también, de precios justos. Ambos instrumentos legales definen delitos como desviaciones de normas establecidas en convenios cambiarios y providencias administrativas, respectivamente. Sin modificar el marco legal, es posible unificar el tipo de cambio, devaluar e incrementar precios máximos recurriendo a normas sublegales. Durante los meses necesarios para ordenar las finanzas públicas e incrementar la disponibilidad de divisas en el país, levantar secuencial y negociadamente los controles puede contribuir a reducir efectos redistributivos que debiliten la capacidad de los políticos a cargo, favorecer la futura estabilidad de precios y del tipo de cambio y reducir las probabilidades de una crisis bancaria durante el proceso. La derogatoria de las leyes equivaldría al fin de los controles. En las próximas páginas examinemos los pasos previos propuestos.


  a. Identificar los determinantes del tipo de cambio paralelo antes de levantar el control de cambio, para reducir el sobreajuste previsible luego de levantarlo.


  La eliminación de un control de cambios suele asociarse a un sobreajuste: un salto en el tipo de cambio hacia el correspondiente al «mercado» paralelo, seguido de una posible apreciación durante un tiempo. De ser el caso, convendría intervenir en el «mercado» paralelo para rebajar en lo posible la brecha entre su tipo y el oficial antes de levantar el control. Para ello es necesario identificar los mecanismos de determinación y difusión del marcador del paralelo.


  En algunos casos, el intercambio de moneda local por divisas es directo y espacialmente localizado, lo que permite interpretar el marcador del paralelo como un precio determinado en el mercado. En otros, las transacciones se realizan a partir de una medida indirecta que involucra otros activos, además de las divisas. En Argentina, donde hubo control de cambios hasta diciembre de 2015, pudieron observarse al menos los dos casos: el primero corresponde al dólar blue, vendido en «cuevas» que los compradores ubicaban con información de «arbolitos». El segundo corresponde al denominado «‘contado con liqui’ […] una operación por la cual una persona o empresa puede cambiar pesos argentinos por dólares en el exterior, mediante la compra-venta de acciones o títulos de deuda, como por ejemplo, los bonos inyectados en el mercado recientemente por la anses como el Bonar xi» (Lilo, 2015).


  En Venezuela, transacciones similares al «conta con liqui» se dieron entre 2003 y 2010: con los ADR (American Depositary Receipts) de la CANTV hasta 2007 y luego con los TICC (Títulos de Interés y Capital Cubierto), los bonos de PDVSA y bonos cambiarios emitidos por el BCV. En estos casos, realizar emisiones de papeles tenía efectos predecibles sobre el marcador del paralelo, sirviendo como un costoso mecanismo de intervención temporal (Balza, 2016).


  Luego del cierre de las casas de cambio en 2010, el uso de marcadores calculados sin requerir intercambio previo de monedas (u otros activos) se extendió gracias a internet. El llamado implícito (M2/Reservas) y luego el dólar Cúcuta no son precios formados en un mercado, aunque sirvan de referencia para las transacciones realizadas fuera del control de cambios. Sobre ambos marcadores podría intervenirse sin disponer de dólares adicionales. Del mismo modo, disponer de dólares adicionales no necesariamente reduciría de inmediato el paralelo.


  En el caso del implícito, una menor expansión monetaria y una mayor acumulación de reservas (lo que pudo significar menos dólares para la venta) habría permitido intervenir sobre el paralelo. En el caso del dólar Cúcuta, las autoridades venezolanas no podrían abaratar el dólar en pesos en Colombia, pero podrían encarecer el precio del bolívar en pesos en la frontera. Incrementar el precio de la gasolina y otros bienes controlados aumentaría la demanda de bolívares en la economía subterránea de la frontera, pudiendo reducir el marcador del paralelo. Igualmente, la compra de bolívares por pesos en la frontera (hecha por el BCV) podría encarecer el bolívar y reducir el marcador del paralelo. Aun sin disponer de una mayor oferta de dólares.


  Teniendo en cuenta que ordenar las finanzas públicas, atraer inversionistas con divisas y negociar préstamos de multilaterales lleva tiempo, conviene explorar mecanismos de intervención en el mercado paralelo al mismo tiempo que se devalúa el tipo de cambio unificado, para reducir los efectos de un sobreajuste severo del tipo de cambio luego de levantar el control. Igualmente, es necesario prever la posible persistencia de páginas web publicando marcadores del paralelo, aun cuando formalmente los controles de cambio no estén en vigencia. En Argentina, meses después de levantarse el «cepo cambiario», aún se publican diariamente marcadores para el dólar blue y el «conta con liqui». Los incentivos para mantener el arbitraje entre distintos precios pueden retrasar y complicar la estabilización del tipo de cambio.
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  Identificar el patrón sobre el cual varía el marcador del paralelo es relevante. DólarToday, la página web que lo ha divulgado durante seis años, ha pretendido modificarlo por tercera vez, sustituyendo un marcador atribuido a transacciones en Cúcuta por otro, supuestamente elaborado a partir de «datos correspondientes a operaciones privadas en la ciudad de Caracas» publicados por «los mismos usuarios» en la sección de comentarios de su página de Instagram (citado por Balza, 2016). Este último no tiene un patrón identificable, haciendo evidente su desvinculación con la oferta y demanda de dólares por bolívares en Venezuela y las oportunidades de manipulación sobre un marcador de tanta importancia.


  b. Explicar pública y comprensiblemente la necesidad de eliminar los controles de precios y cambios y los mecanismos dispuestos para proceder en orden.


  No conviene suponer que, por ser deseable un sistema de precios libres como mecanismo descentralizado de coordinación en una economía, abandonar los controles sea una decisión irreversible una vez tomada. En Venezuela, por ejemplo, desde 1983 han sido impuestos controles de precios por Gobiernos diferentes entre 1983 y 1989, entre 1994 y 1996 y entre 2003 y 2016 (hasta la fecha). Cerca de 21 de los 33 años del período.


  Los levantamientos súbitos no bastan para impedir la reversión posterior de la medida. Justificar la conveniencia de liberar los precios es una tarea política de primera importancia, sobre la cual los partidos de oposición han hecho muy poco hasta la fecha. Dada la magnitud de las distorsiones en Venezuela, los gobernantes deberían preocuparse más por la duración y el futuro perfeccionamiento de un nuevo sistema de mercado, regulado para generar incentivos a la producción y la innovación, que por la inmediata supresión de los controles de precios y de cambio en un contexto de fragilidad política y económica.


  c. Calcular transferencias en bolívares a empresas y personas que reciben subsidios a través de dólares preferenciales antes de unificar el tipo de cambio, y evaluar luego su sustitución por mecanismos permanentes de atención transitoria.


  El Gobierno ha justificado el control de cambios como una medida de protección a los consumidores, que podrían comprar bienes importados (o productos elaborados con insumos importados) a un tipo de cambio fijado para impedir su encarecimiento. Establecer un régimen de cambios múltiples le ha permitido devaluar diferencialmente, identificando el conjunto de bienes que el Gobierno mantiene «protegidos». La lista de empresas que tuvieron y tienen acceso a dólares preferenciales no es pública, por lo que no saber quiénes, cuánto y para qué los reciben facilita la corrupción de los funcionarios públicos y la asignación discrecional de divisas.


  Sin embargo, la opacidad administrativa también hace imposible determinar con precisión el efecto de un sobreajuste del tipo de cambio sobre los costos de producir o importar legalmente alimentos, medicinas, insumos y otros bienes cuyos precios son controlados por el Gobierno. El impacto inmediato sobre las empresas y sus clientes puede ser destructivo, teniendo en cuenta que la capacidad de respuesta inmediata para aumentar la oferta de productos ante un incremento de precios se encuentra actualmente muy comprometida.


  Antes de modificar el régimen cambiario, es conveniente publicar las listas de las empresas que reciben divisas, los precios que pagan por ellas, los montos recibidos y las razones del Gobierno para asignarlas. Esto, además de facilitar investigaciones posteriores, permitiría identificar las empresas que podrían continuar recibiendo subsidios temporales, con el propósito de impedir pérdidas mientras se suavizan incrementos de precios. Sustituir subsidios en dólares por subsidios en bolívares (que permitan comprar dólares) facilitaría la rápida unificación cambiaria con una significativa devaluación del bolívar. Sin embargo, una medida de este tipo debe sustituirse lo antes posible por otras, que definan políticas permanentes de transferencias (en bolívares y en especie) focalizadas y transitorias para grupos bien definidos. Los subsidios a empresas no deben sustituir un sistema de seguridad social (que incluya un seguro al desempleo) ni las compras públicas para dotar hospitales, escuelas, universidades y cárceles, por ejemplo.


  La importancia política de compensar a los primeros perjudicados antes de la corrección de severas distorsiones de precios puede ilustrarse con el mecanismo de transferencias descrito por Guillaume et al. (2011) para facilitar el incremento en el precio de la gasolina en Irán.


  d. Calcular incrementos en precios máximos y salarios mínimos antes de unificar el control de cambios; y luego comenzar la liberación secuencial de precios, aún controlados, revisándolos mensualmente.


  La unificación cambiaria con una significativa devaluación supone mayores costos de producción e importación en bolívares. No es posible ni deseable impedir el incremento de los precios y salarios. Tampoco es posible impedir la pérdida generalizada en el poder adquisitivo de empresas y trabajadores. Sin embargo, el desmontaje ordenado del control de precios contribuiría a moderar efectos redistributivos mientras se pone en marcha el sistema de subsidios y transferencias.


  Hacer una liberación selectiva de precios es difícil y genera incentivos a la corrupción y al arbitraje. Por ello mantener el menor número posible de bienes dentro del control facilita la negociación de sus precios y de compensaciones entre Gobierno y empresas. A pesar de las dificultades, la distorsión actual del sistema de precios relativos sugiere explorar alternativas a un levantamiento simultáneo de todos los controles. En China, por ejemplo, el Gobierno mantuvo precios controlados sobre algunos bienes para una parte de la producción, permitiendo a las empresas determinar libremente el precio de la producción adicional que decidieran poner en venta (Roland, 2000). De este modo, las empresas cubrían las pérdidas que les causaba el control, aumentaban la oferta de productos y señalizaban sus precios «óptimos» en las condiciones impuestas por el Gobierno. Con ello, el Gobierno no tenía que recurrir a subsidios masivos para mantener precios controlados y hacer viables las empresas, lo que contribuyó a impulsar el crecimiento sin grandes presiones inflacionarias. En el caso venezolano, no conviene esperar incrementos sustanciales inmediatos en la oferta de todas las empresas luego de incrementos de precios de sus productos, teniendo en cuenta las deudas en divisas con proveedores y el rezago tecnológico que afecta a un conjunto de ellas.


  Determinar precios máximos no equivale a fijar precios de venta al consumidor. Si los precios máximos son lo suficientemente elevados, aun dentro del control de precios, las empresas pueden competir con precios menores, en aquellos casos en los que aún existan suficientes oferentes. La caída en la demanda en respuesta a incrementos de precios podría explicar que los precios de equilibrio queden por debajo de los máximos, haciendo superfluo el control y facilitando su posterior eliminación.


  Antes de unificar el control de cambios conviene hacer los cálculos correspondientes para elevar precios máximos, que están vinculados al tipo de cambio. El precio de la gasolina, por ejemplo, está vinculado con el precio del dólar tanto por el costo de producción como por el de oportunidad.


  e. Elaborar un presupuesto en dólares transparente antes de unificar el tipo de cambio, y revisarlo luego trimestralmente.


  Una vez levantado el control, el tipo de cambio debe depender de la oferta y demanda de dólares a cambio de bolívares. Para reducir un posible sobreajuste, conviene hacer pública la información relevante antes de la unificación. El monto mínimo promedio de dólares que el Banco Central estime vender por semana es parte de ella. Para que fuese confiable, se requerirían informes sobre ingresos por exportaciones petroleras y egresos por importaciones públicas y servicio de deuda pública externa, así como sobre las metas de acumulación de reservas internacionales y otros activos externos netos. Sin unificar el presupuesto de divisas del sector público, disperso entre Gobierno central presupuestario, PDVSA y múltiples fondos parafiscales, esta información no estaría disponible.


  La venta de divisas adicionales a las de origen petrolero solo puede ocurrir, en un primer momento, si hay razones privadas para demandar bolívares. La estabilidad política, la seguridad jurídica y la coherencia de las políticas fiscal, monetaria y cambiaria son condiciones indispensables para que tales ventas también ocurran por motivos de inversión y no solo para cubrir transacciones de consumo o para hacer arbitraje entre monedas. Estas condiciones no se alcanzan instantáneamente con la unificación cambiaria y lleva tiempo fortalecerlas. Por ello conviene calcular el tipo de cambio para comenzar la unificación contando primero con la reorganización del presupuesto de divisas públicas.


  Hacer transparente la disponibilidad de divisas esperada del sector público y sus compromisos externos facilita la negociación de asistencia financiera con organismos multilaterales, así como con tenedores de deuda venezolana. Lograr acuerdos en estos temas puede llevar varios meses, durante los cuales la elaboración de un conjunto coherente y sostenible de políticas propias reduce los espacios de conflicto por condicionalidad impuesta para el otorgamiento de asistencia.


  f. Unificar el tipo de cambio oficial y revisar diariamente su valor, creando, antes de levantar el control de cambios, el mecanismo que vinculará a operadores cambiarios, compradores y vendedores luego de levantarlo.


  Para unificar el tipo de cambio antes de eliminar el control es necesario proponer un tipo inicial. Usando métodos distintos y no siempre explícitos, varios economistas han calculado tipos de cambio a los cuales se «equilibraría el mercado» de divisas por debajo de los valores del paralelo para la fecha. Comenzando con ellos, de ser los de equilibrio, podría frenarse un sobreajuste, que (como las desinflaciones súbitas) podría tener efectos duraderos indeseables sobre la producción, el empleo y el consumo. De no ser los de equilibrio, o aceptando que los equilibrios no son invariables en el tiempo, los tipos de referencia permitirían reunir información útil para suavizar un ajuste orientado a la eliminación del control.


  El control de cambios luego de la unificación se limitaría a la fijación diaria del precio de la divisa. No sería uno de asignación de cantidades por compradores, puesto que los subsidios a través del dólar se habrían sustituido por subsidios en bolívares. El mecanismo básico, la microestructura del mercado cambiario que vincule a operadores cambiarios, oferentes y demandantes, debe ponerse en operación antes de levantar formalmente el control, de modo que permita compilar la información necesaria para validar el tipo de cambio en cada momento del día como uno de «equilibrio», en un sentido que debe hacerse explícito. En 2002, por ejemplo, un sistema de subastas discriminadoras operaba con tres subastas diarias con horarios, montos y operadores bien conocidos. Establecer y divulgar aspectos administrativos previamente contribuiría a reducir el peligro de un sobreajuste antes del anuncio formal de la eliminación del control de cambios.


  g. Elaboración de un presupuesto en bolívares único, transparente y modificable trimestralmente antes de levantar el control de cambios.


  El presupuesto en bolívares del sector público es la pieza clave para estabilizar el valor interno y externo del bolívar en un contexto de estabilidad política. Incrementar salarios, transferencias y subsidios nominales, así como pagar por compras de medicinas y otros insumos necesarios para atender grupos bien definidos debilitaría el bolívar si estos gastos continúan financiándose permanentemente con emisión monetaria y no se reducen suficientemente gastos nominales en otras áreas del sector público.


  La unificación cambiaria, con la correspondiente devaluación y su efecto sobre los precios, debe incrementar los ingresos y gastos nominales del sector público. La caída en el gasto real que deber ocurrir para ordenar las finanzas públicas debe tener dos condicionantes: evitar efectos de histéresis asociados a desinflaciones súbitas y proveer recursos que, al mitigar los efectos empobrecedores que ya sufre la población, incrementen su respaldo a políticas de eliminación de los controles de precios.


  h. Monitoreo diario del funcionamiento del sistema financiero antes, durante y después del levantamiento del control de cambios.


  Uno de los mayores peligros asociados al desmontaje del control de cambios es una probable crisis bancaria. Una parte de los activos del sector corresponde a créditos dirigidos por el Ejecutivo a las actividades de su preferencia, así como a la compra de bonos públicos. Estos activos son remunerados a tasas fijadas por el Gobierno, no son adquiridos luego de evaluar su riesgo y tienen plazos de maduración superiores a los de la mayor proporción de los pasivos del sector. La distribución de la liquidez entre las entidades financieras es desigual, por cuanto la fragilidad de algunos bancos es mayor que la de otros. Sin embargo, el efecto contagio en caso de una crisis, inadecuadamente enfrentada por las autoridades, podría tener consecuencias desastrosas.


  Es muy riesgoso suponer que bastaría que un plan macroeconómico fuese coherente para que las tasas actuales de interés fuesen lo suficientemente altas para impedir salidas de capitales. Estabilizar las cuentas fiscales y reducir la oferta monetaria lleva tiempo. El plan no solo debe ser coherente en su diseño, sino generar efectos que inspiren confianza a quienes no lo comprendan.


  Eliminar súbitamente los controles como primer paso de un plan no encontraría estabilizadas las cuentas fiscales. Intentar enfrentar retiros de depósitos incrementando tasas de interés podría aumentar la morosidad de los deudores sin detener los retiros. Si el riesgo de una crisis financiera exacerba el «miedo a flotar» de los gobernantes o sus sucesores, y se deciden por reintroducir los controles, se habría perdido una vez más la oportunidad de liberar precios y tipo de cambio.


  i. Derogatoria de la ley de ilícitos cambiarios y precios justos.


  Derogar las leyes que los definen sería el último paso propuesto para eliminar los controles. Si se reduce el riesgo de sobreajuste y se elimina el control cuando ya no determina los precios, su irrelevancia se haría evidente y los gobernantes no temerían a los costos políticos de suprimirlos.


  Derogar estas leyes supone eliminar sus títulos, exposiciones de motivos y la definición de delitos y sanciones vinculados con la fijación de precios, márgenes de ganancias y tipos de cambio. Sin embargo, conviene recordar que estas leyes incluyeron en su articulado normas que deben preservarse: el registro de divisas para evitar blanqueo de capitales y llevar las estadísticas del país en la primera, y la protección de los consumidores en términos de calidad e información y no de precios en la segunda, por ejemplo.


  3. Después de levantar el control de cambios


  La eliminación del control de cambios del modo sugerido en las páginas previas no es súbita. Sin embargo, tampoco es lenta. Es secuencial, ordenada y negociada, y, por tanto, difícil en muchos aspectos. Su ventaja es reconocer que el proceso de cambio institucional y el reconocimiento de la conveniencia de un plan coherente lleva tiempo, y que la confianza en un equipo de Gobierno se pierde más rápidamente mientras los logros que promete se retrasan más de lo que establecen sus mismos plazos.


  La prioridad política y económica del levantamiento del control debe ser impedir su reversión sin recurrir a la represión. Una vez levantados, la disciplina fiscal, la transparencia informativa y la seguridad jurídica son las claves de la estabilidad de precios, las nuevas inversiones, la innovación y la seguridad social.
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  Reforma financiera para Venezuela: estabilidad e inclusión

  Sary Levy Carciente, Ruth de Krivoy y Tamara Herrera


  1. Introducción


  Venezuela ha vivido en lo que va de siglo un conjunto de transformaciones institucionales y de política económica que responden al modelo político-ideológico autodenominado socialismo bolivariano del siglo XXI (SS21). El modelo fue penetrando desde 1999 todos los ámbitos de acción social, mostrando distintas facetas y alcances como decisión estratégica de sus planificadores al considerar las circunstancias a enfrentar en cada momento. Para el 2016, el modelo muestra su fracaso al evaluarse en múltiples aristas, siendo el colapso económico y su impacto social las que claramente alertan sobre una crisis humanitaria.


  El modelo socialista-revolucionario imbricó distintos ejes transversales para favorecer el proceso de su imposición: por un lado el carácter populista del mismo, donde el discurso polarizador del líder/caudillo aglutinó las voluntades a las que prometió inclusión y representación, mientras excluía y estigmatizaba («escuálido», «traidor a la patria») a quien disentía; de otro lado, la presencia militar, combinada con una visión comunista y de planificación centralizada, reforzaba una visión de orden jerárquico en el manejo de la cosa pública, a la par que generaba intimidación y amedrentamiento; y, finalmente, un incremento de ingresos por concepto de exportaciones petroleras y su manejo discrecional por parte de personeros gubernamentales, que favoreció relaciones clientelares y de sumisión, tanto a nivel interno como internacionalmente.


  Así se fueron generando transformaciones negativas y muy profundas en múltiples dimensiones, a saber:


  Dimensión institucional: a partir de un conjunto de reformas del marco jurídico normativo que debilitaron la institucionalidad formal, así como también la imposición de hecho de reglas (informales) discrecionales y circunstanciales, con lo cual el modelo generó una profunda incertidumbre jurídica e inseguridad legal, sin el balance de poderes propio de los esquemas republicanos.


  Dimensión económica: orientada por un modelo de economía centralmente planificada, con imposición de múltiples controles y regulaciones sancionatorias, con exclusión del mercado como mecanismo de transmisión de información económica, sin previsión anticíclica ni de sostenibilidad temporal y con altos niveles de opacidad; y a pesar de haber disfrutado del más prolongado boom en los precios petroleros, la economía termina sumida en una situación caracterizada por: depresión, inflación, escasez, desmantelamiento de cadenas productivas, caída de reservas, insostenibles niveles de deuda, destrucción de incipientes mecanismos de estabilización (creados en los años noventa), profundización de la dependencia petrolera, caída de la inversión privada, fragilización del sistema bancario nacional y exclusión del mercado financiero global.


  Dimensión política: el antagonismo propio del período, con manejo ideologizado de los conflictos y desconocimiento de las demandas y derechos de grandes minorías y/o mayorías, devino en espacios de despolitización de lo público, al paso que se hiperpolitizaron las relaciones sociales, llegando a desdibujarse el límite entre lo público y lo privado. Ello presenta un importante reto para la política, en tanto que ha de reconstruir el espacio público a partir de la justicia del derecho y los objetivos sociales y no por concesiones materiales circunstanciales.


  Dimensión social: un gasto público con fuerte componente parafiscal de afán clientelar, que no invirtió en la generación de capacidades individuales, ni en servicios básicos en épocas de bonanza. Así, al caer la renta petrolera, ve desaparecer su capacidad distributiva y, habiendo destruido el parque productivo privado –aparato generador de puestos de trabajo–, la sociedad queda sumida en la pobreza y la inseguridad, presentando un franco deterioro de indicadores básicos de salud y educación, lo que estimula el descontento y el malestar social, favoreciendo la conflictividad que, en un entorno de impunidad, estalla en manifestaciones violentas y saqueos.


  Dimensión tecnológica: la imposición de un discurso único obviando la diversidad natural propia de una sociedad, así como el cerco presupuestario a las universidades y centros de investigación que exigen autonomía y libertad para la creación, ha tenido como consecuencia una importante fuga de talentos, desmantelando redes de investigación nacional, así como su desconexión de redes globales; de igual manera, provocó una emigración de jóvenes profesionales que sintieron rezago científico, desestímulo a la creatividad y pobre proyección de futuro en el país.


  Dimensión ecológica: a la profundización de la dependencia petrolera se suma el nuevo objetivo de explotación del llamado arco minero, lo que mantiene al país dependiente de sus recursos naturales no renovables, obviando alternativas ecológicas que protegerían el ambiente para generaciones futuras, amén de desaprovechar financiamientos por fondos verdes globales que estimularían el desarrollo social en el presente.


  Cualquier iniciativa dirigida a promover un desarrollo integral del país ha de considerar la multidimensionalidad de la problemática presente y la necesidad de corrección de sus distorsiones, aspectos estos que han de verse como prerrequisitos para una reforma financiera que conduzca a la modernización del sistema financiero nacional en una búsqueda por lograr eficiencia, competencia, manejo prudente de riesgos e innovación, siendo que un sistema financiero robusto es pieza vital para forjar el desarrollo económico.


  Asimismo, una adecuada reforma financiera se inscribe en un marco de respeto al Estado de derecho, de fortalecimiento institucional, de restablecimiento de equilibrios macroeconómicos, del diseño de una política fiscal, monetaria y cambiaria estabilizadora, de rescate del mercado como espacio eficiente para el desarrollo productivo y la satisfacción de las necesidades materiales de la población en entornos de libertad.


  El presente documento tiene como objetivo puntualizar una serie de transformaciones de aplicación necesaria al sistema financiero venezolano para que sirva como catalizador del desarrollo económico y social del país.


  2. El sistema financiero venezolano en el siglo XXI


  Los sistemas financieros se distinguen según su base de sustentación: algunos se presentan arraigados en la banca comercial, mientras otros tiene su fundamento en el mercado de capitales. Los sistemas con base bancaria se caracterizan por poseer entidades bancarias involucradas en el financiamiento a largo plazo de la inversión, retienen la propiedad de los instrumentos de deuda a largo plazo y poseen un mercado secundario no tan desarrollado. Estos sistemas están equipados para promover mayores horizontes temporales y un ambiente de estabilidad financiera; además, logran una importante integración entre las empresas financieras y no financieras. Por su parte, los sistemas basados en el mercado de capitales están caracterizados por bolsas ampliamente desarrolladas y con dispersión en la propiedad de los instrumentos financieros, tanto de renta fija como de renta variable. El caso venezolano se asemeja al primer tipo de sistema, es decir al de base bancaria, lo que no implica abandonar el desarrollo de un sistema bursátil ágil y eficiente que complemente y potencie el bancario.


  Desde sus inicios como nación, el sistema financiero venezolano, como el resto de su economía, ha estado imbricado en las dinámicas internacionales. En sus orígenes, el sistema respondía a un esquema liberal, atado a los movimientos del mercado, centrado en instituciones privadas y con escasa presencia de instituciones gubernamentales. El rol del Estado se expandió desde mediados del siglo XX con la creación de instituciones financieras dedicadas a canalizar fondos públicos al financiamiento de actividades agrícolas e industriales, operando directamente con el público. Estas instituciones tuvieron el objetivo declarado de fomentar y direccionar el desarrollo nacional proveyendo créditos baratos a esos sectores declarados como prioritarios, política favorecida por el aumento de los ingresos fiscales por exportaciones petroleras y una estrategia de reparto. La experiencia demostró su ineficiencia.


  Esas tendencias se ampliaron, profundizaron y distorsionaron en lo que va del siglo XXI. Mientras las mejores prácticas en materia de intermediación financiera a nivel mundial apuntan a fortalecer la participación y responsabilidad del sector privado y a ubicar las instituciones financieras públicas con operaciones de segundo piso, con una supervisión marcada por reglas claras, transparentes y adecuadas a las dinámicas del negocio financiero, en los lineamientos del SS21 se establece minimizar al sector privado y una mayor participación del sector público en el negocio financiero, desdibujando el límite entre el regulador y el ente objeto de regulación y creando condiciones de competencia desleal para la banca privada. Así, se han llevado a cabo compras de bancos privados, estatizaciones y nacionalizaciones que han ampliado sustancialmente la presencia del Gobierno en el sistema financiero, además de profundas injerencias a partir de políticas gubernamentales en lo que al negocio bancario se refiere.


  En este marco político, hasta el 2002 el Banco Central de Venezuela (BCV) tenía como objetivo primordial de su política el control de la inflación. A partir de entonces, sucesivas reformas legales fueron distanciando al banco central de ese objetivo e impulsándolo a acompañar políticas fiscales deficitarias, a fungir como banco de desarrollo, financiando tanto empresas públicas como programas dirigidos al sector privado, y profundizando su intervención en la actividad económica, con regulaciones de tasas de interés cada vez más detalladas y rígidas, al tanto que se ampliaba el alcance de las normas sobre carteras crediticias dirigidas a los sectores que el Gobierno considerara prioritarios. En el período, se diluyó la autonomía del ente emisor, se eliminó su rol como único ente depositario de las divisas que ingresan al país y se le debilitó financieramente, al obligar el traspaso de activos denominados en divisas al Fondo de Desarrollo Nacional (Fonden) sin compensación alguna, al amparo del alza en el precio mundial del oro que se produjo a raíz de la crisis financiera global de 2008, que permitió mitigar el efecto inicial que el traspaso de activos a Fonden tenía sobre la salud financiera del BCV. El BCV pasó de ser un ente autónomo que debía controlar la inflación, mantener el valor del signo monetario y lograr estabilidad económica, tal y como está plasmado en la Constitución de 1999, a ser convertido en un banco de desarrollo subordinado a los dictámenes del Ejecutivo, alejado de sus objetivos y mostrando los peores desempeños de su historia.


  Así como el ente de emisión central, la estructura regulatoria del sistema financiero ha quedado subordinada a exigencias de la política del Gobierno y toma de decisiones centralizada y discrecional: la Ley Orgánica del Sistema Financiero Nacional de 2010 sumó burocracia, al crear el Órgano Superior del Sistema Financiero Nacional (Osfin), adscrito al Ministerio de Finanzas, e insiste en el carácter controlador de la institucionalidad vigente[48]; y la Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario de Venezuela (Sudeban) se aleja cada vez más de una regulación prudencial, tal y como se aconseja para sistemas complejos, y se enfoca en detallar acciones de obligatorio cumplimiento a las entidades del sector.


  A partir de 2009, el modelo político-ideológico del SS21 evidencia claramente sus ineficiencias. A pesar del alto precio del petróleo, el Gobierno no es capaz de dinamizar la actividad económica y, muy por el contrario, a la fecha Venezuela está sumida en una profunda crisis. El modelo económico desatiende las necesidades de la población en aras de lograr objetivos geopolíticos e ideológicos (Guerra J., 2013; Mata, 2006; Mencía, 2014; Ochoa, 2014; Levy-Carciente y Guerra, 2012; Varnagy y Levy-Carciente, 2011; Pensar en Venezuela, 2014).


  El sector financiero venezolano ha atravesado diversas etapas de consolidación, con casos de fracasos bancarios individuales en las décadas de los sesenta y ochenta y dos importantes crisis bancarias: una en 1994 y otra en 2009-2010:


  
    	A comienzos de los sesenta, en el marco de la incertidumbre generada tras el derrocamiento de la dictadura de Pérez Jiménez, la banca sufre el impacto de la contracción económica y una fuerte salida de capitales. Entre 1960 y 1965, dos bancos fueron intervenidos (Banco Táchira y Banco de Fomento Comercial de Venezuela, ambos bancos de capital público); otros tres exigen auxilio directo (Nacional de Descuento, Construcción y Comercial de Maracaibo, siendo el último de capital público), y dieciséis recurrieron al redescuento para obtener liquidez (Guillén, 2002).


    	A comienzos de la década de 1980, nuevamente en medio de una difícil situación macroeconómica, fueron intervenidos cinco bancos: el Banco de Desarrollo Agropecuario (1981), el Banco de los Trabajadores de Venezuela (1983), el Banco de Fomento Regional del Zulia (1983), el Banco Comercial de Venezuela (1983) y el Banco Comercial de Maracaibo (1983); los tres primeros, entidades financieras del Estado.


    	En 1994, en medio de una importante inestabilidad política, que daba al traste con un proceso de recuperación macroeconómica tras un fuerte ajuste, se desató una severa crisis bancaria que exigió la intervención o estatización de dieciocho entidades bancarias, que representaban el 60% de los activos del sistema bancario[49] y cuyo costo de resolución ha sido estimado en 18% del PIB. En este estado de fragilidad, se inició una fase de fusiones y adquisiciones que incluyó la entrada al país de instituciones financieras internacionales después de décadas de haber sido excluidas del mercado venezolano (Hausmann y Gavin, 1996; Mata, 1996; Del Villar et al., 1997; Furlong, 1998; Berger, 1998; Krivoy, 2002).


    	En 2009, otra importante crisis golpeó al sistema bancario nacional. La reticencia del Gobierno a ajustar la economía ante la caída de los ingresos petroleros causada por la crisis financiera global se aunó a los excesos en la asunción de riesgos por parte de algunas instituciones. Fueron liquidados, fusionados o absorbidos por el Estado diecisiete bancos pequeños y medianos, que representaban el 17% de activos totales del sistema bancario. El costo de esta crisis no ha sido cuantificado.


    	En diciembre de 2009 el sistema financiero recibe un nuevo golpe, ahora asociado al mercado bursátil. Al prohibirse a las casas de bolsa transar bonos de la deuda pública nacional y al prohibirse la realización de mutuos (bajo el argumento de especular en contra de la moneda nacional en el mercado paralelo), desaparece el mercado de permuta y el negocio de las casas de bolsa prácticamente deja de existir. En febrero de 2010 la Comisión Nacional de Valores obliga a liquidar en un plazo no mayor de 90 días todas las operaciones de mutuos. De más de un centenar de intermediarios que existían en el sector (que atendían requerimientos de unas 13.000 cajas de ahorro y millón y medio de personas naturales), cerca de la mitad son intervenidos, fusionados o liquidados.

  


  Desde sus orígenes, el sistema bancario venezolano estuvo tradicionalmente estructurado sobre la base de instituciones especializadas: bancos comerciales, bancos de inversión, bancos hipotecarios, empresas de arrendamiento financiero, entidades de ahorro y préstamo y bancos oficiales regidos por leyes especiales. La banca universal apareció a raíz de la reforma legislativa en 1993 (Decreto Ley N. 3228 Gaceta Oficial Extraordinaria N. 4649 del 28.10.1993), como una solución al tema de los grupos financieros que en Venezuela se conformaron como conglomerados de instituciones especializadas vinculadas entre sí por accionistas comunes, esquema que dificultaba notablemente la supervisión consolidada[50]. Ese mismo año comenzaron las conversiones a banca universal. El primero fue el Banco Provincial, que adopta la figura de banca universal al fusionar el Fondo de Activos Líquidos, la Inversora, la Arrendadora y el Banco Comercial del grupo financiero. Le siguió el Banco Mercantil y posteriormente se generalizó el esquema hasta convertirse en el componente más importante del sistema.


  La banca (primero comercial y luego universal) ha sido el corazón del sistema financiero, con más de 80% de los activos totales del sistema. La crisis bancaria de 1994 condujo a una reducción drástica en el número de instituciones, de 162 en 1988 a 65 en 2000; la del 2009 la contrajo a 42, y para el 2016 el total de instituciones financieras es de 32, con 23 bancos universales, un banco comercial, dos bancos con leyes especiales, dos bancos de desarrollo y cuatro bancos microfinancieros.
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  Vale destacar la importancia del componente estatal en el sistema financiero nacional. Dentro de la política de desarrollo del país por sustitución de importaciones, desde comienzos del siglo XX, se refuerza su presencia para el financiamiento. En 1928 se crea el Banco Agrícola y Pecuario y, en 1946, la Corporación Venezolana de Fomento (que será intervenida en 1965, incrementado su capital en 1976; en 1985 se revoca la autorización de su funcionamiento y en 1993 termina su proceso de liquidación). A ello se suman seis bancos de fomento regional: Barquisimeto (creado en 1949 y que cambió su denominación comercial en 1959 a Banco Comercial de Venezuela, Bancofove), Coro (creado en 1950, que cambiará su denominación a Banco de Coro, que será privatizado en 1994 y que en 2004 pasará a llamarse Bancoro), Los Andes (creado en 1951 y fusionado en 2009 con el Banco Bicentenario), Oriente (creado en 1951), Guayana (creado en 1955, y que cambia su denominación en 1985 a Banco Guayana), Zulia (creado en 1956 y que en 1985 pasará a denominarse Banco Popular) y Aragua (creado en 1957). Se suma a la banca de capital estatal el Banco Industrial de Venezuela, creado en 1937, el cual exigió recapitalización en múltiples ocasiones y que fue intervenido en 2009 y finalmente liquidado en 2016, obligando a trasladar sus activos y pasivos al Banco del Tesoro B.U. De igual manera se crean una serie de fondos sectoriales y entidades de apoyo al financiamiento a la industrialización.


  El importante tamaño del sector público desde mediados del siglo XX llevó a que su presencia en la banca privada fuera importante, dado el peso de sus depósitos. En lo que va del siglo XXI, su influencia en la banca privada se observa más bien a la hora de revisar los portafolios de activos, sea por las políticas de canalización de crédito o por la presencia de títulos valores públicos en los mismos. De igual manera destaca el número de entidades del sector público –tanto de banca universal, banca de desarrollo y bajo leyes especiales– que hoy día participan en las actividades de intermediación. Actualmente el 35% del activo del sector bancario estaría en manos de la banca pública, siendo que el mayor banco del país es estatal, con cuota de mercado del 18%: el Banco de Venezuela (antes Grupo Santander). La expansión de la banca estatal se fortaleció con el traslado de los depósitos del sector público a los bancos del Gobierno y con el otorgamiento de privilegios a estos bancos en materia de operaciones cambiarias y de tarjetas de créditos asociadas a viajes al exterior con divisas a tasa de cambio preferencial.


  No se pueden mencionar estos cambios sin señalar las numerosas transformaciones regulatorias que ha experimentado el sistema, que son importantes determinantes de la estructura de sus activos y pasivos, las operaciones y los resultados.


  Especial mención merecen las carteras de crédito obligatorias a tasas preferenciales –conocidas coloquialmente como «gavetas»– que proliferaron a partir de 1999 y que permiten al Gobierno canalizar la actividad crediticia a los sectores y en los montos y tasas de interés que considere conveniente. Cinco han sido los sectores objeto de obligatoriedad crediticia: agrario, turismo, microempresa, manufactura y vivienda. Estos son sectores caracterizados por presentar un importante nivel de riesgo; de ahí que su peso, tradicionalmente, fuese bajo y el Gobierno impusiera los créditos por la vía de las carteras dirigidas. Asimismo, vale destacar que el incumplimiento en estas gavetas acarrea multas muy elevadas, calculadas a partir del capital del infractor y no del perjuicio del incumplimiento (Muci, 2009).


  El crédito dirigido en Venezuela no ofrece señales de haber logrado los objetivos de desarrollo sectorial para los que fue creado. La experiencia prueba que la disponibilidad de fondos para el fomento de una actividad económica es un elemento necesario, mas no suficiente, pues se exige un ambiente económico que propicie la producción y favorezca la productividad:


  
    	La actividad agrícola mantiene una tendencia decreciente desde 2007, asociada no a la falta de financiamiento, sino a los numerosos controles de precios que han desestimulado la producción y favorecido la importación, realizadas en proporción creciente por entes gubernamentales como parte de una política de intercambio comercial con socios regionales que responde a la estrategia geopolítica del Gobierno.


    	En el caso del turismo, uno de los elementos más importantes para incentivar al sector es un entorno de seguridad personal, razón por la cual el turismo no prospera en el país.


    	El sector industrial en repetidas ocasiones ha manifestado su preocupación por los controles, regulaciones, sanciones y fuerte
sesgo importador de las políticas oficiales, que en un entorno inflacionario desalientan toda actividad productiva y reducen la posibilidad de creación de puestos de trabajo productivos. Además, el debilitamiento de los derechos de propiedad ha desestimulado la inversión.
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  Se observa que el peso del sector financiero en el producto total[51] en moneda nacional y términos nominales se ha triplicado desde comienzos de siglo, pasando del 2,06% en el 2000 al 7,57% en 2015, y del 3,3% al 9,68% en el mismo período respecto al PIB no petrolero; siendo el principal proveedor del crédito interno del país (61% en 2013, según el Banco Mundial). La población ocupada en el sector supera los 75.000 empleados (75.101 para mayo de 2016), significando alrededor del 0,6% de la población ocupada.


  La mayor expansión del sector fue experimentada en el período 2003-2007, sufriendo luego una caída continuada entre 2008 y 2010 (2008: -7,4; 2009: -1,5; y 2010: -7,6), un crecimiento importante en el 2012 (33,5%) y desde entonces una reducción de su dinamismo, hasta presentar un decrecimiento de más del 14% en 2015. Así, de ser uno de los sectores más dinámicos de la economía, ha pasado a ser uno de los que más se han deprimido.
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  Al considerar los componentes del balance del sector bancario, se observa el importante crecimiento de los activos en términos nominales y en moneda local. Muy distinto es el resultado en términos de divisa, sea que se utilice el tipo de cambio oficial no preferencial o el de mercado, lo que nos habla de una importante reducción de su tamaño y capacidad.
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  La composición del activo refleja el peso de las políticas públicas:


  
    	La participación de los títulos valores crece de un 10% en 1999 hasta alcanzar el 50% para el 2004, para luego reducirse paulatinamente hasta llegar al 14% en 2016; siendo los bonos del BCV y los valores de deuda pública los que en distintos momentos asumieron los pesos más relevantes. Vale señalar que en la banca pública el peso de los valores se mantuvo en rangos del 50-60% hasta 2009. La caída en la cartera de los títulos valores responde a una caída en la emisión pública, así como a un descenso en la rentabilidad de los mismos.


    	En cuanto a los créditos, mientras en 1999 el crédito representaba el 60% de los activos bancarios, en 2004 este se redujo a un 30%, situándose en 2016 en un 54%, destacando en su estructura el peso de la cartera dirigida (gavetas crediticias), que alcanzaron su máximo en 2011. Vale señalar que la cartera crediticia creció sostenidamente desde el 2010 pero para el 2016 la cartera no dirigida supera la dirigida.

  


  Por su parte, las regulaciones de tasas han conducido a tasas reales negativas sin precedentes del orden de –387% para préstamos y –402% para depósitos, para 2016, alimentando profundas distorsiones:


  
    	En primer lugar, generan una transferencia masiva de riqueza de ahorristas a prestatarios, que favorece especialmente a los beneficiarios de los créditos dirigidos. Mientras, refuerzan la capacidad de los deudores bancarios en general de servir los créditos y contribuyen a explicar los bajos niveles de morosidad en la banca.


    	También contribuyen a explicar que los depósitos del público se hayan movido hacia los depósitos a la vista, los cuales representan en la actualidad más del 98% de los depósitos, obligando a la banca a operar con niveles más altos de liquidez, llevando las disponibilidades al 26% del activo total de la banca en junio de 2016. Este rubro es mucho más elevado en la banca privada que en la pública, lo que refleja el hecho de que la banca pública concentra una mayor proporción de la liquidez del mercado, dadas las condiciones preferenciales que le otorgan las autoridades.


    	Dado que las regulaciones se han implementado a través de la fijación de un piso para las tasas pasivas y un techo para las activas, las regulaciones han generado un importante margen de intermediación, eliminando el incentivo de competir a través del precio de los fondos. Ello permite a entidades ineficientes mantenerse en el negocio y amplía la rentabilidad de las más eficientes.

  


  En cuanto a los pasivos, destaca el traslado de depósitos públicos a la banca pública, siendo que para el 2006 estos estaban colocados en la banca privada en un 80%, mientras para el 2016 lo estaban en tan solo un 20%. Los depósitos son en la actualidad en un 96% exigibles a la vista, lo que, dado el entorno de virtual inexistencia de un fondo de garantía de depósitos, ante rumores de problemas bancarios podría generarse una corrida imparable e incontestable por el sistema bancario con particular impacto negativo sobre el subsector privado.


  Mientras el capital de la banca para el 2000 era de Bs. 2700 millones, para el 2016 alcanzaba Bs. 368.000 millones. Nuevamente, este crecimiento en términos nominales dista de un correlato equivalente en términos reales o en moneda extranjera. La capitalización vigente, a partir de una flexibilización en su cálculo (que permite deducir del activo los títulos de la deuda pública nacional, los valores del Fondo Simón Bolívar, el 100% del encaje legal, el 100% del excedente de liquidez en BCV y el 100% de los títulos de absorción del BCV) supera el 12%; caso contrario, considerando el activo sin deducciones, se ubica por debajo del 8% exigido por el Comité de Supervisión Bancaria del Banco de Basilea (Basel Committee on Banking Supervision, BCBS).
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  Si bien la rentabilidad de la banca se recupera tras superar la crisis de 2009, la recesión iniciada en 2014 –que muta rápidamente a un fenómeno más perverso que la estanflación, considerando la senda hiperinflacionaria y la depresión resultante– se dejará sentir con toda intensidad a raíz de la eliminación del ajuste por inflación en el impuesto sobre la renta en 2014. Desde el punto de vista de los resultados, la banca pública se ve menos afectada, dados sus menores costos de captación.


  Si bien estable, el sistema financiero venezolano se ha visto disminuido seriamente y presenta una importante fragilidad ante cualquier deterioro abrupto de las condiciones macroeconómicas. Ejercicios de stress-testing realizados indican la sensibilidad de un grupo de entidades bancarias al deterioro de sus carteras crediticias, donde una crisis de liquidez podría desembocar en otra de solvencia, generando incluso un efecto cascada en todo el sistema. Lo anterior exige considerar con atención la fragilidad sistémica.


  3. Dimensiones de reforma y fortalecimiento del SFV


  En un proceso de reforma financiera destinado a apoyar el desarrollo económico y social del país, han de considerarse al menos dos dimensiones:


  1. Estabilidad: aspectos institucionales y de política económica (monetaria, cambiaria y financiera en diálogo con política fiscal y sus equilibrios) que favorezcan la estabilidad sistémica.


  2. Inclusión: aspectos institucionales y de política de inclusión financiera que promuevan la gobernabilidad social y la sostenibilidad para alcanzar derroteros de desarrollo integral.


  3.1 Estabilidad financiera


  Nada favorece más el ahorro y la inversión que la estabilidad, el control de la inflación y el crecimiento estable con un horizonte de largo plazo. Ello amplía el horizonte temporal de la sociedad y permite que la impaciencia por la ganancia de corto plazo sea reemplazada por la noción de una verdadera inversión de largo plazo. Por tanto, la cultura del ahorro individual está claramente vinculada al desempeño nacional. Ante escenarios de alta inflación, el ahorro no solo pierde sentido, sino que pasa a ser una decisión económica inapropiada.


  3.1.1 Definición e importancia


  Siguiendo a Schinasi (2004), «un sistema financiero se encuentra dentro de un rango de estabilidad cuando es capaz de facilitar (en vez de impedir) el desempeño de una economía y de disipar los desequilibrios financieros que surgen endógenamente o como el resultado de eventos significativamente adversos y no anticipados»[52].


  Del concepto emergen distintos aspectos a resaltar: I) la definición se realiza en atención al funcionamiento de un sistema (diversos mercados, agentes y entes reguladores) que es abierto (eventos no anticipados) y cuya estabilidad, por ende, posee un carácter complejo y multidimensional; II) refiere un rango y no un estadio específico de estabilidad; III) rescata la dinámica no lineal de beneficios (facilitar desempeño económico) y riesgos (disipar desequilibrios endógenos) del sistema financiero.


  Si bien muy rico en su conceptualización, presenta ciertas dificultades en su evaluación: I) la compleja multidimensionalidad de la estabilidad exige la combinación de múltiples indicadores de relevancia cambiante en el tiempo y asociadas a condiciones particulares de cada sistema; II) al referirse a un sistema abierto y dinámico, las acciones sobre el sistema poseen alcances parciales y difíciles de anticipar y las políticas sufren del problema de inconsistencia dinámica[53]; III) las acciones presentan tensión entre fomentar estabilidad o eficiencia sistémica.


  Vale también destacar la dificultad adicional que genera la relación entre riesgo individual y riesgo sistémico. Considerando que el riesgo individual atiende a características propias de cada institución o mercado, su falla no se puede obviar cuando atenta contra la estabilidad del sistema en su conjunto. Las recientes crisis han evidenciado la complejidad de la relación entre actores, mercados, entidades y los mecanismos de regulación y supervisión. Simultáneamente, la mayor parte de la estructura normativa sigue focalizada en factores microprudenciales y se debe avanzar hacia enfoques complementarios con los macroprudenciales para atender el impacto sistémico:
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  De igual manera, las crisis revelan severas limitaciones en coordinación y regulación, lo mismo que una multitud de fallas en gerencia del riesgo. Estas fallas involucran a instituciones financieras, bancos centrales, calificadoras de riesgo, entes gubernamentales, corporaciones, medios de comunicación y difusión de información, así como a particulares que participan de los instrumentos financieros sin verdadera conciencia ni conocimiento de la relación intrínseca de riesgo/rendimiento que poseen.


  3.1.2 Pilares de la estabilidad financiera


  Tal como se ha señalado, la estabilidad financiera es un concepto complejo y multidimensional. Descansa en dos pilares fundamentales: la estabilidad macroeconómica y la estabilidad del sistema financiero.


  3.1.2.1 Entorno macroeconómico estable


  La dinámica financiera no es ajena a lo que sucede en el resto de la economía. Más aún, los episodios de inestabilidad macroeconómica tienden a generar inestabilidad en el sistema financiero. De ahí la importancia de mantener una economía estable, lo cual exige estabilidad de precios, un comportamiento suave del ciclo económico y la capacidad de mitigar de manera efectiva el impacto de los choques macroeconómicos. A esos fines, juegan un papel determinante una institucionalidad apropiada y un conjunto de políticas económicas que se refuercen de forma virtuosa. En Venezuela, la estabilidad macroeconómica requiere una combinación efectiva de banca central y fondo de estabilización macroeconómica.


  Banco Central de Venezuela


  Una entidad clave para el logro de la estabilidad financiera es el banco central. El principal objetivo de la banca central tradicionalmente ha sido la estabilidad del valor interno y externo de la moneda y su principal herramienta es la política monetaria, siendo el elemento crítico para el éxito en estas funciones la credibilidad de la institución y la confianza que le merece a la sociedad el compromiso con el logro de la estabilidad. La globalización agregó la dimensión de los flujos internacionales de capitales y los mecanismos de contagio transfronterizo de las crisis financieras.


  La búsqueda de formas y mecanismos que permitieran a los Gobiernos convencer a la sociedad de la seriedad de su compromiso antiinflacionario, y asegurar así la mayor efectividad en la gestión del banco central, condujo a la adopción de diseños institucionales basados en la definición de objetivos claros y en la autonomía institucional para la toma de decisiones, derivada de una delegación explícita del poder de decisión en estas materias por parte del Gobierno. De esta manera se ha buscado asegurar a la sociedad que el compromiso de la estabilidad no será sacrificado por objetivos políticos de corto plazo.


  La autonomía viene de la mano de la rendición de cuentas para sustentar la credibilidad de la institución, y la base fundamental de este arreglo está en su Gobierno corporativo. No hay consenso en torno a temas tales como el tamaño del directorio del banco central, su estructura y composición, pues se trata de un tema directamente vinculado a la historia y la cultura de cada país. En esencia, de lo que se trata es de que el cuerpo directivo del banco pueda tomar decisiones sin interferencias políticas. Se ha encontrado que es crítico lograr el balance entre la autonomía y la rendición de cuentas, las responsabilidades de los órganos directivos, la simplicidad y eficacia de los arreglos administrativos y su adecuación al contexto histórico, político y social del país (Lybek y Morris, 2004).


  En Venezuela, los mecanismos más efectivos a estos propósitos fueron prohibir explícitamente el financiamiento al Gobierno y limitar la presencia de representantes del Ejecutivo Nacional y grupos de intereses en el directorio del Banco Central.


  La legislación venezolana en materia de banca central marcó un avance importante en la Constitución de 1999 al otorgar rango constitucional a la autonomía del instituto, definir la estabilidad de precios y la preservación del valor interno y externo de la unidad monetaria como su responsabilidad fundamental, y establecer taxativamente la prohibición de convalidar políticas fiscales deficitarias. Sin embargo, subsiguientes reformas a la ley del BCV erosionaron todos esos principios hasta convertir al banco en un brazo del Ejecutivo Nacional para la consecución de fines políticos, aboliendo el principio de rendición de cuentas, diluyendo su objetivo institucional de promover la estabilidad monetaria y abriendo las compuertas para el financiamiento al Gobierno a través del traspaso de activos al Fondo Nacional para el Desarrollo Nacional (Fonden) y los créditos a PDVSA.


  Para construir la estabilidad macroeconómica en Venezuela es indispensable restituir la autonomía efectiva del BCV, bloquear el uso de su capacidad de creación de dinero como herramienta política y articularlo de manera eficaz en la red de seguridad del sistema financiero a los efectos del manejo de crisis sistémicas.


  Fondo de estabilización macroeconómica


  El objetivo de un fondo de estabilización macroeconómica en una economía como la venezolana, fuertemente dependiente de la producción y exportación de petróleo, es evitar el impacto que la volatilidad de los precios tiene sobre la economía. La prolongada historia de marcada volatilidad de la economía venezolana muestra la necesidad de dotar al país de un fondo de estabilización macroeconómica eficaz y de establecer un abierto compromiso político con la estabilidad como valor de largo plazo.


  El concepto de un fondo de estabilización macroeconómica surgió desde los tiempos en que se debatió la creación del Banco Central de Venezuela a finales de la década de los años treinta. Disposiciones específicas fueron incorporadas en la ley en 1960[54] como «fondo anticíclico». Nunca fue implementado y terminó siendo eliminado en la reforma de la Ley del BCV de 1974, en medio del primer gran boom petrolero del siglo XX. Venezuela careció de un fondo de estabilización mientras transitó la marcada volatilidad de los ingresos petroleros en los años setenta, ochenta y noventa y las políticas procíclicas o las políticas fiscal y monetaria procíclicas aumentaron marcadamente la volatilidad de la economía.


  La eliminación del fondo anticíclico de la ley del BCV vino de la mano con la creación del Fondo de Inversiones de Venezuela (FIV), en 1974, destinado a canalizar los ingresos petroleros excedentes al financiamiento de proyectos de desarrollo. En los años noventa el FIV fue convertido en el ente encargado de ejecutar el programa de privatización del Gobierno del presidente Carlos Andrés Pérez. En 2001 fue transformado en el Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social de Venezuela (Bandes).


  En 1998 se creó el Fondo de Inversión y Estabilización Macroeconómica, FIEM, (Decreto N. 2991, Gaceta Oficial N. 36575 del 05.11.1998, como parte de las reformas acometidas en el marco del programa de ajuste y apertura económica del Gobierno del presidente Rafael Caldera. El fondo fue creado a finales del quinquenio constitucional y, siendo un lapso de bajos ingresos petroleros, no recibió aportes hasta la conclusión del período. El mismo tuvo diversas reformas en 1999, 2001, 2002 y la última, en 2003, dio paso a la creación del Fondo de Estabilización Macroeconómica, FEM (Gaceta Oficial N. 37827, del 27.11.2003) que a su vez sería modificado en 2005 (Gaceta Oficial N. 38286 del 04.10.2005).


  En el ínterin, la Constitución de 1999 le otorgó rango constitucional al concepto del fondo de estabilización macroeconómica como mecanismo destinado a garantizar la estabilidad de los gastos del Estado en los niveles nacional, regional y municipal, ante las fluctuaciones de los ingresos ordinarios. Especificó además que las reglas de funcionamiento del fondo tendrían como principios básicos la eficiencia, la equidad y la no discriminación entre las entidades públicas que aportaran recursos al mismo.


  A partir del 2000, el Ejecutivo Nacional comenzó a hacer aportes al Fondo de Estabilización a pesar del déficit fiscal, para lo cual recurrió al endeudamiento externo. El FEM llegó a tener 8000 millones de dólares, pero los aportes fueron suspendidos en 2003 y, luego de sucesivas reformas, el Gobierno utilizó los fondos hasta llevarlos a cero.
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  Existe importante literatura que muestra que la abundancia de recursos naturales genera un efecto desplazamiento (crowding out) sobre las manufacturas, además de volatilidad macroeconómica asociada al movimiento de los precios de los commodities. Algunas economías han escapado a estos efectos perversos, como es el caso de Noruega a partir de la creación del Fondo Gubernamental del Petróleo de Noruega, creado en 1990, justamente para manejar los ingresos petroleros siguiendo los objetivos de largo plazo de dicha economía. Dicho fondo define su proyección de retorno en el largo plazo y la política fiscal establece como objetivo que el déficit estructural no petrolero no supere el retorno del fondo. Simultáneamente, el Banco Central de Noruega, desde el 2001, tiene una estrategia de inflación objetivo, dejando flotar la corona y fijando el tipo de interés. Con la finalidad de favorecer incentivos a los hacedores de política para cumplir con la regla fiscal, se ha establecido que si se extralimitan en el uso de recursos del fondo, el Banco Central incrementaría los tipos de referencia, generando un efecto impopular en la población y negativo sobre los políticos incumplidores. Este arreglo institucional ha generado los efectos deseados para Noruega.


  Otro caso exitoso de un fondo de estabilización es el del Fondo de Estabilización Económica y Social chileno (FEES), creado en 2006, administrado por el Banco Central de Chile en su calidad de agente fiscal, aunque quien define su política de inversión es el Ministerio de Hacienda. El FEES y el Fondo de Reserva de Pensiones (FRP) administran los ahorros del país a partir de la aplicación de una regla fiscal. Como aportes, el FEES recibe el saldo positivo que resulte de restar al superávit efectivo los aportes tanto al FRP como al Banco Central de Chile, pudiéndose descontar las amortizaciones de deuda pública y los aportes anticipados realizados durante el año anterior. Sus fondos se destinan básicamente a financiar eventuales déficits fiscales y servicio de la deuda pública, apoyando la estabilidad macroeconómica del país.


  Tal como destaca Bauer (2014), los fondos con experiencias exitosas son aquellos que operan bajo estrictas reglas tanto de depósito como de retiro de fondos, definición de límites en los riesgos de las inversiones, una estructura institucional con delimitación clara de responsabilidades y un manejo bajo estricto escrutinio por parte de la ciudadanía. Estos son los elementos institucionales que han de estar presentes a la hora de diseñar un fondo de estabilización para Venezuela.


  3.1.2.2 Estabilidad del sistema financiero


  La estabilidad del sistema financiero es una dimensión de importancia crítica para el desarrollo ordenado de la economía y el sistema de pagos. Esa estabilidad implica que las instituciones financieras, bancarias y no bancarias, tengan resiliencia para asegurar la continuidad de sus operaciones y eficiencia en la canalización del ahorro al financiamiento de la inversión.


  En la base de esa resiliencia y eficiencia se encuentran el marco regulatorio y de supervisión, cuya función es identificar oportunamente las vulnerabilidades de las instituciones financieras y corregirlas a tiempo para evitar los riesgos de crisis financieras, y asegurar la solidez de la infraestructura de apoyo al sector en cuanto a servicios contables, auditoría, seguridad y operaciones. Así mismo, es preciso que las autoridades que conforman la red de seguridad del sistema financiero (ministerio de finanzas, banco central, seguro de depósitos) operen dentro de un marco proclive a generar respuestas efectivas en caso de estrés sistémico.


  Desde el punto de vista de regulación y supervisión, la estabilidad financiera descansa en tres pilares: (1) la regulación y supervisión efectiva de las instituciones financieras; (2) la capacidad y disposición de las autoridades a actuar en forma temprana y concertada para enfrentar los riesgos emergentes; y (3) la capacidad de las autoridades de manejar una eventual crisis, preservando la confianza en el sector financiero y minimizando el costo para la sociedad y para el Fisco.


  3.1.2.2.1 Regulación y supervisión efectiva


  La agenda de la reforma financiera venezolana debe abordar la modernización y adecuación de la arquitectura institucional en materia de regulación y supervisión para ajustarla a las necesidades y retos del mercado financiero y asegurar la confianza del público en el sistema financiero.


  Un rasgo determinante del régimen de supervisión venezolano es el agobio que representa para la actividad financiera: coarta el radio de acción de la gerencia sin generar un manejo más eficiente de los riesgos. En tal sentido, es menester erradicar de la normativa venezolana múltiples requisitos que interfieren indebidamente con la gestión del negocio e interfieren con la capacidad de innovar (por ejemplo, aprobación previa para abrir, cerrar o mudar una agencia bancaria, hacer publicidad, desarrollar nuevas modalidades de negocios, etc.). En igual sentido operan las normas de crédito dirigido, las cuales imponen mínimos en la proporción de la cartera de créditos que debe destinarse al financiamiento de sectores que el Gobierno define como prioritarios: agricultura, industria, microcréditos, turismo e hipotecario, regulando en forma extremadamente detallada las características de cada tipo de operación. Este tipo de regulaciones deben ser erradicadas, pues virtualmente relevan a la banca de la responsabilidad de calibrar los riesgos de una operación de crédito.


  El diseño de las nuevas instituciones de regulación y supervisión requiere definiciones en torno a diversos temas cruciales:


  Independencia y rendición de cuentas


  Para construir la confianza del público en el sistema financiero tiene gran importancia la independencia institucional de la agencia de supervisión y su compromiso de rendición de cuentas. La autonomía y el compromiso de rendición de cuentas del supervisor son, al igual que en el caso de la banca central, una protección frente al riesgo de la dominación política en la gestión de estas agencias.


  Supervisión especializada (bancos, valores y seguros) o integrada


  En Venezuela, la supervisión ha estado a cargo de agencias especializadas, reflejando la existencia de instituciones financieras especializadas. La implantación del régimen de banca universal, a partir de la Ley General de Bancos e Instituciones Financieras de 1993, y la subsiguiente transformación de las instituciones bancarias en bancos universales es una buena razón para implantar la supervisión integrada, la cual contribuiría a reducir los costos de coordinación y permitiría mayor eficiencia en la asignación de los recursos. Esta decisión va más allá de alinear las tres superintendencias actuales bajo un mando único. Implicará un delicado proceso de cambio institucional destinado a asegurar que los supervisores especializados actúen en sintonía con una visión común sobre el desarrollo del sector financiero.


  Supervisión en el banco central o fuera de él


  La experiencia mundial en esta materia enseña que no hay solución única. La supervisión financiera puede funcionar apropiadamente tanto si se encuentra dentro del banco central como un área de responsabilidad distinta a la de la política monetaria, como si se encuentra en una agencia ad hoc. La decisión depende de la política, la gestión de los recursos del Estado y la cultura de coordinación interinstitucional en el país. En materia política, para que la supervisión financiera sea encomendada a un banco central autónomo, los políticos deben estar dispuestos a delegar ese poder, lo cual a menudo genera la preocupación de otorgar demasiado poder al banco central. Esto opera a favor de fragmentar la política monetaria, por una parte, y la regulación y la supervisión financiera, por la otra, en agencias independientes. La eficiencia en el uso de los recursos y la capacidad de destinar a la regulación y supervisión los fondos que se requieren para una gestión efectiva hablan a favor de situar esta función en el banco central, usualmente la institución del Estado con mayor capacidad presupuestaria. En cuanto a la cultura de coordinación interinstitucional, la ubicación de la función de regulación y supervisión dentro del banco central reduce los costos de coordinación.


  En la Venezuela de hoy, es preciso enfrentar el reto de reconstruir la independencia y credibilidad del BCV a la par de modernizar las superintendencias. La magnitud del reto aconseja, al menos en las etapas iniciales de la reforma, que la regulación y supervisión financiera se mantenga como una agencia separada del banco central. De esta manera, se podrán adelantar en paralelo, aunque en forma coordinada, las mejoras necesarias en ambos ámbitos.


  Supervisión basada en cumplimiento de normas vs. supervisión basada en gestión de riesgos


  La tendencia moderna favorece la supervisión basada en lineamientos para el manejo prudente de riesgos por parte de las instituciones financieras. Ese cambio es un proceso sumamente complejo de reforma que implica profundos cambios organizativos y, sobre todo, cambios culturales. Implica desarrollar un marco legal que permita al supervisor formular lineamientos de gestión de riesgos a las instituciones financieras, interactuar en propiedad con las juntas directivas de los bancos, ejercer acciones preventivas que corrijan tendencias inapropiadas o asunción de riesgos excesivos (acciones correctivas tempranas), y dotar al supervisor de instrumentos de acción y de una efectiva protección legal. Además, requiere que el supervisor conozca a fondo el negocio bancario y cuente con el apoyo de sólidos controles internos en los bancos y con una buena red de auditores externos que le sirvan de apoyo.


  La reforma legal que se acometa a los fines de la reforma financiera habrá de incorporar los fundamentos de la supervisión basada en riesgos, a la par que modernice las normas de cumplimiento. Su implantación será un proceso de varios años.


  Protección legal del supervisor


  Un tema de gran importancia para la calidad de la supervisión financiera es el referido a la protección que debe ser extendida al supervisor para asegurar que su gestión fortalezca efectivamente la estabilidad financiera.


  La protección es necesaria porque, cuando una institución financiera (especialmente en el caso de los bancos y otras instituciones que captan dinero del público) entra en problemas y va en camino al colapso, los supervisores deben involucrarse directamente, imponer sanciones y, en última instancia, pueden verse compelidos a revocar la licencia de esa institución.


  En esa fase, el supervisor debe actuar rápidamente y tomar decisiones para mitigar los problemas, proteger a los depositantes de la institución y la salud del sistema financiero. Al tomar decisiones, necesariamente tendrá que actuar, usualmente con información incompleta. Con posterioridad a los acontecimientos, es muy probable que el supervisor sea criticado por lo que hizo o por lo que dejó de hacer, y que esas críticas conduzcan a acciones legales civiles y penales. Los depositantes pueden haber perdido parte (o la totalidad) de sus ahorros; otros acreedores pueden percibir que han sido indebidamente perjudicados, y los accionistas pueden considerar que han sido violados sus derechos. Esto puede llevar a acciones legales civiles, e incluso penales, contra el supervisor. La amenaza es mayor cuando el supervisor busca aplicar la ley, imponer sanciones o asumir el control de las instituciones en problemas.


  El riesgo a ser demandado inevitablemente afecta la actuación del supervisor. La amenaza existe en el caso de quiebras de instituciones financieras individuales, pero es tanto mayor en el caso de crisis sistémicas, cuando hay un elevado número de instituciones insolventes. Un sistema débil de protección legal al supervisor genera por tanto incentivos a minimizar sus riesgos personales en perjuicio de la actuación más apropiada desde el punto de vista de manejo de la crisis.


  En Venezuela, el supervisor carece de una protección legal apropiada. El plan de la reforma financiera deberá incluir un análisis cuidadoso del tema, teniendo en cuenta las experiencias internacionales y las lecciones aprendidas en países con régimen legal codificado como el nuestro (Delston y Campbell, 2006).


  3.1.2.2.2 Capacidad y disposición para enfrentar riesgos emergentes


  El elemento clave para enfrentar los riesgos es la coordinación interinstitucional de las agencias involucradas en la estabilidad financiera, léase: ministerio de economía y finanzas (ente del Gobierno responsable de los recursos públicos destinados a manejar una crisis), banco central, supervisores y el seguro de depósitos.


  1. Coordinación interinstitucional


  La coordinación interinstitucional es una acción multidimensional e interactiva de resultados sinérgicos. Todos los entes participantes en la red de seguridad aportan y reciben en este proceso, el cual incluye el manejo de información e intercambio de experiencias, el diseño y aplicación de políticas, la adopción sincronizada de medidas y el manejo de estrategias comunicacionales, todo ello estrechamente entrelazado con el proceso político. Las normas legales y las reglas de funcionamiento de la instancia de coordinación interinstitucional deben generar incentivos a la acción (y no evadirla).


  Para que una coordinación de esta índole funcione adecuadamente es imprescindible que las funciones y responsabilidades de cada ente en materia de estabilidad financiera estén claramente definidas. Ningún ente debe actuar más allá de sus competencias legales y es preciso asegurar que no haya vacíos que generen problemas en la gestión o espacios para el arbitraje regulatorio. Los inevitables solapamientos de funciones ameritan que haya reglas de resolución de las diferencias de criterio entre las instituciones.


  De igual manera ha de crearse una cultura institucional que favorezca la disposición a compartir información, percepciones, experiencias y opiniones; estimular acciones de responsabilidad compartida, la creación de mecanismos de solución de controversias y diferencias, así como plasmar acuerdos de responsabilidad y acción compartida por parte de las autoridades.


  Intercambio de información entre los integrantes del comité:


  
    	El ministerio de finanzas trae a los debates del comité la posición política del Ejecutivo. Su interés en la estabilidad financiera está asociado al objetivo de minimizar el impacto de una eventual crisis financiera y su costo para el erario público.


    	El banco central provee información oportuna acerca de los eventos y procesos que puedan generar volatilidad macroeconómica y afectar los flujos de capitales, el crecimiento, la inflación, las tasas de interés y el tipo de cambio. Ello permite a los entes supervisores evaluar los posibles impactos de los choques externos sobre el sector financiero, y al Gobierno (ministerio de finanzas) el efecto de las políticas públicas sobre dicho sector. Los supervisores deben estar al tanto de los riesgos macroeconómicos para poder manejar mejor su impacto sobre el sector financiero y anticiparse a los problemas. La previsión contenida en la Ley del BCV (artículos 89 al 93) sobre la coordinación macroeconómica entre el BCV y el Ejecutivo Nacional (Ministerio de Finanzas) con el fin de promover y defender la estabilidad económica es un concepto útil a los efectos de la coordinación entre política monetaria y política fiscal, y generaría una contribución importante al comité de coordinación interinstitucional para la estabilidad financiera.


    	El supervisor suministra a los responsables de la política monetaria información oportuna y detallada acerca de la situación de las instituciones financieras (solvencia y liquidez) y sus tendencias. El banco central debe estar al tanto de las vulnerabilidades del sector para poder evaluar el impacto de la política monetaria. El Gobierno debe considerar la situación del sistema financiero al definir su política fiscal. El seguro de depósito utiliza esta información para hacerle seguimiento al nivel de depósitos asegurados y su distribución en el sistema; estimar los requerimientos de liquidez y riesgo de exposición a una crisis sistémica o de entidades específicas.


    	El seguro de depósito ofrece información sobre el nivel acumulado en el fondo, las primas requeridas para mantenerlo y el tiempo necesario para atender a los depositantes ante una eventual crisis. Los supervisores relacionan esta información con el grado de robustez del sistema financiero para evaluar su adecuación a las necesidades y el impacto de su ampliación. El banco central insume esta información para calibrar el impacto sobre el sistema de pagos.

  


  Así, el comité facilita la evaluación conjunta de los problemas que ameriten acción especial por parte de las instituciones de regulación y supervisión, a la vez que facilita el diseño de los planes de acción y su seguimiento.


  Atendiendo a la experiencia internacional, se identifican las siguientes mejores prácticas en el diseño y funcionamiento de los mecanismos de coordinación interinstitucional para la prevención y el manejo de crisis financieras:


  
    	El proceso debe ser formal y estructurado. Esto implica operar a través de un cuerpo (comité) cuya membresía se reúne con regularidad con base en reglas claras, con firme asidero legal.


    	El comité debe servir para fortalecer la capacidad colectiva de las diversas autoridades del sector financiero de responder a eventos que generen riesgos de tensión o crisis sistémica.


    	Las reglas de operación del comité deben asegurar el intercambio oportuno de información y opiniones entre las autoridades. Esto permite incorporar perspectivas diferentes en los momentos iniciales de un problema, facilita la adopción de medidas tempranas para corregir deficiencias en instituciones individuales y permite identificar riesgos sistémicos en forma temprana.


    	Las reglas de coordinación interinstitucional deben promover la acción. Esto implica mandatos claros y competencias legales apropiadas para cada autoridad y protocolos de actuación coordinada en caso de problemas. En tales reglas descansa la efectividad y eficacia de los procesos de toma de decisiones a nivel de cada autoridad y la responsabilización por las acciones a tomar.


    	El comité debe servir para impulsar a las autoridades a pensar proactivamente, anticipar eventos sistémicos (por ejemplo, el colapso potencial de instituciones grandes y complejas), disponer de planes de contingencia y estar dispuestas a actuar y preparadas para hacerlo.


    	La coordinación interinstitucional debe ayudar a mitigar el riesgo de que los funcionarios opten por posponer acciones que pudieran resultarles desagradables o riesgosas.

  


  Los comités, considerados el mejor mecanismo para este fin, pueden tener funciones estrictamente limitadas a la coordinación o funciones de decisión en ámbitos determinados. Los arreglos específicos dentro del comité tienden a depender de la tradición, el marco legal y las circunstancias políticas de cada país. En ambos casos, se requiere establecer una coordinación estrecha en tiempos normales para asegurar una capacidad de respuesta rápida en caso de problemas. Si se trata de un comité de coordinación (sin capacidad de decisión), se requieren reglas que induzcan a sus miembros a actuar dentro del ámbito de sus competencias ante un acuerdo del comité. El principal riesgo en estos casos deriva de los rituales de diálogo que permiten evadir la acción. Cuando se trata de un comité con capacidad de decisión, es preciso definir en forma clara el ámbito de competencia del comité, a fin de que no colida con la misión y competencias de cada autoridad. La capacidad de decisión del comité usualmente se vincula a temas sistémicos.


  2. Seguro de depósito


  Un sistema de seguro de depósito brinda cobertura a los depositantes en caso de insolvencia o liquidación de alguna entidad bancaria. Por lo general establece un monto o porcentaje asegurado, lo que evita que en caso de un episodio crítico se genere una corrida bancaria, mitigando la posibilidad de profundización de la crisis por pánico de los depositantes. Asimismo, la existencia de un seguro de depósitos resulta clave para un manejo eficiente de los fracasos bancarios.


  El éxito de este sistema exige que el mismo esté bien financiado, posea credibilidad y esté preparado para actuar en caso de un fracaso bancario, tomando posesión de los activos del banco en problemas y pagando a los depositantes asegurados en el menor lapso posible. Para ello, el seguro de depósito ha de contar con una clara definición de sus obligaciones con los depositantes, limitando la toma de decisiones discrecionales. Simultáneamente ha de poseer todas las potestades necesarias para cumplir con sus obligaciones, debe operar con independencia de intereses políticos o privados y tener un claro esquema de rendición de cuentas.


  El sistema de seguro de depósitos debe contribuir a limitar el costo de resolver entidades insolventes, establecer un esquema ordenado y expedito para manejar las insolvencias bancarias y poseer un mecanismo que permita financiar los costos de las quiebras bancarias. Vale también señalar que en caso de crisis sistémicas las mismas difícilmente pueden ser financiadas sin apoyo del Estado.


  El seguro de depósito fue creado en Venezuela en 1985, a raíz de la quiebra del Banco de Comercio, importante banco comercial privado. A lo largo de toda su historia ha estado subcapitalizado y con una baja capacidad de respuesta. Los depositantes venezolanos siempre han conservado la totalidad de los fondos depositados en bancos fallidos gracias a la intervención del Estado, salvo episodios aislados en la crisis de 1994 en los que los depositantes de algunos bancos fallidos, en ciertos momentos de la crisis, vieron limitada la posibilidad de retiro de fondos a la porción asegurada. De allí que los depositantes venezolanos siempre hayan operado bajo la expectativa de una cobertura total sobre los depósitos.


  La cobertura actual del seguro de depósito es Bs. 30.000, lo cual equivale a unos 50 dólares a la tasa oficial Dicom, equivalente a 1,3 salarios mínimos o la mitad de un ingreso mensual mínimo integral. La actualización de la cobertura del seguro, para que el fondo pueda cumplir a cabalidad con la función que le corresponde, exige a su vez un programa para su capitalización en la que participen todos los bancos, incluyendo los públicos (que a la fecha no contribuyen) y la modernización del régimen y operaciones del fondo, de modo que los depositantes puedan tener acceso a los depósitos en el menor tiempo posible.


  3.1.2.2.3 Capacidad para manejar una eventual crisis


  La estabilidad financiera requiere ser soportada por un marco legal eficiente de resolución de las instituciones financieras fallidas, que permita disolver las instituciones financieras en problemas, de manera que minimicen el costo de la crisis para el contribuyente y la disrupción para la economía.


  Los mecanismos de resolución deben diseñarse en estrecha coordinación con los relativos a la protección de depositantes, asegurados y pequeños inversionistas. En el caso venezolano, es preciso prever el diseño de un régimen de resolución alineado con las mejores prácticas internacionales y adaptado a las circunstancias del país.


  Los principios básicos y mejores prácticas internacionales que guían en la actualidad el diseño de los mecanismos de resolución de instituciones financieras están contenidos en la propuesta formulada por el Consejo de Estabilidad Financiera (Financial Stability Board, FSB[55]) tras la traumática experiencia de la crisis financiera global de 2008. Los lineamientos incluyen:


  
    	Asegurar la continuidad de los servicios financieros de importancia sistémica y el funcionamiento del sistema de pagos.


    	Proteger a depositantes, asegurados e inversionistas procurando la más rápida restitución de sus activos.


    	Asignar las pérdidas a los propietarios de las instituciones fallidas (accionistas) y a los acreedores no asegurados o no cubiertos por la red de seguridad, respetando la jerarquía establecida al efecto.


    	No recurrir al apoyo público para la solvencia de las instituciones y no crear la expectativa de que ese tipo de soporte será provisto.


    	Minimizar los costos globales de la resolución, evitando la destrucción de valor innecesaria y, en la medida de lo posible, minimizar también las pérdidas para los acreedores individualmente considerados.


    	Procurar que el esquema de resolución sea veloz, transparente y lo más predecible posible, con ajuste a las leyes y regulaciones, con una adecuada planificación.


    	Crear un marco legal proclive a la cooperación, el intercambio de información y la coordinación interinstitucional, tanto a nivel nacional como transfronterizo.


    	Asegurar que las instituciones financieras inviables salgan del mercado de una manera ordenada.


    	Fortalecer la credibilidad de las autoridades.


    	Fortalecer la disciplina de mercado.


    	Proveer incentivos para la aplicación de soluciones basadas en el mercado.

  


  3.2 Inclusión financiera


  Así como la búsqueda de la estabilidad es condición sine qua non para el crecimiento económico, la sostenibilidad temporal del mismo en un marco de libertad, justicia y equidad exige mecanismos que permitan ampliar el alcance del sistema financiero en la población, que favorezcan la gobernabilidad y que permitan un desarrollo armónico e integral. La inclusión financiera es parte central del proceso de inclusión social que se debe incorporar en la agenda de reformas prioritarias en una transición para el rescate del país. La inclusión financiera es hoy día una prioridad para los hacedores de políticas y amerita ser incorporada en el diseño de una moderna regulación financiera para Venezuela.


  La oportunidad viene dada por la expansión de las finanzas digitales y su enorme potencial de impulso al desarrollo económico y social. En el mundo en desarrollo, casi la mitad de las personas posee un teléfono celular. Según Conatel, en Venezuela para 2015 existían más de 29 millones de suscriptores activos de telefonía móvil para una población de 30,5 millones de habitantes, pero no especifica el número promedio de líneas por persona.


  Siguiendo lo planteado por el Banco Mundial, la inclusión financiera tiene por objeto asegurar el acceso oportuno a servicios financieros de calidad por parte de todos los segmentos de la población. El acceso implica disponer de la infraestructura apropiada, la distribución espacial y la disponibilidad horaria de los puntos de acceso, así como de variedad en la oferta de servicios. El uso considera la frecuencia e intensidad en la utilización por parte del demandante del servicio financiero. Y finalmente la calidad destaca las características de eficacia y relación de precio de los servicios para atender las necesidades del usuario.


  Una estrategia de inclusión financiera debe considerar al menos tres aspectos: acceso, uso y calidad de servicios y productos. Vale destacar que los nuevos enfoques de inclusión financiera insisten en la relevancia del estímulo y en el desarrollo de la capacidad de ahorro como fase inicial en la relación financiera, para posteriormente ampliar la relación de inversión, en la que el crédito es factor determinante. De igual manera, vale recordar la importancia que se otorga al acompañamiento en todo el proceso de una educación financiera que permita el aprovechamiento de los instrumentos ofrecidos por el mercado. Asimismo hay que insistir en que la inclusión financiera trasciende el ámbito bancario e incluye al mercado de capitales.


  Tal y como establece la Declaración de los Miembros de la Alianza para la Inclusión Financiera –red de bancos centrales, supervisores y otras autoridades reguladoras financieras del G-20– en su Reunión en la Riviera Maya (México, septiembre de 2011) con motivo del Tercer Foro Mundial sobre Políticas de Inclusión Financiera, los firmantes se comprometieron a: I) crear y favorecer un ambiente que promueva el acceso y reduzca los costos de los servicios financieros; II) instrumentar un marco regulatorio que incorpore inclusión, integridad y estabilidad del sistema financiero; III) integrar la protección al consumidor y su potenciación como pilar fundamental de la inclusión financiera; IV) estimular el uso de datos que permitan orientar y hacer seguimiento a las políticas implementadas.


  El marco de referencia elaborado por el Banco Mundial para la inclusión financiera plantea un conjunto de acciones por desarrollar en cada país, a saber: I) levantamiento de información y diagnóstico; II) establecimiento de metas y objetivos; III) desarrollo de la estrategia o su revisión; IV) acciones del sector público: políticas, regulación e infraestructura financiera; V) acciones del sector privado; y vi) soporte en la instrumentación y monitoreo.


  3.2.1 Situación actual


  Según el BCV, al 31 de diciembre de 2014, el sistema bancario nacional contaba con casi 32 millones de cuentas abiertas (99,16% en la banca universal y comercial) que sumaban más de 2 billones de bolívares, y circulaban 13,2 millones de tarjetas entre crédito y débito. Para una población mayor de 15 años de 21,7 millones de habitantes, la relación indicaría una buena penetración bancaria a nivel de medios de pago.


  [image: img049]


  Sin embargo, solo el 57% de la población mayor de 15 años reporta tener cuentas de forma individual o conjunta, tarjetas de alguna entidad financiera o movilizar dinero por medio de teléfonos celulares. Esta relación está por encima de la evidenciada para la región de Latinoamérica y el Caribe (51,4%), pero es menor que la mostrada por los países de ingresos medios-altos (70,5%), categoría en la que el Banco Mundial incluye a Venezuela. Esta situación es incluso más baja en la población de menores ingresos, pues, en el 40% más pobre, solamente el 48% posee cuentas bancarias, así como en el estrato de adultos jóvenes (entre 15-24 años), donde solamente el 28% las posee.
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  En relación con la frecuencia de uso de las cuentas, el 67,6% de la población económicamente activa (15+ años) manifiesta realizar 1-2 depósitos mensuales, mientras el 20% manifiesta realizar más de 3. Estos depósitos son realizados por el 73% de la población en los cajeros bancarios, mientras un 16% se realizan en cajeros automáticos. En cuanto a los retiros, el 55% de la población económicamente activa (15+ años) indica realizar de 1-2 retiros al mes, mientras el 34% realiza más de 3. En este caso, el 79% de la población lo hace por medio de cajeros automáticos, mientras el 15% lo hace en oficinas bancarias.


  En lo relativo a los créditos, el índice de inclusión es significativamente más bajo. El sistema financiero no es el principal proveedor de fondos, reflejando la carencia o precariedad de la propiedad en vastos sectores del país. El 26% de la población económicamente activa (15+ años) manifiesta haber pedido prestado, pero el 16% lo recibe de familiares y amigos y solo el 2% indica haber contratado un préstamo con un ente financiero. Respecto al destino del crédito, el 3% lo dedicó a la inversión agrícola o de negocios y el 6% cuenta con crédito hipotecario. Paralelamente, el 19% de la población manifiesta utilizar tarjetas de créditos para hacer sus pagos, mientras que cerca del 10% utiliza internet para ello.


  En cuanto al destino del ahorro, el 47% de la población económicamente activa (15+ años) indica ahorrar, pero solamente el 23% lo hace en entes financieros, mientras el 11% lo hace en clubes o esquemas fuera del sistema. El 25% de la población económicamente activa (15+ años) indica como motivación para el ahorro las emergencias, 18% gastos futuros, 16% vejez y 10% motivos empresariales.


  El número de personas que reporta utilizar servicios de telefonía digital para enviar o recibir fondos en Venezuela es sumamente elevado (el 3,0%), mientras que en la región es de 1,7%, en los países de ingresos medios-altos es de 0,7% y a nivel mundial es 0,4%. Lo anterior podría ser un indicador del potencial de profundización a lograr.


  Los indicadores de inclusión señalan que existe un importante espacio para la ampliación de los servicios financieros en el país, así como para incluir a importantes porciones de la población que permanecen al margen del sistema o lo aprovechan parcialmente. La población económicamente activa muestra aceptación frente a los servicios asociados a las nuevas tecnologías de comunicación digital, siendo por medio de servicios digitales como se han logrado en el pasado reciente los más exitosos resultados. Lograr estos objetivos exige favorecer la innovación financiera y las transformaciones institucionales, así como desarrollar políticas que favorezcan la inclusión financiera, creando un marco regulatorio apropiado para la protección de los pequeños depositantes y tenedores de pólizas de seguros y para la integridad del servicio financiero.
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  3.2.2 Aspectos institucionales favorecedores de inclusión financiera


  3.2.2.1 Fortalecimiento de derechos de propiedad


  La inclusión financiera es un mecanismo que permite promover mayores estadios de desarrollo social y mejorar la calidad de vida de la ciudadanía, a la par que se expande el radio de acción del sistema financiero.


  Las nuevas perspectivas sobre desarrollo lo reconocen como un concepto complejo y multidimensional, cuya evaluación en términos agregados por simples mediciones cuantitativas ha ido dando paso a otra más específica, que enfoca su atención en las desviaciones estadísticas, sumando las percepciones subjetivas de los actores. El empoderamiento del individuo pasa a ser el eje a partir del cual se tejen las políticas públicas. A los Estados les corresponde la generación de oportunidades para que la persona pueda ejercer sus capacidades en libertad.


  Los bajos ingresos, la carencia de educación, salud, servicios adecuados y libertad de expresión son algunas de las limitantes que deben ser combatidas. Uno de los vínculos estudiados para reducir los niveles de pobreza ha sido el acceso al crédito. Si bien hay las dificultades para llegar a resultados robustos, por la confluencia de factores que participan, existe cierto consenso en afirmar que la propiedad de activos y el acceso a recursos financieros aportan a la tarea de reducción de la pobreza.


  Vale destacar el trabajo de Singh y Huang (2011) en el que revisan 37 países del África subsahariana entre 1996-2006 y concluyen que el fortalecimiento de los derechos de propiedad refuerza la reducción de las desigualdades a través de la profundización financiera. Además destacan que, sin el fortalecimiento de esta institucionalidad, la profundización financiera podría incluso ir en detrimento de los más pobres. Por su parte, De Soto, con sus trabajos sobre Perú, apunta a una teoría de desarrollo a partir de «revivir el capital muerto y transformarlo en capital activo» (2000: 48) y para ello llama a fortalecer los derechos de propiedad, destacando las ventajas que esto tiene para los menos favorecidos económicamente, al proveerles de medios legales para producir o apalancarse para producir. Asimismo, Talbott y Roll (2001) encuentran que el fortalecimiento de los derechos de propiedad es pieza vital para la promoción de crecimiento económico en términos per cápita.


  Es así que un objetivo nodal de un proceso de inclusión financiera ha de ser el fortalecimiento de los derechos de propiedad, naturalmente como parte de una institucionalidad robusta que incluya respeto al Estado de derecho, control de la corrupción, transparencia en el manejo de la cosa pública, estabilidad política e igualdad ante la ley, entre otros.


  3.2.2.2 Nuevos instrumentos, nuevos medios, nuevos actores, nuevas reglas de juego


  La innovación en instrumentos financieros, sobre todo en aquellos que operan a partir de plataformas virtuales o teléfonos celulares, ha demostrado su capacidad para atender de forma masiva y con menores costos a nuevos grupos de personas y empresas, inclusive a aquellos cuya ubicación geográfica pudiera ser difícilmente accesible. Favorecer la inclusión exige estimular la innovación en programas e instrumentos, al igual que revisar el marco regulatorio existente para evaluar, entre otros aspectos, la incorporación de nuevos actores al negocio financiero digital.


  Las innovaciones financieras recientes muestran un extenso menú de opciones, siempre adaptadas a las necesidades de los mercados por atender. Las alternativas incluyen: tarjetas de crédito prepagadas para individuos o empresas, provisión de crédito o liquidez contra activos (cuentas por cobrar) a través del factoraje electrónico, apertura de líneas de crédito para microempresas (regionales o rurales con proyectos de desarrollo, ecológicos o con enfoque de género), envío de dinero y pago inmediato a través de teléfonos celulares, así como cualquier combinación que favorezca atender a la mediana, pequeña y microempresa y a los emprendedores de bajos recursos. Todas estas iniciativas favorecen el acceso al sistema financiero y la posibilidad de obtener créditos, estimulan y facilitan el flujo de fondos y alimentan la dinámica económica.


  El uso de las plataformas digitales permite una significativa reducción de costos operativos, lo cual permite compensar a los proveedores de fondos por los mayores riesgos de crédito en los que incurren. Es preciso complementar este esfuerzo con la simplificación en los procesos de solicitud de créditos, la agilización de la aprobación del mismo y el desarrollo de programas de garantías que permitan administrar riesgos a bajo costo y favorecer el acceso al crédito para capital de trabajo o de inversión. Es preciso además complementar el acceso al crédito con los servicios de seguros adaptados al microempresario, desarrollando los instrumentos apropiados para la cobertura de los riesgos personales y de negocios.


  Todos estos nuevos servicios parten del supuesto de que funciona adecuadamente la infraestructura de servicios. Ello exige inversiones en servicios de telecomunicaciones y demás servicios básicos, donde el sector privado puede aportar recursos y soluciones eficientes. Por tanto, la promoción de servicios financieros digitales para favorecer la inclusión financiera exige establecer los vínculos necesarios con las operadoras de estos servicios, insistiendo en la seguridad que las mismas deben mantener para el tema financiero. Asimismo, para estimular un sistema interconectado y ágil, se deben estimular esquemas de interoperabilidad entre las distintas plataformas bancarias. Ello exige la conformación de espacios de diálogo y colaboración entre los distintos sectores y actores, pues los retos tecnológicos son importantes y su atención eficiente exige esfuerzos mancomunados para el diseño de espacios competitivos que consideren paralelamente las exigencias financieras y los objetivos de inclusión. Es en ese espíritu que la AFI (Alianza para la Inclusión Financiera) y la ITU (Unión Internacional de Telecomunicaciones) firmaron una carta de intención durante la última cumbre de la AFI[56] para la promoción de servicios financieros digitales que contribuyan a la inclusión financiera[57].


  También se requiere la activa participación de las entidades especializadas en microfinanzas y la banca de desarrollo, actores con amplia experiencia en la atención a la población de bajos ingresos, incorporando a estas instituciones en la nueva estructura de gobernanza del sistema financiero. Ello exige de los reguladores una atención especial a los nuevos actores, medios e instrumentos, que permita un balance adecuado entre la inclusión, la estabilidad y la integridad financiera para consolidar el desarrollo económico.


  Algunas experiencias exitosas de las que se pueden extraer lecciones importantes:


  
    	Kenia ha logrado importantes avances en materia de inclusión financiera en la última década. Ello ha sido posible gracias a la incorporación de los servicios financieros digitales, particularmente M-Pesa, llegando a representar el 70% de las transacciones digitales realizadas en el país, aunque el valor total de las mismas no llega al 1% del total de los depósitos. Su objetivo fue favorecer el acceso al servicio financiero, no promover la intermediación. M-Pesa es un sistema administrado por Safaricom con 100% de respaldo, colocado en bancos supervisados y administrados por un trust. En 2012 M-Pesa se acompañó de acciones contra la legitimación de capitales y el financiamiento al terrorismo.


    	Tanzania es un caso exitoso en lograr interoperabilidad de los sistemas financieros digitales, lo que le ha permitido reducir los costos operativos y fortalecer el proceso de bancarización, alcanzando los primeros lugares entre los países en dinero móvil. Ello fue el resultado de una activa participación y coordinación del Banco de Tanzania en diálogo con los proveedores de servicios de telecomunicaciones, asegurando el uso de estándares internacionales de mitigación de riesgos de las plataformas, estabilidad e inclusión financiera. El Banco de Tanzania actuó como ente promotor, facilitador y soporte del proceso, no como una entidad que dictó las reglas de organización y control del mercado. Este rol es considerado el elemento que permitió el éxito del esquema desarrollado.


    	La experiencia de Haití después del terremoto de 2010, que desembocó en una tragedia humanitaria, también ofrece logros importantes. A partir de un fondo inicial de 10 millones de dólares, otorgado por la Fundación Bill & Melinda Gates y USAID, se desarrolló una infraestructura de telecomunicaciones. Las regulaciones de Haití solamente permiten que el negocio bancario sea realizado por bancos debidamente supervisados, de modo que la penetración de las finanzas digitales fue favorecida al autorizarse el uso de intermediarios no bancarios por parte de los entes bancarios en sus canales de distribución (cajeros automáticos, celulares, tarjetas bancarias, etc.).


    	Con el objetivo de favorecer la inclusión financiera, Perú es el primer país que dictó un marco regulatorio para el dinero electrónico (Ley 29985, enero 2013). La ley permite a entidades bancarias y no bancarias realizar estas operaciones electrónicas a partir de un simplificado proceso de apertura de cuentas y busca estimular la innovación y la competencia financiera para favorecer la inclusión financiera. Destaca en esta iniciativa la cooperación entre entes regulatorios, instituciones financieras, empresas de telecomunicaciones y el sector público. Ello permitió una regulación con definiciones claras, acordadas con todos los actores, que generó un espacio amplio y competitivo que ha permitido el desarrollo de nuevas redes de agentes, adecuadas reservas que soportan el dinero digital y un marco de protección al consumidor claro y transparente.

  


  Los países han desarrollado distintos esquemas para incorporar los servicios financieros digitales, algunos canalizados directamente a través de los proveedores de servicios de telecomunicaciones, otros con la participación asociada a los entes bancarios tradicionales. La decisión depende de las características de cada economía. En todos los casos exige reformas a los esquemas regulatorios para adaptarlos a las nuevas exigencias con un enfoque que permita participar abiertamente a todos los actores.


  3.2.3 Políticas que favorecen la inclusión financiera


  Ofrecer un servicio no basta para que una población que tradicionalmente no ha hecho uso del mismo lo pueda aprovechar. Es necesario cubrir distintos aspectos que atienden a la difusión de la información, que la población reconozca en el servicio los beneficios que le puede brindar y finalmente que haga uso de los mismos.


  Uno de los aspectos más importantes para que lo anterior se concrete es lograr cierto conocimiento básico de la población en los temas empresariales, económicos y financieros. Para ello se han de desarrollar programas de formación y entrenamiento para emprendedores en los que participen las entidades bancarias, el sector educativo, agrupaciones sindicales, comunidades organizadas, organizaciones no gubernamentales y organismos del sector público. Asimismo, esta formación ha de involucrar a las empresas de telecomunicaciones, pues un componente fundamental es lo relativo a la actualización tecnológica, considerando que buena parte de esta oferta de servicios se realizará por medios digitales. La multiplicidad de actores promoverá una mayor confianza en los sistemas financieros y en los nuevos instrumentos.


  La formación o capacitación a ofrecer debe orientarse a lograr lo que se denomina el bienestar financiero, definido como el estado en el que una persona cubre completamente sus actuales y futuras obligaciones financieras, se siente segura de su futuro financiero y es capaz de escoger entre las opciones que se le presentan para mejorar su vida (CFBP, 2015). Como se observa, el concepto cruza dos momentos temporales, presente y futuro, con dos categorías, seguridad y libertad de escogencia:
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  La capacitación, por tanto, no es tan solo sobre aspectos técnicos empresariales, financieros o tecnológicos, sino que debe incluir el desarrollo de habilidades y actitudes, a partir de estrategias y experiencias exitosas. Así, el objetivo a lograr es que la utilización del servicio financiero se haga parte de la vida habitual del individuo, que la persona se sienta capacitada para buscar, entender y escoger entre los distintos productos y pueda tomar las decisiones que le permitan mejorar su situación financiera.


  El informe de la OECD (OECD/infe, 2015) reporta 59 países que han considerado estrategias nacionales para la educación financiera, 34 de los cuales ya los han implementado. Si bien cada país ha considerado su estrategia partiendo de sus condiciones iniciales y objetivos, en términos generales los mismos atienden a construir capacidades básicas en individuos, familias y comunidades, orientando a las organizaciones encargadas de la educación financiera tanto en el desarrollo de los programas como en su ejecución. El reporte se convierte en una fuente rica de experiencias y lecciones aprendidas para el éxito de un programa de capacitación financiera.
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  4. Reflexiones finales


  Una reforma financiera en la Venezuela del siglo XXI comporta atender los requisitos de la estabilidad macroeconómica y financiera, como prerrequisitos para la estabilidad y el crecimiento, y los de la inclusión financiera, como contribución a la gobernabilidad.


  Para lograr la estabilidad macroeconómica, en primer lugar procede la tarea de reconstruir la autonomía y la institucionalidad del Banco Central de Venezuela y restablecer su credibilidad, como piedra angular de cualquier programa de estabilización. La reforma del BCV debe acabar con el financiamiento monetario del déficit fiscal y venir acompañada de reformas sustanciales a la normativa que regula la política fiscal y el proceso presupuestario, así como de la creación de un fondo de estabilización macroeconómica que dote al país de un instrumento efectivo para manejar la volatilidad de los ingresos generados por la explotación y exportación de recursos naturales. Es igualmente necesario establecer un sólido compromiso político con la estabilidad como vector que aglutine a la sociedad venezolana tras la traumática experiencia de los altísimos niveles de inflación y la profunda recesión que hemos vivido en esta década.


  En materia de regulación y supervisión financiera, es necesario adaptar la estructura institucional a las necesidades de un mercado financiero integrado, fortalecer la normativa que regula la actividad bancaria, de seguros y de valores para favorecer la eficiencia y la innovación, y también para cerrar las oportunidades para el arbitraje regulatorio. Así mismo, es necesario establecer un sólido mecanismo de coordinación interinstitucional entre los entes responsables de la red de seguridad financiera (ministerio de Finanzas, banco central, supervisores y seguro de depósito) de modo de asegurar un adecuado intercambio de información, el monitoreo constante y efectivo, acciones correctivas tempranas, una buena coordinación para el manejo de quiebras de instituciones individuales y el manejo de eventuales crisis sistémicas.


  La reforma financiera también es una oportunidad propicia para establecer arreglos institucionales y políticas que favorezcan la inclusión financiera, como vía para fortalecer la economía de las familias de bajos ingresos, asegurándoles el acceso oportuno a servicios financieros de calidad.
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  La política social y la construcción de un sistema nacional de protección social y laboral para los venezolanos

  Maikel Bello, Pedro Rosas y Francisco Rojas


  1. Introducción


  Después de casi dos décadas de políticas desacertadas y férreos controles sobre la economía, Venezuela se enfrenta hoy a la peor crisis socioeconómica de su historia moderna. Luego de recibir los ingresos de un largo boom petrolero, el Estado venezolano se encuentra en el último trimestre del 2016 al borde del impago de su deuda externa, habiendo utilizado estos ingresos petroleros para pagar inmensos booms de consumo privado y público, cubiertos en buena parte por importaciones en detrimento del aparato productivo nacional. Estos altísimos ingresos petroleros no fueron suficientes para financiar el gasto de esos años, por lo que además se quintuplicó la deuda externa en apenas seis años entre 2006 y 2012. La crisis no puede achacarse a la caída del precio del petróleo, dado que la economía entró en recesión en el segundo trimestre del 2014, al menos un trimestre antes del inicio del desplome del precio de la cesta venezolana. Después de 16 años de la aplicación de distintas versiones de modelos intervencionistas y estatistas en el país, el PIB real per cápita en el año 2015 es, según estimados de investigadores del Centro Internacional de Desarrollo de la Universidad de Harvard, igual al del año 1999. Dieciséis años perdidos.


  Con una economía en una vertiginosa trayectoria de deterioro, un Estado con una capacidad de respuesta cada vez menor y una sociedad asediada por la escasez, una altísima inflación, inseguridad y el colapso de los servicios públicos, existe un amplio consenso alrededor de la necesidad de un cambio de rumbo, incluso entre grupos ideológicos opuestos. El debate público hoy en día se centra primordialmente en cuáles cambios hacer, y no en la pertinencia de hacer cambios.


  Los niveles de retroceso y depresión económica son tales que existe una necesidad de reformas y ajustes en todos los ámbitos y sectores: salud, educación, empleo, seguridad, por nombrar los principales. Aun cuando cualquier programa de reformas deberá considerar la jerarquía, el orden y el ritmo de aplicación de las distintas reformas, la mayoría de estos sectores requerirán eventualmente intervenciones profundas.


  Cualquier programa de reforma que se emprenda, no importa su orientación ideológica, inicialmente afectará negativamente a los venezolanos, y en particular a los más vulnerables. Como se ha visto en experiencias pasadas en el país, y muchos otros ejemplos en el mundo, los ajustes que buscan corregir severos desequilibrios macroeconómicos, la reforma de sistemas de subsidios y el desmontaje de intervenciones en el mecanismo de precios y demás controles, aun cuando pueden producir indiscutibles beneficios, también pueden afectar negativamente y de manera desproporcionada a amplios sectores de la sociedad. Un programa de reformas puede hacer ganadores de muchas personas, y al mismo tiempo dejar muchos más perdedores.


  Un programa de reformas en Venezuela debe tener como uno de sus objetivos el establecimiento de un arreglo institucional que permita la operación eficiente de los mercados libres. Las ventajas y beneficios ofrecidos por estos han sido en buena parte marginados o bloqueados en Venezuela por el modelo crecientemente intervencionista impuesto desde 1999. Este nuevo arreglo institucional debe también reconocer la necesidad de remediar o compensar los efectos negativos o excesos de estos mercados libres, añadiendo entonces al objetivo de operación eficiente el de operación equitativa de los mercados, como parte del más amplio objetivo de justicia social.


  Bajo este criterio, nace entonces la necesidad de programas sociales –conocidos también como medidas compensatorias o redes de protección social– en el corto plazo, dadas las consecuencias descritas de las inminentes e impostergables reformas que debe afrontar Venezuela en el futuro próximo. Adicionalmente, es necesario diseñar un Sistema Nacional de Protección Social y Laboral con una visión inclusiva y equitativa del desarrollo, dentro de un marco institucional que fomente la iniciativa individual y la eficiencia, y con un horizonte temporal de mediano y largo plazo.


  Existen actualmente en Venezuela subsidios generales altamente ineficientes y costosos, como el subsidio a los hidrocarburos y a las importaciones, que además se caracterizan por ser altamente regresivos, es decir, que benefician más a los segmentos de la población que menos los necesitan. Un programa de reforma debe iniciar el desmontaje de estos subsidios y su sustitución por subsidios focalizados. Es decir, reemplazar los subsidios a los productos por subsidios a las personas. Mientras los primeros conllevan la alteración de los sistemas de mercado y de los mecanismos de precios, los segundos operan dentro del sistema de mercado. Existen en Venezuela precedentes de este tipo de programas y subsidios, como lo fueron el Vaso de Leche Escolar, y el Programa Alimentario Materno Infantil (pami). Como se expondrá en este capítulo, los distintos tipos de subsidios a las personas son mejores herramientas para la corrección y compensación de los resultados no deseados del sistema de mercados libres, además de ser considerablemente más eficientes.


  Los programas sociales son necesarios no solo por la pertinencia de sus objetivos (equidad, justicia social, reducción de la pobreza, entre otros), sino también desde el punto de vista de la economía política, por el papel que juegan en fomentar la estabilidad política y social requerida para la completa aplicación de un programa de reformas; y esto cobra mayor relevancia al llevarlo al caso de la Venezuela actual por las dimensiones de las distorsiones acumuladas en numerosos ámbitos. El rechazo social al programa puede llevar a los tomadores de decisiones a sacrificar partes de este, o a la modificación subóptima de los objetivos y planes, en aras de garantizar la viabilidad del Gobierno. La dirección de dependencia va en ambas direcciones: la sostenibilidad en el largo plazo de un Sistema Nacional de Protección Social y Laboral requiere políticas económicas y sociales coherentes y bien planificadas y un ambiente de estabilidad política y económica. Un ejemplo de esta dependencia es la virtual ausencia de mecanismos de protección social en Venezuela hoy en día, dado que el mal manejo de la economía en los últimos años los ha hecho insostenibles e impagables.


  Las medidas compensatorias deben ser entonces partes integrales de cualquier programa de reformas desde su inicio. El diseño de cualquier programa de reformas (incluyendo programas de política social) parte de un conjunto de datos estadísticos y de información que permiten realizar un diagnóstico objetivo y certero sobre la situación al comenzar el programa. Sin embargo, dada la opacidad del Gobierno venezolano en cuanto a las estadísticas oficiales macroeconómicas, sociales y demográficas, el diseño adecuado de programas sociales por entes o agentes externos al Gobierno puede ser bastante difícil. En ausencia de información adecuada sobre las necesidades de la población y de los potenciales beneficiarios, se dificulta la preparación de programas con estipulaciones y características específicas, y con cálculos de costo con niveles de confianza aceptables.


  Aun cuando no tenemos acceso a estadísticas oficiales sobre la evolución reciente de la pobreza en el país, es ampliamente conocido por los venezolanos que el deterioro en su bienestar y poder adquisitivo ha sido muy acelerado en los últimos dos años. Esto se ve reflejado en los resultados del Estudio de Condiciones de Vida (Encovi) realizado por las universidades UCAB, USB y UCV, entre otras instituciones, que ha sido una respuesta ante la falta de publicación de estadísticas por parte del Estado. Otra herramienta importante son las mediciones de consultoras privadas sobre escasez de bienes básicos y estimación de inflación.


  De acuerdo con la última edición de Encovi[58] en noviembre de 2015, el 73% de los hogares venezolanos se encuentra en situación de pobreza de ingresos, un incremento del 52% en comparación con el año 2014, en el que la cifra era de 49%. El informe también registra un aumento en el número de pobres de un 53%, de cerca de 15 millones de personas a 23 millones de personas, o el 75,6% de la población. El profundo impacto de la crisis y la rapidez del deterioro de la situación social se evidencian en la alta proporción de personas en situación de pobreza reciente, con el 47,1% de la población en situación de pobreza reciente.
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  Estas cifras coinciden con la información oficial recientemente divulgada por el INE[59], en que se ha registrado un deterioro en las estadísticas de pobreza y de consumo de alimentos hasta principios de 2015.


  El estudio de Encovi también ofrece indicadores sobre el principal grupo de programas sociales del actual Gobierno, las misiones sociales. Para finales del año 2015, solo el 25% de la población –de la cual, recordemos, el 75,6% se encuentra en situación de pobreza– era beneficiaria de alguno de estos programas. Las misiones sociales sufren además de problemas de selección y focalización de beneficiarios ya que, de acuerdo con el estudio, solo el 30% de los beneficiarios se encuentra en situación de pobreza estructural.


  Conocer el alcance y el desempeño de las cuarenta y dos misiones sociales implementadas en los últimos 13 años es especialmente difícil para observadores externos al Gobierno, dada la falta de transparencia sobre estos programas. De acuerdo con Transparencia Venezuela, una organización no gubernamental dedicada a la promoción de estrategias contra la corrupción, el Gobierno no ha ofrecido información que permita saber cuántas personas se han beneficiado de las misiones, qué resultados se han obtenido ni cómo ha sido el manejo y destino de los más de 344 millardos de dólares asignados a los programas.


  La empresa Datanálisis ofrece también un estimado relevante para el diagnóstico de la situación socioeconómica actual, a saber, un indicador de los niveles de escasez que enfrentan los venezolanos, la cual estima ha fluctuado entre 75-83% a lo largo del 2016. Es decir, los consumidores solo consiguen en los comercios, en promedio, dos de los diez productos básicos que están buscando. Este dato corresponde a estudios en la ciudad de Caracas, la cual por lo general ha gozado de mejores niveles de abastecimiento que el resto del país en los últimos años. Para poner estas cifras en perspectiva, la escasez promedio entre 2007 y 2012 fue de 17% según estudios de Datanálisis.


  El tamaño del reto es, sin duda, enorme.


  Con miras a ofrecer un resumen de las opciones de programas sociales disponibles para los hacedores de políticas, en este capítulo presentaremos distintos tipos de intervenciones y medidas compensatorias, haciendo énfasis en las que consideramos más adecuadas para Venezuela en el corto y mediano plazo, dadas las necesidades de la población que requieren mayor y más pronta atención y las capacidades del Estado venezolano para ejecutar y monitorear estos programas. Siguiendo la clasificación usada por organismos internacionales como la FAO y el Banco Mundial entre otros, estos programas son: transferencias monetarias, transferencias monetarias condicionadas, programas de obras públicas, transferencias en especie, subsidios generales y exoneración de tarifas.


  2. Por qué la necesidad de un Sistema Nacional de Protección Social y Laboral


  Como ya hemos dicho, la situación que atraviesa Venezuela pone en evidencia que el modelo implementado de programas sociales a través de las misiones sociales ha fracasado, entre otras cosas en su rol de mecanismos de protección social. Hoy en día existe una virtual ausencia de mecanismos de protección social en Venezuela, dado que el mal manejo de la economía en los últimos años los ha hecho insostenibles e impagables, y además su diseño e implementación los cargó de vicios, como la politización, el sectarismo y la exclusión, los cuales desvirtuaron sus objetivos. El hecho de que alrededor de 80% de la población venezolana esté en situación de pobreza o vulnerabilidad, siendo un país considerado como de ingresos medios-altos, es un fiel reflejo por un lado de la ausencia de protección y por otro del fracaso de las políticas gubernamentales.


  2.1 Qué es un Sistema Nacional de Protección Social y Laboral


  Es por ello que planteamos la necesidad de construir un verdadero Sistema Nacional de Protección Social y Laboral (SNPSL).


  Las definiciones de la protección social abundan, pero en nuestro caso usaremos la definición que hace el Banco Mundial en su reporte de estrategia de Protección Social 2012-20.


  
    «Los sistemas de protección social y laboral, sus políticas y programas ayudan a los individuos y sociedades a gestionar el riesgo y la volatilidad, los protegen de la pobreza la miseria y la exclusión social, a través de instrumentos que mejoren la resiliencia, equidad y oportunidad.»

  


  El Banco Mundial es una organización que ha realizado grandes esfuerzos en los últimos quince años en el estudio y promoción de adecuados mecanismos de protección global y ha participado activamente en el desarrollo de programas, políticas y sistemas de protección social. Otros entes multilaterales y organismos internacionales también han dedicado tiempo y recursos importantes en esta labor.


  A raíz de estos esfuerzos se han obtenido aprendizajes importantes. Entre ellos está el hecho de que cada vez existe mayor consenso en que desarrollar sistemas de protección social y laboral no puede asumirse con el enfoque de una «receta para todos»; es necesario considerar los distintos contextos de cada país, aunque apoyándose en la evidencia acumulada de experiencias globales. Es el mismo enfoque recomendado al momento de determinar estrategias de desarrollo para un país en particular.


  La protección social puede ser proporcionada en efectivo o en especie, a través de esquemas no contributivos, proporcionando beneficios universales o focalizados en la pobreza como la asistencia social o las redes de protección social (social safety nets, en inglés). Un SNPSL también incluye sistemas de seguridad social contributivos como las pensiones, el seguro de salud y el seguro de desempleo, así como otras políticas del mercado de trabajo. De estos regímenes contributivos el más común es el seguro social.


  La protección social debe promover también la construcción de capital humano, activos productivos e impulsar el acceso a puestos de trabajo productivos a toda la población con especial énfasis en los grupos vulnerables.
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  Cuando se piensa en los principios rectores que deben regir un SNPSL se habla de equidad, resiliencia y oportunidades, mientras que en la literatura sobre protección social también se usan los términos equivalentes de prevención, protección y promoción.


  La FAO y el BM mencionan como los grandes objetivos de un SNPSL los siguientes:


  
    	Reducción de la pobreza: para estimular el crecimiento favorable de los pobres y hacer más inclusivo y sostenible el desarrollo de los países.


    	Gestión del riesgo social: proteger ante choques de entorno. Por ejemplo, seguros climáticos.


    	Equidad: tales como la redistribución de la tierra, el cumplimiento de los contratos y los derechos de propiedad, educación universal, redes de seguridad o protección social.


    	Protección social: incluyendo la política laboral, de seguridad social contributiva y la asistencia social, así como las redes de seguridad o protección social.

  


  Para aumentar las probabilidades de éxito en la consecución de estos objetivos, en función de la experiencia acumulada, es necesario modificar características claves de los sistemas de protección social. Estos cambios necesarios o recomendaciones de «buenas prácticas» se resumen de la siguiente manera:


  
    	Ir de la fragmentación a sistemas unificados.

    	Ir de la exclusión a la inclusión.

    	Ir de menos a más productivos.

    	Pasar de estructuras inflexibles e inoperantes a estructuras adaptativas con capacidad de respuesta efectiva.

  


  2.2 Qué son las redes de protección social


  Un componente relevante en un SNPSL o política social son las redes de seguridad o protección social (a partir de este momento usaremos las siglas SSN, por las siglas en inglés de social safety nets, para referirnos a las redes de protección social). Cuando hablamos de estas redes nos referimos a programas de asistencia social y/o transferencias sociales.


  La FAO y el BM definen las SSN como medidas o intervenciones diseñadas para proporcionar un apoyo regular y predecible a las personas pobres y vulnerables. Tienen entre sus objetivos:


  
    	Reducir la pobreza a través de la redistribución de la riqueza.


    	Proteger a las familias en momentos de crisis de ingresos para asegurar un nivel mínimo de bienestar o piso de subsistencia.


    	Asegurar un nivel mínimo de nutrición.


    	Ayudar a las familias a manejar el riesgo social.


    	Mejorar el nivel de vida.

  


  Ejemplos de programas de SSN incluyen las transferencias monetarias (condicionadas o no), las transferencias en especie (entrega de comida, programas de comida escolar, vouchers o cupones, entre otros), la exoneración de tarifas para la educación y la salud y los programas de trabajo público.


  Un sistema de SSN consiste en una combinación de programas (por ejemplo, en las transferencias en especie pueden combinarse con programas de trabajo público como trabajo por alimentos) y la secuencia correcta que permite sinergias y maximiza el impacto en la práctica. La elección y escala de los programas varía según el contexto local.


  Los países necesitarán una mezcla de programas de protección social para cubrir diferentes riesgos y los grupos destinatarios. Cada programa requiere una administración diferente y se diseñará de acuerdo con diferentes consideraciones de economía política.


  Según la FAO, un buen sistema de protección es más que una colección de programas bien diseñados y bien implementados. También debe exhibir los siguientes atributos para cumplir con sus objetivos:


  
    	Apropiado: responde a las necesidades particulares del país y complementa otros elementos de la política pública.


    	Adecuado: cubre los diversos grupos en necesidad de asistencia, por ejemplo, grupos vulnerables (niños, personas de la tercera edad y mujeres), pobres crónicos y transitorios.


    	Equitativo: trata a los beneficiarios de manera justa y equitativa. Es decir, brinda las mismas ventajas a los beneficiarios iguales en todos los aspectos importantes (equidad horizontal), y más generosos beneficios para los beneficiarios más pobres (equidad vertical).


    	Costo-efectivo: canaliza la mayor parte de los recursos del programa a los grupos objetivo previstos y economiza los recursos administrativos necesarios para implementar el programa.


    	Incentivos compatibles: promueve resultados conductuales positivos entre los beneficiarios.


    	Dinámico: evoluciona con el tiempo, ya que la economía crece y cambia, está sujeta a choques imprevistos y existen tendencias globales que aumentan los riesgos sociales como la mayor urbanización, cambios demográficos, entre otros.


    	Sostenible: que sea financiera y políticamente sostenible.

  


  Las SSN, en los últimos años, se han convertido en componentes importantes de la política económica en los países de ingresos bajos y medios. Esto se explica por la creciente comprensión de la necesidad de gestionar el riesgo en sectores importantes de la sociedad como parte de una estrategia global de reducción de la pobreza y de mayor inclusión. Este cambio en cómo se entienden y enfocan las SSN ha facilitado su incorporación cada vez más frecuente como parte de estrategias de largo plazo para el desarrollo socioeconómico de los países, y no solo como medidas voluntaristas para tiempos de crisis.


  Sin embargo, las SSN en los países de bajos ingresos y en situación de fragilidad están sujetas a una serie de desafíos que incluyen la escasa capacidad administrativa, los limitados recursos disponibles y la baja calidad de los servicios públicos.


  Además de lo anterior, es importante aclarar que la tendencia en el mundo es pasar de programas sociales de subsidio general (subsidio a los productos que son altamente regresivos) hacia subsidios focalizados a las personas, como los son los SSN, y ahí reside parte de su popularidad.


  La experiencia reciente de Venezuela pone en evidencia una vez más que los subsidios generales indiscriminados mantenidos por tiempo prolongado crean estructuras de incentivos perversas, que generan distorsiones que eventualmente crean entornos excluyentes y que limitan cualquier posibilidad de generar desarrollo sustentable.


  Venezuela debe volver a darle la cara al mundo y al acervo de conocimiento de la humanidad en todos los ámbitos posibles. Uno de esos ámbitos, en donde se ha acumulado gran conocimiento y aprendizaje, es en el diseño e implementación de sistemas de protección social.


  2.3 Tipos de programas que componen las redes de protección social (SSN)


  La clasificación de los distintos tipos de programas que componen las SSN se ha ido estandarizando a lo largo del tiempo. Los organismos multilaterales e internacionales usan actualmente la siguiente clasificación de programas de SSN:


  
    	Transferencias monetarias (condicionadas y no condicionadas).


    	Transferencias en especie.


    	Programas de trabajo público o de obras públicas.


    	Exoneración de tarifas en servicios públicos.


    	Subsidios generalizados.

  


  A continuación, las explicaremos de manera resumida y mencionaremos su posible aplicabilidad y/o utilidad para el caso venezolano.


  2.3.1 Transferencias monetarias no condicionadas


  Este tipo de programas, como su nombre lo indica, se refiere a transferencias directas de dinero dirigidas a personas u hogares que cumplan con ciertos criterios de selección. Las transferencias monetarias aumentan los ingresos reales y el consumo de los hogares pobres. Su propósito es mitigar la pobreza, promover la equidad, sortear las crisis y facilitar la implementación de programas de reformas. Este tipo de programas o intervenciones son cada vez más populares tanto en países de ingresos bajos como en los de ingresos medios-altos.


  Las transferencias monetarias se consideran convenientes en las siguientes circunstancias:


  
    	Cuando hay disponibilidad de productos de primera necesidad, de modo que los beneficiarios puedan comprar en los mercados locales.


    	Cuando el suministro de los servicios sociales es muy limitado como para introducir las transferencias condicionadas.


    	Para los hogares con altos niveles de dependencia (por ejemplo, hogares monoparentales).

  


  Entre las ventajas que ofrece este tipo de intervenciones destaca que proporcionan flexibilidad y libertad de elección en términos de cómo se puede utilizar el dinero otorgado a los beneficiarios. Además, son un instrumento sencillo para hacer frente a la pobreza en la mayoría de las circunstancias, siempre y cuando haya disponibilidad de alimentos para la población.


  Para el caso venezolano, haya o no iniciativas de reformas en el muy corto plazo, los programas del estilo transferencias monetarias no condicionadas debieran implementarse lo antes posible dada la crítica situación actual.


  Dados los altos niveles de escasez y desabastecimiento en el país, es vital que cuando se implemente este tipo de intervenciones, estas se complementen con acciones que aseguren la disponibilidad lo más inmediatamente posible de los bienes básicos. En una fase inicial de reformas se puede recurrir a acciones complementarias como planes de importaciones de emergencia, aceptación de donaciones de países y organismos internacionales, promoción y reactivación de la producción nacional, fortalecimiento de la institucionalidad y de las capacidades operativas del sector público, entre las más importantes.


  El reto que presentan es uno común al resto de las SSN y se refiere a una eficiente selección de la población objetivo y la determinación del monto de la transferencia.


  2.3.2 Transferencias monetarias condicionadas


  Los programas de transferencias monetarias condicionadas (TMC) son una parte del rápido crecimiento de las SSN. Las primeras intervenciones de este tipo comenzaron en América Latina durante la década de los noventa; al poco tiempo se convirtieron en programas populares, y ya para 2015 estaban activos en más de 60 países en todo el mundo.


  Estos programas ofrecen dinero a las familias y personas objetivo, principalmente pobres, que cumplan con ciertos requisitos o condiciones como, por ejemplo, mantener a sus hijos en la escuela o llevarlos a controles médicos regularmente. Las TMC han demostrado que aumentan los ingresos de los hogares pobres en el corto plazo, y en el largo plazo promueven la inversión en el capital humano de los pobres, rompiendo así el ciclo intergeneracional de la pobreza.


  Las TMC se consideran apropiadas cuando:


  
    	Es posible contar con objetivos bien definidos de capital humano, ya que las TMC tienen potencial para mejorar resultados en indicadores de salud y educación, cuando están bien diseñadas e implementadas.


    	Hay disponibilidad de servicios como salud y educación.


    	Las limitaciones administrativas no son demasiado grandes, ya que las TMC requieren un mayor nivel de prestación de servicios de administración y seguimiento en comparación con otros tipos de SSN.

  


  Las TMC muestran en numerosos estudios efectos positivos sobre el consumo y mejoras en la acumulación de capital humano entre sus beneficiarios (Alderman y Yemtsov, 2013; Schady y Rosero, 2008; Attanasio, Battistin y Mesnard, 2012). Sin embargo, estos programas no parecieran ser convenientes para incluirlos en una primera fase de medidas de emergencia a nivel de protección social para Venezuela, dadas las restricciones actuales que sufre el país.


  Los programas de TMC por sí solos no serán capaces de romper el ciclo de transmisión intergeneracional de la pobreza si la disponibilidad y la calidad de los centros de salud y escuelas es insuficiente, o si no hay puestos de trabajo o medios de vida adecuados que estén disponibles después de que los beneficiarios se gradúen del programa y sean capaces de generar ingresos que les permitan su independencia. Lamentablemente, la Venezuela de 2016 no ofrece estas condiciones.


  Por otra parte, es necesario que la selección de las condiciones y la definición de los objetivos que deben alcanzarse estén basadas en información y estadísticas oficiales de buena calidad, y además deben tener en cuenta la deficiencia específica de desarrollo del capital humano a tratar. Como ya hemos comentado, las condiciones actuales de falta de información oficial dificultan el diseño de políticas públicas por agentes externos al Gobierno actual.


  Adicionalmente, el Estado también adolece de debilidades en su capacidad burocrática y administrativa. Un aspecto fundamental para la implantación exitosa de las TMC es el contar con una buena capacidad de administración, diseño e implementación del programa, así como también contar con capacidad de seguimiento para la verificación del cumplimiento de las condiciones de los programas.


  Esto no quiere decir que las TMC no puedan ser provechosas para el país, sino que, para asegurar el cumplimiento de sus objetivos y adecuado funcionamiento, se recomienda postergar su implementación para una segunda fase. Aun así, es necesario comenzar a trabajar en las TMC lo antes posible en distintos frentes como lo son: reconstruir capacidades en la Administración Pública en general, a través de asistencia técnica de organismos internacionales y/o de instituciones e individuos venezolanos, para fortalecer las capacidades de diseño, gestión y monitoreo de las TMC; y rehabilitar los servicios públicos para que puedan atender a beneficiarios de programas sociales y al resto de la población.


  2.3.3 Transferencias en especie


  Dentro de los programas de transferencias en especie se destacan los programas basados en la transferencia de alimentos. Estos programas buscan asegurar el acceso a los alimentos para los hogares afectados cuando más los necesitan y menos posibilidades tienen de proveerse por ellos mismos. Entre los distintos esquemas de intervenciones más usados en este tipo de programas están: los programas de alimentación escolar, los programas de alimentos por trabajo, la entrega de cupones y vales de comida, la distribución de alimentos de emergencia y la alimentación suplementaria.


  Las SSN basadas en la entrega de alimentos son apropiadas cuando:


  
    	Se dispone de alimentos y no de dinero.


    	Los precios son demasiado altos o los alimentos no están disponibles debido a ineficiencias de los mercados, o estos se encuentran desplazados o «secuestrados».


    	Se necesitan intervenciones nutricionales para proteger a personas en situación de inseguridad alimentaria.

  


  Las transferencias de alimentos son la primera opción de SSN en contextos de emergencia, ya que se consideran cruciales para salvar vidas y ofrecer los medios de subsistencia durante y después de una crisis. La prontitud en la prestación del apoyo y la disponibilidad de los recursos necesarios son elementos claves para su implementación eficiente.


  En Venezuela, dada la coyuntura que se atraviesa en la actualidad, cualquier Gobierno debe plantearse como prioridad garantizar el acceso a la alimentación y medicamentos de toda la población, no solo de los más pobres y vulnerables. Deberán diseñarse mecanismos diferenciados según condiciones igualmente diferenciadas, y prever la evolución del programa en la medida en que se avance en la estabilización de la economía.


  Por otro lado, estos programas plantean retos, como la necesidad de evaluación continua para asegurar que las intervenciones sean apropiadas, y procurar que no tengan impactos adversos en el mercado o generen una estructura de incentivos no conveniente.


  2.3.4 Programas de trabajo público


  Estos programas proporcionan empleos en tiempos de crisis a los trabajadores no cualificados. Los programas de empleo público (también conocidos como programas de obras públicas) proporcionan empleo temporal a un nivel de salarios bajos, en comparación con niveles de mercado, con foco en trabajadores no cualificados en proyectos intensivos en mano de obra. El tipo de proyectos difiere significativamente entre países en función de sus necesidades y objetivos.


  Este tipo de programas se consideran apropiados cuando:


  
    	El desempleo es alto tras el colapso de un mercado de trabajo, local o nacional, durante crisis económicas y/o en eventos de desastre natural.


    	Existe un componente estacional muy marcado en el desempleo y el mismo se encuentra en niveles altos.


    	El seguro de desempleo es inexistente o con cobertura muy baja.

  


  Los programas de trabajo público se iniciaron, con resultados muy positivos, en países de ingresos bajos con altos niveles de pobreza y en países de ingresos medios. La mayoría de países suramericanos han implementado algún programa de trabajo público en las últimas décadas.


  La justificación de los programas de obras públicas, en un contexto de pobreza o emergencia, se fundamenta en las siguientes consideraciones:


  
    	Los programas proporcionan transferencias de ingresos a los hogares pobres en momentos críticos.


    	Los programas de empleo de emergencia, bien diseñados, construyen infraestructura necesaria y, por lo tanto, minimizan el posible dilema entre direccionar gasto público a transferencias de ingresos en comparación con hacerlo en gasto público para el desarrollo.


    	Los activos que crean estos programas, al ser de larga duración, tienen el potencial de generar beneficios en etapas posteriores al desarrollo de la infraestructura necesaria.


    	Los programas pueden ser fácilmente enfocados en zonas geográficas específicas que tengan altas tasas de desempleo y de pobreza.

  


  Los programas de obras públicas difieren en relación con el tipo de actividad involucrada, el tipo de modalidad de pago (es decir, dinero en efectivo o alimentos), el tipo de trabajo proporcionado y el nivel de intensidad del trabajo.


  En el caso venezolano, una importante fracción de la fuerza laboral del país se encuentra en situación de vulnerabilidad y/o inestabilidad laboral. Los niveles de informalidad se mantienen alrededor de 50% o más, y el desempleo y subempleo alcanzan cifras que rondan el 20% de la población. Adicionalmente, muchos venezolanos han seguido la estructura de incentivos creada por el Gobierno, al dedicarse al arbitraje del diferencial cambiario de diversas maneras y a la reventa de productos escasos, en lugar de hacerlo a trabajos productivos.


  Los programas de obras públicas son un ejemplo de intervenciones que, al igual que las TMC, pudieran implementarse en Venezuela en una segunda fase de medidas relacionadas con reformas en el área de protección social. El retraso en la implementación responde a características inherentes a este tipo de programas que, por una parte, pueden dificultar su ejecución en el corto plazo y, por otra, hacen de la estabilización de la economía un prerrequisito para su implementación.


  Como estos programas tienden a estar asociados a proyectos de infraestructura, su costo puede ser bastante alto, por lo que puede tomar tiempo disponer de los fondos o del financiamiento necesario. Por otra parte, si las obras escogidas son infraestructuras con altos niveles de complejidad, el diseño y preparación de los proyectos de ingeniería puede a su vez tomar tiempo. También es importante contar con niveles adecuados de capacidades de gestión operativa y financiera en los entes públicos relacionados con la ejecución de los programas y las obras.


  Los programas de trabajo público pueden combinar la creación de empleo a corto plazo con el desarrollo de la infraestructura pública, y pueden ser complementados con programas de entrenamiento y capacitación de los empleados y con incentivos al ahorro de los participantes del programa.


  2.3.5 Exoneración de tarifa en servicios públicos


  El objetivo principal de los programas de exoneración de tarifas y becas es reducir las barreras financieras que impiden a los pobres acceder a servicios públicos, tales como servicios de educación y salud. Estos programas generalmente reembolsan a los hogares y/o a proveedores de servicios los gastos efectivos asociados a la prestación del servicio.


  Estos instrumentos están dirigidos a grupos predeterminados de personas que de otra forma no tendrían acceso a estos servicios y se considera que es apropiado aplicarlos cuando:


  
    	Los servicios sociales son proporcionados a niveles de tarifas que pueden excluir a los sectores pobres.


    	Los servicios de salud y educación están disponibles.


    	Existe suficiente capacidad administrativa.


    	Los proveedores tienen acceso a fuentes alternativas de ingresos.

  


  Dado el deterioro en la prestación de servicios públicos en Venezuela y a la merma en la capacidad de ejecución del sector público, este tipo de programas sería posible considerarlos en fases posteriores de las reformas.


  2.3.6 Subsidios generales o universales


  Los subsidios de precios generales o universales son medidas dirigidas a controlar los precios para reducir el costo efectivo pagado por los consumidores. Los principales tipos de subsidios desde una perspectiva de las SSN incluyen subsidios a los precios de los alimentos y subsidios a la energía y a los servicios públicos. En la mayoría de los países los subsidios de precios de los alimentos tomaron, en un principio, la forma de subsidios universales de base amplia y son parte de un esfuerzo general de estabilización de precios.


  En muchos países los programas de subsidios fueron un instrumento popular, ya que se podían introducir de forma rápida y requerían un mínimo esfuerzo administrativo, en particular si eran subsidios indirectos (o generales).


  Los subsidios generales se pueden usar cuando los precios de los productos básicos esenciales son demasiado altos y se necesita una intervención rápida (por ejemplo, después de la aparición de una crisis si existen estructuras adecuadas de mercado).


  En los últimos años, sin embargo, se han planteado las siguientes preocupaciones principales:


  
    	Deben ser usados solo por un tiempo limitado (por ejemplo, durante una crisis).


    	El costo fiscal de las subvenciones impone una carga para la economía, es difícil de predecir y puede llegar a ser insostenible.


    	La mayoría de los programas de subsidios tienden a ser universales y por lo tanto su impacto distributivo es regresivo; es decir, benefician más a los hogares no pobres que tienden a consumir más de una mercancía en términos absolutos.


    	Las subvenciones pueden distorsionar los mercados e incentivos, sobre todo en el consumo de energía.


    	Una vez establecidos, son difíciles de eliminar debido a las presiones de grupos de interés.

  


  Dadas las preocupaciones anteriores, las reformas a estos subsidios han sido cada vez más frecuentes en varios países durante los últimos años. Son experiencias muy valiosas para Venezuela, puesto que reformar el esquema de subsidios creado por el chavismo es obligatorio e inminente.


  El impacto distributivo y los decepcionantes resultados coste-efectividad de los programas de subsidios universales se han convertido en una de las principales preocupaciones de los países en los últimos años, entre los que destacan países latinoamericanos. Es por ello que se ha experimentado con diversos esquemas de reforma de los subsidios para mejorar los efectos distributivos, orientados a la focalización de dichos subsidios. Los objetivos generales de estas reformas son:


  
    	Reducir el número de productos sujetos a las subvenciones.


    	Reducir el número de beneficiarios a través de la introducción de tarjetas de racionamiento con comprobación de recursos.


    	Cambiar la mezcla de productos disponibles. Por ejemplo, subvención solo de productos consumidos principalmente por los pobres.


    	Considerar la posible resistencia que se pueda presentar en contra de la reforma y definir acciones para mitigar estos riesgos.


    	Establecer mecanismos compensatorios y comunicar de forma clara y directa a la colectividad.

  


  3. Avance de los sistemas de protección social en el mundo: experiencias internacionales


  La necesidad de SSN es una preocupación fundamental para los Gobiernos de todo el mundo y para los miles de millones de hombres, mujeres y niños que se esfuerzan por mejorar sus medios de vida. A medida que el interés y el uso de las SSN sigue creciendo, los países se esfuerzan por hacer que las intervenciones de protección social sean más eficaces y buscan integrarlas en sus sistemas generales de protección social y laboral.


  De acuerdo con el Banco Mundial en su reporte The State of Social Safety Nets 2015 (Banco Mundial, 2015), la estructura de las SSN por país se ha vuelto cada vez más compleja. Por ejemplo, un país en desarrollo cuenta hoy en promedio con alrededor de 20 programas de protección social. A partir de 2015, todos los países del mundo registraron al menos un programa de SSN en funcionamiento.


  Las SSN no solo han aumentado en número de programas activos, sino también en el monto de recursos que manejan. Los países de ingresos bajos y medios-altos dedican entre 1,5% y 1,9% del PIB, respectivamente, a estos programas. El gasto total en SSN en 120 países en desarrollo es de 329 millardos de dólares; esta cifra es aproximadamente el doble de la cantidad necesaria para sacar a la gente de la pobreza extrema.


  En la actualidad 131 países, de un total de 157 países que componen la base de datos del Banco Mundial (Aspire), tienen transferencias en especie, específicamente en la forma de alimentación escolar. Esta transferencia fundamental, presente en casi todos los países de bajos ingresos, es también importante en los países de ingresos medios. Pero mientras que los programas de alimentación escolar han existido desde hace mucho tiempo, la tendencia emergente para muchos países es avanzar cada vez más hacia la asistencia basada en dinero en efectivo (transferencias monetarias).


  Las transferencias monetarias están presentes en 130 países, con el crecimiento más rápido registrado en África, donde 40 países cuentan con programas de transferencias monetarias no condicionadas, cifra que casi duplica la de 2010. Dentro de las transferencias no condicionadas se incluyen las pensiones sociales.
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  Los programas de transferencias monetarias condicionadas (TMC) también se han hecho más frecuentes dentro de los sistemas de protección social de los países. Una de las razones de su mayor difusión en todas las regiones del mundo es que cada día aumenta la evidencia de que las TMC tienen efectos positivos en el consumo de los hogares y en la reducción de la pobreza. Por ejemplo, en América Latina, que es la región pionera de este tipo de programas, se registra que el consumo per cápita de las familias beneficiarias en Brasil aumentó 7%, en México en un 8%, y en Colombia en un 10%. Por otra parte, en el programa Chile Solidario han encontrado, a través de evaluaciones de impacto, que en algunas zonas rurales los beneficiarios del programa experimentaron una reducción de la pobreza del 18%, y una disminución de la pobreza extrema del 35%.


  De la misma manera, en los programas de asistencia escolar que han sido sujetos a evaluaciones, los efectos positivos sobre la matrícula escolar encontrados van del 1% al 10%. También se registran mejoras significativas en cobertura de vacunación o visita a centros de salud de niños, niveles de nutrición infantil o trabajo infantil en los grupos beneficiarios.


  4. Consideraciones relevantes al implementar programas de protección social


  Desde hace años se ha avanzado a nivel mundial en la identificación de aspectos claves para el diseño, implementación y seguimiento de sistemas y programas de protección social. Los países que han llevado adelante programas de protección social junto con organismos multilaterales han documentado el diseño e implementación de estos programas y analizado sus resultados y efectos sobre la economía. Estos estudios han servido para identificar las mejores prácticas, así como las causas de resultados insatisfactorios, en todas las etapas de los programas: diseño, implementación y seguimiento.


  Por ejemplo, a nivel de diseño de las SSN, estos hallazgos han permitido avanzar en temas como los mecanismos de focalización, para saber qué tipo de métodos usar para la identificación de beneficiarios según el tipo de programas y en contextos específicos. De esta forma se alcanzan niveles de focalización óptimos para que los recursos dedicados a los programas lleguen a quienes más los necesitan. Otros aspectos relevantes a nivel de diseño de SSN son la definición de los criterios de selección y determinación del tipo de beneficio a otorgar, entre otros.


  A nivel de la implementación, es necesaria una efectiva comunicación a los potenciales beneficiarios y las partes interesadas, para asegurar que conozcan los derechos que les corresponden y las obligaciones que deben cumplir como contraprestación, en caso de que las haya. Esta etapa inicial de la implementación es denominada normalmente como «extensión a los beneficiarios».


  En la etapa de diseño se identifican los grupos objetivo, y durante la implementación el reto es asegurar que quienes fueron identificados como potenciales beneficiarios se inscriban en el programa para que puedan disfrutar de los beneficios previstos. De esta forma, se pueden alcanzar altos niveles de cobertura de los estratos más pobres. En varios países, al crear sus sistemas nacionales de protección social, se establecen vínculos entre distintos programas sociales buscando que las personas más pobres y vulnerables reciban el apoyo necesario.


  En el caso específico de los programas de transferencias monetarias, una consideración importante es el mecanismo de pago a utilizar para asegurar la sincronización, así como la previsibilidad y la transparencia de los pagos. En países de bajos ingresos se han apoyado en las nuevas tecnologías disponibles, como lo es el uso de banca en línea, telefonía móvil y el uso de tarjetas bancarias para los pagos, entre otros.


  Por otra parte, los mecanismos de control y seguimiento son esenciales para el buen funcionamiento de los programas y para contribuir a mejorar su gestión, transparencia y rendición de cuentas. Este punto es y será de importancia en Venezuela, como consecuencia de la opacidad e indicios de corrupción asociados al gasto público total y social.


  Aunque estos temas de control y seguimiento requieren una capacidad administrativa significativa, los organismos internacionales y multilaterales, como el Banco Mundial, pueden brindar asesoría técnica en caso de baja capacidad de gestión de la Administración Pública.


  Uno de los avances logrados en los últimos años ha sido el concientizar que buena parte de los programas de protección social o SSN deben tener una estrategia de salida para dar término a la participación de un beneficiario. Las políticas de salida suelen cubrir la baja involuntaria (por ejemplo, una persona u hogar deja de cumplir las condiciones exigidas) y la renuncia voluntaria al programa. Esto último puede suceder cuando las circunstancias socioeconómicas del beneficiario mejoran y este ya no necesita sus prestaciones, lo que significa que se han cumplido los objetivos del programa. Este concepto de salida está muy relacionado con el de «graduación», esto es, que el hogar ha logrado independizarse económicamente del programa. Hay casos de programas que están dirigidos especialmente a grupos vulnerables, como ancianos o discapacitados, que no tienen estrategias de salida.


  Existen también temas transversales que pueden afectar el resultado de programas sociales, como son el contar con acuerdos institucionales eficaces para responder a los desafíos que plantean las SSN.


  5. Beneficios de un adecuado sistema de protección social


  5.1 Consideraciones de la economía política de las reformas para Venezuela


  
    «Los economistas deben no sólo conocer sus modelos económicos, sino que también entender de política, intereses, conflictos, pasiones –es decir–, la esencia de la vida colectiva. Por un pequeño período de tiempo, usted puede realizar cambios a través de decretos; pero para que ellos persistan, uno debe construir coaliciones y tener gente que los soporte. Es decir, se debe ser un político.»

  


  Así es como el exministro de Finanzas de Chile, Alejandro Foxley (citado por Drazen, 2000) afirmaba que los hacedores de política tienen la necesidad imperiosa de considerar aspectos políticos para lograr un cambio de política pública exitoso y duradero. Esta es una descripción muy acertada de a qué se refiere la economía política de las reformas.


  Por su parte, la literatura de la economía política de las reformas destaca la capacidad de los perdedores potenciales para movilizar y obstruir los cambios de beneficio social en la ausencia de estrategias de mitigación de costos de transición bien elaborados.


  Muchos de los factores que afectan las perspectivas de reforma son claramente exógenos al propio proceso de reforma. Estos incluyen tanto las variables políticas como las institucionales y económicas.


  Distintos estudios ponen de relieve la importancia de los mandatos electorales y la solidez de las finanzas públicas, lo que proporciona un contexto favorable para la realización de reformas estructurales. La importancia de estas variables condicionantes implica que las circunstancias y el tiempo son importantes, pero también que, cuando las condiciones marco no son propicias, las acciones preparatorias pueden sentar las bases para una posterior reforma. Desde este punto de vista, para el caso venezolano lo ideal para emprender un plan de reforma profundo que tenga mayores oportunidades de éxito y apoyo amplio en la sociedad pasa por una transición política que se concrete a través de los canales regulares que establece cualquier democracia.


  La economía política amplía la visión más allá de las consideraciones operativas de las soluciones técnicas para incluir un énfasis en los grupos de interés, las instituciones y los procesos a través de los cuales se negocia y las reglas de juego de las políticas de reforma. La comprensión de la relación entre los cambios inducidos por las políticas de incentivos y sanciones, por un lado, y los cambios en el comportamiento e intereses, por otro lado, permiten a los encargados de llevarlas a cabo participar más eficazmente en las reformas de políticas sociales mediante la incorporación de las perspectivas de los interesados en el diseño e implementación de reformas planteadas.


  Por otro lado, existen otros aspectos relacionados con estrategias y tácticas negociadoras, aspectos comunicacionales, opinión pública y técnica legislativa que han denominado en años recientes microeconomía política. En su conjunto, son temas vitales para alcanzar o no los apoyos necesarios en la sociedad como un todo y en sus distintos grupos de poder para emprender cambios verdaderamente significativos en políticas públicas (económicas, sectoriales y/o sociales).


  En este último punto, el Gobierno chavista fue muy hábil, en particular el presidente Chávez, quien logró «venderles» a los venezolanos innumerables veces un modelo económico radicalmente distinto al que prevalecía, incluso yendo en contra de valores considerados en esos momentos como muy arraigados en la población.


  Un programa completo de reforma de la política social bien planificada, con una adecuada estrategia comunicacional, será clave para generar apoyo a las reformas en el resto de las áreas.


  5.2 Impacto positivo en crecimiento económico y bienestar social


  Los países están invirtiendo en SSN para poder contar con mayores niveles de capital humano en el futuro. La evidencia empírica basada en rigurosas evaluaciones de impacto aumenta año tras año y ofrece nuevas luces sobre el papel transformador de las SSN. Alderman y Yemtsov (2013) ofrecen evidencias de cómo las SSN tienen el potencial para superar las limitaciones en el crecimiento vinculado a las deficiencias del mercado y clasifican en cuatro vías los canales a través de los cuales se generan estos efectos positivos.


  Primero, los programas fomentan la acumulación de activos, al cambiar la estructura de incentivos y hacer frente a las imperfecciones de los mercados financieros causados por las limitaciones en la obtención de crédito y por las asimetrías de información. La superación de dichas fallas ayuda a los hogares a invertir en su capital humano o en bienes de producción. Los autores sugieren que las transferencias directas pueden compensar la falta de acceso al crédito bancario. Segundo, las SSN están ayudando en la gestión del riesgo –tanto ex post como ex ante– que permite superar las fallas en los mercados de seguros, normalmente presentes en contextos de ingresos bajos o situación de fragilidad. Tercero, las SSN fomentan la creación de activos locales compensando la falta de creación de activos en economías locales. Por último, las SSN han mostrado que pueden minimizar algunas restricciones políticas que limitan el avance de cierto tipo de reformas con grandes potenciales de impulso del crecimiento y desarrollo integral de los países.


  Las SSN tienen un doble objetivo que es aliviar la pobreza de manera directa a través de las transferencias a los pobres y desencadenar un mayor crecimiento para los pobres para que sea más inclusivo.


  Otro gran beneficio que generan las SSN es que contribuyen a la cohesión social, aspecto de vital importancia en situaciones de emergencias y/o de fragilidad.


  6. Breve recuento de la política social en Venezuela (1958-2016)


  Las políticas sociales en Venezuela se pueden dividir en cuatro etapas. La primera abarca los años entre 1958 y 1978, desde el inicio del período democrático hasta finales del último Gobierno de Carlos Andrés Pérez I. La segunda etapa, la del estancamiento del modelo rentista, desde el año 1979 hasta 1988. La tercera etapa abarca los años de los intentos de ajustes macroeconómicos entre 1988 y 1998, mientras la cuarta y última etapa comienza con el Gobierno de Hugo Chávez y continúa hasta el día de hoy.


  6.1 La consolidación de la democracia (1958-1978)


  Los partidos políticos dominantes en el período posterior al derrocamiento de la dictadura de Marcos Pérez Jiménez compartían, generalmente, una visión significativamente distinta a la del régimen anterior sobre el uso que debía darse a la renta petrolera. El régimen derrocado había favorecido la inversión en la modernización de la infraestructura física en detrimento de aspectos sociales como la salud o la educación, y Venezuela incluso llegó a ser el país de América con el menor porcentaje del gasto público dedicado a la educación (Maingón, 2006). Las nuevas fuerzas políticas favorecían en cambio la distribución de esta renta para incrementar el bienestar de la población a través del gasto público y, en especial, del gasto social.


  En estos primeros años de democracia, la política social estuvo orientada a cumplir con esa promesa de una mayor participación en la renta petrolera, y el gasto social fue el medio para intentar cumplir de la forma más rápida posible con las aspiraciones y necesidades de una población que aún mantenía altos niveles de pobreza. La política social en esta época se concretó en la ampliación y universalización de los servicios básicos como educación, salud y seguridad social. Según Villasmil (2005), este es el momento en que se consolidó la idea que ha determinado gran parte de la política y la economía de nuestro país hasta la actualidad: la creencia en un Estado rico, paternalista, con el suficiente músculo económico para financiar todas las necesidades de la población.


  6.2 El estancamiento del modelo rentista (1979-1988)


  El modelo rentista perdió la capacidad de seguir sosteniendo el incremento en el gasto social y comenzó a hacer aguas a partir de 1979. Los precios del petróleo alcanzaron en marzo de 1980 un máximo en términos reales que no se repetiría durante treinta años y entraron en una trayectoria de caída prolongada. De acuerdo con Villasmil (2005), aun cuando el modelo ya mostraba signos de agotamiento en la década de los setenta, durante los años ochenta la capacidad de producción petrolera no era la misma, y no se pudo seguir incrementando la participación del Estado venezolano en la renta, como se venía haciendo en años anteriores. Durante esta década el modelo de política social se caracteriza por ser universal y asistencial.


  La caída en los ingresos petroleros hizo insostenible el aparato de protección social y comenzó también el deterioro de los servicios prestados por el Estado. La caída del gasto fiscal y social –el cual, de acuerdo con Puente (2004), era para 1989 la mitad del de 1980– tuvo un profundo efecto en la población, y para finales de 1988 el Gobierno carecía de recursos para hacer frente a las reformas económicas y sociales necesarias.


  6.3 Los años de los ajustes macroeconómicos (1989-1998)


  El Gobierno entrante de Carlos Andrés Pérez toma posesión en un contexto de precios bajos del petróleo, un déficit fiscal de cerca de 10%, un considerable déficit de balanza de pagos, reservas internacionales operativas mermadas, empresas públicas ineficientes y la imposibilidad de mantener el sistema de subsidios generalizados. El programa de ajustes económicos implementado a partir de 1989 buscaba romper con la visión del Estado paternalista que prevalecía desde el principio de la democracia en Venezuela.


  Dentro del marco de los ajustes económicos, la política social de estos años se caracterizó por cambiar del enfoque general, contenido en los diversos subsidios generales como al precio de la gasolina y el tipo de cambio sobrevaluado, hacia subsidios focalizados, dirigidos solamente a los más vulnerables. Este cambio se hizo con el objeto de compensar el impacto de corto plazo de los ajustes económicos, privilegiando programas que atendieran la nutrición, la salud y la educación (Maingón, 2006).


  Se crearon y activaron programas sociales que cubrían diferentes áreas y necesidades, desde becas alimentarias para niños en edad escolar y hogares de cuidado diario hasta los macroprogramas dirigidos a la lucha contra la pobreza, entre otros. Todos estos programas fueron concebidos, en su origen, como acciones de carácter compensatorio y transitorio, a la espera de que el crecimiento económico ayudase a superar la desigualdad en el largo plazo. Eran programas que pretendían que los sectores de más bajos ingresos no desmejorasen sus condiciones materiales de vida a consecuencia de los ajustes macroeconómicos y, por lo tanto, no hubo mayores esfuerzos por formular una política social progresiva, redistributiva ni de carácter universal.


  El plan diseñado contemplaba que el crecimiento económico producto de la liberalización de los distintos mercados sería un importante contribuyente al alivio de aquellos en situación de pobreza. Sin embargo, estos programas solo lograron compensar una porción pequeña de los ingresos y además se implementaron de forma tardía, entre uno y tres años después del comienzo de los ajustes económicos del segundo Gobierno de Pérez (Alvarado, 2003).
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  Luego, en el segundo Gobierno de Rafael Caldera, a partir de 1994, se mantiene la focalización de los programas sociales con algunas reformas parciales, cambios de amplitud o de montos asignados y la inclusión de las «comunidades organizadas» para el seguimiento y control, como se estableció en la estrategia social del IX Plan de la Nación. Uno de los principales defectos de esta política es que la población más pobre no pudo acceder a la atención institucionalizada en las escuelas y ambulatorios (Alvarado, 2002).


  6.4 La revolución bolivariana (1999-2016)


  La nueva Carta Magna de 1999 establece la ampliación de los derechos sociales con respecto a la Constitución de 1961. La función social del Estado se redefine y se establece que será este el que ejercerá el rol principal en cuanto a la garantía de los derechos sociales.


  Aunque el Gobierno de Hugo Chávez declaró su intención de diferenciarse de las gestiones gubernamentales anteriores en todos los ámbitos y en las concepciones de la política social, esa diferencia no pasó de ser solo un tipo de discurso. Esto se evidencia claramente a mediados de 1999, cuando se ratificaron nueve de los catorce programas sociales aplicados por el segundo Gobierno de Caldera; esos programas eran de carácter básicamente compensatorio-asistencial.


  Aun cuando se ratificaron buena parte de los programas sociales de la administración anterior, en el ámbito institucional se eliminaron o se fusionaron varios ministerios con la intención de reducir gastos y aumentar la eficiencia. El impacto de estos cambios en la gestión de la política social fue un aumento de la desarticulación y la debilidad institucional que se venían arrastrando desde los Gobiernos anteriores. Los programas sociales durante los primeros cuatro años del Gobierno no mostraron logros concretos.


  En los primeros años del Gobierno de Chávez se crearon dos instituciones emblemáticas con las que se buscaba concentrar las decisiones y recursos destinados a la política social: el Plan Bolívar 2000 y el Fondo Único Social (FUS). El primero consistió en la participación directa de militares en actividades orientadas a disminuir la pobreza y el hambre. El plan siguió las prácticas de una política social asistencial y focalizada en los más pobres y excluidos. En el año 2001, el plan fue blanco de fuertes acusaciones de malversación de fondos.


  Por su parte, el FUS se creó a finales de 1999 con la intención inicial de fortalecer los programas de desarrollo social y garantizar que los recursos destinados al sector social llegasen a la población en situación de pobreza y no se quedaran en el camino de la burocracia. El objetivo del FUS fue el de aumentar la eficiencia en la ejecución y cobertura de los programas sociales existentes, para así eliminar la gran desarticulación institucional que reinaba en el sector social. Fue el primer intento dirigido a ordenar la política social, pero, como comentamos con anterioridad, la desarticulación institucional se acentuó.


  Como respuesta a la polarización política que caracterizó al país entre los años 2002 y 2003, junto al deterioro de la popularidad del presidente Chávez y su Gobierno, nacieron las misiones sociales bolivarianas. Desde finales del año 2003, el Gobierno inició un acelerado plan de acción que buscaba la creación de nuevas estructuras políticas, sociales y económicas que le permitieran su consolidación política. La política económica y social estaba supeditada (y lo sigue estando) fundamentalmente a objetivos políticos y electorales.


  Durante el Gobierno de Chávez tampoco se pudo romper la estrecha relación entre el gasto social con los precios del petróleo ni la resultante dependencia de la política social en Venezuela de los ingresos petroleros.
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  El Gobierno Nacional ha tenido que dedicar cada vez mayor parte de sus egresos a sostener estos programas sociales, pero con menor impacto en la población. En el período 2010-2015, el Gobierno Central dedicó en promedio 50% de su presupuesto final al gasto social, cuando en 1997 era 38%. A pesar de este aumento, de acuerdo con información de la Onapre, en 2015 el nivel real de gasto social por habitante era prácticamente igual al de 1997.


  Las misiones llegaron a ser 38, ampliando la cobertura de la política del Gobierno a casi todas las áreas sociales existentes. Una característica importante de las misiones ha sido la participación de la Fuerza Armada Nacional, la cooperación cubana y el uso de las misiones como medio para la difusión de la ideología mantenida por la revolución bolivariana.


  Otra de las principales características de las misiones son sus diversas fuentes de financiamiento: los ingresos ordinarios del Gobierno, las contribuciones del Fondo Chino y PDVSA. En el caso de PDVSA, la empresa petrolera estatal venezolana, según sus cifras oficiales, ha contribuido con 248,2 millardos de dólares al desarrollo social entre 2001 al 2015, de los cuales 53% fueron destinados directamente a las misiones y el resto al Fondo Chino y al Fonden (desde donde gran parte de estos recursos fueron destinados igualmente a las misiones).


  Las misiones han estado generalmente orientadas al corto plazo, y la creación de cada una fue un proceso improvisado que en muchos casos respondió a órdenes espontáneas del presidente Chávez o a emergencias coyunturales. La improvisación se mantiene una vez que la misión ya está en marcha, ya que la mayoría del presupuesto de las misiones no está incluido en el Presupuesto Nacional preparado cada año. Su financiamiento es entonces discrecional, depende de créditos adicionales y de fondos parafiscales y es altamente dependiente de los ingresos petroleros. Adicionalmente, es poca o nula la coordinación entre las distintas misiones.


  La opacidad del Gobierno con la información referente a las misiones dificulta comprobar, hacer contraloría y seguimiento al uso de estos fondos, lo que obstaculiza la evaluación de estas políticas. La poca información de la que se dispone corresponde a anuncios del Gobierno de dudosa credibilidad, generalmente orientados a propaganda política. El aspecto político es prevalente en las misiones, las cuales se utilizan como mecanismo de chantaje durante campañas electorales, siendo entonces programas altamente politizados, llegando al punto de excluir a personas por motivos políticos.


  Las misiones no han sido integradas de manera uniforme a la estructura del Poder Ejecutivo. Mientras unas están adscritas (al menos nominalmente) a ministerios relacionados con su área de acción, otras operan de manera independiente o están adscritas a la Vicepresidencia. Por ejemplo, la Misión Robinson, de alfabetización, está adscrita al Ministerio de Educación, mientras que la Misión Milagro, que atiende a personas con problemas en la vista, está adscrita a la Vicepresidencia y no al ministerio relacionado con su área, el Ministerio de Salud.


  En cuanto a resultados positivos, se puede mencionar la identificación de cada déficit social y asignación de una política concreta para cada uno (España, 2015). Pero incluso si se les pudiera atribuir algún efecto positivo cuantificable a las misiones, de acuerdo con los estimados de Encovi, el 75,6% de la población se encuentra en situación de pobreza en el año 2015, un retroceso a niveles incluso mayores a los de los años anteriores a la Revolución Bolivariana y la creación de las misiones. En cuanto al sector salud, en el cual se enfocan varias de las misiones, los números también son poco alentadores. De acuerdo con el Observatorio Venezolano de la Salud[60], en el año 1995 había en Venezuela 46.000 camas hospitalarias, de las cuales 36.000 dependían del sector público; el número de camas se ha reducido a 29.700 en la actualidad, de las cuales 21.700 dependen del sector público. Las cifras de esta organización también indican que la tasa de mortalidad infantil ha aumentado recientemente a 18,7 por cada 1000 nacidos vivos, comparado con una tasa de 15,5 hace pocos meses.


  Una de las principales debilidades de las misiones son su falta de focalización y procesos de identificación de la población objetivo. En la gran mayoría de las misiones puede participar todo el que así lo quiera: solo debe trasladarse al lugar en el que se presta el servicio y anotarse en la lista correspondiente. La estrategia típica –y a veces la única– de focalización es la selección de la ubicación del lugar donde se prestan los servicios o se registra el deseo de participar.


  Estas fallas producen como resultado pobres niveles de focalización y cobertura. En cuanto a lo primero, de acuerdo con España, Morales y Barrios (2016), usando cifras del Encovi del año 2015, el 59,5% de los beneficiarios de las misiones no son pobres (según necesidades básicas). Esta cifra disminuye a 36,5% cuando consideramos también los pobres por ingreso. En cuanto a la cobertura, los autores reportan que solo el 33,7% de los pobres por necesidades básicas insatisfechas (NBI) son beneficiarios de las misiones sociales y la cobertura disminuye hasta 25,6% cuando incluimos a los pobres por ingresos.


  7. Venezuela, más parecido a un país frágil y/o en conflicto que a uno «normal»


  Desde hace años existe un interés creciente por entender lo que han denominado países en situación de fragilidad, sus características e implicaciones en el diseño de estrategias de desarrollo.


  En líneas generales, cuando se habla de que un país se encuentra en situación de fragilidad se refiere a que ha entrado en una dinámica de deterioro tan acentuado que ha ido colapsando de forma generalizada y difícilmente tendrá capacidad para recuperarse o «salir a flote» sin apoyo externo, ya sea vía mediación de la comunidad internacional, financiamiento, asesoría técnica y/o ayuda humanitaria de organismos internacionales o países.


  Dicho colapso puede variar sustancialmente de caso en caso, aunque podemos enumerar características generales como son baja capacidad administrativa del Estado, inestabilidad política significativa, políticas represivas por parte del Estado, deterioro acentuado en el bienestar de los habitantes, pérdida de control territorial y/o situaciones de conflicto.


  Dentro de los esfuerzos realizados por entender este tipo de Estados, en 2014, la OECD y el Centro Internacional de Cooperación de la Universidad de Nueva York (NYU-CIC por sus siglas en inglés) publicaron un informe llamado «Estados de fragilidad», en el que definían una metodología para calcular los niveles de fragilidad de los países del mundo, diferenciándose de estudios anteriores enfocados solo en analizar un listado restringido de países considerados frágiles sin considerar la gradualidad de su fragilidad. La publicación de la OECD, liderada por el NYU-CIC, presenta un nuevo marco de seguimiento multidimensional que incluye cinco aspectos de la fragilidad: violencia, justicia, instituciones, fundamentos económicos y resiliencia.


  En la segunda edición del informe, del año 2015, de los más de 200 países y territorios incluidos en el estudio, Venezuela se encuentra entre los 50 países más frágiles del mundo. De las cinco dimensiones, en tres dimensiones nos encontramos entre los peor evaluados: violencia, justicia e instituciones. Cabe señalar que las cifras usadas para el último reporte son de 2014. Al hacer el ejercicio de actualizar las cifras de Venezuela para 2015 y usar estimaciones de 2016 y 2017, encontramos que para el año 2015 Venezuela ya aumentaba a cuatro las dimensiones en las que colapsaba (se incorporó la de fundamentos económicos), y para el año 2016 podríamos estar entrando al grupo de «países frágiles», los cuales están en la cola de desempeño en las cinco dimensiones.


  [image: img060]


  El hecho de que Venezuela haya alcanzado un nivel de fragilidad tan acentuado tiene varias implicaciones. Por una parte, se hace más evidente que el país muy difícilmente podrá salir de la crisis en la que está inmersa sin apoyo internacional, ya sea vía financiamiento de multilaterales o de China, donaciones humanitarias o de cualquier otra forma de apoyo. Además, crea unas condiciones particulares en el plano social, las cuales establecen la necesidad de estrategias muy específicas que tomen en cuenta la debilidad generalizada para emprender reformas y asegurarse de alcanzar los objetivos planteados.


  A nivel de organizaciones multilaterales, desde hace años se ha buscado desarrollar estrategias específicas para participar y trabajar mejor con Estados frágiles, basados en un adecuado entendimiento de las condiciones particulares de los países en esta situación. Consideramos conveniente aprovechar esa experiencia y aprendizajes acumulados para así minimizar los errores cuando en Venezuela se tomen las medidas de emergencia y se emprendan las reformas necesarias para superar la crisis actual. Más adelante, cuando hablemos de las recomendaciones para Venezuela, tomaremos en cuenta estas estrategias recomendadas para países en situación de fragilidad.


  7.1 Particularidades al ser Venezuela un país en situación de fragilidad


  El estudio de OECD sobre países en situación de fragilidad mencionado anteriormente recomienda que, para superar esas condiciones, es necesario enfocarse en alcanzar las metas de peace-building, o construcción de la paz; y de state-building, o construcción del Estado. Las metas de peace-building y state-building son cinco:


  
    	Política legítima: promover acuerdos políticos inclusivos y resolución de conflictos.


    	Seguridad: establecer y fortalecer la seguridad de las personas.


    	Justicia: abordar las injusticias e incrementar el acceso de las personas a la justicia.


    	Bases económicas: generar empleos y mejorar condiciones de vida y sustento.


    	Ingresos y servicios: manejar los ingresos y construir la capacidad de proveer servicios justos y que rindan cuentas.

  


  En el caso venezolano podemos pensar en un objetivo de estas metas como la construcción de confianza en el Estado: que la población vea en el Estado un ente que existe para asegurar unas condiciones mínimas de vida para los menos favorecidos (vía políticas de protección social y laboral), y que estas condiciones son la base para alcanzar la independencia de la población respecto al Estado.


  Existe hoy una falta de confianza de los venezolanos hacia el Estado como consecuencia del modelo de excesiva intervención estatal en todos los aspectos de la vida de las personas y del fracaso de las políticas gubernamentales, que han colocado a una gran mayoría de la población en un estado de vulnerabilidad extrema.


  Ante la crisis, el Estado ha dejado a la población en situación de indefensión y no ha prestado protección. Como se ha dicho antes, las deficientes misiones sociales, que son los principales programas sociales del Gobierno (sin ser programas de protección), alcanzan a fracciones muy bajas de quienes necesitan asistencia, y su focalización y cobertura son muy pobres.


  Aun cuando las políticas sociales por sí solas no pueden atender las cinco metas de peace-building y state-building, sin duda guardan relación con el alcance –y serán una parte importante de él– de cada una de las cinco metas, y de prestar urgente atención a una población que ha sido prácticamente abandonada por la falta de respuesta del aparato gubernamental.


  En una primera etapa, de atención de emergencia, uno de los objetivos debe ser entonces el de llevar hasta un mínimo de condiciones de vida a la mayor cantidad de la población vulnerable que sea posible e ir así reparando la falta de confianza en el Estado.


  Como podemos ver en las cinco metas, el peace-building y state-building no solo están relacionados con aspectos sociales, sino también económicos. Las reformas deben buscar tanto la reivindicación social como también la superación del entorno adverso y excluyente a los negocios y al emprendimiento en el país.


  8. Recomendaciones de política pública


  8.1 Programas sociales recomendados


  La crítica coyuntura que atraviesa Venezuela actualmente exige que cualquier programa económico y de protección social para Venezuela –ya se denomine de ajuste, estabilización y/o reforma– necesariamente deba ser implementado en etapas. Las etapas se ordenan de manera que las primeras atiendan los problemas más urgentes (asociados con profundos problemas en aspectos básicos, como disponibilidad de alimentos y medicinas) y los susceptibles de cambios en el corto plazo con la aplicación de las políticas adecuadas. Las etapas posteriores, aun cuando atienden problemas importantes, requieren mayor tiempo de planificación. Los programas asociados son más costosos y requieren la acumulación de fondos o financiamiento de largo plazo y/o el establecimiento de sistemas de protección permanentes y no coyunturales. En la medida en que avanzamos de una etapa a otra, los programas mencionados requieren mayor capacidad administrativa y de control, y aumenta a la vez el nivel de focalización hacia una población objetivo particular.


  Los programas aquí sugeridos deben considerarse parte de un plan mínimo necesario. Existen otros problemas, y otras poblaciones vulnerables, que los siguientes programas podrían no cubrir. A su vez, estos programas prevén que otros esfuerzos, paralelos o conjuntos, se realicen para regularizar el abastecimiento y el costo de alimentos y medicinas, así como la provisión de servicios públicos como el agua, la electricidad, el transporte público, el aseo urbano y la seguridad ciudadana. Del mismo modo se prevé que se evalúe la pertinencia de gestionar recursos/apoyo del exterior.


  Un aspecto importante a tener en cuenta son las consecuencias del levantamiento de los controles de cambios y precios, lo cual puede determinar en buena medida las necesidades que deben atender los programas de protección en la etapa inicial, así como el tamaño de la población objetivo. La restitución del sistema de precios es un complemento absolutamente necesario para que los programas de transferencias monetarias (condicionadas y no condicionadas) tengan un impacto positivo. Mientras no haya un sinceramiento de los precios difícilmente se podrán combatir los problemas creados por la destrucción del sistema de precios como lo son: el contrabando de extracción y la reventa de bienes básicos en mercados secundarios. Esto, aunque de vital importancia, escapa al alcance de este trabajo[61].


  8.1.1 Primera etapa: atender la emergencia


  La primera etapa debe atender los temas más urgentes, en particular los que se refieren a la crisis humanitaria y la satisfacción de las necesidades básicas, la paralización del aparato productivo con el consecuente colapso de la oferta de bienes, y la prestación de los servicios públicos básicos. Para atender estos problemas con celeridad se deben tomar medidas que puedan brindar resultados en el corto plazo.


  Los programas de la primera etapa serán también los llamados a iniciar la reconstrucción de la confianza en el Estado como ente de protección, de la promoción del desarrollo del individuo y fuente de cohesión social.


  8.1.1.1 Programa de transferencias monetarias no condicionadas


  Como se ha dicho antes, las transferencias monetarias son efectivas en atender las necesidades básicas de la población objetivo y en permitirle mantener niveles mínimos de sustento y condiciones de vida. Dada la crisis humanitaria que el país atraviesa, se debe atender inmediatamente la insuficiencia de ingresos de la población para comprar alimentos y medicinas.


  Se propone la implementación de un programa de transferencias sin condiciones, ya que estos son de más fácil y rápida implementación que los programas con condiciones. Un punto relevante es el concerniente a la selección de los beneficiarios, que depende sustancialmente en la disponibilidad de estadísticas sociales. Parte de esos datos necesarios, aunque no públicos, diversos organismos públicos –entre los que destaca el INE– los han continuado levantando y analizando. Siempre y cuando esa información no se pierda de cara a una eventual transición política dentro del Gobierno actual u otro, será información vital para las primeras etapas de cambios.


  Adicionalmente, los programas condicionales requieren capacidades de administración, control y seguimiento que no pueden ser garantizados por la Administración Pública actualmente. Otra restricción importante de los programas condicionales es que se debe contar con servicios públicos –en especial los de salud y educación, que son los típicamente utilizados en las condiciones– con suficiente capacidad para atender y hacer seguimiento a los beneficiarios del programa. Los servicios de salud y educación han sido severamente afectados por la crisis actual, y en particular los servicios de salud, dada la escasez de insumos, recursos financieros y personal calificado.


  8.1.1.2 Medios de pago alternativos, más allá de la bancarización


  Tradicionalmente el mecanismo de las transferencias monetarias puede realizarse con depósito en una cuenta bancaria o con abono al saldo de una tarjeta de débito emitida especialmente para el programa. El programa puede ser una oportunidad para incorporar al sistema bancario (o «bancarizar») a personas que no cuentan con instrumentos de captación, que son el 35% de la población mayor de 18 años, de acuerdo con la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras. Sin embargo, dada la urgencia de atender a la población objetivo y la alta proporción de personas fuera del sistema bancario (en particular los más vulnerables), se deben considerar e implementar otros medios de pago alternativos.


  Existen en varios países medios de pago que hacen uso de la telefonía celular. En Venezuela, de acuerdo con Conatel, la telefonía celular tiene una penetración mayor al 95%; un punto de partida superior al de los bancarizados. Los sistemas de pagos móviles (SPM) permiten al usuario recibir y utilizar fondos usando como única referencia su número telefónico y pueden vincularse o no a cuentas bancarias. Todas las operaciones se realizan con mensajes de texto; pueden hacer pagos a otras personas (incluidos comercios) utilizando mensajes de texto, hacer transferencias a otras personas, pagar servicios y retirar dinero en efectivo en comercios o agentes afiliados al SPM. Estos sistemas ya están en funcionamiento en Bolivia y Perú, donde se conocen como Billeteras Móviles. Además de servir como medio de pago y mecanismo de inclusión financiera, los SPM disminuyen la dependencia del dinero en efectivo y reducen los riesgos asociados al manejo de efectivo, puntos que son relevantes en una economía inflacionaria como la venezolana.


  Los SPM son utilizados por reconocidos programas de transferencias monetarias en todo el mundo. La ONG GiveDirectly –la cual otorga transferencias no condicionales en Uganda y Kenia en lo que es considerado uno de los programas mejor administrados del mundo– utiliza un SPM para los pagos.


  Como punto de partida, es necesario establecer un marco legal y regulatorio adecuado para que los SPM alcancen su capacidad potencial.


  8.1.1.3 Programas de alimentación escolar


  Este programa comprendería la operación de comedores gratuitos en escuelas públicas a nivel de guardería, preescolar, primaria y bachillerato. El sistema de educación pública ya cuenta con comedores gratuitos o subsidiados, y tienden a estar ubicados en zonas tradicionalmente vulnerables, pero estos han sido afectados por la actual crisis y la escasez de alimentos.


  Diversos reportajes en la prensa han dado cuenta del deterioro o cierre de muchos de estos servicios y de la baja calidad y densidad nutritiva de los alimentos ofrecidos. En la primera etapa de los programas sociales para atender la crisis se debe recuperar la operación de estos comedores, para así aliviar la carga financiera de las familias de menos recursos y asegurarse de que los niños reciban al menos dos comidas nutritivas cinco días a la semana. En el primer año se debe estudiar la factibilidad de mantener abiertos los comedores incluso en períodos de vacaciones, como lo hizo la Gobernación del Estado Miranda en sus escuelas públicas durante el período de vacaciones del año 2016.


  Además de atender a un grupo de la sociedad considerado vulnerable, como son los niños, un argumento adicional para emprender iniciativas enfocadas en niños y adolescentes se basa en los estudios del premio Nobel de economía James Heckman, en donde afirma que el retorno de inversión social es mayor mientras menos edad tienen los beneficiarios, por lo que, además de la alimentación escolar, los esfuerzos relacionados con la salud y la formación de los niños tendrán un impacto positivo significativo en la generación de bienestar social a futuro.


  8.1.1.4 Programa de distribución de alimentos


  Aun cuando se logre una alta cobertura de la población objetivo en el programa de transferencias monetarias no condicionadas, hay zonas rurales de nuestro país que no cuentan con fácil acceso a alimentos y medicinas, o a servicios bancarios y de telefonía móvil. Ya sea por su distancia de centro urbanos o pueblos de mayor tamaño, o por dificultad de acceso, el abastecimiento de alimentos y medicinas es muy deficiente. Como ejemplos, podemos mencionar las zonas en el oeste del estado Zulia, en el este del estado Sucre y en el sur del estado Apure. Estas comunidades pueden ser atendidas con un programa focalizado de abastecimiento de alimentos, los cuales pueden ser vendidos a precios subsidiados.


  Para garantizar la exitosa implementación de este tipo de programas, se deben considerar los patrones de consumo y preferencias de las zonas objetivo, así como evaluar si existe algún tipo de fallas de mercado que limiten al sector privado de funcionar eficientemente a través de transferencias monetarias.


  8.1.1.5 Alianzas con ONG y el sector privado


  Para la exitosa implementación de los programas de la primera etapa, así como de los subsiguientes, el Estado debe formar alianzas y tender puentes hacia el sector privado y hacia el sector sin fines de lucro. Ambos cuentan con un acervo de conocimientos, experticia y capacidades que puede ser de gran utilidad en los programas de protección social. Estas alianzas establecidas en la primera etapa pueden extenderse a programas de las siguientes etapas. Este tipo de acercamientos estarían relacionados con los objetivos de construcción de paz y confianza (peace-building) que comentamos con anterioridad.


  Las ONG y los organismos sin fines de lucro en el país han acumulado años de experiencia en la atención de personas en estado de vulnerabilidad, así como en la atención de los problemas que los programas de protección social buscan atender. La Fundación Bengoa para la Alimentación y Nutrición y el Centro de Atención Nutricional Infantil Antímano, por ejemplo, tienen una amplia experiencia en la atención de la nutrición de todo tipo de personas y poblaciones y en el seguimiento de programas con componentes sociales. La experticia de estas y otras organizaciones puede ser valiosa para el diseño de los programas, así como para el entrenamiento y la capacitación del personal de la Administración Pública (transferencia de conocimiento).


  En cuanto a empresas privadas, el Gobierno podría subcontratar temporalmente a empresas con amplias redes de distribución en el país, el transporte de los alimentos en los programas de abastecimiento focalizado; esto en zonas alejadas de los centros urbanos y de difícil acceso. Un esquema de este tipo será sustancialmente menos costoso y más eficiente que mantener un aparato público viciado.


  8.1.1.6 Alcance y costo


  Las estimaciones de costos dependerán necesariamente del resultado de estudios que permitan determinar el número de personas por atender. En España et al. (2016), estiman que el mínimo sería de 9,4 millones de personas si solo se toman en cuenta los pobres por NBI, y de 19,4 millones si a estos se les suman quienes no son pobres por NBI, pero sí por ingresos. Esto equivale al 63% de los hogares del país. Estas estimaciones están basadas en las cifras de Encovi del año 2015, y podemos tomarlas como una aproximación. Sin embargo, el diseño apropiado de programas de protección social requerirá el acceso a información estadística que hoy en día el Gobierno no ha publicado.


  Además, se requieren mediciones adicionales a las tradicionales. Un ejemplo de esto serían las estimaciones de la severidad de la pobreza por área geográfica. La severidad de la pobreza se refiere a qué tan lejos están los pobres de la línea de pobreza. En la medida en que estén más alejados, o sea, que sean pobres más extremos, mayor será la necesidad que tendrán.


  En lo referente al monto de la transferencia, esta debería ser estimada de modo que permita cubrir las necesidades básicas de sustento, de acuerdo con la severidad. España et al. (2016) sugieren la misma consideración y ofrecen tres opciones para el cálculo: de acuerdo con la línea internacional de la pobreza calculada por el Banco Mundial (1,25 dólares por día, por persona), según el valor de la canasta alimentaria familiar calculada por el Cendas-FVM o de acuerdo con una canasta que cubra los requerimientos nutritivos mínimos. Cabe destacar que si el INE ofreciera las estadísticas oficiales sobre la Canasta Normativa de Alimentos, así como de la Encuesta de Hogares, se podría estimar el tamaño de la población objetivo y el valor de la transferencia utilizando esa información oficial.


  En el caso de que se implementase un programa de transferencia monetarias, de nuevo usando como base los estimados de España et al. (2016), una transferencia monetaria de 1,25 dólares estadounidenses por día (la línea internacional de pobreza) equivaldría a un costo anual para el Estado de 8,9 millardos de dólares, suponiendo una severidad máxima. Esta cifra se puede tomar como un punto de partida tope para el primer año del programa, ya que se espera que –dado que la mayoría de los pobres en el país son pobres por ingresos y no por necesidades básicas– el aumento del ingreso nacional, gracias un conjunto de reformas económicas, permita a un buen número de pobres por ingreso superar esta situación. Esto reduciría considerablemente el costo del programa en los años subsiguientes. A modo de comparación, un programa de transferencias que solo atienda a los pobres por necesidades básicas, con una transferencia por el mismo monto, costaría 4,3 millardos de dólares por año.


  8.1.2 Segunda etapa: desarrollo del capital humano


  La segunda etapa se dedicará a la estabilización de las poblaciones pobres y vulnerables, con programas enfocados en el desarrollo del capital humano y no solo en atender necesidades mínimas. En la medida en que se haya avanzado en el desarrollo de capacidades del Estado (state-building) en la primera etapa, se impulsará a nivel nacional con programas de transferencias monetarias condicionadas.


  8.1.2.1 Programa de transferencias condicionadas


  Este programa puede ser una extensión del programa no condicionado sugerido en la primera etapa. Se espera que un buen número de los pobres por ingresos (coyunturales) que fueron atendidos en el programa no condicionado se «gradúe» de este una vez que sus ingresos aumenten conforme se estabiliza la economía del país. La mayoría de los beneficiarios restantes en el programa serán entonces pobres por NBI y se espera que sean beneficiarios del programa por lapsos más largos.


  En este nuevo programa, o segunda etapa del programa no condicionado, se incluirían condiciones relativas al uso de los servicios de educación y salud. En el caso de hogares con menores de edad, la participación en el programa puede estar condicionada a la asistencia de los niños y adolescentes al colegio (imponiendo un porcentaje mínimo de asistencia). Los niños también deberán asistir a consultas de medicina preventiva al menos dos veces al año y estar vacunados.


  En el caso de hogares sin menores de edad, pero con adultos en capacidad de trabajar, las condiciones pueden estar vinculadas a la asistencia a programas de entrenamiento y capacitación para el trabajo, participación en programas de búsqueda de empleo y/o programas de empleo temporal en la Administración Pública o en proyectos de obras públicas. Estas últimas propuestas podrían requerir modificaciones puntuales en la regulación laboral vigente.


  8.1.2.2 Programa de trabajo público (infraestructura social)


  Para atender el doble propósito de crear puestos de empleos de mano de obra no calificada y recuperar la infraestructura vinculada a la atención social (salud, educación, etc.), se puede implementar un plan de rehabilitación de infraestructura pública. En esta etapa, se prestaría mayor atención a estructuras existentes, pero en mal estado, y a proyectos que ya se han comenzado, pero cuya construcción fue abandonada por falta de recursos. En particular, se sugiere atender la rehabilitación de escuelas y de centros de asistencia de salud, como ambulatorios y hospitales.


  Este programa puede requerir una inversión importante de fondos, como por lo general lo requieren la rehabilitación y construcción de infraestructura. Es por esto que su implementación muy probablemente tendrá como prerrequisito que el Gobierno logre obtener financiamiento externo para un plan de ajustes y estabilización. Este tipo de programas tiende a estar vinculado con programas de entrenamiento y capacitación para el trabajo.


  8.1.3 Tercera etapa: reformas estructurales


  Con un horizonte temporal mayor, en esta etapa se debe buscar sentar las bases de un sistema de protección laboral, con el objetivo de impulsar la independencia económica y el desarrollo integral de los beneficiarios. Se busca en esta etapa ofrecer redes de protección social y laboral en un mayor número de coyunturas o situaciones. Igualmente, se busca atender a personas que no solo formen parte de las poblaciones objetivo de los programas de protección tradicional (grupos vulnerables, niños y ancianos), sino también de personas que pueden caer en situaciones de vulnerabilidad sin ser elegibles para programas tradicionales de protección. Por ejemplo, personas mayores que aún no alcanzan la edad necesaria para recibir pensiones (o no tienen las cotizaciones necesarias), pero tienen dificultades para conseguir y mantener un empleo.


  El establecimiento (o mejora) de estos programas puede requerir iniciativas legislativas, así como la reforma de instituciones ya existentes.


  Por otra parte, un objetivo adicional en esta etapa es el de establecer un verdadero sistema de formación técnica y profesional que impulse el desarrollo de capital humano, empodere a una porción cada vez mayor de la población venezolana y aporte a una mejora sostenida de la productividad laboral.


  8.1.3.1 Relanzamiento y reforma de programas/institutos de capacitación y formación para el trabajo


  Con el objetivo de proveer a la población de la oportunidad de adquirir conocimientos y capacitación laboral que le permita alcanzar mejores condiciones de vida, es necesario relanzar y reformar el Instituto Nacional de Cooperación Educativa (INCE). Este instituto puede convertirse en un instrumento de protección para aquellos, en edad laboral, que no califican para otros programas de atención.


  El INCE puede permitir el cambio de oficio para aquellos que no consiguen empleo en sus actividades económicas, o para los jóvenes que no puedan o no quieran recibir educación universitaria después del bachillerato. Adicionalmente, la capacitación laboral en el INCE puede ayudar a las personas a navegar el siempre cambiante mundo laboral y tecnológico, y otorgarles mayor flexibilidad y versatilidad en su vida laboral y emprendedora, por lo que es necesario que se dé una revisión exhaustiva de los objetivos, carreras/oficios y pensa de la institución.


  Por último, la capacitación en el INCE o en programas similares puede utilizarse como condición en los programas de transferencias condicionadas o ser el vehículo que facilite esta graduación.


  9. Conclusiones


  Luego de haber realizado un sucinto recuento de la evolución de las alternativas de política y protección social en el mundo en los últimos años, y de haber esbozado muy brevemente la situación social de Venezuela en la coyuntura actual, queda claro que la necesidad de realizar cambios profundos en la estructura de la política social de Venezuela es impostergable.


  Al igual que el resto de áreas en las que es necesario emprender reformas estructurales, se establece la disyuntiva entre la secuencialidad de las reformas o no. Como vimos en una de las secciones precedentes, existen aspectos de economía política imprescindibles para el diseño e implementación de políticas públicas, en particular en el caso de las políticas sociales, dado el deterioro socioeconómico de los últimos años. Es importante tomar medidas inmediatas para procurar que la población acepte y apoye el plan general de reformas.


  Adicionalmente, en el caso de las políticas de protección social es necesario incorporar el aspecto moral a la ecuación de variables consideradas. Con esto nos referimos a que la atención de la crisis humanitaria debe formar parte integral de la primera etapa de reformas, por cuanto no es moralmente aceptable que la población deba esperar que se materialicen los frutos de la estabilización de la economía y la reactivación de la capacidad productiva para que el bienestar de los ciudadanos alcance unos niveles mínimos aceptables.


  Aunque, como hemos dicho, no hay cifras oficiales que confirmen lo crítico de la situación, hay estudios privados que muestran graves problemas en temas básicos como lo es el consumo de alimentos. En un estudio de opinión solicitado por la Asamblea Nacional a la encuestadora More Consulting, se refleja que, para el mes de agosto de 2016, 55,8% de la población venezolana comía dos veces al día o menos y 14% de la población comía solo una vez diaria, lo que llevaba a que en promedio hubiera una brecha de 25-30% entre los requerimientos diarios de alimentación y lo efectivamente disponible.


  La crisis actual amerita que se tomen medidas inmediatas, pero con objetivos tanto de corto como de mediano y largo plazo. En la medida en que transcurra el tiempo y en Venezuela no se tomen las decisiones que conduzcan a solventar la causa-raíz de los problemas que nos aquejan, la recuperación económica llevará más tiempo y esfuerzo, la debilidad institucional se acentuará todavía más y la población verá su bienestar deteriorarse más aún.
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  Propiedad, libertad e inclusión. Aportes para el debate público

  Roberto Casanova


  1. Introducción


  Este es un ensayo conectivo[62]. Se propone comunicar, en lo relativo a la propiedad privada, las reflexiones e investigaciones de pensadores y expertos, por una parte, con los requerimientos argumentativos de políticos y decisores, por la otra. La comunicación fluida y oportuna entre tales sectores es de vital importancia para enfrentar importantes problemas públicos. El ensayo es igualmente conectivo al vincular entre sí, también con respecto a la propiedad privada, reflexiones provenientes del derecho, la historia, la ética, la economía y la política. Adopta, pues, un enfoque interdisciplinario, imprescindible para comprender asuntos complejos. El resultado de este esfuerzo conectivo es un guion útil, se espera, para el debate público sobre la propiedad privada. Presenta una gran cantidad de ideas de una manera accesible al lector no especializado. Aspira a suministrarle, para decirlo en forma coloquial, «todo lo que debe saber sobre la propiedad».


  El propósito último de este ensayo es argumentar en favor de una sociedad en la que el derecho de propiedad sea promovido y respetado y en la que la mayor parte de los ciudadanos tenga posibilidades reales para crear un patrimonio para sí y para su familia. El respeto a los derechos de propiedad y democratización de la propiedad son ejes fundamentales para que la libertad individual y la paz social sean una realidad. A lo largo de nuestra historia el derecho a la propiedad ha sido reconocido solo a medias y la propiedad ha estado concentrada en manos de un pequeño porcentaje de la población y, sobre todo, en el Estado. En momentos en los que en Venezuela se plantea la necesidad de dar forma a una visión esperanzadora, incluyente y factible de nuestro futuro como nación, la reflexión sobre estos temas nos parece ineludible.


  El ensayo se inicia con algunas precisiones conceptuales y un breve recuento histórico de la evolución de la propiedad privada. Luego esboza diferentes dimensiones del debate doctrinario en torno a la propiedad, debate que no por viejo está cerca de resolverse. A continuación resume hechos importantes con respecto a la propiedad privada en el marco de la revolución socialista venezolana. Culmina con un conjunto de propuestas que, a nuestro juicio, deberán ser parte fundamental del reto de reconstrucción que la sociedad venezolana pronto deberá asumir.


  2. Aspectos generales


  2.1 Algunas definiciones necesarias


  Propiedad privada es un término engañosamente simple. Debe diferenciarse, para empezar, entre aquello que puede calificarse como propio y el derecho de propiedad del que un sujeto es portador. Una cosa es, por ejemplo, una vivienda y otra el derecho de propiedad sobre ella. Es por eso que puede afirmarse que una persona puede ser muy pobre, pues no posee propiedades, pero no por eso le está siendo negado el derecho a la propiedad. (Otra cosa es, como se verá, que la pobreza de una mayoría ponga en riesgo las propiedades de quienes más tienen e, incluso, el derecho a la propiedad como institución).


  Para una respetable tradición, la noción de propiedad, en el primer sentido aludido, debe aplicarse, ante todo, a la dimensión corporal de cada quien. La propiedad se refiere, sin embargo, de acuerdo con un uso más habitual del término, a bienes materiales como inmuebles, maquinarias, joyas o autos y a activos financieros como dinero en efectivo, depósitos bancarios o acciones. Es cada vez más importante también la consideración de creaciones intelectuales y artísticas como bienes intangibles propiedad de sus creadores.


  El llamado derecho de propiedad, por su parte, es la facultad para usar un activo de la manera que se considere más conveniente, para disfrutar los excedentes que puedan derivarse de su uso y para disponer del mismo de cualquier forma (vendiéndolo, arrendándolo, regalándolo, dejándolo en herencia e, incluso, destruyéndolo). El derecho a la propiedad intelectual es la facultad reconocida a un creador, en sentido amplio, para disponer, en forma exclusiva y temporal, de una determinada creación de su mente[63].


  Si el derecho de propiedad no existe, en términos formales, con respecto a un activo, es preferible, para evitar confusiones, hablar de su posesión. Es cierto que esta es una distinción que en muchos países resulta actualmente poco significativa. No es el caso, sin embargo, de numerosos países subdesarrollados, en los cuales la informalidad en materia de propiedad de activos como la vivienda afecta a un gran porcentaje de la población.


  Los derechos de propiedad son ejercidos por personas naturales o personas jurídicas, en forma individual o colectiva. Los derechos colectivos a la propiedad son asumidos como derechos de titularidad plurisubjetiva y se refieren a «condiciones jurídicas de conjuntos organizados de personas, como es el caso de las comunidades y pueblos indígenas» (Meier García, 2006). La propiedad colectiva no es entonces equivalente a la llamada propiedad social. Esta última es, realmente, una forma encubierta de propiedad estatal –o, mejor aún, un derecho limitado de uso–, pues bajo esa figura un grupo de personas no podría usar un activo para los fines que desease, tampoco para disfrutar del excedente que dicho activo pudiese generar ni para disponer de este. En el caso de la mal llamada propiedad social, el Estado se reserva, directa o indirectamente, todas esas facultades.


  La expropiación es una garantía constitucional destinada a proteger los derechos de propiedad cuando, por razones de utilidad pública e interés social, el Estado adquiere, forzosamente, una propiedad privada. En esos casos el propietario debe ser compensado mediante el pago oportuno de un monto que evite que su patrimonio sea lesionado. Diversos autores advierten, sin embargo, que «… la garantía última de la propiedad privada no reside en su dimensión patrimonial o económica, sino en su vinculación con la libertad» (Hernández, 2016). En ese sentido, no basta con que se produzca una adecuada indemnización para hacer justa cualquier coacción arbitraria sobre un ciudadano. Es claro, por demás, que de ningún modo la expropiación es un castigo que el Estado pueda aplicar a los particulares. Si el Estado actuase así, no solo estaría violando la libertad de los ciudadanos sino también perpetrando el robo de su propiedad.


  2.2 Aspectos históricos de la propiedad


  La evidencia histórica no permite sostener que haya existido una época en la que los hombres no conociesen la posesión. La existencia de una época así constituye un viejo mito que aún perdura en la mentalidad colectivista. La posesión, referida, al menos, a territorios de caza y de recolección, parece ser consustancial a la especie humana. Las investigaciones sugieren que los grupos o tribus estaban normalmente dispuestos a defender mediante el uso de la violencia los espacios que precisaban para subsistir. Sobre todo en épocas en las que, por razones climáticas, principalmente, los alimentos y los animales escaseaban. Otra cosa diferente es que, al interior del grupo, no existiesen propietarios individualmente considerados o que la propiedad individual se extendiese solo a algunos utensilios.


  Es probable que el respeto a las tradiciones hiciese innecesario muchas veces el uso de la fuerza para defender lo poseído, pero esta fue siempre una posibilidad. El carácter guerrero de los indígenas en el Caribe, por ejemplo, no fue mostrado solo en contra de los conquistadores españoles. El conflicto entre indígenas fue, al parecer, frecuente. Debe agregarse que la esclavitud, forma extrema de posesión sobre otros, no fue ajena a esas sociedades. Tampoco la apropiación simbólica de las virtudes de otros mediante el sacrificio humano o, incluso, el canibalismo.


  Con la invención de la agricultura se hizo forzoso contar con la posesión de tierras y con la posibilidad de explotarlas durante el tiempo requerido para la siembra y cosecha. La aparición de algunas formas de orden político permitió que surgiese entonces un tipo rudimentario de derecho de propiedad. Es el caso, por ejemplo, del imperio inca. En este el sapainca era el propietario simbólico de toda la tierra pero esta era repartida de acuerdo con un preciso conjunto de reglas. A cada ayllu (comunidad familiar extensa) se le asignaba la cantidad requerida de tierra para sembrar y cosechar, normalmente ubicada en varios ecosistemas de tal forma que el ayllu pudiese explotar distintos rubros alimentarios. Las comunidades que eran vencidas e integradas al imperio inca debían acogerse a ese sistema de reglas.


  Al momento del encuentro entre los europeos y los pobladores de América, existía en España una larga tradición con respecto a la propiedad privada, aunque el rey fuese simbólicamente el dueño de todas las tierras. Con la llegada de los españoles comenzó el arrebato de las mejores tierras a sus poseedores indígenas, proceso que se profundizaría una vez acabado el auge minero de los primeros tiempos. La Corona trató, no siempre con éxito, de dar forma institucional a la conquista. La Iglesia recibió abundantes tierras y se implantó la institución de la encomienda. Cada encomendero tenía a su cargo un determinado número de indios, de cuyo trabajo podía disponer y a quienes cobraba «tributos» por la tarea de «protegerlos» y evangelizarlos. Durante las primeras décadas de la conquista, los encomenderos ejercieron el control de la sociedad indígena, formando haciendas y empresas, creando ciudades y adquiriendo inmuebles urbanos. Pero los abusos en contra de los indígenas motivaron constantes denuncias que lograron que el Consejo de Indias dictase nuevas leyes para protegerlos. El poder colonial empezó a moverse, a partir de ese momento, en favor de la creciente burocracia peninsular en América y en contra de los conquistadores y su descendencia. De cualquier manera, durante la Colonia surge una poderosa casta criolla, propietaria de tierras y esclavos que, eventualmente, disputaría el poder a la Corona en América.


  En Venezuela la independencia trajo consigo una época de violencia e inestabilidad que habría de durar casi cien años. A lo largo de esa época hubo, sin embargo, un permanente intento de formalizar constitucionalmente, así fuese de manera parcial, el orden social. En todas las constituciones del siglo XIX se reconocía, sin equívocos, el derecho a la propiedad y se establecía, entre otras cosas, la posibilidad de la expropiación, correctamente entendida. En ese mismo sentido, en 1848 se promulga una Ley sobre Averiguación de Tierras Baldías, su deslinde, mensura, justiprecio y enajenación (Brewer-Carías, 2016). Con esa ley se intenta, por primera vez, regularizar el régimen y titularidad de las tierras rurales, precisando cuáles eran bienes patrimoniales del Estado (o tierras baldías) y cuáles eran propiedad privada[64]. Esto no bastó, sin embargo, para que el robo de tierras y su asignación arbitraria desde los Gobiernos de turno dejasen de ser prácticas habituales. Así, el fenómeno del latifundio, nacido en buena medida de la apropiación ilegítima de enormes cantidades de tierras y basado en la coacción de los campesinos, caracterizó al campo venezolano durante el siglo XIX y buena parte del siglo XX.


  Con la transformación de la sociedad venezolana en una sociedad urbana, la tierra perdió importancia como forma de propiedad para los particulares. La vivienda y el capital financiero pasaron a ser las principales maneras de materializar la propiedad. Pero el proceso urbanizador supuso nuevas formas de exclusión. El surgimiento de enormes barrios, en los que sus habitantes invierten en viviendas de las cuales no poseen la titularidad, es un fenómeno relevante. Hay allí un enorme potencial económico desaprovechado, en forma de activos que no han logrado convertirse en capital y que se hallan al margen del sistema financiero.


  En 1829, un decreto dictado por Simón Bolívar había establecido que las minas, en un sentido amplio, eran propiedad de la República de Colombia. Con esta decisión se derogó la ordenanza real de 1783 según la cual dicha propiedad era patrimonio exclusivo de la Corona. Disuelta Colombia y creada la República de Venezuela, será esta, en definitiva, quien pase a detentar la propiedad monopólica sobre las minas. Todo ello fue algo que, en su momento, no tuvo demasiada importancia. El surgimiento del petróleo como fuente energética, sin embargo, le daría una enorme significación y haría de la propiedad estatal de los yacimientos petrolíferos una de las reglas esenciales de la dinámica económica y política venezolana. La asignación de derechos de propiedad entre el Estado y los particulares ha favorecido claramente al primero desde hace casi un siglo, dando lugar a los fenómenos de estatismo y de captura de renta. El control estatal sobre la actividad petrolera se hizo aún mayor a partir de la llamada «nacionalización», política que reservó al Estado la industria y el comercio de los hidrocarburos. La «nacionalización» consistió, en realidad, en la «estatización» de actividades y empresas del sector petrolero y vino a profundizar el modelo rentista ya presente en nuestra realidad.


  La historia de la propiedad privada en Venezuela constituía, hasta la llegada de la revolución chavista, una historia con indudables avances, aunque ciertamente inacabada. Algunas instituciones fundamentales –como la expropiación– estaban asentadas en nuestra experiencia constitucional y legal. No ocurría lo mismo con otras dimensiones de la libertad económica, sometidas a políticas gubernamentales restrictivas –controles de precios, políticas impositivas, controles de divisas, entre otras– que tenían efectos sobre el capital productivo y el patrimonio de los particulares. Estas políticas formaron parte del paradigma que orientó a prácticamente todos los Gobiernos republicanos. Por ello, la acumulación de capital en nuestro país ha dependido solo en parte del emprendimiento privado en el marco de una economía abierta y competitiva. La principal forma de hacerlo ha sido mediante el acercamiento a los centros decisorios estatales y al poder político, es decir, mediante la captura de renta. En este proceso la mayoría del país ha quedado excluida.


  La llegada del socialismo del siglo XXI ha supuesto para la sociedad venezolana, como se verá, en esta y otras materias, un auténtico retroceso civilizatorio. Nuestros avances han sido anulados y nuestras taras colectivas han sido profundizadas.


  3. Debates en torno a la propiedad


  A continuación se esbozan algunos de los debates doctrinarios más importantes, en nuestra opinión, con respecto a la propiedad privada[65]. Tales debates cubren un amplio espectro de temas. La discusión pública en Venezuela, vale acotar, no ha reflejado ni refleja debidamente esa riqueza de ideas.


  3.1 Las fuentes de legitimidad


  A través de una simplificación analítica, que no pretende reflejar con precisión los argumentos de pensadores específicos, es posible distinguir tres tesis relativas al origen de la propiedad y a la fuente de su legitimidad.


  Según la primera tesis, la propiedad privada sería una invención, un artificio cultural. Lo natural sería el comunismo primitivo, esto es, la ausencia de propiedad. El problema estaría en que esa invención habría corrompido a las sociedades al hacer posible la explotación de unos sectores por otros. Un Estado genuinamente orientado al logro del bien común y de la liberación humana podría y debería entonces regular y limitar la propiedad privada. De acuerdo con la versión más extrema de esta tesis, representada por el marxismo, la propiedad privada de los medios de producción debería simplemente desaparecer y ser sustituida por su propiedad colectiva o estatal. Otras doctrinas, como la socialdemócrata, no se plantean la eliminación de la propiedad privada aunque sí su subordinación a fines colectivos, definidos principalmente mediante planes gubernamentales. La propiedad privada tendría que asumir, desde esa perspectiva, una supuesta función social.


  Una segunda tesis postula también el carácter artificial de la propiedad privada. Esta sería una innovación cultural que habría evolucionado desde la simple posesión al actual derecho humano a la propiedad. Pero la propiedad privada, lejos de corromper a las sociedades, habría permitido la paz y el progreso. Habría hecho posible, entre otras cosas, el intercambio comercial y la división del trabajo. Más aún, habría servido para colocar límites al poder que unos –señaladamente el Estado– podrían ejercer sobre otros. Propiedad y libertad serían pues, de acuerdo con la experiencia humana, realidades indisociables. Correspondería al Estado garantizar el derecho a la propiedad, respetándolo él mismo en primer lugar. Según esta tesis, las sociedades que han defendido el derecho de propiedad han prevalecido y por eso tal institución se ha mantenido hasta el presente.


  Una tercera tesis defiende a la propiedad privada a partir del carácter natural que la definiría. La razón humana, se afirma, tendría la capacidad para identificar la naturaleza de cada entidad en el mundo. La naturaleza humana consistiría en ser libre, tener que decidir entre fines y medios. Y ser libre presupone, ante todo, ser dueño de uno mismo. Pero también de los bienes que uno crea a partir de recursos que no pertenecen a nadie, que adquiere de sus legítimos dueños o que nos son cedidos voluntariamente por otros. Por ello, «la libertad es un estado en el cual los derechos de propiedad de una persona sobre su propio cuerpo y su legítima propiedad material no son invadidos ni agredidos» (Rothbard, 2005). Si una persona es dueña de algo, entonces tiene el derecho a usarlo, disfrutarlo y disponer de ello como le parezca. Puede vender sus activos y contratar su tiempo de trabajo, pasando la titularidad de estos a quien los hubiese adquirido. Estas serían las bases de una ética de la libertad, según la cual negar la propiedad privada supondría negar la condición humana. Ninguna sociedad que lo hiciese prosperaría.


  De acuerdo con las dos últimas tesis presentadas, el derecho a la propiedad es un derecho humano básico, aunque en un caso se le atribuya un carácter histórico y evolutivo y en el otro una base natural y moral. Puede afirmarse, de cualquier modo, que «el derecho de toda persona a la propiedad individual y colectiva es consustancial al ejercicio pleno e interdependiente de otros DDHH; de allí su amplitud y especial relevancia para la defensa y desarrollo de la persona y el respeto a su dignidad» (Meier García, 2006).


  3.2 ¿Propiedad vs. trabajo?


  El marxismo y las doctrinas que de él se derivan plantean que la propiedad de los medios de producción y el trabajo sostienen una relación antagónica. En efecto, la acumulación de capital solo podría ocurrir gracias a la extracción de plusvalor (o trabajo no remunerado). Pero la explotación de la mano de obra, base del sistema capitalista, conduciría a la progresiva pauperización de vastos sectores de la sociedad y esta, a su vez, tendería a generar una crisis estructural debido al débil crecimiento de la capacidad de consumo social. El destino histórico del capitalismo estaría marcado entonces por esa supuesta ley rectora de su dinámica. La liberación definitiva de los trabajadores requeriría, necesariamente, la desaparición de la propiedad privada y su sustitución por la propiedad colectiva.


  La premisa según la cual el trabajo es la única fuente del valor es rebatible. No importa cuánto esfuerzo o inversión haya involucrado la generación de un producto: si este no es apreciado por los consumidores su valor será nulo. En realidad, son estos, los consumidores, quienes establecen el valor de cualquier mercancía. En tal sentido, el ingreso no es propiamente distribuido sino obtenido a partir de la valoración social de los productos que los consumidores realizan y que permite o no cubrir los costos en los que se incurre en el proceso productivo. Por otra parte, empresas y trabajadores normalmente acuerdan, en forma libre y negociada, las condiciones laborales. Esto no significa que en el proceso productivo no pueda ocurrir que el trabajador se encuentre en una situación de indefensión que le obligue a aceptar condiciones de trabajo desventajosas o, incluso, despóticas. El asunto es que no es posible negar que los intereses de trabajadores y propietarios puedan ser compatibles. La evidencia histórica muestra que la armonización entre ambos factores productivos –y los sectores sociales que los personifican– es perfectamente posible.


  La economía es siempre economía política y diversos arreglos institucionales, producto del proceso político, han hecho factible la convivencia entre propietarios y trabajadores. De este modo, el crecimiento de la productividad de las economías puede resultar en la mejora simultánea de los beneficios y de los salarios. En ello han jugado un papel fundamental los sindicatos, que han trascendido la visión redistributiva del hecho laboral y han adoptado una perspectiva productiva. Por otra parte, como es sabido, mediante la recaudación de impuestos ha sido posible financiar programas que han elevado el acceso a servicios sociales de los sectores laborales. En estos procesos pueden surgir, desde luego, límites que pueden desencadenar crisis y ajustes. Puede llegar un punto, por ejemplo, en el que la presión por mayores salarios e impuestos atente contra la inversión privada, con consecuencias negativas sobre el empleo y los ingresos salariales. Hay aquí una necesidad de mesura que no está garantizada.


  Cabe destacar, adicionalmente, que la distinción entre factores de producción y sectores sociales se ha desdibujado en muchos países. Los trabajadores pueden ser hoy accionistas de las empresas en las que trabajan o en otras empresas, en forma directa pero también mediante fondos de diversos tipos. Insistir en una interpretación maniquea como la marxista no solo es equivocado sino implica entorpecer las posibilidades que el desarrollo y la democracia abren a las sociedades.


  3.3 Propiedad y desigualdad


  La desigualdad suele medirse como desigualdad del ingreso y como desigualdad de la riqueza. Un problema común asociado a estos indicadores es la confusión entre descripción y explicación. Si, por ejemplo, la riqueza se halla concentrada en un sector, ello no significa necesariamente que este la obtuvo del resto de la sociedad. No existe, en realidad, algo como una riqueza total que se reparte. Lo que existe es una variedad de formas de obtener ingresos, a partir de los cuales se pueden acumular activos. Eso no significa que toda riqueza sea honesta o que provenga del esfuerzo emprendedor. Por eso es importante distinguir entre una concentración legítima y una ilegítima de la riqueza. La primera sería, fundamentalmente, producto de la competencia en el mercado. La segunda, de fenómenos como la captura de renta, la corrupción o el simple robo.


  En una economía en la que los consumidores pueden optar libremente entre diversos bienes y servicios, las empresas se ven obligadas a competir entre sí con el objeto de vender. Solo las empresas que ofrezcan bienes y servicios que satisfagan a los consumidores podrán obtener ganancias y sus propietarios acumular riqueza. Empresas rentables podrán pagar mejores salarios y, por tanto, sus trabajadores progresarán más que otros que laboren en empresas menos productivas. Es claro que trabajadores con mejores calificaciones podrán optar por los mejores puestos. Por ello, las bajas capacidades productivas son un factor clave para entender la desigualdad. En síntesis, la competencia y la desigualdad son inseparables. Esto es especialmente cierto en momentos de transición tecnológica, en los que algunos sectores quedan rezagados o, incluso, desaparecen.


  La captura del Estado por parte de grupos de interés suele ser también una fuente de desigualdad. El acceso a los centros de poder permite a personas y grupos diversos (empresas, sindicatos, gremios, partidos, organizaciones civiles, etc.) influir en decisiones públicas y obtener privilegios. Mientras más peso tenga el Estado y más intervencionista sea, mayores posibilidades habrá para la corrupción o para negocios que no dependen del estímulo competitivo.


  La desigualdad, sobre todo cuando no es manifestación de una sana competencia, es fuente de emociones como la envidia y el resentimiento. Afecta así la paz social y agudiza el conflicto político. Pero la simple redistribución no es la solución. De hecho, el ataque a los derechos de propiedad conduce inevitablemente al empobrecimiento de una sociedad. Tal vez entonces la distribución de la riqueza termine siendo menos desigual, aunque todos sean más pobres en términos absolutos. Pero incluso en ese caso será frecuente que la élite redistribuidora disfrute de privilegios lejos del alcance del resto de la sociedad.


  3.4 Propiedad e informalidad


  La informalidad es un fenómeno que puede presentarse en cualquier mercado: de productos, de trabajo, de capitales. Ella se refiere, básicamente, a la acción al margen de lo establecido en las leyes, con las ventajas y desventajas que ello supone. En este sentido la distinción entre informalidad e ilegalidad no es nítida. Es, en buena medida, un asunto de grados.


  La informalidad relativa a la propiedad de viviendas es un tema de gran relevancia en muchas sociedades subdesarrolladas. Diversas investigaciones refieren la existencia de activos cuya valoración agregada es enorme –varias veces el producto anual de las respectivas economías– pero que no alcanzan a convertirse en capital, por cuanto difícilmente pueden usarse como colateral o comercializarse sin incurrirse en elevados costos de transacción (De Soto, 2002).


  Sobre este particular existen, al menos, dos interpretaciones. La primera constituye una «leyenda negra» según la cual la informalidad es expresión del carácter excluyente del sistema capitalista. No habría esperanza de superar el problema mientras el sistema no cambie radicalmente. La segunda es una «leyenda dorada» que destaca el formidable potencial que representan esos activos sin titularizar. El problema sería, básicamente, de rezago institucional y administrativo. Una adecuada reforma del Estado que eliminase trabas burocráticas y simplificase procesos permitiría la formalización de los activos poseídos por amplísimos sectores de la población. La experiencia internacional favorece esta perspectiva optimista. La titularización de activos abre ciertamente enormes oportunidades para la bancarización y el emprendimiento.


  3.5 Propiedad, emprendimiento y crecimiento


  Una economía crece, en el largo plazo, porque su productividad aumenta. Esto significa, esencialmente, que las personas, en su conjunto, son cada vez más capaces de hacer un mayor volumen y variedad de cosas. Y ello es posible porque cuentan con mayor capital, mejores tecnologías, más conocimiento, mejor infraestructura. Pero también por actuar dentro de un sistema de reglas adecuado, dentro del cual los derechos de propiedad juegan un papel fundamental.


  El respeto del derecho a la propiedad privada genera un marco de certidumbre que abarata los costos de las transacciones en una economía. Por ello ha hecho posible que el intercambio comercial se extienda y se profundice, promoviendo así la competencia, la división del trabajo y la especialización. El punto ha sido fehacientemente demostrado por la experiencia histórica: las sociedades que niegan o limitan arbitrariamente los derechos de propiedad se empobrecen y las sociedades que lo han defendido y promovido han prosperado. Diferentes mediciones lo siguen demostrando en la actualidad de manera contundente.


  Al respecto, cabe referirse a un indicador reciente y sólido, el Índice Internacional de los Derechos de Propiedad. Este índice correlaciona el desempeño económico de casi la totalidad de los países con tres grupos de variables: entorno legal y político, respeto a los derechos de propiedad físicos y respeto al derecho de propiedad intelectual. Desde que se calcula ese índice la relación estadística entre crecimiento y propiedad es irrefutable.


  Para el año 2015 los países que lograron el mayor valor en el mencionado índice fueron Finlandia, Noruega, Nueva Zelanda, Luxemburgo y Singapur. Los países que obtuvieron el menor valor fueron Myanmar, Bangladesh, Angola, Haití y, por último, Venezuela (Alianza Internacional por los Derechos de Propiedad, 2016). Esto viene a confirmar, una vez más, que el acoso a los derechos de propiedad es una de las razones, tal vez la más importante, del fracaso del socialismo. Venezuela es el ejemplo actual de ello.


  La planificación socialista ha planteado siempre que es posible organizar directamente el proceso económico y la acumulación de capital prescindiendo del derecho a la propiedad privada y del sistema de mercado. Esta sería una forma de economía superior al proceso despilfarrador y expoliador en el que consistiría la acumulación privada del capital. Esta perspectiva implica varios problemas, teórica e históricamente demostrados. Sin precios de mercado no es posible el cálculo económico, el que permite que los recursos productivos sean orientados por la actividad empresarial hacia las actividades generadoras de los productos socialmente más valorados. Por otra parte, sin el incentivo del beneficio que orienta al empresario privado, la innovación de nuevos productos, tecnologías y procesos resulta inexorablemente debilitada.


  3.6 Empresa privada vs. empresa estatal


  Otro viejo debate se refiere a qué tipo de empresa resulta más eficiente, la privada o la estatal. Algunos argumentan que ese es un debate de segundo nivel pues lo relevante sería, más allá de su carácter privado o estatal, que una empresa esté o no sometida a un marco de competencia que la impulse constantemente a ser productiva para perdurar y prosperar.


  El asunto es que resulta infrecuente que una empresa estatal se halle sometida a los incentivos asociados a la competencia. En particular, el riesgo de quiebra es bajo para una empresa estatal, pues suele contar con el apoyo financiero del Gobierno. Tal apoyo se deriva, fundamentalmente, del hecho de que el proceso político asigna a la empresa estatal objetivos diferentes a la productividad y a la rentabilidad. Ello puede ser asumido abiertamente, como en el caso de empresas estatales que producen bienes con precios regulados o que asumen programas sociales. Pero también sucede que una empresa estatal sea utilizada para comprar lealtades o hacer concesiones políticas, mediante la expansión de su nómina o la compra de insumos con sobreprecios a determinadas empresas privadas. Todo ello ocasiona que numerosas empresas estatales no estén realmente orientadas al logro de beneficios, al aumento de la calidad y variedad de productos, a la atención a los clientes, a la innovación, factores que resultan esenciales para el éxito de una empresa que actúa en un marco competitivo.


  La mayoría de las empresas privadas, en especial en un mercado competitivo, debe ser rentable para permanecer y crecer. Aunque debe destacarse que tampoco resulta extraño que grupos de intereses privados logren influir en el proceso político y obtengan privilegios que los eximan de realizar el esfuerzo productivo que la competencia impone. Este fenómeno de captura de renta es usual en economías en las que el Estado interviene directamente en el proceso de mercado y no se limita a establecer y cuidar las reglas generales que garanticen la competencia (Casanova, 2015).


  3.7 Propiedad de la tierra


  Los conflictos y debates en torno a la propiedad de la tierra son, tal vez, los más antiguos en lo que a la propiedad se refiere. Ya se ha dicho que nunca existió una propiedad literalmente de todos y que siempre hubo posesión de la tierra por parte de grupos o comunidades. Otra cosa es que dicha posesión fuese respetada gracias a costumbres arraigadas o mediante el uso de la fuerza.


  Con el surgimiento de un orden político, en cada sociedad la tarea de defender la posesión pasó a ser, principalmente, un asunto de las autoridades. Pero por esa vía se fueron creando también sistemas de dominio que tuvieron en los grandes imperios y monarquías su máxima expresión. Los reyes y monarcas se convirtieron en los dueños de la tierra y de las vidas. Pero incluso bajo la monarquía hubo cierto respeto formal a la posesión.


  Es con la revolución liberal, sin embargo, cuando se establece el derecho pleno a la propiedad privada de la tierra como derecho de la personas. Esto afectó a las formas tradicionales de propiedad en común de la tierra. Aunque, en realidad, no exista una contradicción de fondo entre ambos tipos de propiedad: al fin y al cabo la propiedad privada de un terreno puede ser ejercida por una comunidad. Lo sucedido en muchos países fue que la expansión de la actividad agrícola con fines comerciales colocó una fuerte presión sobre territorios comunales. En otros casos, el latifundio basó el ejercicio del poder en la acumulación, normalmente ilegítima, de tierras y en la sumisión de los campesinos que originalmente las cultivaban.


  De cualquier modo, en el siglo XX el comunismo se propuso eliminar la propiedad privada y, supuestamente, rescatar el origen comunista de la tierra. La tierra es de todos, se argumentó. Y el Estado debería, en el supuesto nombre de todos, encargarse de asignar la tierra bajo el criterio de que solo quienes la trabajen podrán ocuparla. Asimismo, el Estado se encargaría de la distribución y comercialización de los productos agrícolas. Es claro que los incentivos para producir en esas circunstancias son bajos y que, en la práctica, el comunismo estableció una nueva forma de sumisión del campesino ante el poder político.


  Otra modalidad menos radical de intervención del Estado en materia de tierra dio forma a las experiencias de reforma agraria. Esta desarrolló una política de expropiación de tierras y su entrega a pequeños y medianos productores. En la mayoría de los casos las tierras se entregaban en usufructo y permanecían como propiedad de la nación. Los campesinos no recibían títulos de propiedad sino «cartas agrarias» y otros instrumentos similares. El paradigma socialista se hallaba, evidentemente, detrás de esa política, con el agravante de que ella convirtió al Estado en el terrateniente más poderoso en muchos países.


  La propiedad privada de la tierra ha demostrado ser esencial para el progreso de la agricultura. La visión de un territorio trabajado por innumerables productores privados, propietarios de sus tierras, ha permitido a muchas naciones convertirse en potencias agrícolas. Esto supone, entre otras cosas, como se verá, enfrentar el latifundio tanto privado como estatal.


  3.8 Vivienda y concentración urbana


  La búsqueda de un lugar para vivir es expresión de una necesidad humana fundamental. Por ello la construcción de viviendas para la venta o el alquiler es una actividad en la cual la función empresarial bien puede desplegarse. El funcionamiento del mercado inmobiliario es, sin embargo, problemático por razones diversas.


  Una de las consecuencias del proceso de urbanización de las sociedades ha sido la progresiva escasez de terrenos en las ciudades y su consiguiente encarecimiento. El creciente precio de las viviendas urbanas ha provocado, entre otras cosas, que los sectores de menores recursos se hayan visto impulsados a ocupar terrenos de manera ilegal, formando grandes barrios, o a ubicarse en zonas muy alejadas de la ciudad. En ambos casos las circunstancias de vida de tales sectores suelen ser difíciles.


  La presión social sobre los Gobiernos en lo relativo a la adquisición y alquiler de viviendas en las ciudades se ha presentado en innumerables ocasiones. Las políticas adoptadas han sido variadas, siendo la desconcentración urbana, en la mayoría de los casos, la verdaderamente sostenible. De cualquier forma, la regulación de los alquileres, el subsidio para la compra de viviendas y la construcción gubernamental de viviendas son políticas comúnmente utilizadas.


  La regulación de alquileres ha ocasionado, invariablemente, resultados dañinos. Ha ocasionado, en especial, que los incentivos para alquilar y para construir viviendas de alquiler disminuyan o se pierdan por completo. De igual modo, los costos de mantenimiento de los inmuebles, a cargo de los propietarios, han quedado progresivamente rezagados en relación con los cánones de arrendamiento. El descuido y deterioro de las viviendas y edificios ha sido, pues, inevitable. También lo ha sido el surgimiento de «mercados negros» en materia de alquiler. En el fondo lo ocurrido es la manifestación de una acción gubernamental que agrede los derechos de propiedad. La ceguera paradigmática de muchos políticos los ha llevado, increíblemente, a invertir el argumento y sostener que los alquileres deben controlarse porque existen pocas viviendas y los propietarios tienden a especular.


  La entrega de viviendas ha sido también una política utilizada a menudo por muchos Gobiernos. En el caso venezolano muchas familias fueron beneficiadas durante las décadas democráticas por dicha política, convirtiéndose en propietarios plenos de las viviendas. Aunque en algunos casos se limitase la posibilidad de la venta durante algún tiempo. En el marco del socialismo, como se verá, los beneficiarios de la política de vivienda no reciben el título de propiedad que legítimamente les correspondería. Esta ausencia de derechos de propiedad los coloca en una situación de desamparo y los hace potenciales víctimas de chantajes políticos y burocráticos.


  3.9 Controles de precios y de divisas


  La intervención gubernamental en la fijación de precios tiene efectos sobre la propiedad. Ilustraremos este punto mediante el análisis de las consecuencias de los controles de precios, de tasas de interés y de divisas.


  Una de las políticas intervencionistas más conocidas es la fijación de precios máximos. Innumerables Gobiernos, desconfiando de la posibilidad de ajuste del mercado, han optado por establecer topes a los precios de productos. La escasez que siempre ha acompañado a esta medida es atribuida, con todo, a la conducta inescrupulosa de empresarios y comerciantes. La verdad es que se trata, de nuevo, de un asunto de incentivos. El valor presente de un activo es equivalente a la suma de los ingresos netos que en el futuro se espera obtener mediante el uso de dicho activo, actualizados mediante alguna tasa de descuento. Si el precio actual de un activo es inferior a su valor presente conviene adquirirlo. Los empresarios se forman, pues, expectativas con respecto a los ingresos netos que obtendrán en el futuro. A veces aciertan y otras fallan. Si un Gobierno controla los precios de algún producto, los empresarios y accionistas de las empresas que lo fabrican se formarán expectativas pesimistas. El valor presente del activo disminuye, cae su demanda e impulsa hacia la baja su precio de mercado. En síntesis, el control de precios afecta a la propiedad.


  El control de las tasas de interés, por su parte, hace que el costo del dinero disminuya, sobre todo si hay inflación. Ello puede hacer atractivas inversiones que, de otro modo, no lucirían rentables. Los agentes económicos podrían adoptar entonces decisiones de inversión que, al cabo del tiempo, cuando cese el control de las tasas de interés, mostrarán su baja rentabilidad. En ese caso deberán enfrentar un daño patrimonial. De cualquier forma, el control de las tasas de interés desestimula el ahorro y perjudica normalmente a los pequeños ahorristas, poco familiarizados con el mundo de las finanzas.


  El control de divisas, finalmente, limita las posibilidades del ciudadano para preservar el valor de su patrimonio. Constituye, en tal sentido una forma de coacción, más o menos explícita, sobre las personas. Les dificulta protegerse, mediante la opción de poner a salvo sus activos en otra moneda, de las decisiones del Gobierno. La consecuencia suele ser que las personas sufran también perjuicios en su patrimonio.


  3.10 Propiedad, impuestos e inflación


  El hecho de que los impuestos puedan ser utilizados para fines socialmente valiosos no debe hacernos olvidar que ellos constituyen un acto de coerción sobre nuestros ingresos y nuestros activos. Los impuestos son, en otras palabras, una limitación al derecho de propiedad. La redistribución de la riqueza, supuesto objetivo de la política tributaria, supone así una limitación a la libertad.


  Desde una perspectiva socialista ello se justificaría porque toda acumulación de riqueza por parte de un sector solo sería posible a partir de la explotación de otros sectores. Los impuestos tendrían entonces el propósito de lograr una supuesta justicia social, extrayendo riqueza de los que más tienen para hacerla llegar, mediante la acción estatal, a los que menos tienen.


  Esa argumentación queda bien ilustrada cuando se considera a la institución de la herencia como una fuente ilegítima de propiedad. Esta sería una riqueza obtenida sin esfuerzo. Se desconoce así que la decisión de dejar en herencia su riqueza es una decisión libre de quien la posee y es una de las motivaciones más importantes del esfuerzo productivo. Los elevados impuestos a la herencia son, en muchas ocasiones, prácticamente confiscatorios, violando la libertad de aquellos que legítimamente han acumulado activos y desean dejarlos como legado a otros.


  Vale la pena destacar también otra forma de impuesto poco comprendida, asociada al uso que un Gobierno puede hacer de la autoridad monetaria con el fin de financiar un déficit crónico. Cuando esto ocurre el banco central está fabricando dinero que no tiene respaldo en activos como oro o divisas sino en bonos de la deuda pública. A este dinero se le llama inorgánico y su cantidad puede crecer indefinidamente, al margen de la actividad económica real. Se trata, en cierta forma, de un proceso de adulteración de la moneda similar al usado hace siglos y que consistía en mantener el valor nominal de una moneda al tiempo que se disminuía su contenido real en oro o plata. El financiamiento monetario de los déficits fiscales ha sido la base de numerosos casos de inflación e hiperinflación. La inflación es, pues, una forma de impuesto no explícito que empobrece a quienes mantengan saldos en efectivo y a quienes no logren adecuar sus ingresos a los incrementos de los precios, como es el caso de los sectores más débiles de la sociedad.


  3.11 Propiedad intelectual


  El derecho a la propiedad intelectual se extiende no solo al hecho propiamente creativo (el creador tiene la exclusividad para transformar su creación en cualquier sentido e, incluso, destruirla) sino también a su condición patrimonial (el creador tiene la exclusividad para beneficiarse del uso comercial de su creación). El derecho a la propiedad intelectual implica otorgar a los creadores ciertas prerrogativas, habitualmente en forma de monopolios temporales, como en el caso de las patentes, sobre la comercialización de la creación de la que se trate. Al finalizar el período de protección legal, la innovación pasa a ser, regularmente, de dominio público.


  Tales prerrogativas constituirían, en opinión de algunos autores, privilegios que beneficiarían principalmente a empresas que basan en ellos su modelo de negocio. Afirman también algunos críticos que la noción de «patente» ha estado históricamente asociada al descubrimiento y a la conquista, antes de territorios físicos y ahora de «territorios» intelectuales[66].


  Para la mayoría de los expertos, por el contrario, los derechos de propiedad intelectual constituyen una necesidad si se quiere recompensar y, por tanto, incentivar la innovación científica y cultural. Innumerables inventos y creaciones que han generado crecimiento y bienestar para las sociedades no se habrían desarrollado de no haber contado sus autores con los incentivos derivados de la protección temporal contra la competencia comercial. Solo así han podido recuperar la inversión realizada y obtener beneficios. Hoy, sin embargo, muchos creadores prefieren el uso de esquemas de concesión y venta de licencias y de distribución de activos de propiedad intelectual antes que la adopción de acciones judiciales para proteger sus intereses (Idris, 2003). Esta es una perspectiva más comercial del tema que promueve la creación de diversas oportunidades de mercado, sobre todo en las economías desarrolladas (De León y Fernández, 2016)[67].


  Esta aproximación utilitaria a los derechos de propiedad intelectual, alejada de una ética principista sobre la libertad, implica algunas dificultades. No deja de ser paradójico, por ejemplo, que muchos piensen que la competencia sea fuente de constante innovación y mayor productividad y, al mismo tiempo, acepten la intervención gubernamental bajo la forma de garantía de los derechos intelectuales. No es evidente que esta escasez, artificialmente generada, sea el modo más efectivo de estimular el proceso creativo (Hayek, 1990). En efecto: «Si un autor tiene garantizada una renta monopolística para un largo período de tiempo, ¿no se verán reducidos sus incentivos para seguir creando durante ese período? En contraposición, si carece de un monopolio legal y aspira a percibir un flujo constante de ingresos puede verse compelido a crear sin interrupción» (Esplugas, s.f.).


  Los elevados precios de productos y servicios que gozan de la protección de patentes serían otra de las consecuencias de esa política intervencionista. Este sería un problema particularmente álgido en el caso de la industria farmacéutica. En la práctica ocurriría, además, que los principales favorecidos por las patentes y otras protecciones similares fuesen grandes empresas transnacionales. Esto, podría argumentarse, sería el resultado esperable del hecho de que tales empresas destinen cuantiosos recursos a la investigación y desarrollo. No deja de ser preocupante, sin embargo, que empresas tan poderosas influyan en el diseño y aplicación de las normativas que generan la protección de la que ellas son las principales beneficiarias.


  Desde una ética de la libertad se destacan aún otros ángulos del tema. En el caso de los bienes inmateriales ocurre que, una vez creados, pueden multiplicarse indefinidamente, pues cualquiera puede usarlos: no puede evitarse que otro piense lo que uno ha pensado. Solo puede convertirse en escasa su expresión en bienes materiales o en actos físicos mediante la ley. Luego, un bien inmaterial, al no ser de uso excluyente, puede entrar en contradicción, si se monopoliza su materialización, con el uso de propiedades tangibles (como el uso de nuestras computadoras, de nuestros equipos de música, de nuestros cuerpos, etc.). En otras palabras, diversos recursos no podrían ser usados totalmente por sus dueños porque también serían controlados, en parte e indirectamente, a través de la legislación, por quienes hayan creado nuevas maneras de utilizarlos. El debate sobre los derechos de propiedad intelectual está, como puede verse, lejos de haber culminado.


  4. El socialismo del siglo XXI y la propiedad privada


  4.1 Caracterización del programa socialista


  Aún hoy se debate sobre la naturaleza del proyecto que llegó democráticamente al poder en 1999 y que hoy parece dispuesto a todo para mantenerse en él. Este debate, sin embargo, se ha centrado en los aspectos políticos de tal proyecto. Si la atención se coloca en su dimensión económica es evidente que se trata de un proyecto que pretende minimizar el mercado y la propiedad privada. De igual modo, está orientado a la creación de un sistema de planificación central y al logro de la justicia social, entendida, fundamentalmente, como redistribución de la riqueza. Estos son los principios esenciales de la visión marxista de la economía. Estaríamos, por tanto, ante un proyecto neocomunista que asume que el bienestar general no es posible en el marco del sistema de mercado. Esto puede ser corroborado mediante el análisis de numerosos planes, declaraciones, leyes y políticas que preconizan el papel central que debe tener el Estado en la economía (Casanova, 2011).


  Dada esta orientación política, se entiende que el sector empresarial privado nacional haya estado sometido, desde hace más de tres lustros, a un implacable cerco normativo y práctico. El control de divisas, los controles de precios, las fiscalizaciones arbitrarias (que dificultan, por ejemplo, mantener adecuados inventarios por el riesgo de ser acusado de acaparamiento), diversas regulaciones y permisos para producir, transportar y comercializar un conjunto de productos, la constante amenaza de expoliación de activos por parte del Gobierno y un largo etcétera, conforman, innegablemente, un entorno hostil para la función empresarial. Esta tendencia no ha hecho sino empeorar en la medida en que la crisis económica y social, producto del modelo socialista, se ha profundizado. La creación de un «Comando Cívico Militar» para adelantar la «Gran Misión de Abastecimiento Soberano y Seguro» (!), por solo mencionar un hecho reciente, otorga poderes absolutos al sector militar para enfrentar una supuesta «guerra económica».


  La verdad es que se está ante el surgimiento de una dictadura económica, propia de todo régimen comunista. Muchas de sus actuaciones, a pesar de su ropaje jurídico, constituyen vías de hecho, esto es, actos de violencia estatal ilegítima que se ejecutan «sin atenerse a las que se consideran como las garantías o formalidades esenciales frente a los derechos y las libertades de los ciudadanos» (Canova, Herrera y Anzola, 2009).


  De acuerdo con el Observatorio de Derechos de Propiedad, las violaciones a la propiedad privada habrían sumado, durante el lapso 2005-2011, 1167 casos. Los principales procedimientos utilizados, en función del número de casos, se resumen en el siguiente gráfico.
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  Según un cálculo más reciente, que incluye otras formas de violación a la propiedad, de acuerdo con la misma fuente, solo durante el año 2015 hubo 107.954 casos de ataque a la propiedad privada en Venezuela. Tales ataques incluirían unos 28.000 procedimientos de cierres administrativos de empresas, 65.433 fiscalizaciones, 13.887 multas, 296 comisos, 219 ocupaciones e intervenciones, 96 invasiones, 14 regulaciones confiscatorias y 9 expropiaciones. Ello implicaría que cada día, en promedio, ocurrieron 296 violaciones al derecho de propiedad. Son cifras que seguramente, dada la precariedad de la información pública, requerirían un estudio más preciso. De cualquier manera, la tendencia hacia la profundización de los ataques a la propiedad privada –o, más precisamente, a la propiedad privada de algunos sectores– es evidente.


  4.2 Perversión de la expropiación


  En el discurso y la práctica socialistas la expropiación ha venido a representar exactamente lo contrario de lo que formalmente significa en un Estado de derecho. Ha dejado de ser una garantía del derecho de propiedad, como antes se explicó, para convertirse en un medio para hacerlo desaparecer o, como mínimo, en instrumento de amenaza y castigo sobre particulares que disientan del proyecto de control político y económico. Numerosas «expropiaciones» no han seguido así los procedimientos constitucionalmente establecidos y constituyen, por tanto, expoliaciones o simple robo por parte del Estado[68].


  Es importante advertir que, en el marco de un Estado de derecho, algunas de las «expropiaciones» podrían haberse justificado. Pero, al no seguirse los procedimientos legales, tales expropiaciones han ocasionado daños al patrimonio de particulares en nombre de un supuesto interés general cuya articulación discursiva no pasa de ser, en la mayoría de los casos, monserga revolucionaria. Más aún, esas supuestas expropiaciones han implicado actos de coacción que han afectado la libertad de personas.


  En el caso de la tierra, por ejemplo, no es posible negar la existencia de tierras ociosas en algunas regiones del país. Pero la «ociosidad» es un criterio equívoco para estimar el grado de uso de la tierra. Ella podría ser temporal y expresión de la situación económica regional o nacional. Al respecto cabría preguntarse, además, como regla general, si no existe un problema de incentivos que esté provocando que los agentes económicos no aprovechen un factor productivo potencialmente generador de ganancias. Algo similar a lo que sucedería con la supuesta subexplotación de la tierra. En este caso se agrega el problema de cómo determinar si un terreno está siendo explotado por debajo de su nivel potencial. «¿A qué tasa de aprovechamiento está siendo explotada la tierra? ¿Cuál es el nivel potencial? Si esas tierras tienen un mayor potencial para generar riqueza, ¿por qué el propietario las mantiene subutilizadas?» (Santos, 2006). Son preguntas válidas a las que ningún organismo público puede aspirar a responder en forma irrefutable.


  Sin embargo debe reconocerse que si persistiesen latifundios, en el seno de los cuales viviesen campesinos que trabajan la tierra en condiciones cercanas a la servidumbre, la intervención gubernamental sería necesaria. En esos casos podría cuestionarse, incluso, la legitimidad de origen de los títulos de propiedad en manos de los latifundistas. Eso es algo que incluso un liberal aceptaría. Pero diferenciar entre casos no es algo que preocupe especialmente a un régimen afanado en minimizar la propiedad privada y sustituirla por la propiedad estatal o comunal.


  4.3 Negación de la titularidad


  En consonancia con su concepción de la propiedad privada, el socialismo sostiene que el reconocimiento del derecho liberal a la propiedad no debe ser absoluto. En ese sentido, otra estrategia socialista ha sido reducir a posesión –o, casi, a concesión de uso– el derecho a la propiedad. En el caso de tierras agrarias el socialismo mantiene la vieja tesis según la cual la adjudicación de tierras agrarias a particulares por parte del Estado no debe suponer el reconocimiento de derechos de propiedad. «La tierra no pertenece a nadie» es una frase que Chávez usó en innumerables ocasiones y que resume bien aquella tesis.


  En su momento, Provea sostuvo que:


  
    «El no contar los campesinos y productores con la titularidad de la propiedad de la tierra afecta la seguridad de la tenencia de la misma, que implica los derechos de tenencia y sus garantías. Los títulos de adjudicación son el único instrumento de regularización de la tierra que garantiza la propiedad de la tierra al campesino o productor, pudiendo este ejercer los derechos de vender, enajenar y traspasar la tierra de su propiedad (Provea, 2011).»

  


  La política de los llamados «rescates administrativos» es un ejemplo claro de desconocimiento de la titularidad de tierras agrícolas. El asunto ha transcurrido, en breve, de la siguiente manera. En el año 2001 la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario modificó el estatus jurídico de las tierras baldías, que pasaron de ser bienes patrimoniales del Estado a ser bienes del dominio público (y, por tanto, inalienables e imprescriptibles). Esta nueva situación debió haberse aplicado solo, por el principio de no retroactividad de la ley, a las tierras que para el momento de promulgación de la mencionada ley fuesen tierras baldías. El «rescate administrativo» procedería, en ese caso, si un terreno baldío estuviese ilegalmente ocupado. En ningún caso podía aplicarse a tierras que eran bienes de propiedad privada, adquiridos mediante cualesquiera de los procedimientos previstos en el ordenamiento jurídico (compra, donación, herencia, adquisición por prescripción), antes de la promulgación de la referida ley. El caso es que el Instituto Nacional de Tierras, en el marco de la política de «rescates administrativos», comenzó a exigir a los propietarios que, además de los «títulos suficientes» de propiedad, presentasen también una «cadena titulativa» desde 1848, fecha de la antigua Ley sobre Averiguación de Tierras Baldías. Al respecto debe notarse que si la Administración pretendía desvirtuar los «títulos suficientes» de propiedad, debía solicitar la declaratoria de falsedad del documento registrado, asumiendo en todo caso la carga de la prueba. El fin perseguido, sin embargo, era proceder a «expropiar» sin compensación alguna a diversos propietarios agrícolas (Brewer-Carías, 2016).


  La política socialista de desconocimiento de la titularidad ha quedado de nuevo en evidencia a propósito del debate en torno al otorgamiento de títulos de propiedad a los beneficiarios de la Gran Misión Vivienda. La ley aprobada por la mayoría parlamentaria opositora fue rechazada, como se sabe, por el Poder Ejecutivo y por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia. Se argumentó que ese otorgamiento convertiría en una mercancía a la vivienda y con ello, supuestamente, se perdería su carácter social. No resulta retórico preguntarse aquí si alguno de quienes sostienen esa posición estaría dispuesto a invertir en activos que no les pertenecen formalmente y cuya disposición estaría siempre sujeta a decisiones gubernamentales, discrecionales y politizadas. Estamos aquí, en realidad, ante la misma hipocresía que ha caracterizado a las élites dominantes en regímenes comunistas69. El objetivo no confesado era y sigue siendo mantener al ciudadano sujeto a los designios de la élite estatal.


  4.4 Interferencias relativas al uso


  Una de las nociones introducidas por el socialismo es la de propiedad social. Este tipo de propiedad se caracteriza, entre otras cosas, como se ha visto, por la creación de limitaciones al uso de los activos con fines productivos. Tal uso estaría determinado por el Gobierno, en consistencia con el sistema de planificación central de la economía. El régimen socialista venezolano ha anunciado, en repetidas ocasiones, el funcionamiento de ese sistema y existen, en el papel, las diversas instancias que lo conforman. Lo cierto es, sin embargo, que el régimen ha podido avanzar muy poco en la creación de una economía social y de un sistema de planificación central. Se combinan aquí el arrogante dogmatismo de algunos funcionarios con una pasmosa ineficiencia burocrática.


  En materia de interferencias relativas al uso de la propiedad ha sido más importante, en cambio, el establecimiento de controles de precios para aquellos productos calificados como esenciales. Tales controles deberían implicar, según la perspectiva socialista, el cálculo periódico de los costos «objetivos» de los productos y, con base en una tasa de ganancia considerada razonable por los funcionarios planificadores, la fijación de los respectivos precios «justos». Tal dinámica tampoco se ha logrado, desde luego. Lo que se ha implementado son controles arbitrarios de precios a ciertos productos. Tales controles han afectado negativamente el ingreso esperado por el uso de los activos productivos, haciendo que el valor presente de esos activos disminuya. En otras palabras, las empresas han perdido valor de mercado. En este sentido, los controles de precios han tenido un efecto perjudicial sobre la inversión y, por esa vía, sobre la producción y el empleo. Así, cualquier efecto positivo, a corto plazo, de los controles de precios sobre la capacidad de compra de los consumidores ha sido anulado, a la larga, por la caída en la oferta del producto cuyo precio está regulado. Han surgido entonces la escasez, la reventa y el racionamiento, problemas indisolublemente ligados a la gestión socialista de la economía.


  4.5 Interferencias relativas al goce


  Altas tasas de impuestos a los ingresos provenientes del capital disminuyen los incentivos a la inversión privada. Los mayores ingresos gubernamentales obtenidos por esa vía, sin embargo, podrían ser utilizados, entre otras cosas, para financiar inversión pública. En ese caso la inversión privada sería sustituida por la inversión pública, tal como el socialismo siempre lo ha planteado. El uso de altos impuestos puede servir, pues, a una estrategia política que no desconozca formalmente la actividad privada pero que, en la práctica, la haga menos rentable y, por tanto, menos relevante en el proceso económico.


  En este sentido, la estrategia que el socialismo del siglo XXI viene adelantando en Venezuela, en materia de elevación de la presión tributaria y creación de diversas tasas, no es especialmente original. No es, tampoco, una estrategia sostenible en el largo plazo, pues se basa en la progresiva erosión de la base productiva del país y, por tanto, en el secamiento de la fuente de financiamiento de la cual se nutre. Debe mencionarse, sin embargo, que el Gobierno socialista hace ciertas concesiones impositivas a empresas privadas –fundamentalmente extranjeras– para la explotación en sectores productivos que puedan aportar significativos recursos fiscales. Ese tratamiento diferenciado en materia impositiva es consistente con la estrategia política más amplia, orientada al debilitamiento de los actores económicos y sociales nacionales.


  Debe observarse, adicionalmente, que el Gobierno socialista ha abusado también de sus competencias en esta materia, violando el principio de reserva tributaria. De acuerdo con dicho principio quedan proscritas la creación, modificación o extinción de tributos por la mera voluntad del Poder Ejecutivo, requiriéndose que tales actos sean votados en el seno del Poder Legislativo y establecidos mediante ley formal. Este principio –que expresa la antigua idea de que no debe haber tributación sin representación– es, de hecho, una garantía a los derechos de propiedad. El Gobierno socialista, al dictar tributos mediante decretos-leyes que son leyes materiales y no formales, ha usurpado funciones del Poder Legislativo (Abache, 2016).


  Lo que está en juego, de nuevo, es la libertad de las personas. Aunque los impuestos se han asumido socialmente, desde hace mucho tiempo, como un instrumento legítimo de financiamiento del Estado, ellos constituyen una acción coactiva sobre las personas. La legitimidad del pago de impuestos a un régimen orientado a destruir el derecho de propiedad es, como mínimo, una terrible paradoja.


  4.6 Interferencias relativas a la disposición


  La limitación al derecho de propiedad en el marco del socialismo del siglo XXI es, como puede verse, multidimensional. Otra de las formas que adopta dicha limitación es la enorme dificultad para protocolizar o autenticar documentos de compra y venta de activos. Ello es consistente con el fin último de un régimen de inspiración marxista: la minimización de la propiedad privada en el proceso económico[70].


  La centralización de la función registral y notarial ha creado incentivos perversos. Los ingresos por la prestación del servicio que antes eran, en parte, distribuidos porcentualmente entre los funcionarios, ahora son manejados centralmente por el Servicio Autónomo de Registros y Notarías. Muchos funcionarios se ven tentados, en el marco del nuevo sistema, a obtener ingresos mediante los pagos informales que muchos ciudadanos están dispuestos a hacer con el fin de sortear las diversas trabas que se les imponen. La corrupción es ciertamente endémica en regímenes controladores y centralistas.


  Otra limitación a la libre disposición de los activos es el establecimiento coactivo de cánones y condiciones de alquiler de inmuebles para uso residencial y comercial. Ello se ha traducido en numerosos casos de violación a los derechos de propiedad. No es de extrañar que el mercado formal de alquileres haya prácticamente desaparecido, surgiendo un precario mercado informal con sus consabidas consecuencias negativas. Muchos ciudadanos –en particular jóvenes que aspiran a comenzar una vida independiente– cuentan con muy pocas opciones para alquilar inmuebles. Quien supuestamente sería defendido por las políticas intervencionistas termina siendo, nuevamente, uno de sus principales perjudicados.


  Por otra parte, el control de divisas ha sido adoptado por el régimen como una estrategia claramente política. Ello ha sido declarado abiertamente por algunos dirigentes socialistas, aunque afirmando que ese control es un arma en la guerra económica contra la «derecha apátrida». Su objetivo implícito realmente es otro: dificultar o negar la libertad a las personas para que puedan transformar su patrimonio, total o parcialmente, en una moneda en la cual tenga mayor confianza. Este es uno de los factores que ha incidido en el surgimiento de un mercado paralelo. Nuevamente, sin embargo, la corrupción puede explicar, en medida importante, el diseño y sostenimiento del sistema de control de divisas venezolano. No sería la primera vez que control y corrupción se refuercen mutuamente, a expensas del bienestar de la mayoría de la población.


  4.7 Ruina de lo productivo


  El saldo del socialismo del siglo XXI, en términos de cierre de empresas, de caída en los niveles de producción y de desaparición de fuentes de empleo en el sector privado formal de la economía es trágicamente negativo. A pesar de no existir cifras oficiales relativas al número de empresas privadas existentes en el país, diversas organizaciones estiman que dicho número ha caído a una tercera parte de lo que era en los años iniciales de la revolución socialista.


  Solo durante el segundo semestre del año 2016, varias e importantes empresas trasnacionales han cesado sus operaciones en Venezuela. Entre ellas Kimberly Clark, General Mills, Lufthansa, Aeroméxico, Latam y Bridgestone. La inversión privada –nacional e internacional– alcanza hoy niveles insignificantes, comprometiendo nuestro futuro crecimiento. Ello resulta aún más evidente cuando se le contrasta con lo que viene sucediendo en el resto de América Latina:
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  Por otra parte, los intentos gubernamentales por impulsar nuevas formas empresariales, en el marco de una supuesta «economía social», solo han provocado un desperdicio incalculable de recursos. La invención de las llamadas empresas de producción social o el impulso gubernamental a las cooperativas han dejado tras de sí un verdadero «cementerio» de experiencias fallidas y unos cuantos bolsillos repletos de recursos públicos. El fracaso socialista no ha impedido, en efecto, que diversos grupos hayan prosperado a la sombra del enorme e ineficiente Estado. El intervencionismo estatal constituye siempre un terreno fértil para los capturadores de renta.


  El crecimiento del número de empresas estatales –nuevas y resultado de expropiaciones– ha sido significativo. Solamente en el sector alimentario se presenta el siguiente panorama:


  
    «El conglomerado de aceites y grasas cuenta con 9 empresas, el de arroz 17, el cárnico 29, el avícola 8, el de pesca 38, el de lácteos y frutas 45, el de harina de maíz 15 y el de alimentos balanceados para animales 6. Además, en el área de silos existen 43 empresas, en el de transporte 6, en acopio y frío 36, empaquetadoras y empaques 16. Redes de distribución formadas por Pdval, Mercal, Bases de Misiones, una comercializadora y Fundaproal. Finalmente, existen 10 compañías en el conglomerado mixto. En total, se trata de 283 empresas en el sector de alimentos que hasta ahora no han cumplido con el objetivo de impulsar la «producción del sistema socialista» y convertir al Estado en un eficiente proveedor de alimentos (Salmerón, 26-05-16).»

  


  El balance es hoy desolador en diversos sectores, en los que numerosas empresas y tierras estatales se hallan paradas o trabajando con bajísimos niveles de productividad. Es el caso de las industrias de Guayana. La corrupción, la incompetencia y la politización, entre otros problemas, se han convertido en males extendidos en el sistema de empresas estatales. Artificiosos esquemas de planificación centralizada, mediocres réplicas de las experiencias soviética o cubana no atinan a dar resultados. La ceguera paradigmática impide a los gestores gubernamentales ver la verdadera causa de los problemas: en el socialismo desaparecen o se pervierten los incentivos que promueven, aquí y en cualquier lugar, la función empresarial y, con esta, la generación de riqueza.


  La ruina del aparato productivo venezolano ha sido progresiva. Las importaciones lograron, durante algún tiempo, ocultar esa realidad. La caída del precio del petróleo y el necesario ajuste en las importaciones ha develado la magnitud de lo logrado por el régimen en su intento por imponer el socialismo. La escasez y el racionamiento alcanzan ya niveles de tragedia humanitaria.


  Esta situación es más grave, si cabe, cuando se le añade el surgimiento, en años recientes, del negocio de reventa de productos cuyos precios son regulados por el Gobierno. Esa actividad atrae hoy a un contingente de venezolanos que, en muchos casos, ha abandonado empleos formales para intentar obtener ganancias derivadas de las distorsiones causadas por el control gubernamental de precios.


  4.8 Enriquecimiento en socialismo


  Resulta importante diferenciar entre lo que el régimen socialista ha pretendido hacer y lo que efectivamente ha logrado. No ha podido crear una economía socialista pero sí una economía distorsionada y corrompida. Han surgido así enormes fortunas en el marco de violaciones a los derechos de propiedad.


  No existe un método preciso para calcular la corrupción. Se trata de un fenómeno multiforme y, por definición, encubierto. El caso tal vez más escandaloso, por los enormes montos involucrados y por sus terribles efectos sobre las condiciones de vida de la población, sea el uso de los dólares preferenciales. Aún hoy existe una tasa oficial de 10 bolívares por dólar que se asigna de manera discrecional y que contrasta con otra tasa oficial, ubicada alrededor de 670 bolívares por dólar. De acuerdo con cálculos basados en el comercio espejo –que permite comparar el valor de las importaciones reportadas por Venezuela con el valor de las exportaciones que sus socios comerciales reportan como enviadas al país– la sobrefacturación de importaciones durante el período 2005-2014 habría alcanzado unos 66.700 millones de dólares. Este es un monto que equivaldría a colocar un sobreprecio de 16,9% sobre todas las importaciones de bienes (Santos, Bustos y Baquero, 13-07-16).


  El uso de sobreprecios en la compra de activos de diverso tipo ha sido también intensamente utilizado. Este es el caso, por ejemplo, de la adquisición de plantas termoeléctricas, caso que explica, en buena parte, el duro racionamiento energético al que ha sido sometida la población venezolana. La reventa y contrabando de productos cuyos precios son regulados, especialmente la gasolina, han hecho surgir enormes mafias que involucran a civiles y militares. Gobiernos aliados, como Cuba y Nicaragua, han creado esquemas que les han permitido participar en varios negocios ilícitos. Apenas se comienza a entender la magnitud de lo que no puede ser calificado sino como un saqueo nacional, sin precedentes en nuestra historia y en la de la mayoría de los países.


  Debe entenderse que el objetivo central de todo régimen socialista es conservar el poder político. Por tanto su evaluación de grupos de interés y mafias se basa en la contribución que estos hagan al alcance de aquel objetivo. En muchos casos, tales grupos son tolerados por su aporte al sostenimiento de un régimen. En el caso venezolano no es claro, sin embargo, que quepa hablar de tolerancia, pues eso supondría la existencia de un grupo que no estaría involucrado en hechos de corrupción o en tráfico de influencias y que sobrellevaría a otros que sí lo están. El régimen socialista podría ser caracterizado, en realidad, como una cleptocracia autoritaria.


  5. Recomendaciones: hacia un pueblo de propietarios


  Una economía de mercado libre, competitiva y estable supone, entre otras cosas, el respeto a los derechos de propiedad y la existencia de oportunidades para que la mayoría de los ciudadanos pueda ahorrar y acumular un patrimonio. El Estado juega un papel fundamental en todo ello.


  
    «El Estado fomenta la formación de patrimonios de sus integrantes de múltiples maneras y favorece una amplia difusión de los patrimonios particulares. Las medidas estatales incluyen, por ejemplo, el fomento del ahorro para la vivienda, del ahorro con títulos-valores y la participación de los trabajadores en sus empresas, como también la prevención de la vejez y de determinados riesgos mediante seguros de vida (capitalizados) (Hasse, Schneider y Weigelt, 2004).»

  


  Esta es una perspectiva propia de la llamada economía social de mercado, perspectiva que aquí hemos adoptado y que se orienta, en última instancia, a la creación de una amplia y próspera clase media, conformada por millones de ciudadanos propietarios. A continuación se presentan algunas ideas que pueden resultar útiles para este propósito, en el marco del fin del socialismo del siglo XXI y del comienzo de un modelo democrático de desarrollo económico.


  5.1 Titularización de la propiedad de la vivienda


  La vivienda es el principal activo de la mayoría de las familias y uno de los ejes de la solidaridad entre generaciones. La vivienda puede ser, además, para muchas familias, instrumento de apalancamiento financiero para emprender negocios.


  La experiencia muestra que una familia, al vender su vivienda, suele aspirar a adquirir otra mejor. Las viviendas de carácter social vendidas por sus propietarios originales eran, hasta no hace mucho tiempo, oportunidades de inversión asequibles para otros, no quedando nadie obligado a habitar una vivienda de por vida. Esta dinámica de venta y compra de viviendas es una señal de progreso material, presente en países con eficientes políticas sociales. De ello pueden dar testimonio también varias generaciones de venezolanos. El entorpecimiento de esa dinámica mediante la legislación socialista solo ha venido a obstaculizar la movilidad social.


  Sin la titularidad sobre la vivienda que se habita, difícilmente se desarrolla el sentido de pertenencia y la disposición a invertir en su mejoramiento. Sin ella resulta fácil, además, convertirse en víctima del chantaje político por parte de Gobiernos de talante antidemocrático, como el actual Gobierno venezolano. En tal sentido, el esquema de sumisión ante el Gobierno de los beneficiarios de la Misión Vivienda debe ser execrado de nuestra sociedad.


  La informalidad en cuanto a la titularidad de las viviendas construidas por innumerables venezolanos y la negación del derecho a la propiedad a los beneficiarios de la política habitacional constituyen injustificables limitaciones a la libertad y al progreso de las familias. Ambos fenómenos deben ser superados mediante una ordenada política de titularización de la propiedad sobre viviendas.


  5.2 Reversión y regularización de expropiaciones


  La expropiación es, como se ha dicho, una garantía de los derechos de propiedad. En cualquier economía moderna ella puede ser utilizada, siguiendo los principios y mecanismos constitucionales, como parte de políticas orientadas a elevar el bienestar de la población. En el caso de Venezuela la expropiación ha sido aplicada, sin embargo, en numerosos casos, en forma inconstitucional. El Estado ha expoliado así a incontables empresarios y propietarios. No hay entonces una alternativa distinta a revertir esos procesos y compensar a los perjudicados.


  En algunos casos sucederá que la reversión de las expropiaciones no será posible o conveniente. Es el caso, por ejemplo, de terrenos que fueron utilizados para construir viviendas. También el de tierras que fueron tomadas por el Estado en el marco de una política de «rescates administrativos» y entregadas a comunidades campesinas. De igual modo, algunas empresas expropiadas pueden haber sufrido un deterioro de tal magnitud que no resulte ya interesante para sus anteriores propietarios recibirlas de nuevo. En todos estos casos será necesario compensar a los propietarios afectados, de acuerdo con el proceso constitucional previsto y no cumplido.


  La ejecución de esta política de reversión y regularización de expropiaciones debería contar con alguna instancia gubernamental creada al efecto. La transparencia y el profesionalismo en el funcionamiento de esta instancia deberán ser atendidos en todo momento. En ese sentido la vinculación con las universidades y con algunas organizaciones civiles puede resultar favorable.


  5.3 Difusión de la propiedad de tierras agrícolas


  La definitiva eliminación de los latifundios que aún resten es parte de una sana política de inclusión social, con positivas consecuencias productivas. La posibilidad de que miles de campesinos y empresarios del campo se conviertan en propietarios de una porción de tierra para que ellos y sus descendientes progresen materialmente –y con ellos la actividad agrícola– es, sin duda, una iniciativa que debe profundizarse. Ellos necesitan, sin embargo, la certeza de que su esfuerzo productivo no se perderá como resultado de decisiones gubernamentales arbitrarias.


  Al respecto, es necesario superar mitos arraigados y transformar viejas estructuras de poder. De tales mitos el más persistente es el suponer que un campesino es alguien con poco criterio para discernir el curso de acción que más le conviene y que debe ser sujeto, por tanto, de permanente tutela estatal. Las estructuras de poder, por su parte, involucran a grupos privados y a burocracias estatales cuya capacidad de influencia descansa, directa o indirectamente, en la acumulación de tierras. La eliminación de latifundios es, por tanto, una política que debe aplicarse por igual a latifundios privados y estatales.


  Una política de democratización económica consistiría entonces en la venta ordenada de parcelas de tierras, públicas o expropiadas, a pequeños y medianos productores agrícolas. Tal política debe acompañarse, por supuesto, de una adecuada política de apoyo al desarrollo agrícola, algo que escapa del alcance de este trabajo.


  5.4 Privatización e inclusión


  Es difícil imaginar que el enorme conglomerado de empresas estatales, formado durante los lustros recientes, pueda convertirse alguna vez en un sector productivo y dinámico de nuestra economía. La experiencia actual y pasada apunta exactamente hacia lo contrario. Esa experiencia no hace sino ratificar lo ya comentado antes: las empresas estatales enfrentan, normalmente, problemas de politización en la toma de decisiones, de precios regulados, de ineficiencia, de exceso de personal, de caducidad tecnológica, de pérdidas crónicas. Tales problemas se hallan hoy magnificados en las empresas de Guayana y, desgraciadamente, en PDVSA. Ni hablar de las incontables empresas creadas o expropiadas en medio de la vorágine socialista de la última década.


  Es imprescindible diseñar, pues, una política de privatización sistemática, transparente e inclusiva. Ha transcurrido suficiente tiempo como para aprender de los aciertos y de los errores de las políticas de privatización, tanto de la propia como de las ajenas. En tal sentido, el diseño de esa política debe ser muy cuidadoso. Ella requerirá mucho apoyo técnico pero también gran sentido político. Tal vez convenga crear una unidad especial que se dedique al diseño y ejecución de ese proceso y que rinda cuentas públicamente de sus avances. Debe precisarse el universo de empresas por ser privatizadas, definiéndose prioridades y secuencias[71]. Debe evitarse la discrecionalidad en la toma de decisiones. Mecanismos de subastas públicas deben ser usados en todos los casos, previos estudios de valoración. En algunos casos sucederá que el estado de las empresas las haga prácticamente irrecuperables y, por tanto, su cierre sea la única opción disponible. Los efectos sobre los empleados y trabajadores deben ser atendidos con especial atención. El criterio en esta materia deberá ser el de apoyar a las personas y no los puestos de trabajo. Ello implicará crear mecanismos de soporte económico a quienes resulten desempleados y, sobre todo, de reentrenamiento laboral. Debe cuidarse, en especial, que la privatización suponga siempre someter a las empresas a un marco de competencia y nunca crear situaciones de predominio de mercado que puedan desfavorecer a los consumidores.


  La privatización abre también oportunidades para la inclusión social. La participación accionaria de trabajadores, la apertura a los mercados de capitales, la cogestión en materias laborales, entre otras estrategias, deben ser evaluadas en cada caso con el fin de promover la difusión de la propiedad entre el mayor número de ciudadanos. Al respecto, el uso de sistemas de vouchers, repartidos equitativamente entre los ciudadanos, ha generado interesantes experiencias que han democratizado la propiedad, generando apoyos sociales e impulsando además el desarrollo del mercado de capitales.


  Es previsible la resistencia al cambio por parte de grupos de interés articulados de diversas formas a las empresas estatales. De modo semejante puede anticiparse el rechazo a la privatización por parte de sectores que no alcanzan a comprender cabalmente cómo les beneficiaría esa política. Es innegable, en ese sentido, que el término privatización ha sido políticamente satanizado. Pero el uso de eufemismos no ayuda a resolver el problema. El desafío central está en comunicar a la población, en forma pedagógica y sincera, el significado y alcance de la privatización. Debe demostrarse, con base en los hechos, que numerosas empresas estatales están hoy, en realidad, al servicio de intereses particulares, que nada ofrecen al bienestar general y que, por el contrario, constituyen un peso insoportable para las finanzas públicas. Debe enfatizarse que recursos que hoy se despilfarran en esas empresas bien pudieran ser usados para fines socialmente valiosos.


  5.5 Petróleo para un pueblo de propietarios


  El caso de PDVSA exige un comentario especial. Su inclusión dentro del universo de empresas a ser privatizadas no parece hoy una opción realista. Lo que sí resultaría factible sería que el sector de hidrocarburos fuese abierto, en forma transparente y eficiente, a la inversión privada nacional e internacional. Con ello se captarían los recursos necesarios para expandir la capacidad de producción del país en ese sector, hoy severamente limitada por el monopolio que aún ejerce un Estado exhausto. La competencia constituiría un constante acicate para el mejoramiento de PDVSA, si se le permite actuar con sentido empresarial y se le descarga de responsabilidades propias de otros entes públicos.


  La trascendencia de esta apertura, sin embargo, más allá de las oportunidades de inversión que generaría para muchos venezolanos, directamente o a través de diversos fondos, estaría en la transformación de la tradicional relación entre el petróleo, el Estado y la sociedad. La posibilidad de que los venezolanos podamos, por fin, participar directamente en el negocio petrolero ayudará a normalizar la relación entre el Estado y la ciudadanía. El Estado pasará progresivamente a depender de una sociedad de propietarios, financiando su gasto mediante impuestos y no mediante una renta independiente del esfuerzo productivo privado y usada en forma discrecional. En otros términos, se les quitará a los gobernantes su principal herramienta para someter a los ciudadanos, usada hasta lo inadmisible durante los años perdidos de la revolución socialista.


  La transformación a la que se alude sería potenciada con la creación de un sistema de distribución de las regalías petroleras que tenga como beneficiarios directos a todos los venezolanos. En tal sistema cada venezolano recibiría anualmente un porcentaje de tales regalías en una cuenta individual, a ser administrada por un fondo patrimonial. Con base en esos recursos los venezolanos, todos, pagaríamos impuestos al Estado y podríamos financiar, a lo largo del tiempo, determinados gastos en materia de educación o de salud (Rodríguez S. y Rodríguez P., 2012).


  5.6 Desarrollo del mercado de capitales


  Ninguna economía moderna se ha desarrollado sin contar con un dinámico mercado de capitales. Y ningún mercado de capitales ha surgido sin respetar los derechos a la propiedad. Al fin y al cabo un mercado de capitales consiste en la compra y cesión de derechos de propiedad que realizan innumerables personas, naturales y jurídicas.


  A través del mercado de capitales, el ahorro de las personas puede ser transformado en acciones, títulos y otros activos de mayor rendimiento que el de los depósitos bancarios. Es posible así impulsar la democratización económica y el acercamiento del pequeño y mediano ahorrista a la función empresarial moderna y a la propiedad productiva.


  Para los empresarios de cualquier tamaño, el mercado de capitales abre diversas oportunidades de financiamiento. Piénsese tan solo en los emprendedores informales que hoy deben pagar elevadísimas tasas de interés a prestamistas, también informales, al no contar con opciones como las que abriría un mercado de capitales pujante y accesible.


  Venezuela experimentó avances significativos en su mercado de capitales durante la década de los noventa, pero los años de socialismo lo han reducido hasta la insignificancia. Existen, sin embargo, el capital humano y la infraestructura necesarios para su vigoroso relanzamiento. Se requeriría revisar y modernizar el sistema regulador, clave del funcionamiento transparente y confiable del mercado de capitales. En esta tarea jugarán un papel primordial las tecnologías de la información y la comunicación hoy disponibles. La cooperación internacional tendría mucho que aportar en esta materia. Sería también imprescindible un ambicioso programa de educación financiera que permita a la ciudadanía tener una comprensión general de cómo opera un mercado de capitales y de las ventajas que podría derivar de su participación en él.


  La reactivación del mercado de capitales en Venezuela podría basarse, fundamentalmente, en la creación de incentivos fiscales y de otra naturaleza a las empresas privadas dispuestas a abrir su capital a la participación del público y en la apertura del capital de empresas estatales a ser privatizadas, privilegiando, en cualquier caso, el acceso de pequeños y medianos ahorristas, así como de fondos de retiro.


  5.7 Liberación del uso de la propiedad


  El levantamiento de los controles de precios es un requisito para crear una economía próspera. Tales controles afectan negativamente las expectativas de los empresarios, pues hacen depender sus ganancias de la voluntad de quienes gobiernan. En una economía como la que aquí se prefigura, con amplia libertad y competencia, los empresarios tendrían la razonable certeza de que sus ganancias dependerán, ante todo, de su esfuerzo en satisfacer las necesidades de los consumidores.


  Suele temerse que la eliminación de controles suponga, como efecto inmediato, el alza desmedida de los precios. Esa es, efectivamente, una posibilidad. Aunque, insistimos, a mediano plazo el aumento en la producción y oferta de productos y viviendas, en el marco de un mercado abierto y competitivo, será el mejor regulador de los precios. El desafío está entonces en atender las urgencias del corto plazo sin comprometer los objetivos del mediano y largo plazo.


  En tal sentido puede diseñarse, en el caso de los alquileres, una estrategia de ajustes progresivos que minimicen el impacto social inmediato, al tiempo que permitan el crecimiento en la oferta de viviendas para alquiler. Esa estrategia conduciría a la liberación de los alquileres en un lapso determinado. De igual modo, la liberación de precios de productos regulados podría acompañarse, también durante un tiempo definido, por subsidios a la población más necesitada. En ello influirían, de manera determinante, las políticas macroeconómicas que se adopten, tema de otros capítulos de esta publicación.


  5.8 Liberación de la disposición de la propiedad[72]


  Los registros públicos tienen que ser liberados de los grupos que los han secuestrado. Ello requerirá reformas legales y cambios administrativos que los expertos deberán diseñar, los políticos evaluar y la ciudadanía apoyar. Debe entenderse, sin embargo, que no se trata tanto de un problema de personas como de estructuras de incentivos. Por eso debe considerarse el restablecimiento, con las mejoras necesarias, del arreglo institucional según el cual los registros y notarías obtenían ingresos propios por la prestación de servicios, ingresos que eran parcialmente distribuidos entre sus funcionarios.


  No hay razones técnicas, legales o administrativas para que el registro de la propiedad y de su intercambio no pueda convertirse en un proceso expedito y transparente. No se persigue subestimar las dificultades que estas transformaciones suponen. Ellas exigirán, para ser viables, un amplio debate público que desnude una realidad padecida por innumerables ciudadanos.


  5.9 Respeto al ordenamiento antiinflacionario[73]


  Alcanzar y mantener la estabilidad de los precios requiere sustraer del Gobierno el poder para cubrir sus requerimientos financieros mediante la emisión de moneda por parte del banco central. El logro de este objetivo supone establecer un ordenamiento monetario que debe ser políticamente adoptado y respetado. Dentro de ese ordenamiento figuran principios como los siguientes:


  
    	La obligación constitucional del banco central de orientar su política monetaria hacia el objetivo fundamental de garantizar la estabilidad de precios.

    	La autonomía del banco central con respecto a las decisiones del Gobierno y del Parlamento.

    	La prohibición absoluta del banco central de financiar el déficit fiscal.

    	La imposibilidad de revocar a los miembros del directorio del banco central, mientras dure su mandato.

  


  Estos son principios que, hoy en día, la mayoría de las economías modernas comparte. Lo sorprendente es que los venezolanos también lo hicimos, al aprobar la Constitución de 1999. En nuestro caso el financiamiento monetario del déficit fiscal constituye entonces una flagrante violación de preceptos constitucionales que no debe quedar impune. Entre los responsables seguramente ocuparán un lugar especial los miembros de varios directorios del Banco Central de Venezuela. El punto es importante, pues deben crearse los precedentes –en esta y en otras áreas– que desestimulen futuras conductas violatorias de la Constitución.


  5.10 Protección a la propiedad


  Resulta casi innecesario advertir que una política orientada a promover la propiedad privada debe garantizar que ella no sea objeto de delitos. Una de las razones de ser del Estado es el cuidado de los derechos de propiedad y un Estado que no cumpla con esa tarea puede ser calificado como un Estado fallido.


  Estos comentarios resultan pertinentes por cuanto el actual Gobierno venezolano ha mostrado una enorme dificultad para enfrentar decididamente el crimen. La razón, más allá de complicidades que seguramente existen, es, ante todo, paradigmática. El socialismo del siglo XXI constituye, en el fondo, una nueva forma de comunismo y comparte, por tanto, la idea de que toda propiedad privada es, directa o indirectamente, producto de la explotación humana. Por eso era justificable que en las décadas de la insurgencia izquierdista los grupos alzados en armas robasen y secuestrasen. Estos eran, desde su perspectiva, actos de justicia social. Algunos líderes insurgentes que así pensaban y actuaban, así como algunos de sus herederos ideológicos, forman hoy parte del Gobierno.


  Cualquiera fuese el caso, es evidente que la defensa de los derechos de propiedad y la democratización de la propiedad suponen una política de seguridad personal, componente esencial del Estado de derecho. Pero esto es algo que, evidentemente, desborda el ámbito de este trabajo.
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  Epílogo

  La gran cuestión de la armonía social

  Ramón Guillermo Aveledo


  … ha sido en todos los tiempos el problema más bello y más delicado de la ciencia de Gobierno, determinar qué parte toma a su cargo la ley en la dirección de los intereses de la sociedad, y qué parte deja a la conciencia, a la actividad y a la inteligencia de los individuos.


  FERMÍN TORO, 1845

  «Reflexiones sobre la Ley de 10 de abril de 1834»[74]


  En tiempos de crisis, y coincido con Urbaneja en que «nunca ha habido en Venezuela una crisis tan integral», se aconseja acudir a la sabiduría de los mayores. Pies en la tierra, vista en el horizonte y oído al buen consejo. Por eso echo mano a la reflexión fermintoriana. Porque fue formulada sobre esta misma tierra, en la crisis de la construcción de la república, tras la guerra y la ruptura, y porque tiene claro un asunto cuya comprensión es medular también hoy, cuando los venezolanos encaramos responsabilidades colosales: allí reside «la gran cuestión de la armonía social».


  Y de eso se trata. Lo que haya que hacer en una coyuntura particularmente dura, cuando un modelo agotado desemboca en estancamiento y contracción económica y cuyas consecuencias de inflación y escasez han irrumpido como un tsunami en la cotidianidad de todas las personas, así como en lo que se busque como modelo nuevo que aproveche la experiencia y supere los errores, tanto los recientes que nos metieron en este callejón como los anteriores, ha de hacerse teniendo presente, ante todo, la gran cuestión de la armonía social. A todos los integrantes de la sociedad venezolana. Sin divisiones, sin exclusiones, sin discriminaciones.


  Para salir de la crisis que empobrece a todos, salvo a una minoría corrupta y especuladora, habrá que tomar decisiones y saber administrarlas, explicarlas, evaluar su aplicación y sus efectos e introducirles las correcciones necesarias. Políticas y medidas, como las que los distinguidos economistas convocados a este proyecto plantean, precisarán suficientes base social y sustento político, nada de lo cual vendrá solo. Habrá que trabajarlo con tino, paciencia y perseverancia. Y con un esfuerzo comunicacional considerable, tan importante como la pertinencia técnica de las políticas decididas y de las medidas que ameritan, para dejar perfectamente claro en el último habitante del más apartado rincón de la República el carácter eminentemente popular y patriótico de la reforma económica, porque no es cosa de dejar lo popular en la boca de quienes han empobrecido a los venezolanos, y la soberanía en manos de quienes han dejado la bandera desteñida y hecha jirones, todo, irónicamente, en nombre de esas causas. Popular no quiere decir populista, ni patriótico es sinónimo de demagogia patriotera.


  Dicho en resumen que no deje duda: más allá (o más acá) de claridad en las definiciones hace falta un plan. Un plan político y un plan económico-social que vayan juntos, cuya orientación y sentido finalista generen seguridad y confianza en los mercados y esperanza en las mayorías. Tanto o más importante que saber qué hacer es saber cómo hacerlo.


  La reforma económica que se propone será popular porque su centro y meta es todo el venezolano y todo el pueblo venezolano. El beneficio y la promoción de sus productores de la ciudad y el campo, de sus consumidores, de sus empresarios, emprendedores y trabajadores. En la ciudad, barrio, casco y urbanización, sea esta popular, de clase media o de altos ingresos. En el pueblo, el caserío y la aldea. En el campo. La reforma económica que se propone será patriótica, porque en el contexto de la globalización, imposible de ignorar, busca recuperar para la nación venezolana su capacidad de decisión, hoy alienada a la dependencia de las importaciones y a los acreedores, tanto como a fantasías ideológicas y caprichosas alianzas que acabaron en subordinación al interés ajeno.


  Esta convicción central a ser transmitida a todos los ciudadanos es, por lo mismo, para todos los públicos, lo cual incluye muy señaladamente al sector militar, aquel para el cual, con la excusa de su «participación activa en el desarrollo nacional», se le ha vendido prescindir de todo el resto del artículo 328 constitucional. Y se ha persuadido a un sector importante de sus mandos de una versión de esa participación, que no es otra cosa que el compromiso para el apuntalamiento de unas políticas determinadas, equivocadas radicalmente, no necesariamente compatibles con la letra y el espíritu constitucionales y favorecedoras del aprovechamiento corrupto por parte de unos cuantos civiles, y también de unos cuantos militares.


  Del conjunto de planteamientos de los autores podemos sacar, por lo menos, conclusiones como las que siguen, en apoyo al plan que a los decisores políticos incumbe formular y ejecutar, adelantándolo como una causa nacional. De la Nación entera.


  Esta crisis venezolana es ciertamente la más grande y profunda que el país ha sufrido; eso no significa que sea irremediable. Hay modos de salir de ella y el país los tiene o tiene cómo procurarlos. Va a hacer falta, sí, una base social que debe ser construida y mantenida sin descuido, y un consenso político tan amplio como sea posible. Ello exigirá un ejercicio de responsabilidad por parte de los sectores y de los actores principales. Responsabilidad a ser promovida y cultivada, mediante una incesante comunicación que la premie, así como también castigue la irresponsabilidad.


  Los predecibles problemas relativos al manejo del descontento y a la distribución razonable y equitativa de las cargas nos indican que es de sentido común que la política social forme parte integral de la reforma económica desde la partida y no sea vista por los decisores ni percibida por la sociedad como una mera compensación, lubricante y/o analgésica, para aguantar los cambios.


  Allí, la política reformadora contará con una ventaja que no debe despreciar en lo que debe ser, insisto, su crucial estrategia comunicacional. Hablo de la verdad rotunda de que la abrumadora mayoría nacional ha sido perjudicada por las políticas vigentes a reformarse, cuyos beneficiarios, y por tanto eventuales perdedores de las trasformaciones a adelantarse, son las roscas, las mafias, la corrupción en sus distintas manifestaciones.


  Como componente de la reforma económica se propone un sistema nacional de protección social y laboral, cuyas redes de protección social, subsidios y transferencias se integren en una visión inclusiva y equitativa del desarrollo, promotora de la iniciativa y la responsabilidad personales; transitorio, con horizontes temporales previstos, mientras dure la necesidad cuyo apremio se hará disminuir progresivamente. Amplios acuerdos que involucren a Gobierno, empleadores y trabajadores. Visiones ampliamente comprensivas que no ignoren el vasto mundo de los trabajadores por cuenta propia. Propuestas como el Dividendo Ciudadano, cuyo valor económico y social puede ser tan importante, forman parte de esta visión integradora.


  Esta aproximación nueva, dirigida a dotar de sustentabilidad humana a la racionalidad económica ineludible, cuya ignorancia se paga tan caro, exige reconocimiento a un nuevo papel de la familia, la cual tendrá que ser un interlocutor fundamental, con responsabilidades y posibilidades reales de cumplirlas (Buttiglione, 2012).


  Es comunicacional, pero también mucho más que eso; piedra angular será la credibilidad de las reformas y la credibilidad de los reformadores. Es previsible que una y otra reciban embates feroces. En su defensa eficaz se nos va la vida. Y el bastión más fuerte es la verdad. La credibilidad, tanto de las reformas como de los reformadores, es crítica a nivel nacional, para ganar, ampliar y preservar los apoyos sociales y políticos, y a nivel internacional, pues esa es una fuente de cooperación que será indispensable, dada la situación a la que hemos llegado y que tan claramente reflejan las páginas precedentes.


  A lo largo de esas páginas leemos repetidamente la idea de transparencia como clave en distintas piezas del engranaje de cambio que se propone. Transparencia para informar la realidad, transparencia en el manejo de la política cambiaria, sea transicional o sustitutiva, transparencia en el manejo del ingreso petrolero. Luego de años de opacidad, truco y propaganda engañosa, transparencia gubernamental hacia adentro, en sus procesos de funcionamiento, y hacia afuera, en su comunicación.


  Y veamos, de una vez, lo fundamental de esa comunicación a la cual nos hemos referido con insistencia en estos párrafos. Insistencia que merece, y mérito que reclama tratamiento político, técnico en la economía, y profesional en lo específicamente comunicacional al más alto nivel de poder y calidad.


  La comunicación de la reforma económica necesita contener información, explicación, orientación y motivación. La desinformación de la propaganda manipuladora es la cara discursiva y mediática de las políticas que nos han hundido. La propuesta es, exactamente, todo lo contrario.


  Información veraz de la situación real encontrada y de lo que se va haciendo para superarla y para que no recaigamos en ella.


  Explicación sencilla, clara, accesible a todos, de por qué caímos en ese abismo y por qué hay que tomar cada medida y cuál es su efecto esperado.


  Orientación para señalarnos el rumbo. Mostrarnos el horizonte de a dónde queremos ir, en términos de vida real de la gente de carne y hueso, y cuál es la ruta que vamos siguiendo.


  Motivación para convencernos de la necesidad de seguir adelante, de no desfallecer ni rendirnos, de no retroceder. Mantener alto el espíritu nacional, la solidaridad, el patriotismo, para apreciar los resultados que se van alcanzando y comprender las dificultades y su transitoriedad.


  Este libro es fruto del estudio que los autores han hecho de nuestra realidad, de los avances del conocimiento pertinente y de las experiencias conocidas; también de su reflexión compartida, así como de su discusión. Ejercicios, como el diálogo con la academia y con el pensamiento económico venezolano independiente del poder, que se echan de menos en las esferas decisorias de estas casi dos décadas de ensayo y error, pero sobre todo de error, en el insólito empeño en demostrar la validez de teorías cuya inoperancia es mundialmente conocida, lo cual pudo disimularse en la abundancia pero que entró en barrena con la caída de los precios petroleros que le es ajena, como ajeno le fue su incremento, y las carencias que sí ocasionó, como aquellas en producción y productividad de la industria petrolera que maneja, y de la economía venezolana que interfiere constantemente; en disponibilidad de divisas y en estímulo al esfuerzo productivo.


  En ellas pueden leerse algunas otras constantes.


  Una es la necesidad de instituciones fuertes, sanas, orientadas a la inclusión, las cuales hagan respetar reglas. Tan verdadero es el reclamo como el hecho de que las instituciones no son flor de un día. Requieren una arquitectura adecuada y un compromiso firme de coherencia y disciplina sostenidas en el tiempo, para que vayan logrando la autoridad y la credibilidad propias de la condición institucional.


  Nadie puede decir que crea instituciones nuevas. Se diseñan, organizan y ponen en práctica nuevos proyectos institucionales que irán construyéndose un lugar en el poder público y en la vida nacional.


  En este punto, recordemos que es cierto que la gradualidad requiere una capacidad administrativa en buena medida perdida entre nosotros, lo cual puede conducir a un razonamiento que apunte hacia una mayor celeridad en los cambios. Aquí, sin dogmatismos, otra vez, no perdamos de vista «la gran cuestión de la armonía social».


  En ocasiones, la legislación contraproducente es además contradictoria con la disposición constitucional, cuya efectiva vigencia habrá que salvaguardar por el beneficio que aporta en seguridad. Tal es el caso del Banco Central de Venezuela, cuyas perversas reformas legales y prácticas político-administrativas, tan dañinas al bolsillo de los venezolanos y tan venenosas para el ahorro y la inversión, son muy distintas a la pauta dispuesta por el Constituyente:


  
    «Artículo 318. Las competencias monetarias del Poder Nacional serán de manera exclusiva y obligatoria por el Banco Central de Venezuela. El objetivo fundamental del Banco Central de Venezuela es lograr la estabilidad de precios y preservar el valor interno y externo de la unidad monetaria. La unidad monetaria de la República Bolivariana de Venezuela es el bolívar. En caso de que se instituya una moneda común en el marco de la integración latinoamericana y caribeña, podrá adoptarse la moneda que sea objeto de un tratado que suscriba la República.


    »El Banco Central de Venezuela es persona jurídica de derecho público con autonomía para la formulación y el ejercicio de las políticas de su competencia. El Banco Central de Venezuela ejercerá sus funciones en coordinación con la política económica general, para alcanzar los objetivos superiores del Estado y la Nación.


    »Para el adecuado cumplimiento de su objetivo, el Banco Central de Venezuela tendrá entre sus funciones las de formular y ejecutar la política monetaria, participar en el diseño y ejecutar la política cambiaria, regular la moneda, el crédito y las tasas de interés, administrar las reservas internacionales, y todas aquellas que establezca la ley[75].»

  


  Incentivar el trabajo, el ahorro y la inversión, obvios imperativos nacionales, supone abatir la inflación. Lograrlo, al igual que otros objetivos en política económica, monetaria, fiscal y, desde luego, en cuanto a uso del ingreso petrolero, exigirá siempre reglas en lugar de discrecionalidad, disciplina en vez de impulsos desordenados.


  Para incentivar el trabajo no bastan discursos. Hay que proteger el valor del salario, que es su fruto y, antes, promover el valor del trabajo. Esa promoción trasciende igualmente los dogmas y los prejuicios.


  Con la vista puesta en el horizonte, diremos que la Venezuela próspera, libre, justa que queremos es, económicamente hablando, un país de propietarios. La propiedad, derecho natural reconocido y tutelado en nuestra tradición constitucional, desde 1811 hasta esta actual de 1999.


  Tiene una función social también reconocida en nuestro ordenamiento, en el cual la expropiación por causa de utilidad pública o social no es, en ningún caso, una sanción sino, al contrario, protección ante la arbitrariedad. Porque es alegato falaz, y contrario a nuestra cultura como pueblo, el que la propiedad sea mala. Sostenerlo, aparte de mentiroso, se relaciona directamente con la crisis que padecemos. La propiedad, en cuanto consecuencia legítima del esfuerzo, el trabajo, el ahorro, la creatividad y la inteligencia humana, sirve de base al progreso y también a la paz, la estabilidad y la libertad.


  El desafío venezolano es salir de esta crisis que ha dejado como saldo millones de perdedores y unos cuantos ganadores, cuya ventaja ilegítima tiene qué ver con la corrupción y el «enchufe». Salir juntos y salir bien. Con una economía construida sobre bases sólidas, instituciones públicas confiables al servicio de todos y una convivencia social armónica de cada vez mejor calidad.


  No es que sea fácil ni que esté al alcance de la mano. Requiere un enorme esfuerzo común, inteligente y sostenido. Es perfectamente posible. Depende de nosotros.
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  Notas


  1. Hacemos una pequeña trampa aquí: donde Rodrik se refiere a la globalización, nosotros nos referimos a las reformas económicas. Creemos que la maniobra es válida en cuanto al punto esencial se refiere.


  2. Advirtamos que no ha sido fácil mantener una estricta división entre las secciones, y que en ocasiones no ha sido posible impedir que lo dicho en una sección debiera en puridad pertenecer a alguna de las otras. El flujo de la redacción tiene sus exigencias, que no siempre han de ser sacrificadas a criterios mecánicos. En algún caso —el del tema militar— la indicación del problema y su tratamiento fueron fundidos sin más cuestión.


  3. De todas maneras, como veremos, el estado al que ha llegado la Administración Pública puede deparar alguna sorpresa en el aspecto que estamos tocando.


  4. Es de imaginar que no sea imposible que los expertos diseñen un programa de reformas que esquive varios de los problemas que hemos asumido en este escrito. Un programa, por ejemplo, que le permitiera al país salir de la crisis sin mayores dificultades, con tenue o posterior presencia de agencias multilaterales, con ajustes muy llevaderos y aplanados, etcétera. Pero en estas páginas hemos preferido plantear un escenario más dificultoso. Si resultara que puede serlo menos, tanto mejor.


  5. Código para el bolívar, según la Organización Internacional de Normalización (ISO). El código anterior de esta moneda era VEB, de bolívar venezolano, y se cambió a VEF cuando pasó a hablarse de bolívar fuerte venezolano. Aunque en la actualidad no se explicite el adjetivo fuerte, el código sigue terminando en efe.


  6. Se conoció como dólar permuta de títulos valores al tipo de cambio no oficial que resultaba de la permuta (contrato por el que se entrega una cosa a cambio de recibir otra) entre quien tenía un bono denominado en bolívares y deseaba dólares y quien poseía un bono denominado en dólares y quería bolívares. De este cambio surgía una diferencia de precios que da como resultado un tipo de cambio implícito distinto al oficial. Las operaciones de compra-venta de títulos valores emitidos en colocaciones primarias en dólares y transadas a través de permuta son operaciones que estaban dentro de la Ley de Ilícitos Cambiarios como operaciones legales.


  7. El Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela (TSJ) declaró «en desacato» al nuevo Parlamento debido a que el 6 de enero asumieron sus puestos 112 diputados opositores, pese a que tres de ellos enfrentaban una suspensión de sus cargos tras una denuncia interpuesta por el oficialismo. Su salida significaría que la oposición ya no tendría la mayoría calificada (nota de los editores).


  8. El 15 de enero, casi un año después de haber dejado de hacerlo, el Banco Central de Venezuela volvió a publicar cifras de inflación. Según esa institución, entre septiembre de 2014 y el mismo mes de 2015 (último dato disponible), los precios a los consumidores venezolanos se elevaron en 141%. Pese a lo elevado de la cifra, varios analistas venezolanos consideran que la medición oficial está subestimada (nota de los editores).


  9. En la literatura se mencionan otros factores que ayudan, como la educación, la ubicación geográfica, la infraestructura o la inversión en bienes de capital (ver, a este respecto: Landes, 1998; Acemoglu y Robinson, 2012).


  10. «La economía es, en su raíz, el estudio de los incentivos: cómo la gente obtiene lo que quiere o necesita, especialmente cuando otras personas quieren o necesitan las mismas cosas. Todos aprendemos a responder a incentivos, positivos o negativos, desde el inicio de la vida. Un incentivo es simplemente un medio de urgir a las personas a hacer más cosas buenas y menos cosas malas» (Levitt y Dubner, 2005: 20 y 21).


  11. Algunos hitos de la turbulencia política durante este período fueron el estallido social de 1989, los fallidos golpes militares de 1992 y de 2002, la destitución del presidente Carlos Andrés Pérez en 1993, el referendo revocatorio presidencial de 2004 (ganado por Hugo Chávez) o las protestas del primer trimestre de 2014.


  12. Al ser el Gobierno el receptor de los dólares que genera la exportación petrolera, la devaluación del bolívar aumenta sus ingresos fiscales.


  13. Recordemos que la inflación era un fenómeno prácticamente inexistente en el planeta antes de la Primera Guerra Mundial, entre otras cosas por lo rígido del patrón oro.


  14. El artículo 314 de la Constitución establece que «no se hará ningún tipo de gasto que no haya sido previsto en la Ley de Presupuesto».


  15. Uslar Pietri vio al petróleo como un capital que se agotaba y por tanto debía ser transformado en activos productivos en lugar de consumirse. Editorial del diario Ahora, 14-6-1936.


  16. Una forma clásica de distribuir la renta petrolera es el aumento de la nómina pública. Así, por ejemplo, en 2000 los empleados públicos representaban el 14% del total de ocupados del país, mientras que en 2013 ascendían al 20,6%. Fernández, Yaneth: «Nómina del sector público ha crecido 108,5% en 13 años». El Universal, 22-12-2013. P. 1-8.


  17. Desde 2010 hasta 2014 los créditos adicionales al presupuesto han sido en promedio el 50% del monto original aprobado por el Parlamento. Figueroa, Ahiana: «Presupuesto nacional rumbo al billón de bolívares al final de 2014». El Mundo, 17-9-2014. http://www.elmundo.com.ve/noticias/economia/politicas-publicas/presupuesto-nacional-rumbo--al-billon-de-bolivares.aspx


  18. A partir de 1979 la Reserva Federal de los Estados Unidos implementó una política monetaria restrictiva (altas tasas de interés) para contrarrestar la inflación (sobre 10%) creada por la cuadruplicación de los precios del petróleo durante los años anteriores. Entre 1981 y 1984 las tasas alcanzaron el 20%, lo que redujo la inflación, pero a costa de una severa contracción y alto desempleo.


  19. En este libro el signo «$» será entendido como «dólar estadounidense» en todos los casos.


  20. En 1982, como respuesta a la débil demanda, la OPEP redujo su producción de 31 millones de barriles diarios (MB/D) a 18 MB/D, para defender los precios. Arabia Saudita actuaría como el gran regulador, bajando o subiendo la producción a conveniencia del cartel. En marzo de 1983, la OPEP bajó los precios por primera vez en la historia, de 34 a 29 dólares.


  21. El control de precios de 1987 cubrió una amplia gama de productos, desde alimentos esenciales, como la leche, hasta entradas de cine. El resultado fue desabastecimiento de productos de todo tipo y largas colas para adquirirlos. La rabia expresada durante el estallido social de febrero de 1989 tuvo a los abastos de urbanizaciones y barrios como el primer objetivo. La experiencia con el desabastecimiento se repitió a partir de 2007 y con mayor gravedad en 2013 y 2014. En esta materia no hubo aprendizaje.


  22. Lusinchi, quien al igual que Carlos Andrés Pérez pertenecía al partido Acción Democrática, demoró las medidas ante las elecciones generales de diciembre de 1988.


  23. Los datos que a continuación se reportan fueron tomados de Naím, 1993, capítulo 5.


  24. Pérez fue destituido bajo cargos de malversación de fondos en mayo de 1993 y su período fue completado, hasta enero de 1994, por el prestigioso historiador Ramón J. Velásquez.


  25. Los datos de 1993 fueron obtenidos de Purroy (1994: 18).


  26. La apertura petrolera comenzó a principios de los noventa con la participación, como socios de PDVSA, de la inversión privada en la rehabilitación de campos inactivos, en la exploración a riesgo y ganancias compartidas y en asociaciones estratégicas para la explotación de la Faja Petrolífera del Orinoco.


  27. En 1996 y 1997 las empresas petroleras internacionales pagaron alrededor de 7000 millones de dólares (Krivoy, 2002: 203) por el derecho a explorar a su propio riesgo áreas potencialmente ricas en hidrocarburos.


  28. El aumento de producción se aprobó para acomodar la presión de varios países que pedían mayores cuotas de producción y se mostraban renuentes, o simplemente no respetaban, las vigentes. Por ejemplo, en esa época Venezuela producía a toda capacidad, luego de haber aumentado su producción en 40% en el período 1992-1998 (Yergin, 2011: 84, 119).


  29. Durante el período 1994-1998 no se hicieron reformas tributarias de importancia. El IVA, aprobado por ley habilitante en la corta administración del presidente Velásquez, fue sustituido en 1994 por un impuesto a las ventas de menor efectividad. De igual manera, los ingresos tributarios petroleros disminuyeron por la caída de los precios. El ingreso fiscal petrolero disminuyó de 11,4% del PIB en 1996 a 6,2% en 1998.


  30. Para América Latina lo peor de la crisis también había pasado. Entre 1986 y 1993 el peso de la deuda en el PIB de la región había caído del 67% al 42%, mientras que el servicio de la misma con respecto a las exportaciones totales lo había hecho del 25% al 11%. De igual manera, el flujo de capitales a la región se había elevado de un promedio de 10.000 millones de dólares durante 1983-1990 a 50.000 en 1992-1993 (Cline, 1994: 17).


  31. También puede hablarse del socialismo del siglo XXI, bajo la presidencia de Hugo Chávez entre 1999 y 2012 y de Nicolás Maduro a partir de ese último año.


  32. Entre las leyes aprobadas, despertaron mucha preocupación con respecto a la propiedad privada las leyes de hidrocarburos, de pesca y de zonas costeras.


  33. Dos hechos se tradujeron en resultados positivos para los productores. En primer lugar, la crisis asiática quedaba atrás, trayendo un considerable aumento de la demanda mundial de petróleo de 2,5 millones de barriles por día entre 1998 y 2000. En segundo lugar, la nueva política de la OPEP de recortar producción para sostener los precios, acordada en la reunión de Riad de marzo de 1998, y apoyada por el Gobierno de Chávez (Yergin, 2011: 123).


  34. El uso fiscal de las ganancias cambiarias del Banco Central de Venezuela (figura permitida en la ley y de uso frecuente en los años anteriores) es un antecedente temprano de lo que serán las políticas macroeconómicas del chavismo. La extrema centralización del poder en la presidencia (al punto de no darle importancia a la autonomía del BCV) y la centralidad de los objetivos políticos en desmedro de los económicos explican el carácter «heterodoxo» del Gobierno en materia económica que lo llevan, por ejemplo, a implementar medidas de austeridad en 1999 o de expansión en 2000. ¿Por qué buscar nuevas fuentes de ingreso en medio de un período de altos precios del petróleo? Una razón es la necesidad de impulsar la economía al máximo ante los pobres resultados de 1998 y 1999. En 2000 no había grandes proyectos de infraestructura en desarrollo y las privatizaciones se detuvieron de forma permanente. También se requería compensar la fuga de capitales producto de la desconfianza en el programa económico y la pugnacidad política, hechos que deprimían la demanda privada y obstaculizaban la acumulación de reservas internacionales. Por no haber implementado ninguna iniciativa en materia de deuda pública, el país continuó disminuyendo en términos netos su deuda externa (no así la interna, la cual se triplicó entre 1999 y 2001) lo que a su vez restaba recursos para el gasto interno. Todo lo anterior, unido al anclaje cambiario, se tradujo en una disminución de la inflación desde 23% en 1999 a 16% en 2000 y a 12% en 2001.


  35. El estallido de la burbuja dot.com influyó en la caída de los precios pero el efecto de los atentados terroristas de septiembre en Estados Unidos fue casi nulo.


  36. También influyó la especulación financiera en la forma de derivados y otros instrumentos que sirvieron para diversificar los portafolios de los inversionistas.


  37. En 2012, la deuda financiera ascendía a 40 0216 millones de dólares, lo que representa un aumento de 1234% con respecto a 2006; la producción descendió de 3.279.000 de barriles diarios en 1998 a 2.910.000 en 2012; la nómina aumentó de 50.000 trabajadores en 1998 a 111.342 en 2012.


  38. Entre 2010 y 2013 el crecimiento fue 311%. Fuente: Banco Central de Venezuela. www.bcv.org.ve


  39. En 2008 el Gobierno y el Banco Central acordaron la reconversión del bolívar quitándole tres ceros. En un primer momento se habló del fortalecimiento de la moneda (llamando al bolívar «fuerte») y luego de facilitar las transacciones comerciales y financieras. No están claros los objetivos de la medida.


  40. El carácter político del control de cambios ha sido ratificado por uno de los dirigentes del partido gobernante: «El control de cambios en Venezuela no es una medida económica, es una medida política porque si quitamos el control de cambios ustedes (la oposición) sacan los dólares y nos tumban. Mientras gobernemos tendremos que tener control de cambios» (Aristóbulo Istúriz, exgobernador del estado Anzoátegui, vicepresidente ejecutivo de la República). TalCual, 15-7-2014. http://www.talcualdigital.com/Nota/visor.aspx?id=105054&tipo=AVA. Sobre este tema vale la pena recordar las palabras de F. A. Hayek sobre los controles de cambio en el sentido de ser medios efectivos, aunque no lo parezcan a primera vista, de coartar la libertad de los ciudadanos: «Una vez que el individuo no es libre de viajar, de comprar libros o revistas extranjeras, una vez que todo medio de contacto con el extranjero puede ser restringido de acuerdo con el funcionario que aprueba o cuya opinión es considerada necesaria, el control efectivo de la opinión es mucho mayor que el ejercido por cualquier Gobierno absoluto de los siglos XVII o XVIII». Hayek (1944, 1994: 10, traducción propia).


  41. El BCV calcula algo llamado «índice de escasez», que es el porcentaje de veces en que un producto específico no está disponible en los establecimientos que lo vende. El porcentaje global ha aumentado desde 13,3% en 2010 hasta 24,9% en 2014. El estimado en 2016 es 80% (Salmerón, 2016).


  42. Jorge Giordani, uno de los funcionarios con más poder en el área económica durante los Gobiernos chavistas, reconoció la dependencia de la política fiscal de los objetivos políticos y electorales, particularmente en las elecciones presidenciales y locales de 2012: «La superación [de los desafíos electorales] se consiguió con un gran sacrificio y con un esfuerzo económico y financiero que llevó el acceso y uso de los recursos a niveles extremos que requerirán de una revisión para garantizar la sostenibilidad de la transformación económica y social» en: «Testimonio y responsabilidad ante la historia». 18-6-2014. www.aporrea.org/ideología/a1900011.html.


  43. En especial el de la gasolina, que tiene un enorme costo para el fisco y que además constituye un subsidio regresivo, puesto que son los dueños de vehículos los que se benefician del mismo. En febrero de 2016 el Gobierno aumentó el precio de la gasolina, por primera vez en 17 años, de Bs. 0,97 a Bs. 6 por litro, lo que no cubre todavía los costos de producción.


  44. Fuente: Cepal-Cepalstat.


  45. También influye el fortalecimiento del dólar.


  46. Mensaje de fin de año del presidente del BCV 2012.


  47. Van der Ploeg y Poelhekke (2009) sostienen que la llamada «maldición de los recursos» es en realidad un problema de volatilidad. Su estudio arroja que cuando en las exportaciones los recursos superan el 19% del total, la desviación estándar del crecimiento aumenta hasta el 7,37%. Si se controla por la volatilidad, y se toma el ingreso per cápita en el largo plazo, en su modelo los recursos tienen un efecto positivo en el crecimiento. La volatilidad afecta el tipo de cambio y de allí a la inversión y la productividad: la enfermedad holandesa afecta al sector transable de la economía. Las políticas procíclicas de los Gobiernos agudizan el problema y por ello es necesario un sistema financiero desarrollado que absorba los shocks internos y externos.


  48. Ley Orgánica del Sistema Financiero Nacional. Título I. Artículo 4. Creación de vínculos. El Sistema Financiero Nacional por intermedio de su órgano rector, creará vínculos de carácter obligatorio entre los sectores que integran el sistema y las actividades de la economía real, popular y comunal a fin de impulsar la producción nacional en atención a los planes de desarrollo formulados y ejecutados por el Ejecutivo Nacional.


  49. Latino, Amazonas, Bancor, Barinas, Construcción, La Guaira, Maracaibo, Metropolitano, Tequendama, Popular, Venezuela, Consolidado, Andino, Progreso, República, Ítalo-Venezolano, Principal, Profesional.


  50. Vale destacar que el Banco de los Trabajadores de Venezuela (BTV) y el Banco Industrial de Venezuela (BIV) son antecedentes de los Bancos Múltiples o Bancos Universales en Venezuela, dado el amplio alcance consagrado en sus estatutos constitutivos.


  51. Una de las críticas más firmes y recurrentes a los gobiernos en este siglo atiende a la falta de cifras económicas actualizadas con la frecuencia debida. Corriendo el III-T del 2016 las cifras macroeconómicas más recientes son del III-T 2015, en el mejor de los casos. El otro gran problema es el de la validez o confiabilidad en la data. Por ejemplo, el PIB refiere el valor del conjunto de bienes y servicios producidos en una economía, por lo que la serie de controles de precios a los que ha estado sometida la misma distorsionan este resultado, así como el de los índices de precios. De igual manera, un componente relevante del producto venezolano lo constituyen las exportaciones petroleras y, en vista del control cambiario, las mismas se reducen en términos de moneda local, o justamente lo opuesto al calcular el PIB en términos de divisa. Ello dificulta evaluar adecuadamente la evolución de una variable clave como el PIB nominal y por ende del PIB sectorial.


  52. Traducción propia de: «A financial system is in a range of stability whenever it is capable of facilitating (rather than impeding) the performance of an economy, and of dissipating financial imbalances that arise endogenously or as a result of significant adverse and unanticipated events» (Schinasi, 2004: 8).


  53. Término acuñado por Kydland y Prescott (1977) referido a situaciones en las cuales el programa óptimo de acciones futuras a seguir en un momento dado cambia cuando ese futuro llega, generando equilibrios en niveles subóptimos, lo que anula una serie de beneficios que argumentan las políticas en el corto plazo.


  54. Publicada en Gaceta Oficial Extraordinaria N. 659 del 18.01.1961.


  55. El Consejo de Estabilidad Financiera es un organismo internacional, creado en 2009 por el G-20, que monitorea el sistema financiero internacional buscando su estabilidad a partir de la coordinación con las autoridades financieras de los distintos países y promoviendo estándares internacionales para la regulación y supervisión del sector. Fue establecido para identificar vulnerabilidades sistémicas desde una perspectiva macroprudencial y desarrollar acciones de política que puedan atender dichos riesgos. Ver: Financial Stability Board, Key Attributes of Effective Resolution Regimes for Financial Institutions. 15 October 2014. www.fsb.org


  56. Global Policy Forum AFI, en Nadi, Fiji, Sep. 6, 2016.


  57. http://www.afi-global.org/news/2016/09/afi-itu-sign-mou-promote-dfs-financial-inclusion


  58. En la Encovi para la medición de pobreza se utiliza el método integrado, el cual combina los métodos de la línea de pobreza (usa el ingreso como medida de bienestar) y las necesidades básicas insatisfechas (mide necesidades básicas estructurales), dividiendo a la población en 4 grupos.

  1. Pobres crónicos: presentan limitaciones en el acceso a las necesidades básicas (vivienda, educación, salud, infraestructura pública, etc.), y a su vez tienen ingresos o consumos deficientes.

  2. Pobres recientes: tienen sus necesidades básicas satisfechas, pero sus ingresos o gastos están por debajo de la línea de pobreza.

  3. Pobres inerciales: no presentan problemas en ingresos o gastos, pero tienen al menos una necesidad básica insatisfecha.

  4. No pobres o integrados socialmente: no tienen problemas de necesidades básicas ni de ingresos.


  59. Estadísticas de Pobreza en la página web del INE, obtenidas de sitio web: http://www.INE.gov.ve/index.php?option=com_content&view=category&id=104&Itemid=45#


  60. http://cronica.uno/rescatar-la-atencion-materno-infantil-paso-salir-la-crisis/


  61. Para una discusión de los posibles efectos del levantamiento del control de precios, ver España et al. (2016).


  62. Tomo el término, en sentido metafórico, de la histología. En histología los tejidos conjuntivos o conectivos concurren en la función primordial de brindar sostén al organismo y favorecer la integración de sus distintos sistemas.


  63. Dentro de los derechos intelectuales se incluyen hoy, entre otros, las patentes, las marcas comerciales, las indicaciones geográficas o denominaciones de origen, la información no revelada o secretos comerciales, los derechos de autor que protegen obras originales (como los libros, las pinturas, las fotografías, los audiovisuales, la arquitectura, las composiciones musicales y los programas informáticos) y los conocimientos tradicionales. Este agrupamiento de derechos no es, debe advertirse, completo ni consensual. Muchos lo critican, por ejemplo, por hacer equivalentes, como propiedad, derechos concedidos por el Estado (como el caso de los llamados «copyrights») y expresiones de la libertad natural de la persona (como una obra artística) que un Estado liberal estaría obligado a respetar.


  64. Esta ley sería modificada casi un siglo después, en 1936. En cualquier caso, las tierras baldías siempre fueron consideradas bienes patrimoniales del Estado, lo cual significaba que podían ser enajenadas o adquiridas por prescripción. Esto cambió a partir de la Ley de Tierras y Desarrollo Agrícola del año 2001, la cual convirtió a las tierras baldías en bienes de dominio público y, por tanto, inenajenables e imprescriptibles.


  65. Entre los numerosos temas vinculados a los derechos de propiedad que no hemos podido abordar aquí está la llamada «Teoría de contratos». Los contratos y los incentivos que ellos definen son fundamentales en la distribución de los derechos de propiedad dentro de las sociedades modernas. La relevancia de este ámbito de estudio queda demostrada por el hecho de que dos de los académicos que más han contribuido a desarrollarlo, Oliver Hart y Bengt Holmström, han sido recientemente galardonados con el Premio Nobel.


  66. Algunos llegan a hablar de los derechos de propiedad como instrumento de una nueva forma de colonialismo. No sería extraño, desde esta perspectiva, que la propiedad intelectual llevase aparejada, casi siempre, la competencia de numerosos emprendedores en forma de «piratería». Véase al respecto (Vandana, 2003).


  67. estos mismos autores ocurriría que «… el emprendedor latinoamericano tiende a tener severas dificultades para asociar los mecanismos institucionalizados (registro, venta y licenciamiento de patentes) para la capitalización de sus ideas en el mercado. Estos mecanismos se asientan en una percepción errada sobre el uso del sistema de propiedad intelectual, que a su vez se basa en la falsa creencia de que el secreto comercial mantiene el valor de la innovación, cuando en realidad lo limita o hace inviable, pues inhibe su posibilidad de ser transmitido por medio de mecanismos de mercado como los contratos de licencia o venta de patentes» (De León y Fernández, 2016).


  68. Tampoco se trata de confiscaciones, otra figura prevista en la Constitución y aplicable a activos provenientes del narcotráfico o de delitos de salvaguarda del patrimonio público.


  69. ello habría que agregar que ese otorgamiento constituiría un auténtico censo de cuántas viviendas efectivamente han sido construidas, algo a lo que el gobierno no está dispuesto. Hay razones para pensar que en este tema, como en tantos otros, la propaganda oficial ha exagerado los logros gubernamentales.


  70. Un ejemplo extremo es referido por Pipes, quien cuenta cómo Lenin «ordenó que las escrituras notariales de propiedad sobre las tierras, inmuebles, fábricas, etc., se redujeran a pulpa» (Pipes, 1999). En Venezuela, sostiene cierta «leyenda urbana», los registros públicos estarían controlados por personal que obedece a directrices del régimen comunista cubano. No existen pruebas concluyentes al respecto pero no es una presunción descabellada, dada la naturaleza de los regímenes cubano y venezolano.


  71. La inclusión o no de Petróleos de Venezuela en ese universo de empresas por ser privatizadas es un tema que, por su importancia y complejidad, merece una investigación especial.


  72. La libre convertibilidad de la moneda, aspecto esencial de la libertad para disponer de la propiedad, es tratada en otros capítulos de esta publicación.


  73. Basado en Casanova, 2016.


  74. Fermín Toro: La Doctrina Conservadora. Presidencia de la República. Pensamiento Político Venezolano del Siglo XIX. Ediciones Conmemorativas del Sesquicentenario de la Independencia. Caracas, 1960.


  75. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Énfasis nuestro.
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Grifico 5
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Cuadro 4: Desempeiio del FIv entre 1974 y 1978

Aso Reservas v Total wan avin
intermacionales  (Millones de dolares) ~ (Millones de ddlares) (%)
(Millones de délares)
1974 6423 189 6612 29%
1975 8856 340 919 37%
1976 8570 691 9261 75%
1977 145 966 o1l 106%
1978 6438 923 7361 125%

Fuente: ey cileulos propios
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La inflacién en periodos emblematicos de la historia de Venezuela

Periodo  (Inflacién  Volatilidad Miximo ~ Adio  (Minimo) Ao (Inflacién  (Inflacién  Duracién

promedio’) acumulada) promedio’) (arios)

18302015 808%  2150% 180.87% 2015 2534% 1921 12758430  656% 185

Pre-ev 029%  839%  3148% 1864 -2534% 1921 095 005% 110
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av Repiblicas 19591998  19.44%  2506%  10323% 1996 1962 60696 17,38% 40
Socilismo del S. o 1999-2015  3630%  4101%  180.87% 2015 2008 11634 3229% 7
Bolivar Fuerte 20082015 51,02%  5607%  18087% 2015 2008 1869 4420 8

1 Promedio aitmético

2 Promedio geomrico

Fuente: Bapesta, A (2011). Baes cuansisasivas de s cconomia venzolana (1830-2008). Casacas: v

Banco Central de Venezucla
Cileulos propios del autor
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Cuadro 5. Indicadores de inclusién financiera. Venezuela

Mundo

Ingreso  LAC Ve
Medio Alto
Poblacin, total (millones) 7150 24089 5880 304
Poblacién, edad 15+ (millones) 5312 18913 4282 07
Tasa de incidencia de pobreza en uso? diarios (ver) (% poblacin) 143 93 129
1 per cipita, método Adls (usp corrientes) 106830 76040 95420 125500
s, método Atas (us correntes) TOIEA3  L83EA3 SGIEH2 382Es11
Crédito (doméstico) al sector privado (% rre) 1286 980 467 2532957
ndice de fortaleza de los derechos legales (0-débil a 10-fuerte) ~ 4.94709 4862745 444 1
Cajeros automiticos (xrw) (por 100000 adultos) 3420836 4362473 3316874 4137066
Terminales de punto de venta (por 100000 adultos) 4730735 4809784 . .
Cuenta (% 15+ afios)
Toal adultos 690 705 s14 570
Mujeres 670 73 486 535
Adultos del 40% mis pobre 609 627 412 480
Jovenes adultos (% entre 15-24 afios) 607 8.1 374 276
Adultos de zonas rurales 645 688 460 524
Cuentas en instituciones financieras (% 15+ afios)
Toal adultos 6838 704 si1 569
Cuentas méviles (% 15+ asios)
Toal adultos 04 o7 17 30
Acceso a cuenta en instituciones financieras (% 15+ afios)
Posee tajeta de débito 429 459 404 496
araaes la principal forma de retiro (% con una cuenta) 533 557 711 789

Uso de la cuenta en el aio pasado (% 15+ asos)
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Grifico 3
Representacion de clusters de fragilidad
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Fuente: Staes of Fagility 2015 (05cp) y cilulos propios
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Evolucién de la variacién del indice general de precios
en la era democritica en Venezuela
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Fuente: Bapesta, A (2011). Baes cuansisasivas de s cconomia venzolana (1830-2008). Casacas: v
Banco Central de Venezuela
Cilleulosy grificos propios del autor
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Usa una cuenta para recibir salarios 151 18,1 180 161
para

Usa una cuenta para recibir transferencias gubernamentles 81 96 9.0 20
Usa una cuenta de una insitucin financiera para pagar servicios s 123 63 103
Otros pagos digitales en el aito pasado (% 15+ asios)

Usa una tarjeta de débito para realizar pagos 148 199 77 161
Usa una tarjeta de crédito para realizar pagos 108 144 180 192
Usa internet para pagar facturas o realizar compras 156 153 69 29
Remesas domésticas en el afio pasado (% 15+ aiios)

Envia remesas 166 154 95 73
Envia remesas via instituciones financieras (% remitentes) 369 372

Envia remesas via teléfonos celulares (% remitentes) 87 88

Envia remesas via operador de transferencia de dinero (% remitentes) 18,5 197 .
Recibe remesas 206 7.8 101
Recibe remesas via instituciones financieras (% receptores) 20 8 348
Recibe remesas via teéfono celular (9 receptores) 49 56 50
Recibe remesas via operador de transferencia de dinero (% receptores) 15,8 179 197
Ahorros en el afio pasado (% 15+ afios)

Ahorts en una institucién financiera 365 22 135 238
‘Ahorrs utilizando club de ahorro o una persona fuera de la familia 60 49 79 105
Ahorrd algin dinero 710 627 406 472
Ahorrs para la vejer 365 306 106 157
‘Ahorrs para una granja o negocio 23 176 106 105
‘Ahorrs para educacion o matricula escolar 307 254 17.2 204
Créditos en el afio pasado (% 15+ asios)

Pidid prestado de una institucién financiera 10 104 n3 20
Pidid prestado de familia o amigos 23 20 135 157
Pidid prestado de un prestamista privado informal 25 26 47 4
Pidid prestado algin dinero 412 77 327 260
Pidi prestado para una grania o negocio 83 66 6l 31
Pidid prestado para educacién o matricula escolar 7.1 61 83 76
Hipoteca pendiente (%15+aiios) 104 91 96 57

Fucnte: World Bank Group, The Little Data Book on Financial Inclusion 2015 (Data cntrc 2011 y 2014)






OEBPS/Images/img019.PNG
Grifico 2
Exportaciones petroleras per capita (barriles/afio)
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Fucnte: Povsa, PODE, 158  clculos propios.
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‘Cuadro 1: Comparacién PIB per cipita (UsD 2005)
entre paises seleccionados

Var % Var % Var %
Pais 1960 1977 2014 1960-1977 19772014 19602014
Amgenina 3698 5068 7664 37% 51% 107%
Brasil 7133707 S8z 116% 58% 2#2%
Ecuador 182 2473 3809 56% 54% 141%
Perd 1852 2535 4124 37% 63% 123%
Paraguzy s71 1021 2094 79% 105% 27%
Uruguay 3152 3648 8017 16% 120% 154%
Espaiia 672 14767 25260 135% 1% 303%
Grecia 5520 14478 18256 162% 2% 231%
Israel 5158 10264 24601 9% 140% 377%
Japén 7079 18831 37595 166% 100% 431%
Portugal 3847 9614 18391 150% 9% 378%
EEUU. 15483 24797 46405 60% 7% 200%
Botswana 380 1442 7096 280% 392% 1768%
Mundo 3066 4863 8009 59% 65% 161%
Venemela 5527 6906 G088 5% -12% 10%

Fucnte: Banco Mundial y cileslos propios
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Crecimiento econémico, inflacién y precio del petréleo

19701979 19501989 1990-1999
1o promedio 49% 0.1% 20%
Inflacién 77% 2% 47.4%
Cesta petrolera venezolana (S/B) 11,3 21 154

Fucntes: Menper, e y Ecosnoaltica
* Considera ol periodo 1974-1978
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Lainflacién y su volatilidad en periodos emblemdticos
de la historia de Venezuela
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Fuente: Bapeista, A (2011). Baes cuansisasivas de U cconomia venezolina (1830-2008). Casacas: v
Banco Central de Veneruela
Cilleulosy grifico propios del autor
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Violaciones a la propiedad privada (2005-2011)
(Némero de casos)
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Fuente: Obscrvatorio del Derecho de Propicdad, del Centro de Divulgacion del Conocimicnto Econémico.
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Cuadro 3

Venczucla y promedio de América Latina. Cecimicato porcentual del iy el o per cipits,
1960-2010 (us0 de 2000)

19601970 19701980 1980-1990 19902000 20002010

s mipc mn
Venemela 6371 1573 3047
Promedio

Améica  6LS7 3270 6102 3526 1145 941 4602 212 4839 2988
Latina

pc_ms_ ompc  mm  mmpe  mn mmpe
31 846 702 297 010 3399 1297

Fuente: worw databank worldbank org.
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Grifico 1
Venezuela y América Latina: PIB per cdpita, 1990-2012
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Fuente: cepa, 2015,19
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Grifico 7
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Fuente: 5 y Ministerio de Encrglay Petréleo.





OEBPS/Images/img044.PNG





OEBPS/Images/img007.PNG
Cuadro 1

Indicadores del sector petrolero en una muestra de paises (2014)

Pais % del ingreso % de mm % de Produccin
fiscal total exporcaciones _(millones de
toles  barrils diarios)
Angola 75 4050 16
Congo 75 4050 03
Ecuador 4050 0545
Guinea Ecuatorial 75 80 03
Gabén 02
Noruega 25 489 192
Nigeria 60 144 9% 18
Promedio paises del 25 &
golfo Pérsico
Arabia Saudia 96
Catar o7
Emiratos Arabes 27
Unidos
Kuwait 27
Rusia 50 2 70 10,59
Venezuca 466 2 94 23

Elsborscidn propia con base cn: Arczk y Blanchard (2014)

Nigeris: Barunqui (2014)
Norucgs: Buvarp (2014)
Produccién: orer
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Grifico 2
Venezuela: precio cesta petrolera, 1990-2015 (usp)
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Fuente: ovep
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Grifico 6
Los paises petroleros mas ahorradores
(usp en fondos/exportaciones petroleras anuales)
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Fuente: swrt, cta World Factbook y cilculos propios
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Délar oficial e informal en Argentina: 02.11.15 a 06.09.16
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Fuente: ambito,.com
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Cuadro 2

Paises productores: tamaio de las rentas petroleras (1)

(% derm)
Pais 1970 1974 1980 1990 2000 2008 2013
‘Anabia Saudita 3124 7414 7897 4184 4191 5923 4343
Argelia 838 3041 3367 1374 1968 3191 2162
Argentina 047 219 811 235 189 480 247
Azerbaiyin - - L1952 4447 5619 3395
Baréin - - 2008 700 368 432 447
Bolivia - 88 736 318 316 481
Brunei Darussalam 6853 5819 2930 2810 23,56
Camerin - 1342 86 1081 553
Canadi 388 635 150 187 4,00
Catar 83,50 7748 3942 3669 2339
Colombia 523 473 751 580 7.74
Congo, Rep. 3160 4899 4001 7021 5683
Ecuador 1029 1470 1294 1838 1619
Emiratos Arabes Unidos - - 5046 3001 2006 21,63
Estados Unidos 031 208 361 068 038 093
Gabén 1292 5125 5340 3255 4801 37.68
Indonesia 303 1906 2505 804 659 236
Ik 1879 6648 6441 874 - 4348
Irin 1426 5318 2126 2063 3426 3055
Kajistin - - L1523 3576 2376
Kuwait 4231 7650 7552 3541 4854 5747
Malasia 016 311 1426 1019 683 651
México 051 338 1410 734 390 607
Nigeria 329 3508 4110 4303 4049 1343
Noruega L 050 966 942 1596 850
Omin 47.66 6764 6020 3994 4090 3391
Reino Unido 000 001 355 L1312 082
Rusia - - L1295 2007 1362
Trinidad y Tobago - 3398 4302 2040 1267 9.58
Venezuela 1123 3972 4166 3289 2307 2001

(1) Diferncia entee el costo de produccién del peréleo y su vlor en los mercados internacionales como
porcentaje del 1. Afos de preciosalos con I excepeién de 1970
Fuente: wor 2015
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Cuadro 6. Estado de la estrategia nacional (En) en 2015

Estado de la csrategla naclonal  Nimero

Paiscs y territotios

N cn revisién o una segunds BN exti senda 11
instrumentada

Una (primera) BN estdsiendo instrumentada 23

Una i esd siendo diseiada 2

Una i esd siendo planeada 5

“Ausralia, Rep. Cheea, Japén, Malaa
Holands, Nucva Zelands, Singapur, Rep.
Eslovaca, Espara, Reino Unido, £2.0v.
Armenia, Blgica Brasi, Canads, Croacia,
Dinamarea, Estnia, Ghana, Hong Kong,
China, India, Indonesia, rands, lsrcl,
Corea, Linuania, Marruccos, Nigeria,
Portugal, Fed. Russ, Esloveni, Sudifica,
Succia. Torqula

Argentina, Chile, China (Rep. Populas),
‘Colombis, Costa Rica, El Savador, Francia,
Gutemala, Kenia, Kirgustin, Libano,
Malaw, Mésico, Pakistin, Parsguay, Per,
Polonia, Rumani, Arabia Saudits, Serbia,
Tanani, Talandia, Ugands, Uragay,
Zambia

Ausri, Macedonia, Filipns, Uerana,
Zimbabue

Fuente: oEco/FE, 2015
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Grifico 3
Peso del sector financiero. Venezuela. Indicadores varios.
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Fuente: 8cy, Sudeban, 15E, Banco Mundial
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Tabla 1: Método integrado de pobreza

Estudio Encovi 2014 y 2015
Pobrera ctructural Pobrera ctructural
T 01 Nopebe  Pobre T 2015 Nopobre  Dobre
£ Nopobre Nopobres Pobremincrcl £ Nopobre  Nopobres  Pobrem ineril
g % XTI 2% 5%
E bobre Pobre eciene Pbresacrinics § Pobre Pobrors recinte Pobres crinicn
2 331% 1% E 471% 243%

Fucnte: Encuesta nacional de condiciones de vida 2014 y 2015 (veas, uev y vss)
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Cuadro 3: Paises segiin porcentaje de ahorro anual

Norucga
Catar

Brunéi
Emiratos Arabes Unidos

>30%

Libia
Aserbaiyin
Kuwait

Kazajistén

15-30%

Rusia
Argelia
515% Omin
Irin
Arabia Saudita

Angola
Estados Unidos

Mexico
<% Canadi
Nigeria
Inak
Venezucla

Fuente: swi, ca World Factbook y cilculos propios





OEBPS/Images/img012.PNG
Grifico 3
Venezuela: inflacién 1991-2015
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Cuadro 1. Niimero y tipo de instituciones del sector bancario,
1988-2016

1988 2000 2005 2010 2016

Banca comercial EE 13 7 1
Banca universal 14 vooon 23
Banca de inversién 30 12 5 2

Banca hipotecaria 18 4 2

Banca con leyes especiales 2 4 5 2
Banca de desarrollo. 2 5 2
Empresas de arrendamiento financiero 26 1 1

Entidades de shorro y préstamo 2 n 3 1

Fondos del mercado monetario 30 2

Banca microfinanciera 4
Total entidades € 6 st 2 »

Fusente: Sudeban y Sintess Finsncirs:
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Grifico 4

PIB por actividad econémica. Venezuela. Variacién porcentual (100=1997). 2004-2015
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Cuadro 2. Recursos del fondo de estabilizacién 1999-2016 (Millones de délares)

concerTO 2016 15 014 W13 2012 2001 2000 2009 2008 2007 2006 2005 2004 2003 2002 2001 2000 1999
FLO0S

APORTES S o a B0 s 25
EJECUTIVO NACIONAL SooL Lo S s -
PDVSA SooD DD DD s sk oan s
ENTIDADES ESTADALES P
ING. FINANCIEROS COBRADOS o o o 0 0 0 2 2 B 4 3 2 7 o ® 33 16 -
EJECUTIVO NACIONAL o o o 0o o o0 o0 0 o o o o o o 5 % 3 -
PDVSA o o o 0 0 0 2 2 1 4@ xm 2 7 o & 12 & -
ENTIDADES ESTADALES © o o o o o o0 o0 o o o o o o 1y 5 W -
EJECUTIVO NACIONAL L e
PDVSA 2 e T
ENTIDADES ESTADALES B e
‘GASTOS PAGADOS. 122 o
ALBCY e
EJECUTIVO NACIONAL . F e T T
PDVSc B e
SALDOS

ING FINANCIEROSPORCOBRAR 0 © o o o o o o o 1 1 3 3 o 7 17 15 o
EJECUTIVO NACIONAL o 0o 0o o o o0 o o o o o o o o o 4 4 -
PDVSA © 0o 0o o o o o o o 1 1 3 3 o & W 9 o
ENTIDADES ESTADALES o 0o 0o o o o o o o o o o o o 1 3 2 -
PATRIVONIO DISPONIBLE. 22 2 2 2 2 w1 owy w7 oss g 7 707 0 w9 @R 45 25
EIECUTIVO NACIONAL o 0 0o o o o o0 o0 o0 o o o o o 5 0w w2 -
PDVSA .- - - sy w7 w5 ome 7 77 5 en w473 246 25
ENTIDADES ESTADALES 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 w6 oun 4w -
PATRIVONIO TOTAL 22 2 2 2 2 w1 owy w7 sy 7@ 7R 70 700 26 @ 450 25
EJECUTIVO NACIONAL © 0 0o o o o o0 o0 o0 o o o o o 5 w02 % -
PDVSA S oo owy w3 sy e 70 s em 2 4o 2415 215
ENTIDADES ESTADALES 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 2 a7 o oam -

[ ———
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Grifico 4
América Latina: variacién porcentual del PIB per cdpita
1999-2011 (délares de 2000)
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Fuente: hrp://databank worldbank.org.
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Grifico 4
Ingreso petrolero como % P18
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Cuadro 2: Exportaciones petroleras venezolanas (1999-2015)

Exportaciones petroleras (millones de usp)

1999 16735
2000 27874
2001 2745
2002 21532
2003 22029
2004 32871
2005 48143
2006 57972
2007 62652
2008 89034
2009 54201
2010 62317
2011 88132
2012 93569
2013 85603
2014 71731
2015 (estimado) 34000

Fucnte: ncvy cileulos propios
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Grifico 1
Producto interno bruto. Variacién porcentual.
100=1997. 1998-2015
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Grifico 8
Ingresos netos vs. ingresos con fondo
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Fuente: 8w y cilculos propios
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Grifico 1
Redes de proteccion social
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Grifico 9
Evolucién de los fondos
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Fuente: 8cv y célculos propios
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Cuadro 3. Sistema bancario venezolano. Datos estilizados

1213112014
Ne N+ Necuentss Nocucntas Valor cucntas

coddades sucuales  (en%)  (camiles)  (MMBs)
Banco Cenceal 1 1 w “
Banca universal 3 310 9723 300 2046447
Banca comercial 1 105 193 616 32856
Bancs microfinsnciers 4 80 02 22 14859
Banca de desarrolo 2 2 008 s 1"
Banca con leyesespeciales 4 na. na. na.
Inscturos municipales de cédito. 1 na. na. na.
TOTAL 36 75 10000 31897 2094176
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Grifico 5
Relacién deuda piblica externa / exportaciones petroleras
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Fuente: ey cileulos propios
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Grifico 2
Indice nacional de precios al consumidor. Variacién porcentual. 2008-2015
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Grifico 5
Venezuela: pobreza e indigencia, 1990-2012
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Evolucién de las exportaciones
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Tabla 2: Nimero de paises con al menos un tipo de programa de proteccién social,
por regién y por tipo de programa social

Niimero de paises
Region
Tipo de programa. Afica  Asia  Fuopay  América  Medio  Asindel  Toulde
Orientaly ~ Asia latimayel Orientey  Sur  paisescon
Pacifico  Central  Caribe  Africa del al menos un
Norte programa
Transferencias monetarias condicionadas 18 7 7 2 s 4 6
Transferencias monetarias no condicionadas 4 n ] ] 14 7 130
Transferencias no condicionadas en especie 4 7 8 2% 7 4 92
Programas de alimentacién escolar 45 12 3 ] 16 7 131
Programas de trabajo piblico 39 9 7 17 7 5 94
Exoneracion de tarifas en servicios piblicos 12 14 10 3 3 )
Nimero total de paises en la region respectiva 48 2 30 29 19 8 155

Fuente: Banco Mundial, base de datos Aspire
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Grifico 10
Indice de percepcién de corrupcién (1997-2015)

0%
70%

60% T o

23
50%

0%
Puesto

30%

@
w/,\kv\_,\

Pucsto
109% 158

0%
1997 1999 2001 2003 2005 2007 2009 2011 2013 2015

Venezela —— Chile

Fuente: Transparencia Incernacional





OEBPS/Images/img062.PNG
Inversién extranjera directa neta (1)
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Grifico 6
América Latina: reduccién de pobreza entre 1999 y 2011
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Tabla 3: Programas sociales focalizados (1989-1998)

Area Carlos Andrés Pérez Rafael Caldera
[y T — [CryT———)
B Licten Programs Alimenario Excole ()
Boca de Cerses Programs Alimenario Mateno Ininl ()
Merinds Excoa Programsde erendsy Comadors (%)
Vo de Lichs Excolar
Comedores Excolr
Lacuisoy sl Exlar
St Programs Ampido Maero lfil. e Suminisr d Mdicinas
Proggama de Dorcin de Ambolatorios
Bducscin Dorain de Udlesy Urniformes Ecolares Programa de Dotacide Uriformes Excolirss
Amplcin de s Coberr de P Progama de Subeidio s P st
Compension opedgogics yclua
Capciacin y Emple o
Subsdio s e prefncl
Protecitn Hogars de Cudado Disio Programs deSubsidio il
Socal Programs de Moldbogares y o
Programsde Atecion s o Rsonsdos por Ve
Proggams de Foraleciminto ol
Programa de Pt l Ancino
Enploy  SouodePuofonoo Programs de Cpaccin y Emplo v
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ol Programa racionlde Boc Sl
Viindie  Viiends Rurd
nfesrucurs Propecto de Meforiento Usbanoen o
ol Programade Inveriin Socil Lol

Fuente: Alvarado (2003)
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Cuadro 5: Evolucién del Fiem / FEM (1999-2015)

v MM Total
Fecha, (Millones (Millones (Millones ~ %rs-rew Total
de dolares) de dolares) de dolares)
1999 15164 215 15379 14%
2000 15883 4588 20471 24%
2001 12424 6226 18650 334%
2002 12004 2857 14861 192%
2003, 20106 700 20806 34%
2004 23498 710 24208 29%
2005 29636 732 30368 24%
2006 36672 768 37440 21%
2007 33240 809 34049 24%
2008 37136 828 37964 22%
2009 35000 830 35830 23%
2010 29500 832 30332 27%
2011 29889 3 29892 00%
2012 29887 3 29.890 00%
2013 21478 3 21481 00%
2014 22077 3 22080 00%
2015 16367 3 16370 00%

Fuente: 5y cllculos propios
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Grifico 7
Capitalizacién del sistema bancario. 2006-2016
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Precio de la cesta petrolera venezolana
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Cuadro 4. Instrumentos de pago. Venezuela

2000 2005 00 2 202 203 20

[y ———

Taeas con fnion de débio/cidto 2462934 4003044 7719829 8298611 8909266 9105853 13240615

Indicadorss de utzscidn de madiosde

pago diintos del v

Chaquss compensados en i) 07561 solss 9m3y ve7al sees2 9392 w923
ws  ong ome R

s -
Tntesdecopnsin gy g wee we v e ve:
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Fuente: sev
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Grifico 3
Variacién del P18 de Venezuela (%)
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olucién de la variacién del indice general de precios
y regimenes monetarios en Venezuela
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Gréfico 8
Margenes y resultado. Sistema bancario 2006-2016
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Cuadro 6: Evolucién de los aportes al Fonden (2005-2015)

oy PoVSA Total aportes % Aportes |
(Millones (Millones (Millones exportaciones
de délares) de délares) de délares) petroleras
2005 6000 1525 7525 156%
2006 475 6855 1130 19.2%
2007 6770 6761 13531 216%
2008 1538 12384 13922 156%
2009 12299 600 12899 2.8%
2010 7000 1334 8334 13.4%
2011 3500 14728 18228 207%
2012 10453 15572 26025 27.8%
2013 5682 10418 16100 18.8%
2014 3904 10400 14304 19.9%
2015E 0 a6 4216 122%
Totales 61421 84793 146214 19.6%

Fuente: By, povsA y célculos propios
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Gréfico 7
Venezuela: tasa de desempleo nacional, 1995-2012
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Composicién de la deuda externa

Servicio de la deuda externa
Emisor  Monto(MM$) Tasa®  Nodetitulos  Tasamixima Tasa minima
vovsa 217 72 9 128 49
Venezuela 32211 90 23 136 58

Fucnte povsa, Meear y Econalitica

* Promedio ponderado de los cupones de los ttulos.





